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Presentación

La Autonomía universitaria es una fa-
cultad que la Constitución de la Repú-
blica le confiere a la Universidad de El 
Salvador, y en este marco es que la Uni-
versidad tiene la potestad de auto nor-
marse a través de los procedimiento e 
instituciones que la Ley Orgánica esta-
blece, creando los reglamentos que la 
vida universitaria demanda.

Una normativa universitaria que debe 
ser patrimonio de todos los miembros 
de la Comunidad Universitaria, así serán 
conocedores de los derechos y deberes 
que la normativa les otorga y propulso-
res de la vigencia del Estado de Derecho.

Es por lo anterior que la Vicerrectoría 
Académica respalda el esfuerzo realiza-
do por la Defensoría de los Derechos Uni-
versitarios y la Facultad de Jurisprudencia 
y Ciencias Sociales, con la publicación de 
la Legislación Universitaria, que se des-
glosa en tres libros: Libro Primero – Reco-
pilación Administrativo Financiera; Libro 
Segundo – Recopilación Académica y Li-
bro Tercero – Recopilación Disciplinaria.

El objetivo primordial de la publicación 
de la Legislación Universitaria es difundir 
el contenido de la misma, los derechos 
y deberes de los miembros de nuestra 
Alma Mater, de los procedimientos ad-
ministrativos, académicos y disciplina-
rios que rigen las diferentes instituciones 
al interior de nuestra Universidad.

La promoción y difusión de los derechos 
y deberes que la normativa universitaria 
confiere a sus miembros  es una con-
dición necesaria para la realización de 
una educación superior pública	  garan-
te de un Estado Democrático y Constitu-
cional de Derecho.

La Universidad debe ser precursora de 
la justicia, igualdad y democracia de la 
Nación y del Estado Salvadoreño, lo cual 
solo es posible mediante una educación 
con espíritu crítico, democrático y pro-
positivo  del progreso académico, cien-
tífico y social.

“HACIA LA LIBERTAD POR LA CULTURA”

Ana María Glower de Alvarado
Vice Rectora Académica
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Presentación

La Universidad de El Salvador es la Insti-
tución rectora de la Educación Superior 
Pública, con la misión de ser formadora 
de profesionales universitarios que con-
tribuyan al desarrollo social, económico, 
científico, cultural y deportivo; así tam-
bién respetuosos y garantes de un Esta-
do de Derecho que responda a las nece-
sidades de los sectores más desposeídos 
de la sociedad salvadoreña. Formando 
profesionales universitarios críticos de 
la realidad salvadoreña, capaces de im-
pulsar las transformaciones académicas 
y sociales que conduzcan al progreso de 
la Universidad y del país.

La Secretaria General es co-participe de 
este esfuerzo universitario que realiza 
la Defensoría de los Derechos Universi-
tarios y la Facultad de Jurisprudencia y 
Ciencias Sociales en favor de la promo-
ción y difusión de los derechos humanos 
fundamentales de los miembros de la  
Comunidad Universitaria a través de la 
publicación de un compendio de Legis-
lación Universitaria.

La publicación de la Legislación Univer-
sitaria es un mecanismo de educación,  
promoción  y difusión de los derechos y 
deberes de los miembros de la Universi-
dad, ya que solo a través de su conoci-
miento es posible fortalecer la construc-
ción del Estado de Derecho

Con el conocimiento de la normativa 
universitaria se promueve la vigencia 
del principio de legalidad, el goce de los 
derechos de los miembros de la Comu-
nidad y Corporación Universitaria, como 
también la garantía de una tutela efecti-
va de los mismos. 

Es al interior de las aulas universitarias 
donde inicia la construcción de una so-
ciedad más justa, igualitaria e inclusiva, 
pues mediante la formación en derechos 
humanos hacemos de nuestros profe-
sionales personas integrales, dotados de 
valores éticos y con un compromiso con 
la sociedad salvadoreña.

“HACIA LA LIBERTAD POR LA CULTURA”

Dra. Ana Leticia Zavaleta de Amaya
Secretaria General
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Presentación

La Defensoría de los Derechos Univer-
sitarios, que de conformidad al Regla-
mento General de la Ley Orgánica y al 
Reglamento Especial de la Defensoría, 
tiene la responsabilidad de velar por la 
promoción y tutela de los derechos hu-
manos y universitarios de los miembros 
de la Comunidad y Corporación Univer-
sitaria.

Una responsabilidad que requiere la 
interacción universitaria con sus dife-
rentes actores: autoridades, docentes, 
estudiantes y personal administrativo. 
Porque los derechos humanos son una 
necesidad constante de todas y todos; 
necesitamos del conocimiento de la vi-
gencia de los mismos, de los mecanis-
mos para ejercerlos, pero sobre todo del 
empoderamiento de cada uno de ellos; 
lo cual solo se logra mediante la promo-
ción, divulgación y difusión de los dere-
chos humanos y universitarios.

Promoción y divulgación que la Defen-
soría ha asumido como uno de sus ejes 
principales, pues ello nos permite que 
cada uno de los miembros de la comu-

nidad universitaria sea defensor y pro-
motor de los derechos humanos y uni-
versitarios, con lo cual se reivindique el 
respeto de la dignidad humana y la vi-
gencia del Estado de Derecho.

Con la publicación de la Recopilación 
Universitaria, se realiza un aporte en 
materia de promoción de los derechos 
universitarios, pues es así, como la 
Comunidad Universitaria puede tener 
pleno conocimiento de la normativa 
universitaria. Solo a través de su cono-
cimiento, la Comunidad Universitaria 
puede empoderarse de su posición como 
poseedor de los derechos humanos, y la 
autoridad asume su rol de promotor del 
respeto de los derechos y garantías que 
un Estado de Derecho otorga a sus ciu-
dadanos y ciudadanas. 

La sola vigencia de los derechos huma-
nos y universitarios no basta para que 
exista plena protección de los mismos, 
nos es necesario la certeza que todas y 
todos seremos garantes de los derechos 
y ello solo se logra mediante su conoci-
miento y divulgación.

“HACIA LA LIBERTAD POR LA CULTURA”

MSc. Claudia María Melgar de Zambrana
Defensora de los Derechos Universitarios



LEGISLACIÓN UNIVERSITARIA

12



LIBRO TERCERO: RECOPILACIÓN DISCIPLINARIA

13

PALABRAS
INTRODUCTORIAS

La Facultad de Jurisprudencia y Ciencias 
Sociales, con su casi bicentenaria tradi-
ción en  procesos de enseñanza apren-
dizaje de las ciencias jurídicas y socia-
les, asume el reto de promoción de los 
derechos y deberes de los miembros de 
la comunidad universitaria, mediante su 
participación proactiva en la organiza-
ción, sistematización y publicación de la 
Legislación Universitaria.

La presente publicación titulada: “Reco-
pilación Disciplinaria” forma parte de un 
compendio de Legislación Universitaria 
que comprende tres grandes libros; el 
presente LIBRO III, está referido a la Le-
gislación Disciplinaria que se inicia con 
la Constitución de la República como 
fuente de normas, valores y principios 
de referencia general y obligatoria, para 
luego abordar el Reglamento Discipli-
nario de nuestra universidad que in-
corpora un esquema del procedimiento 
administrativo disciplinario en caso de 
infracciones a nuestro ordenamien-
to jurídico universitario. Acto seguido 
aparece el Reglamento de la Defensoría 
de Derechos Universitarios, como en-
tidad que ejerce la promoción y tutela 
de los derechos humanos de los miem-
bros de la comunidad universitaria. De 
igual manera, se incluyen importantes 
cuerpos legales como la Ley de Ética 
Gubernamental y su Reglamento, como 

marco de referencia jurídico moral por 
el cual debe regirse la conducta de do-
centes, funcionarios y quienes ejerzan 
una relación de poder en los procesos 
de enseñanza aprendizaje que se desa-
rrollan en nuestra alma mater.

Se adicionan a esta recopilación de le-
gislación, la Ley de Garantía de Audien-
cia, como ordenamiento aplicable a los 
trabajadores públicos bajo el régimen de 
ley de salarios y la reciente Ley de Acce-
so a la Información Pública que concede 
una amplia gama de derechos a toda la 
comunidad universitaria que solicite in-
formación pública contenida en la ley. 

La educación en derechos fundamenta-
les y derechos humanos que asisten a 
los ciudadanos, tiene rango constitucio-
nal. En igual sentido, por el hecho que la 
legislación universitaria desarrolla de-
rechos, principios y valores contempla-
dos en la Constitución de la República, 
Tratados Internacionales y demás leyes 
vigentes, se convierte en una obligación 
de las autoridades universitarias su res-
pectiva promoción. En el caso de la Fa-
cultad de Jurisprudencia y Ciencias So-
ciales por ser la institución universitaria 
encargada de formar profesionales en el 
campo de las ciencias jurídicas, con ma-
yor razón moral y jurídica, carga sobre 
sus hombros la obligación en la promo-
ción, enseñanza y transformación de los 
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derechos fundamentales, derechos hu-
manos y valores para la construcción de 
una sociedad democrática y un verdade-
ro Estado Constitucional y Democrático 
de Derecho. 

Finalmente señalar que, el objetivo me-
dular de esta publicación, es la promo-
ción del conocimiento de los derechos 
que asisten a los miembros de la comu-
nidad universitaria, pero más allá, se 
pretende garantizar su tutela efectiva. Al 
mismo tiempo advertir que, la exigencia 

de derechos contemplados en la legisla-
ción universitaria, también debe ir acom-
pañado del correlativo cumplimiento de 
los deberes y obligaciones de los miem-
bros de la comunidad universitaria. 

Todo lo anterior, con la finalidad de 
construir un fuerte tejido de relaciones 
de convivencia basadas en la justicia, 
una cultura de pleno respecto a los dere-
chos humanos y la construcción de una 
verdadera “comunidad universitaria”. 

“HACIA LA LIBERTAD POR LA CULTURA”

Dr. Julio Olivo Granadino
Decano

Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales
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CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA
DE EL SALVADOR1.

DECRETO Nº 38.-

NOSOTROS, REPRESENTANTES DEL 
PUEBLO SALVADOREÑO REUNIDOS EN 
ASAMBLEA CONSTITUYENTE, PUES-
TA NUESTRA CONFIANZA EN DIOS, 
NUESTRA VOLUNTAD EN LOS ALTOS 
DESTINOS DE LA PATRIA Y EN EJER-
CICIO DE LA POTESTAD SOBERANA 
QUE EL PUEBLO DE EL SALVADOR NOS 
HA CONFERIDO, ANIMADOS DEL FER-
VIENTE DESEO DE ESTABLECER LOS 
FUNDAMENTOS DE LA CONVIVENCIA 
NACIONAL CON BASE EN EL RESPETO 
A LA DIGNIDAD DE LA PERSONA HU-
MANA, EN LA CONSTRUCCIÓN DE UNA 
SOCIEDAD MAS JUSTA, ESENCIA DE LA 
DEMOCRACIA Y AL ESPÍRITU DE LIBER-
TAD Y JUSTICIA, VALORES DE NUES-
TRA HERENCIA HUMANISTA,

DECRETAMOS, SANCIONAMOS Y PRO-
CLAMAMOS, la siguiente

CONSTITUCIÓN

TÍTULO I

CAPÍTULO ÚNICO

LA PERSONA HUMANA Y
LOS FINES DEL ESTADO

Artículo 1. El Salvador reconoce a la 
persona humana como el origen y el fin 
de la actividad del Estado, que está or-
ganizado para la consecución de la jus-
ticia, de la seguridad jurídica y del bien 
común.

ASIMISMO RECONOCE COMO PERSO-
NA HUMANA A TODO SER HUMANO 
DESDE EL INSTANTE DE LA CONCEP-
CIÓN.(12)

En consecuencia, es obligación del Es-
tado asegurar a los habitantes de la Re-
pública, el goce de la libertad, la salud, 
la cultura, el bienestar económico y la 
justicia social.

TÍTULO II
LOS DERECHOS Y 

GARANTÍAS 
FUNDAMENTALES DE 

LA PERSONA
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CAPÍTULO I
DERECHOS INDIVIDUALES Y SU 

RÉGIMEN DE EXCEPCIÓN

Sección Primera
Derechos Individuales

Artículo 2. Toda persona tiene derecho 
a la vida, a la integridad física y moral, 
a la libertad, a la seguridad, al trabajo, 
a la propiedad y posesión, y a ser pro-
tegida en la conservación y defensa de 
los mismos.

Se garantiza el derecho al honor, a 
la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen.

Se establece la indemnización, conforme 
a la ley, por daños de carácter moral.

Artículo 3. Todas las personas son 
iguales ante la ley. Para el goce de los 
derechos civiles no podrán establecerse 
restricciones que se basen en diferencias 
de nacionalidad, raza, sexo o religión.

No se reconocen empleos ni privilegios 
hereditarios.

Artículo 4. Toda persona es libre en la 
República.

No será esclavo el que entre en su 
territorio ni ciudadano el que trafique 
con esclavos. 

Nadie puede ser sometido a servidum-
bre ni a ninguna otra condición que me-
noscabe su dignidad.

Artículo 5. Toda persona tiene libertad 
de entrar, de permanecer en el territorio 
de la República y salir de éste, salvo las 
limitaciones que la ley establezca.

Nadie puede ser obligado a cambiar de 
domicilio o residencia, sino por mandato 
de autoridad judicial, en los casos 
especiales y mediante los requisitos que 
la ley señale.

No se podrá expatriar a ningún salva-
doreño, ni prohibírsele la entrada en el 
territorio de la República, ni negársele 
pasaporte para su regreso u otros do-
cumentos de identificación. Tampoco 
podrá prohibírsele la salida del territorio 
sino por resolución o sentencia de auto-
ridad competente dictada con arreglo a 
las leyes.

Artículo 6. Toda persona puede expre-
sar y difundir libremente sus pensamien-
tos siempre que no subvierta el orden 
público, ni lesione la moral, el honor, ni 
la vida privada de los demás. El ejercicio 
de este derecho no estará sujeto a pre-
vio examen, censura ni caución; pero los 
que haciendo uso de él infrinjan las leyes, 
responderán por el delito que cometan.

En ningún caso podrá secuestrarse, 
como instrumentos de delito, la impren-
ta, sus accesorios o cualquier otro medio 
destinado a la difusión del pensamiento.

No podrán ser objeto de estatización o 
nacionalización, ya sea por expropia-
ción o cualquier otro procedimiento, las 
empresas que se dediquen a la comu-
nicación escrita, radiada o televisada, y 
demás empresas de publicaciones. Esta 
prohibición es aplicable a las acciones o 
cuotas sociales de sus propietarios.

Las empresas mencionadas no podrán 
establecer tarifas distintas o hacer 
cualquier otro tipo de discriminación 
por el carácter político o religioso de lo 
que se publique.

Se reconoce el derecho de respuesta 
como una protección a los derechos y 
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garantías fundamentales de la persona.

Los espectáculos públicos podrán ser 
sometidos a censura conforme a la ley. 

Artículo 7. Los habitantes de El Sal-
vador tienen derecho a asociarse libre-
mente y a reunirse pacíficamente y sin 
armas para cualquier objeto lícito. Nadie 
podrá ser obligado a pertenecer a una 
asociación.

No podrá limitarse ni impedirse a una 
persona el ejercicio de cualquier activi-
dad lícita, por el hecho de no pertenecer 
a una asociación.

Se prohíbe la existencia de grupos ar-
mados de carácter político, religioso o 
gremial.

Artículo 8. Nadie está obligado a hacer 
lo que la ley no manda ni a privarse de 
lo que ella no prohíbe.

Artículo 9. Nadie puede ser obligado 
a realizar trabajos o prestar servicios 
personales sin justa retribución y sin su 
pleno consentimiento, salvo en los ca-
sos de calamidad pública y en los demás 
señalados por la ley.

Artículo 10. La ley no puede autorizar 
ningún acto o contrato que implique la 
pérdida o el irreparable sacrificio de la 
libertad o dignidad de la persona. Tam-
poco puede autorizar convenios en que 
se pacte proscripción o destierro. 

Artículo 11. Ninguna persona puede 
ser privada del derecho a la vida, a la 
libertad, a la propiedad y posesión, 
ni de cualquier otro de sus derechos 
sin ser previamente oída y vencida en 
juicio con arreglo a las leyes; ni puede 
ser enjuiciada dos veces por la misma 
causa.

LA PERSONA TIENE DERECHO AL HA-
BEAS CORPUS CUANDO CUALQUIER 
INDIVIDUO O AUTORIDAD RESTRIN-
JA ILEGAL O ARBITRARIAMENTE SU 
LIBERTAD. TAMBIÉN PROCEDERÁ EL 
HABEAS CORPUS CUANDO CUALQUIER 
AUTORIDAD ATENTE CONTRA LA DIG-
NIDAD O INTEGRIDAD FÍSICA, PSÍQUI-
CA O MORAL DE LAS PERSONAS DETE-
NIDAS.(6)

Artículo 12. Toda persona a quien se 
impute un delito, se presumirá inocente 
mientras no se pruebe su culpabilidad 
conforme a la ley y en juicio público, en 
el que se le aseguren todas las garantías 
necesarias para su defensa.

La persona detenida debe ser informa-
da de manera inmediata y comprensi-
ble, de sus derechos y de las razones de 
su detención, no pudiendo ser obligada 
a declarar. Se garantiza al detenido la 
asistencia de defensor en las diligencias 
de los órganos auxiliares de la admi-
nistración de justicia y en los procesos 
judiciales, en los términos que la ley es-
tablezca. 

Las declaraciones que se obtengan sin 
la voluntad de la persona carecen de 
valor; quien así las obtuviere y empleare 
incurrirá en responsabilidad penal.

Artículo 13. Ningún órgano guberna-
mental, autoridad o funcionario podrá 
dictar órdenes de detención o de prisión 
si no es de conformidad con la ley, y es-
tas órdenes deberán ser siempre escritas. 
Cuando un delincuente sea sorprendido 
infraganti, puede ser detenido por cual-
quier persona, para entregarlo inmedia-
tamente a la autoridad competente.

La detención administrativa no excederá 
de setenta y dos horas, dentro de las 
cuales deberá consignarse al detenido 
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a la orden del juez competente, con las 
diligencias que hubiera practicado. 

La detención para inquirir no pasará de 
setenta y dos horas y el tribunal corres-
pondiente estará obligado a notificar al 
detenido en persona el motivo de su de-
tención, a recibir su indagatoria y a de-
cretar su libertad o detención provisio-
nal, dentro de dicho término.

Por razones de defensa social, podrán 
ser sometidos a medidas de seguridad 
reeducativas o de readaptación, los 
sujetos que por su actividad antisocial, 
inmoral o dañosa, revelen un estado 
peligroso y ofrezcan riesgos inminentes 
para la sociedad o para los individuos. 
Dichas medidas de seguridad deben 
estar estrictamente reglamentadas por 
la ley y sometidas a la competencia del 
Órgano Judicial.

Artículo 14. CORRESPONDE ÚNI-
CAMENTE AL ÓRGANO JUDICIAL LA 
FACULTAD DE IMPONER PENAS. NO 
OBSTANTE LA AUTORIDAD ADMINIS-
TRATIVA PODRÁ SANCIONAR, ME-
DIANTE RESOLUCIÓN O SENTENCIA 
Y PREVIO EL DEBIDO PROCESO, LAS 
CONTRAVENCIONES A LAS LEYES, RE-
GLAMENTOS U ORDENANZAS, CON 
ARRESTO HASTA POR CINCO DIAS O 
CON MULTA, LA CUAL PODRÁ PER-
MUTARSE POR SERVICIOS SOCIALES 
PRESTADOS A LA COMUNIDAD.(7) 

Artículo 15. Nadie puede ser juzgado 
sino conforme a las leyes promulgadas 
con anterioridad al hecho de que se trate, 
y por los tribunales que previamente 
haya establecido la ley.

Artículo 16. Un mismo juez no puede 
serlo en diversas instancias en una 
misma causa.

Artículo 17. NINGÚN ÓRGANO, FUN-
CIONARIO O AUTORIDAD, PODRÁ 
AVOCARSE CAUSAS PENDIENTES, NI 
ABRIR JUICIOS O PROCEDIMIENTOS 
FENECIDOS. EN CASO DE REVISIÓN EN 
MATERIA PENAL EL ESTADO INDEMNI-
ZARA CONFORME A LA LEY A LAS VIC-
TIMAS DE LOS ERRORES JUDICIALES 
DEBIDAMENTE COMPROBADOS.

HABRÁ LUGAR A LA INDEMNIZACIÓN 
POR RETARDACIÓN DE JUSTICIA. LA LEY 
ESTABLECERÁ LA RESPONSABILIDAD 
DIRECTA DEL FUNCIONARIO Y SUBSI-
DIARIAMENTE LA DEL ESTADO.(8)

Artículo 18. Toda persona tiene dere-
cho a dirigir sus peticiones por escrito, de 
manera decorosa, a las autoridades le-
galmente establecidas; a que se le resuel-
van, y a que se le haga saber lo resuelto.

Artículo 19. Sólo podrá practicarse el 
registro o la pesquisa de la persona para 
prevenir o averiguar delitos o faltas.

Artículo 20. La morada es inviolable y 
sólo podrá ingresarse a ella por consen-
timiento de la persona que la habita, por 
mandato judicial, por flagrante delito o 
peligro inminente de su perpetración, o 
por grave riesgo de las personas.

La violación de este derecho dará lugar 
a reclamar indemnización por los daños 
y perjuicios ocasionados.

Artículo 21. Las leyes no pueden tener 
efecto retroactivo, salvo en materias de 
orden público, y en materia penal cuan-
do la nueva ley sea favorable al delin-
cuente.

La Corte Suprema de Justicia tendrá 
siempre la facultad para determinar, 
dentro de su competencia, si una ley es 
o no de orden público.
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Artículo 22. Toda persona tiene dere-
cho a disponer libremente de sus bienes 
conforme a la ley. La propiedad es trans-
misible en la forma en que determinen 
las leyes. Habrá libre testamentifacción.

Artículo 23. Se garantiza la libertad de 
contratar conforme a las leyes. Ninguna 
persona que tenga la libre administra-
ción de sus bienes puede ser privada del 
derecho de terminar sus asuntos civiles 
o comerciales por transacción o arbitra-
mento. En cuanto a las que no tengan 
esa libre administración, la ley determi-
nará los casos en que puedan hacerlo y 
los requisitos exigibles.

Artículo 24. LA CORRESPONDENCIA 
DE TODA CLASE ES INVIOLABLE, IN-
TERCEPTADA NO HARÁ FE NI PODRÁ 
FIGURAR EN NINGUNA ACTUACIÓN, 
SALVO EN LOS CASOS DE CONCURSO 
Y QUIEBRA. 

SE PROHÍBE LA INTERFERENCIA Y LA 
INTERVENCIÓN DE LAS TELECOMUNI-
CACIONES. DE MANERA EXCEPCIONAL 
PODRÁ AUTORIZARSE JUDICIALMEN-
TE, DE FORMA ESCRITA Y MOTIVA-
DA, LA INTERVENCIÓN TEMPORAL DE 
CUALQUIER TIPO DE TELECOMUNICA-
CIONES, PRESERVÁNDOSE EN TODO 
CASO EL SECRETO DE LO PRIVADO 
QUE NO GUARDE RELACIÓN CON EL 
PROCESO. LA INFORMACIÓN PROVE-
NIENTE DE UNA INTERVENCIÓN ILE-
GAL CARECERÁ DE VALOR.

LA VIOLACIÓN COMPROBADA A LO 
DISPUESTO EN ESTE ARTÍCULO, POR 
PARTE DE CUALQUIER FUNCIONARIO, 
SERÁ CAUSA JUSTA PARA LA DESTITU-
CIÓN INMEDIATA DE SU CARGO Y DARÁ 
LUGAR A LA INDEMNIZACIÓN POR LOS 
DAÑOS Y PERJUICIOS OCASIONADOS.

UNA LEY ESPECIAL DETERMINARÁ LOS 
DELITOS EN CUYA INVESTIGACIÓN PO-

DRÁ CONCEDERSE ESTA AUTORIZA-
CIÓN. ASIMISMO SEÑALARÁ LOS CON-
TROLES, LOS INFORMES PERIÓDICOS 
A LA ASAMBLEA LEGISLATIVA, Y LAS 
RESPONSABILIDADES Y SANCIONES 
ADMINISTRATIVAS, CIVILES Y PENA-
LES EN QUE INCURRIRÁN LOS FUN-
CIONARIOS QUE APLIQUEN ILEGAL-
MENTE ESTA MEDIDA EXCEPCIONAL. 
LA APROBACIÓN Y REFORMA DE ESTA 
LEY ESPECIAL REQUERIRÁ EL VOTO 
FAVORABLE DE POR LO MENOS LAS 
DOS TERCERAS PARTES DE LOS DIPU-
TADOS ELECTOS.(24)

Artículo 25. Se garantiza el libre ejerci-
cio de todas las religiones, sin más lími-
te que el trazado por la moral y el orden 
público. Ningún acto religioso servirá 
para establecer el estado civil de las per-
sonas.

Artículo 26. Se reconoce la persona-
lidad jurídica de la Iglesia Católica. Las 
demás iglesias podrán obtener, confor-
me a la ley, el reconocimiento de su per-
sonalidad.

Artículo 27. Sólo podrá imponerse la 
pena de muerte en los casos previstos 
por las leyes militares durante el estado 
de guerra internacional. 

Se prohíbe la prisión por deudas, las pe-
nas perpetuas, las infamantes, las pros-
criptivas y toda especie de tormento.

El Estado organizará los centros peni-
tenciarios con objeto de corregir a los 
delincuentes, educarlos y formarles há-
bitos de trabajo, procurando su readap-
tación y la prevención de los delitos.

Artículo 28. EL SALVADOR CONCEDE 
ASILO AL EXTRANJERO QUE QUIERA 
RESIDIR EN SU TERRITORIO, EXCEPTO 
EN LOS CASOS PREVISTOS POR LAS 
LEYES Y EL DERECHO INTERNACIONAL.
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NO PODRÁ INCLUIRSE EN LOS CASOS 
DE EXCEPCIÓN A QUIEN SEA PERSE-
GUIDO SOLAMENTE POR RAZONES 
POLÍTICAS.

LA EXTRADICIÓN SERA REGULADA DE 
ACUERDO A LOS TRATADOS INTER-
NACIONALES Y CUANDO SE TRATE DE 
SALVADOREÑOS, SOLO PROCEDERÁ SI 
EL CORRESPONDIENTE TRATADO EX-
PRESAMENTE LO ESTABLECE Y HAYA 
SIDO APROBADO POR EL ÓRGANO LE-
GISLATIVO DE LOS PAÍSES SUSCRIP-
TORES. EN TODO CASO, SUS ESTIPU-
LACIONES DEBERÁN CONSAGRAR EL 
PRINCIPIO DE RECIPROCIDAD Y OTOR-
GAR A LOS SALVADOREÑOS TODAS 
LAS GARANTÍAS PENALES Y PROCESA-
LES QUE ESTA CONSTITUCIÓN ESTA-
BLECE.

LA EXTRADICIÓN PROCEDERÁ CUAN-
DO EL DELITO HAYA SIDO COMETIDO 
EN LA JURISDICCIÓN TERRITORIAL DEL 
PAÍS SOLICITANTE, SALVO CUANDO SE 
TRATE DE LOS DELITOS DE TRANSCEN-
DENCIA INTERNACIONAL, Y NO PODRÁ 
ESTIPULARSE EN NINGÚN CASO POR 
DELITOS POLÍTICOS, AUNQUE POR 
CONSECUENCIA DE ESTOS RESULTA-
REN DELITOS COMUNES.

LA RATIFICACIÓN DE LOS TRATADOS 
DE EXTRADICIÓN REQUERIRÁ LOS 
DOS TERCIOS DE VOTOS DE LOS 
DIPUTADOS ELECTOS. (18)

Sección Segunda
Régimen de Excepción

Artículo 29. En casos de guerra, in-
vasión del territorio, rebelión, sedición, 

catástrofe, epidemia u otra calamidad 
general, o de graves perturbaciones del 
orden público, podrán suspenderse las 
garantías establecidas en los artículos 
5, 6 inciso primero, 7 inciso primero y 
24 de esta Constitución, excepto cuando 
se trate de reuniones o asociaciones con 
fines religiosos, culturales, económicos 
o deportivos. Tal suspensión podrá afec-
tar la totalidad o parte del territorio de la 
República, y se hará por medio de decre-
to del Órgano Legislativo o del Órgano 
Ejecutivo, en su caso. 

También podrán suspenderse las ga-
rantías contenidas en los Arts. 12 inci-
so segundo y 13 inciso segundo de esta 
Constitución, cuando así lo acuerde el 
Órgano Legislativo, con el voto favo-
rable de las tres cuartas partes de los 
Diputados electos; no excediendo la de-
tención administrativa de quince días.

INCISO 3º SUPRIMIDO (1)

Artículo 30. EL PLAZO DE SUSPEN-
SIÓN DE LAS GARANTÍAS CONSTITU-
CIONALES NO EXCEDERÁ DE 30 DIAS. 
TRANSCURRIDO ESTE PLAZO PODRÁ 
PROLONGARSE LA SUSPENSIÓN, POR 
IGUAL PERIODO Y MEDIANTE NUEVO 
DECRETO, SI CONTINÚAN LAS CIR-
CUNSTANCIAS QUE LA MOTIVARON. 
SI NO SE EMITE TAL DECRETO, QUE-
DARAN ESTABLECIDAS DE PLENO DE-
RECHO LAS GARANTÍAS SUSPENDI-
DAS. (1)

Artículo 31. Cuando desaparezcan las 
circunstancias que motivaron la suspen-
sión de las garantías constitucionales, la 
Asamblea Legislativa o el Consejo de 
Ministros, según el caso, deberá resta-
blecer tales garantías.
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CAPÍTULO II
DERECHOS SOCIALES

Sección Primera
Familia

Artículo 32. La familia es la base fun-
damental de la sociedad y tendrá la 
protección del Estado, quien dictará la 
legislación necesaria y creará los orga-
nismos y servicios apropiados para su 
integración, bienestar y desarrollo so-
cial, cultural y económico.

El fundamento legal de la familia es el 
matrimonio y descansa en la igualdad 
jurídica de los cónyuges.

El Estado fomentará el matrimonio; pero 
la falta de éste no afectará el goce de los 
derechos que se establezcan en favor de 
la familia.

Artículo 33. La ley regulará las relacio-
nes personales y patrimoniales de los 
cónyuges entre sí y entre ellos y sus hi-
jos, estableciendo los derechos y debe-
res recíprocos sobre bases equitativas; y 
creará las instituciones necesarias para 
garantizar su aplicabilidad. Regulará 
asimismo las relaciones familiares re-
sultantes de la unión estable de un va-
rón y una mujer.

Artículo 34. Todo menor tiene derecho 
a vivir en condiciones familiares y am-
bientales que le permitan su desarrollo 
integral, para lo cual tendrá la protec-
ción del Estado.

La ley determinará los deberes del 
Estado y creará las instituciones para 
la protección de la maternidad y de la 
infancia.

Artículo 35. El Estado protegerá la sa-
lud física, mental y moral de los meno-
res, y garantizará el derecho de éstos a 
la educación y a la asistencia.

La conducta antisocial de los menores 
que constituya delito o falta estará sujeta 
a un régimen jurídico especial.

Artículo 36. Los hijos nacidos dentro 
o fuera de matrimonio y los adoptivos, 
tienen iguales derechos frente a sus 
padres. Es obligación de éstos dar a sus 
hijos protección, asistencia, educación y 
seguridad.

No se consignará en las actas del Re-
gistro Civil ninguna calificación sobre la 
naturaleza de la filiación, ni se expresa-
rá en las partidas de nacimiento el esta-
do civil de los padres.

Toda persona tiene derecho a tener un 
nombre que la identifique. La ley secun-
daria regulará esta materia.

La ley determinará asimismo las formas 
de investigar y establecer la paternidad.

Sección Segunda
Trabajo y Seguridad Social

Artículo 37. El trabajo es una función 
social, goza de la protección del Estado, 
y no se considera artículo de comercio.

El Estado empleará todos los recursos 
que estén a su alcance para proporcio-
nar ocupación al trabajador, manual o 
intelectual, y para asegurar a él y a su 
familia las condiciones económicas de 
una existencia digna. De igual forma 
promoverá el trabajo y empleo de las 
personas con limitaciones o incapacida-
des físicas, mentales o sociales.
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Artículo 38. El trabajo estará regulado 
por un Código que tendrá por objeto 
principal armonizar las relaciones entre 
patronos y trabajadores, estableciendo 
sus derechos y obligaciones. Estará 
fundamentado en principios generales 
que tiendan al mejoramiento de las 
condiciones de vida de los trabajadores, 
e incluirá especialmente los derechos 
siguientes:

1º-	 En una misma empresa o estable-
cimiento y en idénticas circuns-
tancias, a trabajo igual debe co-
rresponder igual remuneración al 
trabajador, cualquiera que sea su 
sexo, raza, credo o nacionalidad;

2º-	 Todo trabajador tiene derecho a 
devengar un salario mínimo, que 
se fijará periódicamente. Para fijar 
este salario se atenderá sobre todo 
al costo de la vida, a la índole de la 
labor, a los diferentes sistemas de 
remuneración, a las distintas zonas 
de producción y a otros criterios 
similares. Este salario deberá ser 
suficiente para satisfacer las nece-
sidades normales del hogar del tra-
bajador en el orden material, moral 
y cultural. En los trabajos a destajo, 
por ajuste o precio alzado, es obli-
gatorio asegurar el salario mínimo 
por jornada de trabajo;

3º- 	 El salario y las prestaciones socia-
les, en la cuantía que determine 
la ley, son inembargables y no se 
pueden compensar ni retener, sal-
vo por obligaciones alimenticias. 
También pueden retenerse por 
obligaciones de seguridad social, 
cuotas sindicales o impuestos. Son 
inembargables los instrumentos de 
labor de los trabajadores;

4º- 	 El salario debe pagarse en mone-
da de curso legal. El salario y las 

prestaciones sociales constituyen 
créditos privilegiados en relación 
con los demás créditos que puedan 
existir contra el patrono;

5º- 	 Los patronos darán a sus trabaja-
dores una prima por cada año de 
trabajo. La ley establecerá la forma 
en que se determinará su cuantía 
en relación con los salarios;

6º- 	 La jornada ordinaria de traba-
jo efectivo diurno no excederá de 
ocho horas; y la semana laboral, de 
cuarenta y cuatro horas. El máximo 
de horas extraordinarias para cada 
clase de trabajo será determinado 
por la ley. La jornada nocturna y la 
que se cumpla en tareas peligrosas 
o insalubres, será inferior a la diur-
na y estará reglamentada por la ley. 
La limitación de la jornada no se 
aplicará en casos de fuerza mayor. 
La ley determinará la extensión de 
las pausas que habrán de interrum-
pir la jornada cuando, atendiendo 
a causas biológicas, el ritmo de las 
tareas así lo exija, y la de aquellas 
que deberán mediar entre dos jor-
nadas. Las horas extraordinarias y 
el trabajo nocturno serán remune-
rados con recargo;

7º- 	 Todo trabajador tiene derecho a un 
día de descanso remunerado por 
cada semana laboral, en la forma 
que exija la ley.

	 Los trabajadores que no gocen de 
descanso en los días indicados an-
teriormente, tendrán derecho a una 
remuneración extraordinaria por 
los servicios que presten en esos 
días y a un descanso compensato-
rio;

8º- 	 Los trabajadores tendrán derecho 
a descanso remunerado en los días 
de asueto que señala la ley; ésta 
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determinará la clase de labores en 
que no regirá esta disposición, pero 
en tales casos, los trabajadores 
tendrán derecho a remuneración 
extraordinaria;

9º- 	 Todo trabajador que acredite una 
prestación mínima de servicios du-
rante un lapso dado, tendrá dere-
cho a vacaciones anuales remune-
radas en la forma que determinará 
la ley. Las vacaciones no podrán 
compensarse en dinero, y a la obli-
gación del patrono de darlas co-
rresponde la del trabajador de to-
marlas;

10º-	Los menores de catorce años, y los 
que habiendo cumplido esa edad si-
gan sometidos a la enseñanza obli-
gatoria en virtud de la ley, no po-
drán ser ocupados en ninguna clase 
de trabajo. Podrá autorizarse su 
ocupación cuando se considere in-
dispensable para la subsistencia de 
los mismos o de su familia, siempre 
que ello no les impida cumplir con 
el mínimo de instrucción obligato-
ria. La jornada de los menores de 
dieciséis años no podrá ser mayor 
de seis horas diarias y de treinta y 
cuatro semanales, en cualquier cla-
se de trabajo. Se prohíbe el trabajo 
a los menores de dieciocho años y 
a las mujeres en labores insalubres 
o peligrosas. También se prohíbe el 
trabajo nocturno a los menores de 
dieciocho años. La ley determinará 
las labores peligrosas o insalubres;

11º- 	El patrono que despida a un trabaja-
dor sin causa justificada está obliga-
do a indemnizarlo conforme a la ley;

12º- La ley determinará las condiciones 
bajo las cuales los patronos estarán 
obligados a pagar a sus trabajado-
res permanentes, que renuncien a 

su trabajo, una prestación econó-
mica cuyo monto se fijará en rela-
ción con los salarios y el tiempo de 
servicio. La renuncia produce sus 
efectos sin necesidad de acepta-
ción del patrono, pero la negativa 
de éste a pagar la correspondiente 
prestación constituye presunción 
legal de despido injusto. En caso 
de incapacidad total y permanente 
o de muerte del trabajador, éste o 
sus beneficiarios tendrán derecho 
a las prestaciones que recibirían en 
el caso de renuncia voluntaria.

Artículo 39. La ley regulará las condi-
ciones en que se celebrarán los contra-
tos y convenciones colectivos de trabajo. 
Las estipulaciones que éstos contengan 
serán aplicables a todos los trabajadores 
de las empresas que los hubieren suscri-
to, aunque no pertenezcan al sindicato 
contratante, y también a los demás tra-
bajadores que ingresen a tales empresas 
durante la vigencia de dichos contratos 
o convenciones.

La ley establecerá el procedimiento para 
uniformar las condiciones de trabajo en 
las diferentes actividades económicas, 
con base en las disposiciones que 
contenga la mayoría de los contratos 
y convenciones colectivos de trabajo 
vigente en cada clase de actividad.

Artículo 40. Se establece un sistema 
de formación profesional para la capa-
citación y calificación de los recursos 
humanos.

La ley regulará los alcances, extensión y 
forma en que el sistema debe ser puesto 
en vigor.

El contrato de aprendizaje será regulado 
por la ley, con el objeto de asegurar al 
aprendiz enseñanza de un oficio, trata-
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miento digno, retribución equitativa y be-
neficios de previsión y seguridad social.

Artículo 41. El trabajador a domicilio 
tiene derecho a un salario mínimo ofi-
cialmente señalado, y al pago de una 
indemnización por el tiempo que pierda 
con motivo del retardo del patrono en or-
denar o recibir el trabajo o por la suspen-
sión arbitraria o injustificada del mismo. 
Se reconocerá al trabajador a domicilio 
una situación jurídica análoga a la de los 
demás trabajadores, tomando en consi-
deración la peculiaridad de su labor.

Artículo 42. La mujer trabajadora ten-
drá derecho a un descanso remunerado 
antes y después del parto, y a la conser-
vación del empleo.

Las leyes regularán la obligación de los 
patronos de instalar y mantener salas 
cunas y lugares de custodia para los 
niños de los trabajadores.

Artículo 43. Los patronos están obliga-
dos a pagar indemnización, y a prestar 
servicios médicos, farmacéuticos y de-
más que establezcan las leyes, al traba-
jador que sufra accidente de trabajo o 
cualquier enfermedad profesional.

Artículo 44. La ley reglamentará 
las condiciones que deban reunir los 
talleres, fábricas y locales de trabajo.

El Estado mantendrá un servicio de 
inspección técnica encargado de velar 
por el fiel cumplimiento de las normas 
legales de trabajo, asistencia, previsión 
y seguridad social, a fin de comprobar 
sus resultados y sugerir las reformas 
pertinentes.

Artículo 45. Los trabajadores agrícolas 
y domésticos tienen derecho a protec-
ción en materia de salarios, jornada de 
trabajo, descansos, vacaciones, segu-

ridad social, indemnizaciones por des-
pido y, en general, a las prestaciones 
sociales. La extensión y naturaleza de 
los derechos antes mencionados serán 
determinadas por la ley de acuerdo con 
las condiciones y peculiaridades del tra-
bajo. Quienes presten servicio de carác-
ter doméstico en empresas industriales, 
comerciales, entidades sociales y demás 
equiparables, serán considerados como 
trabajadores manuales y tendrán los de-
rechos reconocidos a éstos.

Artículo 46. El Estado propiciará la 
creación de un Banco de propiedad de 
los trabajadores.

Artículo 47. LOS PATRONOS Y TRABA-
JADORES PRIVADOS, SIN DISTINCIÓN 
DE NACIONALIDAD, SEXO, RAZA, CRE-
DO O IDEAS POLÍTICAS Y CUALQUIERA 
QUE SEA SU ACTIVIDAD O LA NATU-
RALEZA DEL TRABAJO QUE REALICEN, 
TIENEN EL DERECHO DE ASOCIARSE 
LIBREMENTE PARA LA DEFENSA DE 
SUS RESPECTIVOS INTERESES, FOR-
MANDO ASOCIACIONES PROFESIONA-
LES O SINDICATOS. EL MISMO DERE-
CHO TENDRÁN LOS TRABAJADORES 
DE LAS INSTITUCIONES OFICIALES AU-
TÓNOMAS, LOS FUNCIONARIOS Y EM-
PLEADOS PÚBLICOS Y LOS EMPLEA-
DOS MUNICIPALES.

NO DISPONDRÁN DEL DERECHO CON-
SIGNADO EN EL INCISO ANTERIOR, 
LOS FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS 
PÚBLICOS COMPRENDIDOS EN EL IN-
CISO TERCERO DEL ART. 219 Y 236 DE 
ESTA CONSTITUCIÓN, LOS MIEMBROS 
DE LA FUERZA ARMADA, DE LA POLI-
CÍA NACIONAL CIVIL, LOS MIEMBROS 
DE LA CARRERA JUDICIAL Y LOS SER-
VIDORES PÚBLICOS QUE EJERZAN EN 
SUS FUNCIONES PODER DECISORIO O 
DESEMPEÑAN CARGOS DIRECTIVOS O 
SEAN EMPLEADOS CUYAS OBLIGACIO-
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NES SON DE NATURALEZA ALTAMEN-
TE CONFIDENCIAL.

EN EL CASO DEL MINISTERIO PÚBLICO, 
ADEMÁS DE LOS TITULARES DE LAS 
INSTITUCIONES QUE LO INTEGRAN, NO 
GOZARÁN DEL DERECHO A LA SINDI-
CACIÓN SUS RESPECTIVOS ADJUNTOS, 
NI QUIENES ACTÚAN COMO AGENTES 
AUXILIARES, PROCURADORES AUXI-
LIARES, PROCURADORES DE TRABAJO 
Y DELEGADOS.

DICHAS ORGANIZACIONES TIENEN 
DERECHO A PERSONALIDAD JURÍDICA 
Y A SER DEBIDAMENTE PROTEGIDAS 
EN EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES. 
SU DISOLUCIÓN O SUSPENSIÓN SÓLO 
PODRÁ DECRETARSE EN LOS CASOS 
Y CON LAS FORMALIDADES DETERMI-
NADAS POR LA LEY.

LAS NORMAS ESPECIALES PARA LA 
CONSTITUCIÓN Y FUNCIONAMIENTO 
DE LAS ORGANIZACIONES PROFESIO-
NALES Y SINDICALES DEL CAMPO Y DE 
LA CIUDAD, NO DEBEN COARTAR LA 
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN. SE PROHÍ-
BE TODA CLÁUSULA DE EXCLUSIÓN.

LOS MIEMBROS DE LAS DIRECTIVAS 
SINDICALES DEBERÁN SER SALVADO-
REÑOS POR NACIMIENTO Y DURANTE 
EL PERÍODO DE SU ELECCIÓN Y MAN-
DATO, Y HASTA DESPUÉS DE TRANS-
CURRIDO UN AÑO DE HABER CESADO 
EN SUS FUNCIONES, NO PODRÁN SER 
DESPEDIDOS, SUSPENDIDOS DISCIPLI-
NARIAMENTE, TRASLADADOS O DES-
MEJORADOS EN SUS CONDICIONES DE 
TRABAJO, SINO POR JUSTA CAUSA CA-
LIFICADA PREVIAMENTE POR LA AU-
TORIDAD COMPETENTE.

ASIMISMO, SE RECONOCE A LOS TRA-
BAJADORES Y EMPLEADOS MENCIO-
NADOS EN LA PARTE FINAL DEL INCI-
SO PRIMERO DE ESTE ARTÍCULO, EL 

DERECHO A LA CONTRATACIÓN CO-
LECTIVA, CON ARREGLO A LA LEY. LOS 
CONTRATOS COLECTIVOS COMENZA-
RAN A SURTIR EFECTO EL PRIMER DÍA 
DEL EJERCICIO FISCAL SIGUIENTE AL 
DE SU CELEBRACIÓN. UNA LEY ESPE-
CIAL REGULARÁ LO CONCERNIENTE A 
ESTA MATERIA.(21)

Artículo 48. SE RECONOCE EL DERE-
CHO DE LOS PATRONOS AL PARO Y EL 
DE LOS TRABAJADORES A LA HUEL-
GA, SALVO EN LOS SERVICIOS PÚBLI-
COS ESENCIALES DETERMINADOS POR 
LA LEY. PARA EL EJERCICIO DE ESTOS 
DERECHOS NO SERÁ NECESARIA LA 
CALIFICACIÓN PREVIA, DESPUÉS DE 
HABERSE PROCURADO LA SOLUCIÓN 
DEL CONFLICTO QUE LOS GENERA 
MEDIANTE LAS ETAPAS DE SOLUCIÓN 
PACÍFICA ESTABLECIDAS POR LA LEY. 
LOS EFECTOS DE LA HUELGA O EL 
PARO SE RETROTRAERÁN AL MOMEN-
TO EN QUE ÉSTOS SE INICIEN.

LA LEY REGULARÁ ESTOS DERECHOS 
EN CUANTO A SUS CONDICIONES Y 
EJERCICIO.(22)

Artículo 49. Se establece la jurisdicción 
especial de trabajo. Los procedimientos 
en materia laboral serán regulados de 
tal forma que permitan la rápida solu-
ción de los conflictos. 

El Estado tiene la obligación de promo-
ver la conciliación y el arbitraje, de ma-
nera que constituyan medios efectivos 
para la solución pacífica de los conflic-
tos de trabajo. Podrán establecerse jun-
tas administrativas especiales de con-
ciliación y arbitraje, para la solución de 
conflictos colectivos de carácter econó-
mico o de intereses.

Artículo 50. La seguridad social cons-
tituye un servicio público de carácter 
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obligatorio. La ley regulará sus alcances, 
extensión y forma.

Dicho servicio será prestado por una o 
varias instituciones, las que deberán 
guardar entre sí la adecuada coordina-
ción para asegurar una buena política 
de protección social, en forma especia-
lizada y con óptima utilización de los 
recursos.

Al pago de la seguridad social contribui-
rán los patronos, los trabajadores y el 
Estado en la forma y cuantía que deter-
mine la ley.

El Estado y los patronos quedarán exclui-
dos de las obligaciones que les imponen 
las leyes en favor de los trabajadores, en 
la medida en que sean cubiertas por el 
Seguro Social.

Artículo 51. La ley determinará las 
empresas y establecimientos que, por 
sus condiciones especiales, quedan 
obligados a proporcionar, al trabajador 
y a su familia, habitaciones adecuadas, 
escuelas, asistencia médica y demás 
servicios y atenciones necesarias para 
su bienestar.

Artículo 52. Los derechos consagrados 
en favor de los trabajadores son irre-
nunciables. La enumeración de los dere-
chos y beneficios a que este capítulo se 
refiere, no excluye otros que se deriven 
de los principios de justicia social.

Sección Tercera
Educación, ciencia y cultura

Artículo 53. El derecho a la educación 
y a la cultura es inherente a la persona 
humana; en consecuencia, es obligación 

y finalidad primordial del Estado su 
conservación, fomento y difusión.

El Estado propiciará la investigación y el 
quehacer científico. 

Artículo 54. El Estado organizará el 
sistema educativo para lo cual creará las 
instituciones y servicios que sean nece-
sarios. Se garantiza a las personas natu-
rales y jurídicas la libertad de establecer 
centros privados de enseñanza.

Artículo 55. La educación tiene los si-
guientes fines: lograr el desarrollo inte-
gral de la personalidad en su dimensión 
espiritual, moral y social; contribuir a 
la construcción de una sociedad demo-
crática más próspera, justa y humana; 
inculcar el respeto a los derechos hu-
manos y la observancia de los corres-
pondientes deberes; combatir todo espí-
ritu de intolerancia y de odio; conocer la 
realidad nacional e identificarse con los 
valores de la nacionalidad salvadoreña; 
y propiciar la unidad del pueblo centro-
americano.

Los padres tendrán derecho preferente a 
escoger la educación de sus hijos.

Artículo 56. Todos los habitantes de la 
República tienen el derecho y el deber 
de recibir educación parvularia y básica 
que los capacite para desempeñarse 
como ciudadanos útiles. El Estado 
promoverá la formación de centros de 
educación especial.

LA EDUCACIÓN PARVULARIA, BÁSICA, 
MEDIA Y ESPECIAL SERÁ GRATUITA 
CUANDO LA IMPARTA EL ESTADO. (23)

Artículo 57. La enseñanza que se im-
parta en los centros educativos oficiales 
será esencialmente democrática.
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Los centros de enseñanza privados es-
tarán sujetos a reglamentación e inspec-
ción del Estado y podrán ser subvencio-
nados cuando no tengan fines de lucro.

El Estado podrá tomar a su cargo, de 
manera exclusiva, la formación del 
magisterio. 

Artículo 58. Ningún establecimiento 
de educación podrá negarse a admitir 
alumnos por motivos de la naturaleza 
de la unión de sus progenitores o 
guardadores, ni por diferencias sociales, 
religiosas, raciales o políticas.

Artículo 59. La alfabetización es de 
interés social. Contribuirán a ella todos 
los habitantes del país en la forma que 
determine la ley.

Artículo 60. Para ejercer la docencia se 
requiere acreditar capacidad en la forma 
que la ley disponga.

En todos los centros docentes, públi-
cos o privados, civiles o militares, será 
obligatoria la enseñanza de la historia 
nacional, el civismo, la moral, la Consti-
tución de la República, los derechos hu-
manos y la conservación de los recursos 
naturales.

La historia nacional y la Constitución 
deberán ser enseñadas por profesores 
salvadoreños.

Se garantiza la libertad de cátedra.

Artículo 61. La educación superior se 
regirá por una ley especial. La Univer-
sidad de El Salvador y las demás del 
Estado gozarán de autonomía en los 
aspectos docente, administrativo y eco-
nómico. Deberán prestar un servicio so-
cial, respetando la libertad de cátedra. 
Se regirán por estatutos enmarcados 
dentro de dicha ley, la cual sentará los 

principios generales para su organiza-
ción y funcionamiento.

Se consignarán anualmente en el Pre-
supuesto del Estado las partidas desti-
nadas al sostenimiento de las univer-
sidades estatales y las necesarias para 
asegurar y acrecentar su patrimonio. 
Estas instituciones estarán sujetas, de 
acuerdo con la ley, a la fiscalización del 
organismo estatal correspondiente.

La ley especial regulará también la crea-
ción y funcionamiento de universidades 
privadas, respetando la libertad de cá-
tedra. Estas universidades prestarán un 
servicio social y no perseguirán fines de 
lucro. La misma ley regulará la creación 
y el funcionamiento de los institutos tec-
nológicos oficiales y privados.

El Estado velará por el funcionamiento 
democrático de las instituciones de edu-
cación superior y por su adecuado nivel 
académico.

Artículo 62. El idioma oficial de El 
Salvador es el castellano. El gobierno 
está obligado a velar por su conservación 
y enseñanza.

Las lenguas autóctonas que se hablan 
en el territorio nacional forman parte 
del patrimonio cultural y serán objeto de 
preservación, difusión y respeto.

Artículo 63. La riqueza artística, 
histórica y arqueológica del país forma 
parte del tesoro cultural salvadoreño, 
el cual queda bajo la salvaguarda del 
Estado y sujeto a leyes especiales para 
su conservación.

Artículo 64. Los Símbolos Patrios son: 
el Pabellón o Bandera Nacional, el Escu-
do de Armas y el Himno Nacional. Una 
ley regulará lo concerniente a esta ma-
teria.
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Sección Cuarta
Salud Pública y Asistencia Social

Artículo 65. La salud de los habitantes 
de la República constituye un bien 
público. El Estado y las personas están 
obligados a velar por su conservación y 
restablecimiento.

El Estado determinará la política nacional 
de salud y controlará y supervisará su 
aplicación.

Artículo 66. El Estado dará asistencia 
gratuita a los enfermos que carezcan de 
recursos, y a los habitantes en general, 
cuando el tratamiento constituya un 
medio eficaz para prevenir la disemina-
ción de una enfermedad transmisible. 
En este caso, toda persona está obligada 
a someterse a dicho tratamiento.

Artículo 67. Los servicios de salud pú-
blica serán esencialmente técnicos. Se 
establecen las carreras sanitarias, hos-
pitalarias, paramédicas y de administra-
ción hospitalaria.

Artículo 68. UN CONSEJO SUPERIOR DE 
SALUD PUBLICA VELARA POR LA SALUD 
DEL PUEBLO. ESTARÁ FORMADO POR 
IGUAL NUMERO DE REPRESENTANTES 
DE LOS GREMIOS MEDICO, ODONTOLÓ-
GICO, QUÍMICO- FARMACÉUTICO, MEDI-
CO VETERINARIO, LABORATORIO CLÍNI-
CO, PSICOLOGÍA, ENFERMERÍA Y OTROS 
A NIVEL DE LICENCIATURA QUE EL 
CONSEJO SUPERIOR DE SALUD PUBLI-
CA HAYA CALIFICADO PARA TENER SU 
RESPECTIVA JUNTA; TENDRÁ UN PRESI-
DENTE Y UN SECRETARIO DE NOMBRA-
MIENTO DEL ÓRGANO EJECUTIVO. LA 
LEY DETERMINARA SU ORGANIZACIÓN.

EL EJERCICIO DE LAS PROFESIONES 
QUE SE RELACIONAN DE UN MODO IN-

MEDIATO CON LA SALUD DEL PUEBLO, 
SERA VIGILADO POR ORGANISMOS 
LEGALES FORMADOS POR ACADÉMI-
COS PERTENECIENTES A CADA PROFE-
SIÓN. ESTOS ORGANISMOS TENDRÁN 
FACULTAD PARA SUSPENDER EN EL 
EJERCICIO PROFESIONAL A LOS MIEM-
BROS DEL GREMIO BAJO SU CONTROL, 
CUANDO EJERZAN SU PROFESIÓN CON 
MANIFIESTA INMORALIDAD O INCAPA-
CIDAD. LA SUSPENSIÓN DE PROFESIO-
NALES PODRÁ RESOLVERSE POR LOS 
ORGANISMOS COMPETENTES DE CON-
FORMIDAD AL DEBIDO PROCESO. (19)

El Consejo Superior de Salud Pública co-
nocerá y resolverá de los recursos que 
se interpongan en contra de las resolu-
ciones pronunciadas por los organismos 
a que alude el inciso anterior.

Artículo 69. El Estado proveerá los re-
cursos necesarios e indispensables para 
el control permanente de la calidad de 
los productos químicos, farmacéuticos y 
veterinarios, por medio de organismos 
de vigilancia.

Asimismo el Estado controlará la 
calidad de los productos alimenticios y 
las condiciones ambientales que puedan 
afectar la salud y el bienestar.

Artículo 70. El Estado tomará a su 
cargo a los indigentes que, por su edad 
o incapacidad física o mental, sean 
inhábiles para el trabajo.

CAPÍTULO III
LOS CIUDADANOS, SUS 
DERECHOS Y DEBERES 

POLÍTICOS Y EL CUERPO 
ELECTORAL
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Artículo 71. Son ciudadanos todos los 
salvadoreños mayores de dieciocho años.

Artículo 72. Los derechos políticos del 
ciudadano son:

1º-	 Ejercer el sufragio;

2º-	 Asociarse para constituir partidos 
políticos de acuerdo con la ley e in-
gresar a los ya constituidos;

3º-	 Optar a cargos públicos cumplien-
do con los requisitos que determi-
nan esta Constitución y las leyes 
secundarias.

Artículo 73. Los deberes políticos del 
ciudadano son:

1º- 	 Ejercer el sufragio;

2º- 	 Cumplir y velar porque se cumpla la 
Constitución de la República;

3º- 	 Servir al Estado de conformidad 
con la ley.

El ejercicio del sufragio comprende, 
además, el derecho de votar en la con-
sulta popular directa, contemplada en 
esta Constitución.

Artículo 74. Los derechos de ciudadanía 
se suspenden por las causas siguientes :

1º- 	 Auto de prisión formal;

2º- 	 Enajenación mental;

3º- 	 Interdicción judicial;

4º- 	 Negarse a desempeñar, sin justa 
causa, un cargo de elección po-
pular; en este caso, la suspensión 
durará todo el tiempo que debiera 
desempeñarse el cargo rehusado. 

Artículo 75. Pierden los derechos de 
ciudadano :

1º- 	 Los de conducta notoriamente vi-
ciada;

2º- 	 Los condenados por delito;

3º- 	 Los que compren o vendan votos 
en las elecciones;

4º- 	 Los que suscriban actas, proclamas 
o adhesiones para promover o apo-
yar la reelección o la continuación 
del Presidente de la República, o 
empleen medios directos encami-
nados a ese fin;

5º- 	 Los funcionarios, las autoridades y 
los agentes de éstas que coarten la 
libertad del sufragio.

	 En estos casos, los derechos de 
ciudadanía se recuperarán por re-
habilitación expresa declarada por 
autoridad competente.

Artículo 76. El cuerpo electoral está 
formado por todos los ciudadanos capa-
ces de emitir voto.

Artículo 77. PARA EL EJERCICIO DEL 
SUFRAGIO ES CONDICIÓN INDISPEN-
SABLE ESTAR INSCRITO EN EL REGIS-
TRO ELECTORAL ELABORADO POR EL 
TRIBUNAL SUPREMO ELECTORAL.

LOS PARTIDOS POLÍTICOS LEGALMEN-
TE INSCRITOS TENDRÁN DERECHO DE 
VIGILANCIA SOBRE LA ELABORACIÓN, 
ORGANIZACIÓN, PUBLICACIÓN Y AC-
TUALIZACIÓN DEL REGISTRO ELECTO-
RAL.(1)

Artículo 78. El voto será libre, directo, 
igualitario y secreto.

Artículo 79. EN EL TERRITORIO DE 
LA REPÚBLICA SE ESTABLECERÁN LAS 
CIRCUNSCRIPCIONES ELECTORALES 
QUE DETERMINARA LA LEY. LA BASE 
DEL SISTEMA ELECTORAL ES LA PO-
BLACIÓN.(1)

Para elecciones de Diputados se adopta-
rá el sistema de representación propor-
cional.
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La ley determinará la forma, tiempo y 
demás condiciones para el ejercicio del 
sufragio.

La fecha de las elecciones para Presidente 
y Vicepresidente de la República, deberá 
preceder no menos de dos meses ni más 
de cuatro a la iniciación del período 
presidencial.

Artículo 80. EL PRESIDENTE Y VICE-
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, LOS 
DIPUTADOS A LA ASAMBLEA LEGIS-
LATIVA Y AL PARLAMENTO CENTROA-
MERICANO Y LOS MIEMBROS DE LOS 
CONCEJOS MUNICIPALES, SON FUN-
CIONARIOS DE ELECCIÓN POPULAR.(1)

Cuando en las elecciones de Presidente 
y Vicepresidente de la República ningún 
partido político o coalición de partidos 
políticos participantes, haya obtenido 
mayoría absoluta de votos de conformi-
dad con el escrutinio practicado, se lle-
vará a cabo una segunda elección entre 
los dos partidos políticos o coalición de 
partidos políticos que hayan obtenido 
mayor número de votos válidos; esta se-
gunda elección deberá celebrarse en un 
plazo no mayor de treinta días después 
de haberse declarado firmes los resulta-
dos de la primera elección.

Cuando por fuerza mayor o caso for-
tuito, debidamente calificados por la 
Asamblea Legislativa, no pudiere efec-
tuarse la segunda elección en el período 
señalado, la elección se verificará den-
tro de un segundo período no mayor de 
treinta días.

Artículo 81. La propaganda electoral 
sólo se permitirá, aun sin previa 
convocatoria, cuatro meses antes de 
la fecha establecida por la ley para la 
elección de Presidente y Vicepresidente 
de la República; dos meses antes, cuando 

se trate de Diputados, y un mes antes en 
el caso de los Concejos Municipales.

Artículo 82. LOS MINISTROS DE 
CUALQUIER CULTO RELIGIOSO, LOS 
MIEMBROS EN SERVICIO ACTIVO DE 
LA FUERZA ARMADA Y LOS MIEM-
BROS DE LA POLICÍA NACIONAL CIVIL 
NO PODRÁN PERTENECER A PARTIDOS 
POLÍTICOS NI OPTAR A CARGOS DE 
ELECCIÓN POPULAR. 

TAMPOCO PODRÁN REALIZAR PROPA-
GANDA POLÍTICA EN NINGUNA FORMA. 

EL EJERCICIO DEL VOTO LO EJERCERÁN 
LOS CIUDADANOS EN LOS LUGARES 
QUE DETERMINE LA LEY Y NO PODRÁ 
REALIZARSE EN LOS RECINTOS DE 
LAS INSTALACIONES MILITARES O DE 
SEGURIDAD PUBLICA.(1)

TÍTULO III
EL ESTADO, SU FORMA 

DE GOBIERNO 
Y SISTEMA POLÍTICO

Artículo 83. El Salvador es un Estado 
soberano. La soberanía reside en el pue-
blo, que la ejerce en la forma prescrita 
y dentro de los límites de esta Constitu-
ción.

Artículo 84. El territorio de la República 
sobre el cual El Salvador ejerce jurisdic-
ción y soberanía es irreductible y ade-
más de la parte continental, comprende:

El territorio insular integrado por las 
islas, islotes y cayos que enumera 
la Sentencia de la Corte de Justicia 
Centroamericana, pronunciada el 9 
de marzo de 1917 y que además le 
corresponden, conforme a otras fuentes 
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del Derecho Internacional; igualmente 
otras islas, islotes y cayos que también 
le corresponden conforme al derecho 
internacional.

Las aguas territoriales y en comunidad 
del Golfo de Fonseca, el cual es una bahía 
histórica con caracteres de mar cerrado, 
cuyo régimen está determinado por el 
derecho internacional y por la sentencia 
mencionada en el inciso anterior.

El espacio aéreo, el subsuelo y la pla-
taforma continental e insular corres-
pondiente; y además, El Salvador ejerce 
soberanía y jurisdicción sobre el mar, el 
subsuelo y el lecho marinos hasta una 
distancia de 200 millas marinas conta-
das desde la línea de más baja marea, 
todo de conformidad a las regulaciones 
del derecho internacional. 

Los límites del territorio nacional son los 
siguientes:

AL PONIENTE, con la República de Gua-
temala, de conformidad a lo establecido 
en el Tratado de Límites Territoriales, 
celebrado en Guatemala, el 9 de abril de 
1938.

AL NORTE Y AL ORIENTE, en parte, 
con la República de Honduras, en las 
secciones delimitadas por el Tratado 
General de Paz, suscrito en Lima, Perú, 
el 30 de octubre de 1980. En cuanto a las 
secciones pendientes de delimitación 
los límites serán los que se establezcan 
de conformidad con el mismo Tratado, 
o en su caso, conforme a cualquiera de 
los medios de solución pacífica de las 
controversias internacionales.

AL ORIENTE, en el resto, con las 
Repúblicas de Honduras y Nicaragua en 
las aguas del Golfo de Fonseca.

Y AL SUR, con el Océano Pacífico.

Artículo 85. El Gobierno es republicano, 
democrático y representativo.

El sistema político es pluralista y se ex-
presa por medio de los partidos políti-
cos, que son el único instrumento para 
el ejercicio de la representación del pue-
blo dentro del Gobierno. Las normas, 
organización y funcionamiento se suje-
tarán a los principios de la democracia 
representativa.

La existencia de un partido único 
oficial es incompatible con el sistema 
democrático y con la forma de gobierno 
establecidos en esta Constitución.

Artículo 86. El poder público emana 
del pueblo. Los órganos del Gobierno lo 
ejercerán independientemente dentro 
de las respectivas atribuciones y compe-
tencias que establecen esta Constitución 
y las leyes. Las atribuciones de los órga-
nos del Gobierno son indelegables, pero 
éstos colaborarán entre sí en el ejercicio 
de las funciones públicas.

Los órganos fundamentales del Gobier-
no son el Legislativo, el Ejecutivo y el 
Judicial. 

Los funcionarios del Gobierno son 
delegados del pueblo y no tienen más 
facultades que las que expresamente les 
da la ley.

Artículo 87. Se reconoce el derecho 
del pueblo a la insurrección, para el solo 
objeto de restablecer el orden constitu-
cional alterado por la transgresión de las 
normas relativas a la forma de gobierno 
o al sistema político establecidos, o por 
graves violaciones a los derechos con-
sagrados en esta Constitución.

El ejercicio de este derecho no produ-
cirá la abrogación ni la reforma de esta 
Constitución y se limitará a separar en 
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cuanto sea necesario a los funcionarios 
transgresores, reemplazándolos de ma-
nera transitoria hasta que sean susti-
tuidos en la forma establecida por esta 
Constitución.

Las atribuciones y competencias que 
corresponden a los órganos fundamen-
tales establecidos por esta Constitución, 
no podrán ser ejercidos en ningún caso 
por una misma persona o por una sola 
institución.

Artículo 88. La alternabilidad en el ejer-
cicio de la Presidencia de la República es 
indispensable para el mantenimiento de 
la forma de gobierno y sistema político 
establecidos. 

La violación de esta norma obliga a la 
insurrección.

Artículo 89. El Salvador alentará y pro-
moverá la integración humana, econó-
mica, social y cultural con las repúblicas 
americanas y especialmente con las del 
istmo centroamericano. La integración 
podrá efectuarse mediante tratados o 
convenios con las repúblicas interesa-
das, los cuales podrán contemplar la 
creación de organismos con funciones 
supranacionales.

También propiciará la reconstrucción 
total o parcial de la República de Centro 
América, en forma unitaria, federal o 
confederada, con plena garantía de 
respeto a los principios democráticos y 
republicanos

y de los derechos individuales y sociales 
de sus habitantes. 

El proyecto y bases de la unión se 
someterán a consulta popular.

TÍTULO IV
LA NACIONALIDAD

Artículo 90. Son salvadoreños por 
nacimiento:

1º- 	 Los nacidos en el territorio de El 
Salvador;

2º- 	 Los hijos de padre o madre salva-
doreños, nacidos en el extranjero;

3º- 	 Los originarios de los demás Esta-
dos que constituyeron la Repúbli-
ca Federal de Centro América, que 
teniendo domicilio en El Salvador, 
manifiesten ante las autoridades 
competentes su voluntad de ser sal-
vadoreños, sin que se requiera la re-
nuncia a su nacionalidad de origen.

Artículo 91. Los salvadoreños por 
nacimiento tienen derecho a gozar de la 
doble o múltiple nacionalidad.

La calidad de salvadoreño por nacimien-
to sólo se pierde por renuncia expresa 
ante autoridad competente y se recupe-
ra por solicitud ante la misma.

Artículo 92. Pueden adquirir la calidad 
de salvadoreños por naturalización:

1º- 	 Los españoles e hispanoamerica-
nos de origen que tuvieren un año 
de residencia en el país;

2º- 	 Los extranjeros de cualquier origen 
que tuvieren cinco años de residen-
cia en el país;

3º- 	 Los que por servicios notables pres-
tados a la República obtengan esa 
calidad del Órgano Legislativo;

4º- 	 El extranjero casado con salvadore-
ña o la extranjera casada con sal-
vadoreño que acreditaren dos años 
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de residencia en el país, anteriores 
o posteriores a la celebración del 
matrimonio. La nacionalidad por 
naturalización se otorgará por au-
toridades competentes de confor-
midad con la ley.

Artículo 93. Los tratados internacio-
nales regularán la forma y condiciones 
en que los nacionales de países que no 
formaron parte de la República Federal 
de Centro América conserven su nacio-
nalidad, no obstante haber adquirido la 
salvadoreña por naturalización, siem-
pre que se respete el principio de reci-
procidad.

Artículo 94. La calidad de salvadoreño 
naturalizado se pierde :

1º- 	 Por residir más de dos años conse-
cutivos en el país de origen o por 
ausencia del territorio de la Repú-
blica por más de cinco años conse-
cutivos, salvo en caso de permiso 
otorgado conforme a la ley;

2º- Por sentencia ejecutoriada, en los 
casos que determine la ley. Quien 
pierda así la nacionalidad, no podrá 
recuperarla.

Artículo 95. Son salvadoreñas las per-
sonas jurídicas constituidas conforme a 
las leyes de la República, que tengan do-
micilio legal en el país.

Las regulaciones que las leyes establez-
can en beneficio de los salvadoreños no 
podrán vulnerarse por medio de perso-
nas jurídicas salvadoreñas cuyos socios 
o capitales sean en su mayoría extran-
jeros.

Artículo 96. Los extranjeros, desde 
el instante en que llegaren al territorio 
de la República, estarán estrictamente 
obligados a respetar a las autoridades 

y a obedecer las leyes, y adquirirán 
derecho a ser protegidos por ellas.

Artículo 97. Las leyes establecerán los 
casos y la forma en que podrá negarse al 
extranjero la entrada o la permanencia 
en el territorio nacional.

Los extranjeros que directa o indirecta-
mente participen en la política interna 
del país pierden el derecho a residir en él.

Artículo 98. Ni los salvadoreños ni los 
extranjeros podrán en ningún caso re-
clamar al gobierno indemnización al-
guna por daños o perjuicios que a sus 
personas o a sus bienes causaren las 
facciones.

Sólo podrán hacerlo contra los funcio-
narios o particulares culpables.

Artículo 99. Los extranjeros no podrán 
ocurrir a la vía diplomática sino en los 
casos de denegación de justicia y des-
pués de agotados los recursos legales 
que tengan expeditos.

No se entiende por denegación de 
justicia el que un fallo ejecutoriado sea 
desfavorable al reclamante. Los que 
contravengan esta disposición perderán 
el derecho de residir en el país.

Artículo 100. Los extranjeros estarán 
sujetos a una ley especial.

TÍTULO V
ORDEN ECONÓMICO

Artículo 101. El orden económico debe 
responder esencialmente a principios de 
justicia social, que tiendan a asegurar 
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a todos los habitantes del país una 
existencia digna del ser humano.

El Estado promoverá el desarrollo eco-
nómico y social mediante el incremento 
de la producción, la productividad y la 
racional utilización de los recursos. Con 
igual finalidad, fomentará los diversos 
sectores de la producción y defenderá el 
interés de los consumidores.

Artículo 102. Se garantiza la libertad 
económica, en lo que no se oponga al 
interés social.

El Estado fomentará y protegerá la ini-
ciativa privada dentro de las condiciones 
necesarias para acrecentar la riqueza 
nacional y para asegurar los beneficios 
de ésta al mayor número de habitantes 
del país.

Artículo 103. Se reconoce y garantiza 
el derecho a la propiedad privada en 
función social. 

Se reconoce asimismo la propiedad 
intelectual y artística, por el tiempo y en 
la forma determinados por la ley.

El subsuelo pertenece al Estado, el cual 
podrá otorgar concesiones para su 
explotación.

Artículo 104. Los bienes inmuebles 
propiedad del Estado podrán ser trans-
feridos a personas naturales o jurídicas 
dentro de los límites y en la forma esta-
blecida por la ley.

La propiedad estatal rústica con vocación 
agropecuaria que no sea indisensable 
para las actividades propias del Estado, 
deberán ser transferidas mediante el 
pago correspondiente a los beneficiarios 
de la Reforma Agraria. Podrá también 
transferirse a corporaciones de utilidad 
pública.

Artículo 105. El Estado reconoce, fo-
menta y garantiza el derecho de pro-
piedad privada sobre la tierra rústica, 
ya sea individual, cooperativa, comunal 
o en cualquier otra forma asociativa, y 
no podrá por ningún concepto reducir 
la extensión máxima de tierra que como 
derecho de propiedad establece esta 
Constitución.

La extensión máxima de tierra rústica 
perteneciente a una misma persona 
natural o jurídica no podrá exceder de 
doscientas cuarenta y cinco hectáreas. 
Esta limitación no será aplicable a las 
asociaciones cooperativas o comunales 
campesinas.

Los propietarios de tierra a que se re-
fiere el inciso segundo de este artículo, 
podrán transferirla, enajenarla, partirla, 
dividirla o arrendarla libremente. La tie-
rra propiedad de las asociaciones coo-
perativas, comunales campesinas y be-
neficiarios de la Reforma Agraria estará 
sujeta a un régimen especial.

Los propietarios de tierras rústicas cuya 
extensión sea mayor de doscientas cua-
renta y cinco hectáreas, tendrán derecho 
a determinar de inmediato la parte de la 
tierra que deseen conservar, segregán-
dola e inscribiéndola por separado en el 
correspondiente Registro de la Propie-
dad Raíz e Hipotecas.

Los inmuebles rústicos que excedan el 
límite establecido por esta Constitución 
y se encuentren en proindivisión, po-
drán ser objeto de partición entre los co-
propietarios.

Las tierras que excedan la extensión 
establecida por esta Constitución po-
drán ser transferidas a cualquier título 
a campesinos, agricultores en pequeño, 
sociedades y asociaciones cooperativas 
y comunales campesinas. La transferen-
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cia a que se refiere este inciso, deberá 
realizarse dentro de un plazo de tres 
años. Una ley especial determinará el 
destino de las tierras que no hayan sido 
transferidas, al finalizar el período ante-
riormente establecido.

En ningún caso las tierras excedentes a 
que se refiere el inciso anterior podrán 
ser transferidas a cualquier título a 
parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad.

El Estado fomentará el establecimiento, 
financiación y desarrollo de la agroin-
dustria, en los distintos departamentos 
de la República, a fin de garantizar el 
empleo de mano de obra y la transfor-
mación de materias primas producidas 
por el sector agropecuario nacional.

Artículo 106. La expropiación proce-
derá por causa de utilidad pública o de 
interés social, legalmente comprobados, 
y previa una justa indemnización.

Cuando la expropiación sea motivada 
por causas provenientes de guerra, de 
calamidad pública o cuando tenga por 
objeto el aprovisionamiento de agua o 
de energía eléctrica, o la construcción 
de viviendas o de carreteras, caminos 
o vías públicas de cualquier clase, la in-
demnización podrá no ser previa.

Cuando lo justifique el monto de la 
indemnización que deba reconocerse por 
los bienes expropiados de conformidad 
con los incisos anteriores, el pago podrá 
hacerse a plazos, el cual no excederá en 
conjunto de quince años, en cuyo caso 
se pagará a la persona expropiada el 
interés bancario correspondiente. Dicho 
pago deberá hacerse preferentemente 
en efectivo.

Se podrá expropiar sin indemnización 
las entidades que hayan sido creadas 

con fondos públicos.

Se prohíbe la confiscación ya sea como 
pena o en cualquier otro concepto. Las 
autoridades que contravengan este pre-
cepto responderán en todo tiempo con 
sus personas y bienes del daño inferido.

Los bienes confiscados son imprescrip-
tibles.

Artículo 107. Se prohíbe toda especie 
de vinculación, excepto:

1º- 	 Los fideicomisos constituidos a fa-
vor del Estado, de los municipios, de 
las entidades públicas, de las institu-
ciones de beneficencia o de cultura, 
y de los legalmente incapaces;

2º- 	 Los fideicomisos constituidos por 
un plazo que no exceda del estable-
cido por la ley y cuyo manejo esté a 
cargo de bancos o instituciones de 
crédito legalmente autorizados;

3º- 	 El bien de Familia.

Artículo 108. Ninguna corporación o 
fundación civil o eclesiástica, cualquiera 
que sea su denominación u objeto, ten-
drá capacidad legal para conservar en 
propiedad o administrar bienes raíces, 
con excepción de los destinados inme-
diata y directamente al servicio u objeto 
de la institución.

Artículo 109. La propiedad de los 
bienes raíces rústicos no podrá ser 
adquirida por extranjeros en cuyos países 
de origen no tengan iguales derechos 
los salvadoreños, excepto cuando se 
trate de tierras para establecimientos 
industriales.

Las sociedades extranjeras y las salva-
doreñas a que alude el inciso segundo 
del Art. 95 de esta Constitución, estarán 
sujetas a esta regla.
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Artículo 110. No podrá autorizarse 
ningún monopolio sino a favor del Esta-
do o de los Municipios, cuando el interés 
social lo haga imprescindible. Se podrán 
establecer estancos a favor del Estado.

A fin de garantizar la libertad empresarial 
y proteger al consumidor, se prohíben 
las prácticas monopolísticas.

Se podrá otorgar privilegios por tiempo 
limitado a los descubridores e invento-
res, y a los perfeccionadores de los pro-
cesos productivos.

EL ESTADO PODRÁ TOMAR A SU CAR-
GO LOS SERVICIOS PÚBLICOS CUAN-
DO LOS INTERESES SOCIALES ASÍ LO 
EXIJAN, PRESTANDOLOS DIRECTA-
MENTE, POR MEDIO DE LAS INSTITU-
CIONES OFICIALES AUTÓNOMAS O 
DE LOS MUNICIPIOS. TAMBIÉN LE CO-
RRESPONDE REGULAR Y VIGILAR LOS 
SERVICIOS PÚBLICOS PRESTADOS POR 
EMPRESAS PRIVADAS Y LA APROBA-
CIÓN DE SUS TARIFAS, EXCEPTO LAS 
QUE SE ESTABLEZCAN DE CONFORMI-
DAD CON TRATADOS O CONVENIOS 
INTERNACIONALES; LAS EMPRESAS 
SALVADOREÑAS DE SERVICIOS PÚBLI-
COS TENDRÁN SUS CENTROS DE TRA-
BAJO Y BASES DE OPERACIONES EN EL 
SALVADOR.(3)

Artículo 111. El poder de emisión de 
especies monetarias corresponde exclu-
sivamente al Estado, el cual podrá ejer-
cerlo directamente o por medio de un 
instituto emisor de carácter público. El 
régimen monetario, bancario y crediti-
cio será regulado por la ley.

El Estado deberá orientar la política mo-
netaria con el fin de promover y mante-
ner las condiciones más favorables para 
el desarrollo ordenado de la economía 
nacional.

Artículo 112. El Estado podrá admi-
nistrar las empresas que presten servi-
cios esenciales a la comunidad, con el 
objeto de mantener la continuidad de 
los servicios, cuando los propietarios o 
empresarios se resistan a acatar las dis-
posiciones legales sobre organización 
económica y social.

También podrá intervenir los bienes 
pertenecientes a nacionales de países 
con los cuales El Salvador se encuentre 
en guerra.

Artículo 113. Serán fomentadas y pro-
tegidas las asociaciones de tipo económi-
co que tiendan a incrementar la riqueza 
nacional mediante un mejor aprovecha-
miento de los recursos naturales y huma-
nos, y a promover una justa distribución 
de los beneficios provenientes de sus 
actividades. En esta clase de asociacio-
nes, además de los particulares, podrán 
participar el Estado, los municipios y las 
entidades de utilidad pública.

Artículo 114. El Estado protegerá y 
fomentará las asociaciones cooperativas, 
facilitando su organización, expansión y 
financiamiento.

Artículo 115. El comercio, la industria 
y la prestación de servicios en pequeño 
son patrimonio de los salvadoreños por 
nacimiento y de los centroamericanos 
naturales. Su protección, fomento y 
desarrollo serán objeto de una ley.

Artículo 116. El Estado fomentará el 
desarrollo de la pequeña propiedad ru-
ral. Facilitará al pequeño productor asis-
tencia técnica, créditos y otros medios 
necesarios para la adquisición y el mejor 
aprovechamiento de sus tierras. 

Artículo 117. ES DEBER DEL ESTA-
DO PROTEGER LOS RECURSOS NATU-
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RALES, ASÍ COMO LA DIVERSIDAD E 
INTEGRIDAD DEL MEDIO AMBIENTE, 
PARA GARANTIZAR EL DESARROLLO 
SOSTENIBLE.

SE DECLARA DE INTERÉS SOCIAL 
LA PROTECCIÓN, CONSERVACIÓN, 
APROVECHAMIENTO RACIONAL, RES-
TAURACIÓN O SUSTITUCIÓN DE LOS 
RECURSOS NATURALES, EN LOS TÉR-
MINOS QUE ESTABLEZCA LA LEY.

SE PROHÍBE LA INTRODUCCIÓN AL 
TERRITORIO NACIONAL DE RESIDUOS 
NUCLEARES Y DESECHOS TÓXICOS.(13)

Artículo 118. El Estado adoptará polí-
ticas de población con el fin de asegurar 
el mayor bienestar a los habitantes de la 
República.

Artículo 119. Se declara de interés 
social la construcción de viviendas. El 
Estado procurará que el mayor número 
de familias salvadoreñas lleguen a ser 
propietarias de su vivienda. Fomentará 
que todo propietario de fincas rústicas 
proporcione a los trabajadores residen-
tes habitación higiénica y cómoda, e 
instalaciones adecuadas a los trabaja-
dores temporales; y al efecto, facilitará 
al pequeño propietario los medios nece-
sarios.

Artículo 120. EN TODA CONCESIÓN 
QUE OTORGUE EL ESTADO PARA LA 
EXPLOTACIÓN DE MUELLES, FERRO-
CARRILES, CANALES U OTRAS OBRAS 
MATERIALES DE USO PUBLICO, DEBE-
RÁN ESTIPULARSE EL PLAZO Y LAS 
CONDICIONES DE DICHA CONCESIÓN, 
ATENDIENDO A LA NATURALEZA DE 
LA OBRA Y EL MONTO DE LAS INVER-
SIONES REQUERIDAS. 

ESTAS CONCESIONES DEBERÁN SER 
SOMETIDAS AL CONOCIMIENTO DE 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA PARA SU 
APROBACIÓN.(5)

TÍTULO VI
ÓRGANOS DEL 

GOBIERNO, 
ATRIBUCIONES Y 
COMPETENCIAS

CAPÍTULO I
ÓRGANO LEGISLATIVO

Sección Primera
Asamblea Legislativa

Artículo 121. La Asamblea Legislativa 
es un cuerpo colegiado compuesto por 
Diputados, elegidos en la forma prescrita 
por esta Constitución, y a ella compete 
fundamentalmente la atribución de 
legislar.

Artículo 122. La Asamblea Legislativa 
se reunirá en la capital de la República, 
para iniciar su período y sin necesidad 
de convocatoria, el día primero de mayo 
del año de la elección de sus miembros. 
Podrá trasladarse a otro lugar de la 
República para celebrar sus sesiones, 
cuando así lo acordare.

Artículo 123. La mayoría de los 
miembros de la Asamblea será suficiente 
para deliberar.Para tomar resolución se 
requerirá por lo menos el voto favorable 
de la mitad más uno de los Diputados 
electos, salvo los casos en que conforme 
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a esta Constitución se requiere una 
mayoría distinta.

Artículo 124. Los miembros de la 
Asamblea se renovarán cada tres años y 
podrán ser reelegidos.

El período de sus funciones comenzará 
el primero de mayo del año de su 
elección.

Artículo 125. Los Diputados represen-
tan al pueblo entero y no están ligados 
por ningún mandato imperativo. Son in-
violables, y no tendrán responsabilidad 
en tiempo alguno por las opiniones o 
votos que emitan

Artículo 126. Para ser elegido Diputa-
do se requiere ser mayor de veinticinco 
años, salvadoreño por nacimiento, hijo 
de padre o madre salvadoreño, de no-
toria honradez e instrucción y no haber 
perdido los derechos de ciudadano en 
los cinco años anteriores a la elección.

Artículo 127. No podrán ser candidatos 
a Diputados:

1º- 	 El Presidente y el Vicepresidente de 
la República, los Ministros y Vice-
ministros de Estado, el Presidente y 
los Magistrados de la Corte Supre-
ma de Justicia, los funcionarios de 
los organismos electorales, los mi-
litares de alta, y en general, los fun-
cionarios que ejerzan jurisdicción;

2º- 	 Los que hubiesen administrado o 
manejado fondos públicos, mien-
tras no obtengan el finiquito de sus 
cuentas;

3º- 	 Los contratistas de obras o empre-
sas públicas que se costeen con 
fondos del Estado o del Municipio, 
sus caucioneros y los que, de resul-
tas de tales obras o empresas ten-
gan pendientes reclamaciones de 
interés propio;

4º- 	 Los parientes del Presidente de la 
República dentro del cuarto grado 
de consanguinidad o segundo de 
afinidad;

5º- 	 Los deudores de la Hacienda Públi-
ca o Municipal que estén en mora;

6º- 	 Los que tengan pendientes con-
tratos o concesiones con el Estado 
para explotación de riquezas na-
cionales o de servicios públicos, así 
como los que hayan aceptado ser 
representantes o apoderados admi-
nistrativos de aquéllos, o de socie-
dades extranjeras que se hallen en 
los mismos casos.

	 Las incompatibilidades a que se 
refiere el ordinal primero de este 
artículo afectan a quienes hayan 
desempeñado los cargos indicados 
dentro de los tres meses anteriores 
a la elección.

Artículo 128. Los Diputados no podrán 
ser contratistas ni caucioneros de obras 
o empresas públicas que se costeen 
con fondos del Estado o del Municipio; 
ni tampoco obtener concesiones del 
Estado para explotación de riquezas 
nacionales o de servicios públicos, ni 
aceptar ser representantes o apoderados 
administrativos de personas nacionales 
o extranjeras que tengan esos contratos 
o concesiones.

Artículo 129. Los Diputados en ejerci-
cio no podrán desempeñar cargos públi-
cos remunerados durante el tiempo para 
el que han sido elegidos, excepto los de 
carácter docente o cultural, y los relacio-
nados con los servicios profesionales de 
asistencia social.

No obstante, podrán desempeñar los 
cargos de Ministros o Viceministros de 
Estado, Presidentes de Instituciones 
Oficiales Autónomas, Jefes de Misión 
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Diplomática, Consular o desempeñar 
Misiones Diplomáticas Especiales. En 
estos casos, al cesar en sus funciones se 
reincorporarán a la Asamblea, si todavía 
está vigente el período de su elección.

Los suplentes pueden desempeñar em-
pleos o cargos públicos sin que su acep-
tación y ejercicio produzca la pérdida de 
la calidad de tales.

Artículo 130. Los Diputados cesarán 
en su cargo en los casos siguientes:

1º- 	 Cuando en sentencia definitiva fue-
ren condenados por delitos graves;

2º- 	 Cuando incurrieren en las prohi-
biciones contenidas en el Artículo 
128 de esta Constitución;

3º- 	 Cuando renunciaren sin justa cau-
sa calificada como tal por la Asam-
blea.

En estos casos quedarán inhabilitados 
para desempeñar cualquier otro cargo 
público durante el período de su elección.

Artículo 131. Corresponde a la Asam-
blea Legislativa:

1º- 	 Decretar su reglamento interior;

2º- 	 Aceptar o desechar las credenciales 
de sus miembros, recibir a éstos la 
protesta constitucional, y deducir-
les responsabilidades en los casos 
previstos por esta Constitución;

3º- 	 Conocer de las renuncias que pre-
sentaren los Diputados, admitién-
dolas cuando se fundaren en cau-
sas justas legalmente comprobada;

4º- 	 Llamar a los Diputados suplentes 
en caso de muerte, renuncia, nuli-
dad de elección, permiso temporal 
o imposibilidad de concurrir de los 
propietarios;

5º- 	 Decretar, interpretar auténticamen-
te, reformar y derogar las leyes se-
cundarias;

6º- 	 Decretar impuestos, tasas y demás 
contribuciones sobre toda clase 
de bienes, servicios e ingresos, en 
relación equitativa; y en caso de 
invasión, guerra legalmente decla-
rada o calamidad pública, decretar 
empréstitos forzosos en la misma 
relación, si no bastaren las rentas 
públicas ordinarias;

7º- 	 Ratificar los tratados o pactos que 
celebre el Ejecutivo con otros Esta-
dos u organismos internacionales, 
o denegar su ratificación;

8º- 	 Decretar el Presupuesto de Ingresos 
y Egresos de la Administración Pú-
blica, así como sus reformas;

9º- Crear y suprimir plazas, y asignar 
sueldos a los funcionarios y em-
pleados de acuerdo con el régimen 
de Servicio Civil;

10º-Aprobar su presupuesto y sistema 
de salarios, así como sus reformas, 
consultándolos previamente con el 
Presidente de la República para el 
solo efecto de garantizar que exis-
tan los fondos necesarios para su 
cumplimiento. Una vez aprobado 
dicho presupuesto se incorporará al 
Presupuesto de Ingresos y Egresos 
de la Administración Pública;

11º- Decretar, de una manera general, 
beneficios e incentivos fiscales o de 
cualquier naturaleza, para la pro-
moción de actividades culturales, 
científicas, agrícolas, industriales, 
comerciales o de servicios;

12º- Decretar leyes sobre el reconoci-
miento de la deuda pública y crear y 
asignar los fondos necesarios para 
su pago;
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13º- Establecer y regular el sistema mo-
netario nacional y resolver sobre la 
admisión y circulación de la mone-
da extranjera;

14º- Recibir la protesta constitucional y 
dar posesión de su cargo a los ciu-
dadanos que, conforme a la ley, 
deban ejercer la Presidencia y Vice-
presidencia de la República;

15º- Resolver sobre renuncias interpues-
tas y licencias solicitadas por el 
Presidente y el Vicepresidente de la 
República y los Designados, previa 
ratificación personal ante la misma 
Asamblea;

16º- Desconocer obligatoriamente al 
Presidente de la República o al que 
haga sus veces cuando terminado 
su período constitucional continúe 
en el ejercicio del cargo. En tal caso, 
si no hubiere persona legalmente 
llamada para el ejercicio de la Pre-
sidencia, designará un Presidente 
Provisional;

17º- Elegir, para todo el período presi-
dencial respectivo, en votación no-
minal y pública, a dos personas que 
en carácter de Designados deban 
ejercer la Presidencia de la Repúbli-
ca, en los casos y en el orden deter-
minado por esta Constitución;

18º- Recibir el informe de labores que 
debe rendir el Ejecutivo por medio 
de sus Ministros, y aprobarlo o des-
aprobarlo;

19º- ELEGIR POR VOTACIÓN NOMINAL 
Y PUBLICA A LOS SIGUIENTES 
FUNCIONARIOS: PRESIDENTE Y 
MAGISTRADOS DE LA CORTE SU-
PREMA DE JUSTICIA, PRESIDENTE 
Y MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL 
SUPREMO ELECTORAL, PRESIDEN-
TE Y MAGISTRADOS DE LA CORTE 
DE CUENTAS DE LA REPÚBLICA, 

FISCAL GENERAL DE LA REPÚ-
BLICA, PROCURADOR GENERAL 
DE LA REPÚBLICA, PROCURADOR 
PARA LA DEFENSA DE LOS DE-
RECHOS HUMANOS Y MIEMBROS 
DEL CONSEJO NACIONAL DE LA 
JUDICATURA;(1)

20º- Declarar, con no menos de los dos 
tercios de votos de los Diputados 
electos, la incapacidad física o men-
tal del Presidente, del Vicepresiden-
te de la República y de los funciona-
rios electos por la Asamblea, para el 
ejercicio de sus cargos, previo dic-
tamen unánime de una Comisión 
de cinco médicos nombrados por la 
Asamblea;

21º- Determinar las atribuciones y com-
petencias de los diferentes funcio-
narios cuando por esta Constitu-
ción no se hubiese hecho;

22º- 	Conceder, a personas o poblacio-
nes, títulos, distinciones honoríficas 
y gratificaciones compatibles con 
la forma de gobierno establecida, 
por servicios relevantes prestados 
a la Patria. No obstante, se prohíbe 
que tales títulos, distinciones y gra-
tificaciones se concedan, mientras 
desempeñen sus cargos, a los fun-
cionarios siguientes: Presidente y 
Vicepresidente de la República, Mi-
nistros y Viceministros de Estado, 
Diputados a la Asamblea Legislati-
va, y Presidente y Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia; 

23º- 	Conceder permiso a los salvadore-
ños para que acepten distinciones 
honoríficas otorgadas por gobier-
nos extranjeros;

24º- 	Conceder permisos o privilegios 
temporales por actividades o traba-
jos culturales o científicos;

25º- 	Declarar la guerra y ratificar la paz, 
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con base en los informes que le pro-
porcione el Órgano Ejecutivo;

26º- 	Conceder amnistía por delitos polí-
ticos o comunes conexos con éstos, 
o por delitos comunes cometidos 
por un número de personas que no 
baje de veinte; y conceder indultos, 
previo informe favorable de la Corte 
Suprema de Justicia;

27º- 	Suspender y restablecer las garan-
tías constitucionales de acuerdo 
con el Art. 29 de esta Constitución 
en votación nominal y pública con 
los dos tercios de votos, por lo me-
nos, de los Diputados electos;

28º- 		Conceder o negar permiso a los sal-
vadoreños para que acepten cargos 
diplomáticos o consulares que de-
ban ser ejercidos en El Salvador;

29º- 		Permitir o negar el tránsito de tro-
pas extranjeras por el territorio de 
la República, y el estacionamiento 
de naves o aeronaves de guerra de 
otros países, por más tiempo del es-
tablecido en los tratados o prácticas 
internacionales;

30º- 		Aprobar las concesiones a que se 
refiere el Art. 120 de esta Constitu-
ción;

31º- 		Erigir jurisdicciones y establecer 
cargos, a propuesta de la Corte 
Suprema de Justicia, para que los 
funcionarios respectivos conozcan 
en toda clase de causas criminales, 
civiles, mercantiles, laborales, con-
tencioso-administrativas, agrarias y 
otras;

32º- 		Nombrar comisiones especiales 
para la investigación de asuntos 
de interés nacional y adoptar los 
acuerdos o recomendaciones que 
estime necesarios, con base en el 
informe de dichas comisiones;

33º- 	Decretar los Símbolos Patrios;

34º- 		Interpelar a los Ministros o Encar-
gados del Despacho y a los Presi-
dentes de Instituciones Oficiales 
Autónomas;

35º- 		Calificar la fuerza mayor o el caso 
fortuito a que se refiere el último in-
ciso del artículo 80;

36º- 		RECIBIR EL INFORME DE LABO-
RES QUE DEBE RENDIR EL FIS-
CAL GENERAL DE LA REPÚBLICA, 
EL PROCURADOR GENERAL DE 
LA REPÚBLICA, EL PROCURADOR 
PARA LA DEFENSA DE LOS DERE-
CHOS HUMANOS, EL PRESIDENTE 
DE LA CORTE DE CUENTAS DE LA 
REPÚBLICA Y EL PRESIDENTE DEL 
BANCO CENTRAL DE RESERVA DE 
EL SALVADOR;(1)

37º- 	RECOMENDAR A LA PRESIDEN-
CIA DE LA REPÚBLICA LA DESTI-
TUCIÓN DE LOS MINISTROS DE 
ESTADO; O A LOS ORGANISMOS 
CORRESPONDIENTES, LA DE FUN-
CIONARIOS DE INSTITUCIONES 
OFICIALES AUTÓNOMAS, CUAN-
DO ASÍ LO ESTIME CONVENIENTE, 
COMO RESULTADO DE LA INVES-
TIGACIÓN DE SUS COMISIONES 
ESPECIALES O DE LA INTERPE-
LACIÓN, EN SU CASO. LA RESO-
LUCIÓN DE LA ASAMBLEA SERA 
VINCULANTE CUANDO SE REFIE-
RA A LOS JEFES DE SEGURIDAD 
PUBLICA O DE INTELIGENCIA DE 
ESTADO POR CAUSA DE GRAVES 
VIOLACIONES DE LOS DERECHOS 
HUMANOS;(1)

38º- 	Ejercer las demás atribuciones que 
le señale esta Constitución.

Artículo 132. Todos los funcionarios y 
empleados públicos, incluyendo los de 
Instituciones Oficiales Autónomas y los 
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miembros de la Fuerza Armada, están 
en la obligación de colaborar con las 
Comisiones 

Especiales de la Asamblea Legislativa; 
y la comparecencia y declaración de 
aquéllos así como las de cualquier otra 
persona, requeridas por las mencionadas 
comisiones, serán obligatorias bajo 
los mismos apercibimientos que se 
observan en el procedimiento judicial.

Las conclusiones de las comisiones es-
peciales de investigación de la Asam-
blea Legislativa no serán vinculantes 
para los tribunales, ni afectarán los pro-
cedimientos o las resoluciones judicia-
les, sin perjuicio de que el resultado sea 
comunicado a la Fiscalía General de la 
República para el ejercicio de acciones 
pertinentes.

Sección Segunda
La ley, su formación,

promulgación y vigencia

Artículo 133. Tienen exclusivamente 
iniciativa de ley:

1º- 	 Los Diputados;

2º- 	 El Presidente de la República por 
medio de sus Ministros;

3º- 	 La Corte Suprema de Justicia en 
materias relativas al Órgano Judi-
cial, al ejercicio del notariado y de 
la abogacía, y a la jurisdicción y 
competencia de los Tribunales;

4º- 	 Los Concejos Municipales en mate-
ria de impuestos municipales; 

5º- EL PARLAMENTO CENTROAMERI-
CANO, POR MEDIO DE LOS DIPU-
TADOS DEL ESTADO DE EL SAL-

VADOR QUE LO CONFORMAN, EN 
MATERIA RELATIVA A LA INTE-
GRACIÓN DEL ISTMO CENTRO-
AMERICANO, A QUE SE REFIERE 
EL ART. 89 DE ESTA CONSTITU-
CIÓN.	

	 DE IGUAL MANERA, Y EN LA MIS-
MA MATERIA, TENDRÁN INICIATI-
VA LOS DIPUTADOS DEL ESTADO 
DE EL SALVADOR, QUE CONFOR-
MAN EL PARLAMENTO CENTROA-
MERICANO. (20)

Artículo 134. TODO PROYECTO DE 
LEY QUE SE APRUEBE DEBERÁ ESTAR 
FIRMADO POR LA MAYORÍA DE LOS 
MIEMBROS DE LA JUNTA DIRECTIVA. 
SE GUARDARA UN EJEMPLAR EN LA 
ASAMBLEA Y SE ENVIARAN DOS AL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA.(1)

Artículo 135. TODO PROYECTO DE 
LEY, DESPUÉS DE DISCUTIDO Y APRO-
BADO, SE TRASLADARA A MAS TAR-
DAR DENTRO DE DIEZ DÍAS HÁBILES 
AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, Y 
SI ESTE NO TUVIERE OBJECIONES, LE 
DARÁ SU SANCIÓN Y LO HARÁ PUBLI-
CAR COMO LEY.(1)(14)

NO SERA NECESARIA LA SANCIÓN DEL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EN LOS 
CASOS DE LOS ORDINALES 1º, 2º, 3º, 4º, 
14º, 15º, 16º, 17º, 18º, 19º, 20º, 32º, 34º, 
35º, 36º Y 37º, DEL ART. 131 DE ESTA 
CONSTITUCIÓN Y EN LOS ANTEJUICIOS 
EN QUE CONOZCA LA ASAMBLEA.(1)

Artículo 136. SI EL PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA NO ENCONTRARE OBJECIÓN 
AL PROYECTO RECIBIDO, FIRMARA LOS 
DOS EJEMPLARES, DEVOLVERÁ UNO 
A LA ASAMBLEA, DEJARA EL OTRO 
EN SU ARCHIVO, Y HARÁ PUBLICAR 
EL TEXTO COMO LEY EN EL ÓRGANO 
OFICIAL CORRESPONDIENTE.(1)



LIBRO TERCERO: RECOPILACIÓN DISCIPLINARIA

43

Artículo 137. CUANDO EL PRESIDENTE 
DE LA REPÚBLICA VETARE UN PROYEC-
TO DE LEY, LO DEVOLVERÁ A LA ASAM-
BLEA DENTRO DE LOS OCHO DÍAS HÁ-
BILES SIGUIENTES AL DE SU RECIBO, 
PUNTUALIZANDO LAS RAZONES EN 
QUE FUNDA SU VETO; SI DENTRO DEL 
TERMINO EXPRESADO NO LO DEVOL-
VIERE SE TENDRÁ POR SANCIONADO Y 
LO PUBLICARA COMO LEY.(1)(15)

EN CASO DE VETO, LA ASAMBLEA RE-
CONSIDERARA EL PROYECTO, Y SI LO 
RATIFICARE CON LOS DOS TERCIOS 
DE VOTOS, POR LO MENOS, DE LOS 
DIPUTADOS ELECTOS, LO ENVIARA DE 
NUEVO AL PRESIDENTE DE LA REPÚ-
BLICA, Y ESTE DEBERÁ SANCIONARLO 
Y MANDARLO A PUBLICAR.(1)

SI LO DEVOLVIERE CON OBSERVACIO-
NES, LA ASAMBLEA LAS CONSIDERARA 
Y RESOLVERÁ LO QUE CREA CONVE-
NIENTE POR LA MAYORÍA ESTABLECI-
DA EN EL ART. 123, Y LO ENVIARA AL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUIEN 
DEBERÁ SANCIONARLO Y MANDARLO 
A PUBLICAR.(1)

Artículo 138. CUANDO LA DEVOLU-
CIÓN DE UN PROYECTO DE LEY SE 
DEBA A QUE EL PRESIDENTE DE LA RE-
PÚBLICA LO CONSIDERA INCONSTITU-
CIONAL Y EL ÓRGANO LEGISLATIVO LO 
RATIFICA EN LA FORMA ESTABLECIDA 
EN EL ARTICULO QUE ANTECEDE, DE-
BERÁ EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLI-
CA DIRIGIRSE A LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA DENTRO DEL TERCER DÍA 
HÁBIL, PARA QUE ÉSTA OYENDO LAS 
RAZONES DE AMBOS, DECIDA SI ES O 
NO CONSTITUCIONAL, A MAS TARDAR 
DENTRO DE QUINCE DÍAS HÁBILES. SI 
LA CORTE DECIDIERE QUE EL PROYEC-
TO ES CONSTITUCIONAL, EL PRESIDEN-
TE DE LA REPÚBLICA ESTARÁ EN LA 
OBLIGACIÓN DE SANCIONARLO Y PU-

BLICARLO COMO LEY.(1)(16)

Artículo 139. EL TERMINO PARA LA 
PUBLICACIÓN DE LAS LEYES SERA DE 
QUINCE DÍAS HÁBILES. SI DENTRO DE 
ESE TERMINO EL PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA NO LAS PUBLICARE, EL 
PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA LEGIS-
LATIVA LO HARÁ EN EL DIARIO OFI-
CIAL O EN CUALQUIER OTRO DIARIO 
DE MAYOR CIRCULACIÓN DE LA REPÚ-
BLICA.(1)(17)

Artículo 140. Ninguna ley obliga sino en 
virtud de su promulgación y publicación. 
Para que una ley de carácter permanente 
sea obligatoria deberán transcurrir, 
por lo menos, ocho días después de su 
publicación. Este plazo podrá ampliarse, 
pero no restringirse.

Artículo 141. En caso de evidente 
error en la impresión del texto de la 
ley, se volverá a publicar, a más tardar 
dentro de diez días. Se tendrá la última 
publicación como su texto auténtico; y 
de la fecha de la nueva publicación se 
contará el término para su vigencia.

Artículo 142. Para interpretar, reformar 
o derogar las leyes se observarán los 
mismos trámites que para su formación.

Artículo 143. Cuando un proyecto de 
ley fuere desechado o no fuere ratificado, 
no podrá ser propuesto dentro de los 
próximos seis meses.

Sección Tercera
Tratados

Artículo 144. Los tratados internacio-
nales celebrados por El Salvador con 
otros Estados o con organismos inter-
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nacionales, constituyen leyes de la Re-
pública al entrar en vigencia, conforme 
a las disposiciones del mismo tratado y 
de esta Constitución.

La ley no podrá modificar o derogar lo 
acordado en un tratado vigente para El 
Salvador. En caso de conflicto entre el 
tratado y la ley, prevalecerá el tratado.

Artículo 145. No se podrán ratificar los 
tratados en que se restrinjan o afecten de 
alguna manera las disposiciones consti-
tucionales, a menos que la ratificación se 
haga con las reservas correspondientes.

Las disposiciones del tratado sobre las 
cuales se hagan las reservas no son ley 
de la República.

Artículo 146. No podrán celebrarse o 
ratificarse tratados u otorgarse conce-
siones en que de alguna manera se alte-
re la forma de gobierno o se lesionen o 
menoscaben la integridad del territorio, 
la soberanía e independencia de la Re-
pública o los derechos y garantías fun-
damentales de la persona humana. 

Lo dispuesto en el inciso anterior se 
aplica a los tratados internacionales o 
contratos con gobiernos o empresas na-
cionales o internacionales en los cuales 
se someta el Estado salvadoreño, a la 
jurisdicción de un tribunal de un Estado 
extranjero.

Lo anterior no impide que, tanto en los 
tratados como en los contratos, el Estado 
salvadoreño en caso de controversia, 
someta la decisión a un arbitraje o a un 
tribunal internacionales.

Artículo 147. Para la ratificación de 
todo tratado o pacto por el cual se so-
meta a arbitraje cualquier cuestión rela-
cionada con los límites de la República, 
será necesario el voto de las tres cuartas 

partes, por lo menos, de los Diputados 
electos.

Cualquier tratado o convención que 
celebre el Órgano Ejecutivo referente 
al territorio nacional requerirá también 
el voto de las tres cuartas partes, por lo 
menos, de los Diputados electos.

Artículo 148. Corresponde a la Asam-
blea Legislativa facultar al Órgano Eje-
cutivo para que contrate empréstitos vo-
luntarios, dentro o fuera de la República, 
cuando una grave y urgente necesidad 
lo demande, y para que garantice obli-
gaciones contraídas por entidades esta-
tales o municipales de interés público.

Los compromisos contraídos de confor-
midad con esta disposición deberán ser 
sometidos al conocimiento del Órgano 
Legislativo, el cual no podrá aprobarlos 
con menos de los dos tercios de votos de 
los Diputados electos.

El decreto legislativo en que se autorice 
la emisión o contratación de un 
empréstito deberá expresar claramente 
el fin a que se destinarán los fondos de 
éste y, en general, todas las condiciones 
esenciales de la operación.

Artículo 149. La facultad de declarar 
la inaplicabilidad de las disposiciones 
de cualquier tratado contrarias a los 
preceptos constitucionales, se ejercerá 
por los tribunales dentro de la potestad 
de administrar justicia.

La declaratoria de inconstitucionalidad 
de un tratado, de un modo general y 
obligatorio, se hará en la misma forma 
prevista por esta Constitución para las 
leyes, decretos y reglamentos.
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CAPÍTULO II
ÓRGANO EJECUTIVO

Artículo 150. El Presidente y el Vice-
presidente de la República, los Ministros 
y Viceministros de Estado y sus funcio-
narios dependientes, integran el Órgano 
Ejecutivo.

Artículo 151. Para ser elegido Presi-
dente de la República se requiere: ser 
salvadoreño por nacimiento, hijo de pa-
dre o madre salvadoreño; del estado se-
glar, mayor de treinta años de edad, de 
moralidad e instrucción notorias; estar 
en el ejercicio de los derechos de ciu-
dadano, haberlo estado en los seis años 
anteriores a la elección y estar afiliado 
a uno de los partidos políticos reconoci-
dos legalmente.

Artículo 152. No podrán ser candidatos 
a Presidente de la República:

1º- 	 El que haya desempeñado la Presi-
dencia de la República por más de 
seis meses, consecutivos o no, du-
rante el período inmediato anterior, 
o dentro de los últimos seis meses 
anteriores al inicio del período pre-
sidencial;

2º- 	 El cónyuge y los parientes dentro 
del cuarto grado de consanguini-
dad o segundo de afinidad de cual-
quiera de las personas que hayan 
ejercido la Presidencia en los casos 
del ordinal anterior;

3º- 	 El que haya sido Presidente de la 
Asamblea Legislativa o Presidente 
de la Corte Suprema de Justicia du-
rante el año anterior al día del ini-
cio del período presidencial;

4º- 	 EL QUE HAYA SIDO MINISTRO, VI-
CEMINISTRO DE ESTADO O PRE-

SIDENTE DE ALGUNA INSTITU-
CIÓN OFICIAL AUTÓNOMA Y EL 
DIRECTOR GENERAL DE LA PO-
LICÍA NACIONAL CIVIL, DENTRO 
DEL ULTIMO AÑO DEL PERIODO 
PRESIDENCIAL INMEDIATO ANTE-
RIOR.(1)

5º- 	 Los militares de profesión que estu-
vieren de alta o que lo hayan estado 
en los tres años anteriores al día del 
inicio del período presidencial;

6º- 	 El Vicepresidente o Designado que 
llamado legalmente a ejercer la 
Presidencia en el período inmediato 
anterior, se negare a desempeñarla 
sin justa causa, entendiéndose que 
ésta existe cuando el Vicepresiden-
te o Designado manifieste su inten-
ción de ser candidato a la Presiden-
cia de la República, dentro de los 
seis meses anteriores al inicio del 
período presidencial;

7º- 	 Las personas comprendidas en los 
ordinales 2o., 3o., 4o., 5o. y 6o., del 
artículo 127 de esta Constitución. 

Artículo 153. Lo dispuesto en los dos 
artículos anteriores se aplicará al Vice-
presidente de la República y a los Desig-
nados a la Presidencia.

Artículo 154. El período presidencial 
será de cinco años y comenzará y termi-
nará el día primero de junio, sin que la 
persona que haya ejercido la Presiden-
cia pueda continuar en sus funciones ni 
un día más.

Artículo 155. En defecto del Presidente 
de la República, por muerte, renuncia, 
remoción u otra causa, lo sustituirá el 
Vicepresidente; a falta de éste, uno de 
los Designados por el orden de su no-
minación, y si todos éstos faltaren por 
cualquier causa legal, la Asamblea de-
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signará la persona que habrá de susti-
tuirlo.

Si la causa que inhabilite al Presidente 
para el ejercicio del cargo durare más de 
seis meses, la persona que lo sustituya 
conforme al inciso anterior terminará el 
período presidencial.

Si la inhabilidad del Presidente fuere 
temporal, el sustituto ejercerá el cargo 
únicamente mientras dure aquélla.

Artículo 156. Los cargos de Presidente 
y de Vicepresidente de la República y los 
de Designados solamente son renuncia-
bles por causa grave debidamente com-
probada, que calificará la Asamblea.

Artículo 157. El Presidente de la Re-
pública es el Comandante General de la 
Fuerza Armada. 

Artículo 158. Se prohíbe al Presidente 
de la República salir del territorio nacio-
nal sin licencia de la Asamblea Legisla-
tiva.

Artículo 159. Para la gestión de los 
negocios públicos habrá las Secretarías 
de Estado que fueren necesarias, entre 
las cuales se distribuirán los diferentes 
Ramos de la Administración. Cada 
Secretaría estará a cargo de un Ministro, 
quien actuará con la colaboración de uno 
o más Viceministros. Los Viceministros 
sustituirán a los Ministros en los casos 
determinados por la ley.

LA DEFENSA NACIONAL Y LA SEGURI-
DAD PUBLICA ESTARÁN ADSCRITAS A 
MINISTERIOS DIFERENTES. LA SEGU-
RIDAD PUBLICA ESTARÁ A CARGO DE 
LA POLICÍA NACIONAL CIVIL, QUE SERA 
UN CUERPO PROFESIONAL, INDEPEN-
DIENTE DE LA FUERZA ARMADA Y AJE-
NO A TODA ACTIVIDAD PARTIDISTA.(2)

LA POLICÍA NACIONAL CIVIL TENDRÁ 
A SU CARGO LAS FUNCIONES DE PO-
LICÍA URBANA Y POLICÍA RURAL QUE 
GARANTICEN EL ORDEN, LA SEGURI-
DAD Y LA TRANQUILIDAD PUBLICA, 
ASÍ COMO LA COLABORACIÓN EN EL 
PROCEDIMIENTO DE INVESTIGACIÓN 
DEL DELITO, Y TODO ELLO CON APEGO 
A LA LEY Y ESTRICTO RESPETO A LOS 
DERECHOS HUMANOS.(2)(9)

Artículo 160. Para ser Ministro o Vice-
ministro de Estado se requiere ser salva-
doreño por nacimiento, mayor de veinti-
cinco años de edad, del estado seglar, de 
moralidad e instrucción notorias; estar 
en el ejercicio de los derechos de ciuda-
dano y haberlo estado en los seis años 
anteriores a su nombramiento.

Artículo 161. No podrán ser Ministros 
ni Viceministros de Estado las personas 
comprendidas en los ordinales 2o., 3o., 
4o., 5o. y 6o., del artículo 127 de esta 
Constitución.

Artículo 162. CORRESPONDE AL PRE-
SIDENTE DE LA REPÚBLICA NOMBRAR, 
REMOVER, ACEPTAR RENUNCIAS Y 
CONCEDER LICENCIAS A LOS MINIS-
TROS Y VICEMINISTROS DE ESTADO, ASÍ 
COMO AL JEFE DE SEGURIDAD PUBLICA 
Y AL DE INTELIGENCIA DE ESTADO.(2)

Artículo 163. LOS DECRETOS, ACUER-
DOS, ORDENES Y PROVIDENCIAS DEL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DEBE-
RÁN SER REFRENDADOS Y COMUNI-
CADOS POR LOS MINISTROS EN SUS 
RESPECTIVOS RAMOS, O POR LOS VI-
CEMINISTROS EN SU CASO. SIN ESTOS 
REQUISITOS NO TENDRÁN AUTENTICI-
DAD LEGAL.(1)

Artículo 164. Todos los decretos, 
acuerdos, órdenes y resoluciones que 
los funcionarios del Órgano Ejecutivo 
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emitan, excediendo las facultades que 
esta Constitución establece, serán nulos 
y no deberán ser obedecidos, aunque se 
den a reserva de someterlos a la aproba-
ción de la Asamblea Legislativa. 

Artículo 165. Los Ministros o Encarga-
dos del despacho y Presidente de Insti-
tuciones Oficiales Autónomas deberán 
concurrir a la Asamblea Legislativa para 
contestar las interpelaciones que se les 
hicieren.

Los funcionarios llamados a interpela-
ción que sin justa causa se negaren a 
concurrir, quedarán, por el mismo he-
cho, depuestos de sus cargos.

Artículo 166. Habrá un Consejo de 
Ministros integrado por el Presidente y 
el Vicepresidente de la República y los 
Ministros de Estado o quienes hagan sus 
veces.

Artículo 167. Corresponde al Consejo 
de Ministros:

1º- 	 Decretar el Reglamento Interno del 
Órgano Ejecutivo y su propio regla-
mento;

2º- 	 Elaborar el plan general del Gobier-
no;

3º- 	 Elaborar el proyecto de presupues-
to de ingresos y egresos y presen-
tarlo a la Asamblea Legislativa, por 
lo menos tres meses antes de que 
se inicie el nuevo ejercicio fiscal.

	 También conocerá de las reformas 
a dicho presupuesto cuando se tra-
te de transferencias entre partidas 
de distintos Ramos de la Adminis-
tración Pública;

4º- 	 Autorizar la erogación de sumas 
que no hayan sido incluidas en los 
presupuestos, a fin de satisfacer ne-
cesidades provenientes de guerra, 

de calamidad pública o de grave 
perturbación del orden, si la Asam-
blea Legislativa no estuviere reuni-
da, informando inmediatamente a 
la Junta Directiva de la misma, de 
las causas que motivaron tal medi-
da, a efecto de que reunida que fue-
re ésta, apruebe o no los créditos 
correspondientes;

5º- 	 Proponer a la Asamblea Legislativa 
la suspensión de garantías consti-
tucionales a que se refiere el Art. 29 
de esta Constitución;

6º- 	 Suspender y restablecer las garan-
tías constitucionales a que se refie-
re el Art. 29 de esta Constitución, si 
la Asamblea Legislativa no estuvie-
re reunida. En el primer caso, dará 
cuenta inmediatamente a la Junta 
Directiva de la Asamblea Legislati-
va, de las causas que motivaron tal 
medida y de los actos que haya eje-
cutado en relación con ésta;

7º- 	 Convocar extraordinariamente a la 
Asamblea Legislativa, cuando los 
intereses de la República lo deman-
den;

8º- 	 Conocer y decidir sobre todos los 
asuntos que someta a su considera-
ción el Presidente de la República.

Artículo 168. Son atribuciones y obli-
gaciones del Presidente de la República:

1º- 	 Cumplir y hacer cumplir la Consti-
tución, los tratados, las leyes y de-
más disposiciones legales;

2º- 	 Mantener ilesa la soberanía de la Re-
pública y la integridad del territorio;

3º- 	 Procurar la armonía social, y con-
servar la paz y tranquilidad inte-
riores y la seguridad de la persona 
humana como miembro de la so-
ciedad;
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4º- 	 Celebrar tratados y convenciones 
internacionales, someterlos a la ra-
tificación de la Asamblea Legislati-
va, y vigilar su cumplimiento;

5º- 	 Dirigir las relaciones exteriores;

6º- 	 Presentar por conducto de los Mi-
nistros, a la Asamblea Legislativa, 
dentro de los dos meses siguientes 
a la terminación de cada año, el in-
forme de labores de la Administra-
ción Pública en el año transcurrido. 
El Ministro de Hacienda presentará 
además, dentro de los tres meses 
siguientes a la terminación de cada 
período fiscal, la cuenta general del 
último presupuesto y el estado de-
mostrativo de la situación del Teso-
ro Público y el Patrimonio Fiscal. Si 
dentro de esos términos no se cum-
pliere con estas obligaciones, que-
dará por el mismo hecho depuesto 
el Ministro que no lo verifique, lo 
cual será notificado al Presidente 
de la República inmediatamente, 
para que nombre el sustituto. Este 
presentará dentro de los treinta días 
siguientes el informe correspon-
diente. Si aún en este caso no se 
cumpliere con lo preceptuado, que-
dará depuesto el nuevo Ministro;

7º- 	 Dar a la Asamblea Legislativa los 
informes que ésta le pida, excepto 
cuando se trate de planes militares 
secretos. En cuanto a negociacio-
nes políticas que fuere necesario 
mantener en reserva, el Presidente 
de la República deberá advertirlo, 
para que se conozca de ellas en se-
sión secreta;

8º- 	 Sancionar, promulgar y publicar las 
leyes y hacerlas ejecutar;

9º- 	 Proporcionar a los funcionarios 
del orden judicial, los auxilios que 
necesiten para hacer efectivas sus 

providencias;

10º- 	Conmutar penas, previo informe y 
dictamen favorable de la Corte Su-
prema de Justicia;

11º- 	ORGANIZAR, CONDUCIR Y MAN-
TENER LA FUERZA ARMADA, CON-
FERIR LOS GRADOS MILITARES Y 
ORDENAR EL DESTINO, CARGO, O 
LA BAJA DE LOS OFICIALES DE LA 
MISMA, DE CONFORMIDAD CON 
LA LEY;(2)

12º- 	DISPONER DE LA FUERZA AR-
MADA PARA LA DEFENSA DE LA 
SOBERANÍA DEL ESTADO, DE LA 
INTEGRIDAD DE SU TERRITORIO. 
EXCEPCIONALMENTE, SI SE HAN 
AGOTADO LOS MEDIOS ORDINA-
RIOS PARA EL MANTENIMIENTO 
DE LA PAZ INTERNA, LA TRANQUI-
LIDAD Y LA SEGURIDAD PUBLICA, 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
PODRÁ DISPONER DE LA FUERZA 
ARMADA PARA ESE FIN. LA AC-
TUACIÓN DE LA FUERZA ARMADA 
SE LIMITARA AL TIEMPO Y A LA 
MEDIDA DE LO ESTRICTAMENTE 
NECESARIO PARA EL RESTABLE-
CIMIENTO DEL ORDEN Y CESARA 
TAN PRONTO SE HAYA ALCANZA-
DO ESE COMETIDO. EL PRESIDEN-
TE DE LA REPÚBLICA MANTEN-
DRÁ INFORMADA SOBRE TALES 
ACTUACIONES A LA ASAMBLEA 
LEGISLATIVA, LA CUAL PODRÁ, 
EN CUALQUIER MOMENTO, DIS-
PONER EL CESE DE TALES MEDI-
DAS EXCEPCIONALES. EN TODO 
CASO, DENTRO DE LOS QUINCE 
DÍAS SIGUIENTES A LA TERMINA-
CIÓN DE ESTAS, EL PRESIDENTE 
DE LA REPÚBLICA PRESENTARA A 
LA ASAMBLEA LEGISLATIVA, UN 
INFORME CIRCUNSTANCIADO SO-
BRE LA ACTUACIÓN DE LA FUER-
ZA ARMADA;(2)
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13º- 	Dirigir la guerra y hacer la paz, y 
someter inmediatamente el tratado 
que celebre con este último fin a la 
ratificación de la Asamblea Legisla-
tiva;

14º- 	Decretar los reglamentos que fue-
ren necesarios para facilitar y ase-
gurar la aplicación de las leyes cuya 
ejecución le corresponde;

15º- 	Velar por la eficaz gestión y realiza-
ción de los negocios públicos;

16º- 	Proponer las ternas de personas de 
entre las cuales deberá la Asamblea 
Legislativa elegir a los dos designa-
dos a la Presidencia de la República;

17º- 	ORGANIZAR, CONDUCIR Y MAN-
TENER LA POLICÍA NACIONAL CI-
VIL PARA EL RESGUARDO DE LA 
PAZ, LA TRANQUILIDAD, EL OR-
DEN Y LA SEGURIDAD PUBLICA, 
TANTO EN EL ÁMBITO URBANO 
COMO EN EL RURAL, CON ESTRIC-
TO APEGO AL RESPETO A LOS 
DERECHOS HUMANOS Y BAJO LA 
DIRECCIÓN DE AUTORIDADES CI-
VILES;(2)

18º- 	ORGANIZAR, CONDUCIR Y MAN-
TENER EL ORGANISMO DE INTELI-
GENCIA DEL ESTADO;(2)

19º- 	FIJAR ANUALMENTE UN NUMERO 
RAZONABLE DE EFECTIVOS DE LA 
FUERZA ARMADA Y DE LA POLI-
CÍA NACIONAL CIVIL;(2)

20º- 	EJERCER LAS DEMÁS ATRIBUCIO-
NES QUE LE CONFIEREN LAS LE-
YES.(2)

Artículo 169. El nombramiento, remo-
ción, aceptación de renuncias y conce-
sión de licencias de los funcionarios y 
empleados de la Administración Pública 
y de la Fuerza Armada, se regirán por el 
Reglamento Interior del Órgano Ejecuti-
vo u otras leyes y reglamentos que fue-

ren aplicables.

Artículo 170. Los representantes di-
plomáticos y consulares de carrera que 
acredite la República deberán ser salva-
doreños por nacimiento.

Artículo 171. El Presidente de la Repú-
blica, el Vicepresidente de la República, 
los Ministros y los Viceministros de Es-
tado, son responsables solidariamente 
por los actos que autoricen. De las re-
soluciones tomadas en Consejo de Mi-
nistros, serán responsables los Ministros 
presentes o quienes hagan sus veces, 
aunque hubieren salvado su voto, a me-
nos que interpongan su renuncia inme-
diatamente después de que se adopte la 
resolución.

CAPÍTULO III
ÓRGANO JUDICIAL

Artículo 172. La Corte Suprema de Jus-
ticia, las Cámaras de Segunda Instancia 
y los demás tribunales que establezcan 
las leyes secundarias, integran el Órga-
no Judicial. Corresponde exclusivamen-
te a este Órgano la potestad de juzgar 
y hacer ejecutar lo juzgado en materias 
constitucionales, civil, penal, mercantil, 
laboral, agraria y de lo contencioso-ad-
ministrativo, así como en las otras que 
determine la ley. 

La organización y funcionamiento del 
Órgano Judicial serán determinados por 
la ley. 

Los Magistrados y Jueces, en lo referente 
al ejercicio de la función jurisdiccional, 
son independientes y están sometidos 
exclusivamente a la Constitución y a las 
leyes.

EL ÓRGANO JUDICIAL DISPONDRÁ 
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ANUALMENTE DE UNA ASIGNACIÓN 
NO INFERIOR AL SEIS POR CIENTO 
DE LOS INGRESOS CORRIENTES DEL 
PRESUPUESTO DEL ESTADO.(1)

Artículo 173. La Corte Suprema de 
Justicia estará compuesta por el número 
de Magistrados que determine la ley, 
los que serán elegidos por la Asamblea 
Legislativa y uno de ellos será el 
Presidente. Este será el Presidente del 
Órgano Judicial.

La ley determinará la organización in-
terna de la Corte Suprema de Justicia, de 
modo que las atribuciones que le corres-
ponden se distribuyan entre diferentes 
Salas.

Artículo 174. La Corte Suprema de 
Justicia tendrá una Sala de lo Constitu-
cional, a la cual corresponderá conocer 
y resolverlas demandas de inconstitu-
cionalidad de las leyes, decretos y re-
glamentos, los procesos de amparo, el 
habeas corpus, las controversias entre el 
Órgano Legislativo y el Órgano Ejecuti-
vo a que se refiere el Art. 138 y las cau-
sas mencionadas en la atribución 7a. del 
Art. 182 de esta Constitución.

LA SALA DE LO CONSTITUCIONAL 
ESTARÁ INTEGRADA POR CINCO MA-
GISTRADOS DESIGNADOS POR LA 
ASAMBLEA LEGISLATIVA. SU PRESI-
DENTE SERA ELEGIDO POR LA MISMA 
EN CADA OCASIÓN EN QUE LE CO-
RRESPONDA ELEGIR MAGISTRADOS 
DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA; 
EL CUAL SERA PRESIDENTE DE LA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y DEL 
ÓRGANO JUDICIAL.(1)

Artículo 175. Habrá Cámaras de Se-
gunda Instancia compuestas de dos Ma-
gistrados cada una, Juzgados de Primera 
Instancia y Juzgados de Paz. Su número, 

jurisdicción, atribuciones y residencia se-
rán determinados por la ley.

Artículo 176. Para ser Magistrado de 
la Corte Suprema de Justicia se requie-
re: ser salvadoreño por nacimiento, del 
estado seglar, mayor de cuarenta años, 
abogado de la República, de moralidad y 
competencia notorias; haber desempe-
ñado una Magistratura de Segunda Ins-
tancia durante seis años o una Judica-
tura de Primera Instancia durante nueve 
años, o haber obtenido la autorización 
para ejercer la profesión de abogado por 
lo menos diez años antes de su elección; 
estar en el goce de los derechos de ciu-
dadano y haberlo estado en los seis años 
anteriores al desempeño de su cargo.

Artículo 177. Para ser Magistrado de 
las Cámaras de Segunda Instancia se 
requiere: ser salvadoreño, del estado 
seglar, mayor de treinta y cinco años, 
abogado de la República, de moralidad 
y competencia notorias; haber servido 
una Judicatura de Primera Instancia du-
rante seis años o haber obtenido la au-
torización para ejercer la profesión de 
abogado por lo menos ocho años antes 
de su elección; estar en el goce de los 
derechos de ciudadano y haberlo estado 
en los seis años anteriores al desempe-
ño de su cargo.

Artículo 178. No podrán ser elegidos 
Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia ni de una misma Cámara de 
Segunda Instancia, los cónyuges ni los 
parientes entre sí, comprendidos dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad.

Artículo 179. Para ser Juez de Primera 
Instancia se requiere: ser salvadoreño, del 
estado seglar, abogado de la República, 
de moralidad y competencia notorias; ha-
ber servido una Judicatura de Paz durante 
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un año o haber obtenido la autorización 
para ejercer la profesión de abogado dos 
años antes de su nombramiento; estar en 
el goce de los derechos de ciudadano y 
haberlo estado en los tres años anteriores 
al desempeño de su cargo.

Artículo 180. SON REQUISITOS MÍNI-
MOS PARA SER JUEZ DE PAZ: SER SAL-
VADOREÑO, ABOGADO DE LA REPÚ-
BLICA, DEL ESTADO SEGLAR, MAYOR 
DE VEINTIÚN AÑOS, DE MORALIDAD Y 
COMPETENCIA NOTORIAS; ESTAR EN 
EL GOCE DE LOS DERECHOS DE CIU-
DADANO Y HABERLO ESTADO EN LOS 
TRES AÑOS ANTERIORES A SU NOM-
BRAMIENTO. LOS JUECES DE PAZ ES-
TARÁN COMPRENDIDOS EN LA CARRE-
RA JUDICIAL.

EN CASOS EXCEPCIONALES, EL CON-
SEJO NACIONAL DE LA JUDICATURA 
PODRÁ PROPONER PARA EL CARGO 
DE JUEZ DE PAZ, A PERSONAS QUE NO 
SEAN ABOGADOS, PERO EL PERIODO 
DE SUS FUNCIONES SERA DE UN AÑO.(1)

Artículo 181. La administración de 
justicia será gratuita.

Artículo 182. Son atribuciones de la 
Corte Suprema de Justicia:

1ª- 	 Conocer de los procesos de ampa-
ro;

2ª- 	 Dirimir las competencias que se 
susciten entre los tribunales de 
cualquier fuero y naturaleza;

3ª- 	 Conocer de las causas de presas 
y de aquellas que no estén reser-
vadas a otra autoridad; ordenar el 
curso de los suplicatorios o comi-
siones rogatorias que se libren para 
practicar diligencias fuera del Es-
tado y mandar a cumplimentar los 
que procedan de otros países, sin 

perjuicio de lo dispuesto en los tra-
tados; y conceder la extradición;

4ª- 	 Conceder, conforme a la ley y cuan-
do fuere necesario, el permiso para 
la ejecución de sentencias pronun-
ciadas por los tribunales extranje-
ros;

5ª- 	 Vigilar que se administre pronta 
y cumplida justicia, para lo cual 
adoptará las medidas que estime 
necesarias;

6ª- 	 Conocer de la responsabilidad de 
los funcionarios públicos en los ca-
sos señalados por las leyes;

7ª- 	 Conocer de las causas de suspen-
sión o pérdida de los derechos de 
ciudadanía en los casos compren-
didos en los ordinales 2º y 4º del ar-
tículo 74 y en los ordinales 1º, 3º, 4º 
y 5º del artículo 75 de esta Constitu-
ción, así como de la rehabilitación 
correspondiente;

8ª- 	 Emitir informe y dictamen en las 
solicitudes de indulto o de conmu-
tación de pena;

9ª- 	 NOMBRAR A LOS MAGISTRADOS 
DE LAS CÁMARAS DE SEGUNDA 
INSTANCIA, JUECES DE PRIMERA 
INSTANCIA Y JUECES DE PAZ DE 
LAS TERNAS QUE LE PROPONGA 
EL CONSEJO NACIONAL DE LA JU-
DICATURA; A LOS MÉDICOS FO-
RENSES Y A LOS EMPLEADOS DE 
LAS DEPENDENCIAS DE LA MIS-
MA; REMOVERLOS, CONOCER DE 
SUS RENUNCIAS Y CONCEDERLES 
LICENCIAS; (1)

10ª- Nombrar conjueces en los casos de-
terminados por la ley;

11ª- Recibir, por sí o por medio de los 
funcionarios que designe, la protes-
ta constitucional a los funcionarios 
de su nombramiento;
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12ª- Practicar recibimientos de aboga-
dos y autorizarlos para el ejercicio 
de su profesión; suspenderlos por 
incumplimiento de sus obligacio-
nes profesionales, por negligencia 
o ignorancia graves, por mala con-
ducta profesional, o por conducta 
privada notoriamente inmoral; in-
habilitarlos por venalidad, cohecho, 
fraude, falsedad y otro motivos que 
establezca la ley y rehabilitarlos por 
causa legal. En los casos de sus-
pensión e inhabilitación procederá 
en la forma que la ley establezca, y 
resolverá con sólo robustez moral 
de prueba. Las mismas facultades 
ejercerá respecto de los notarios;

13ª- 	Elaborar el proyecto de presupuesto 
de los sueldos y gastos de la admi-
nistración de justicia y remitirlo al 
Órgano Ejecutivo para su inclusión 
sin modificaciones en el proyecto 
del Presupuesto General del Esta-
do. Los ajustes presupuestarios que 
la Asamblea Legislativa considere 
necesario hacer a dicho proyecto, 
se harán en consulta con la Corte 
Suprema de Justicia;

14ª- 	Las demás que determine esta 
Constitución y la ley.

Artículo 183. La Corte Suprema de Jus-
ticia por medio de la Sala de lo Constitu-
cional será el único tribunal competente 
para declarar la inconstitucionalidad de 
las leyes, decretos y reglamentos, en su 
forma y contenido, de un modo general 
y obligatorio, y podrá hacerlo a petición 
de cualquier ciudadano.

Artículo 184. Las Cámaras de Segunda 
Instancia de la capital, de acuerdo a la 
materia, conocerán en primera instan-
cia de los juicios contra del Estado; y en 
segunda instancia conocerá la respecti-
va Sala de la Corte Suprema de Justicia.

Artículo 185. Dentro de la potestad de 
administrar justicia, corresponde a los 
tribunales, en los casos en que tengan 
que pronunciar sentencia, declarar la 
inaplicabilidad de cualquier ley o dispo-
sición de los otros Organos, contraria a 
los preceptos constitucionales.

Artículo 186. SE ESTABLECE LA CA-
RRERA JUDICIAL.

LOS MAGISTRADOS DE LA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA SERÁN ELE-
GIDOS POR LA ASAMBLEA LEGISLA-
TIVA PARA UN PERIODO DE NUEVE 
AÑOS, PODRÁN SER REELEGIDOS Y 
SE RENOVARAN POR TERCERAS PAR-
TES CADA TRES AÑOS. PODRÁN SER 
DESTITUIDOS POR LA ASAMBLEA LE-
GISLATIVA POR CAUSAS ESPECIFICAS, 
PREVIAMENTE ESTABLECIDAS POR LA 
LEY. TANTO PARA LA ELECCIÓN COMO 
PARA LA DESTITUCIÓN DEBERÁ TO-
MARSE CON EL VOTO FAVORABLE DE 
POR LO MENOS LOS DOS TERCIOS DE 
LOS DIPUTADOS ELECTOS.

LA ELECCIÓN DE LOS MAGISTRADOS 
DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, 
SE HARÁ DE UNA LISTA DE CANDIDA-
TOS, QUE FORMARA EL CONSEJO NA-
CIONAL DE LA JUDICATURA EN LOS 
TÉRMINOS QUE DETERMINARA LA LEY, 
LA MITAD DE LA CUAL PROVENDRÁ DE 
LOS APORTES DE LAS ENTIDADES RE-
PRESENTATIVAS DE LOS ABOGADOS 
DE EL SALVADOR Y DONDE DEBERÁN 
ESTAR REPRESENTADAS LAS MAS RE-
LEVANTES CORRIENTES DEL PENSA-
MIENTO JURÍDICO. 

LOS MAGISTRADOS DE LAS CÁMARAS 
DE SEGUNDA INSTANCIA, LOS JUECES 
DE PRIMERA INSTANCIA Y LOS JUECES 
DE PAZ INTEGRADOS A LA CARRERA 
JUDICIAL, GOZARAN DE ESTABILIDAD 
EN SUS CARGOS.
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LA LEY DEBERÁ ASEGURAR A LOS JUE-
CES PROTECCIÓN PARA QUE EJERZAN 
SUS FUNCIONES CON TODA LIBERTAD, 
EN FORMA IMPARCIAL Y SIN INFLUEN-
CIA ALGUNA EN LOS ASUNTOS QUE 
CONOCEN; Y LOS MEDIOS QUE LES 
GARANTICEN UNA REMUNERACIÓN 
JUSTA Y UN NIVEL DE VIDA ADECUA-
DO A LA RESPONSABILIDAD DE SUS 
CARGOS.

LA LEY REGULARA LOS REQUISITOS 
Y LA FORMA DE INGRESOS A LA CA-
RRERA JUDICIAL, LAS PROMOCIONES, 
ASCENSOS, TRASLADOS, SANCIONES 
DISCIPLINARIAS A LOS FUNCIONARIOS 
INCLUIDOS EN ELLA Y LAS DEMÁS 
CUESTIONES INHERENTES A DICHA 
CARRERA.(1)

Artículo 187. EL CONSEJO NACIONAL 
DE LA JUDICATURA ES UNA INSTITU-
CIÓN INDEPENDIENTE, ENCARGADA 
DE PROPONER CANDIDATOS PARA 
LOS CARGOS DE MAGISTRADOS DE LA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, MAGIS-
TRADOS DE LAS CÁMARAS DE SEGUN-
DA INSTANCIA, JUECES DE PRIMERA 
INSTANCIA Y JUECES DE PAZ. (1)

SERA RESPONSABILIDAD DEL CONSE-
JO NACIONAL DE LA JUDICATURA, LA 
ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO 
DE LA ESCUELA DE CAPACITACIÓN JU-
DICIAL, CUYO OBJETO ES EL DE ASE-
GURAR EL MEJORAMIENTO EN LA FOR-
MACIÓN PROFESIONAL DE LOS JUECES 
Y DEMÁS FUNCIONARIOS JUDICIALES. 
(1)

LOS MIEMBROS DEL CONSEJO NACIO-
NAL DE LA JUDICATURA SERÁN ELE-
GIDOS Y DESTITUIDOS POR LA ASAM-
BLEA LEGISLATIVA CON EL VOTO 
CALIFICADO DE LAS DOS TERCERAS 
PARTES DE LOS DIPUTADOS ELECTOS.
(1)(10)

LA LEY DETERMINARA LO CONCER-
NIENTE A ESTA MATERIA.(1)

Artículo 188. LA CALIDAD DE MAGIS-
TRADO O DE JUEZ ES INCOMPATIBLE 
CON EL EJERCICIO DE LA ABOGACÍA Y 
DEL NOTARIADO, ASÍ COMO CON LA 
DE FUNCIONARIO DE LOS OTROS ÓR-
GANOS DEL ESTADO, EXCEPTO LA DE 
DOCENTE Y LA DE DIPLOMÁTICOS EN 
MISIÓN TRANSITORIA.(1)

Artículo 189. Se establece el Jurado 
para el juzgamiento de los delitos comu-
nes que determine la ley.

Artículo 190. Se prohíbe el fuero atrac-
tivo.

CAPÍTULO IV
MINISTERIO PÚBLICO

Artículo 191. EL MINISTERIO PUBLICO 
SERA EJERCIDO POR EL FISCAL GENE-
RAL DE LA REPÚBLICA, EL PROCURA-
DOR GENERAL DE LA REPÚBLICA, EL 
PROCURADOR PARA LA DEFENSA DE 
LOS DERECHOS HUMANOS Y LOS DE-
MÁS FUNCIONARIOS QUE DETERMINE 
LA LEY.(1)

Artículo 192. EL FISCAL GENERAL DE 
LA REPÚBLICA, EL PROCURADOR GE-
NERAL DE LA REPÚBLICA Y EL PROCU-
RADOR PARA LA DEFENSA DE LOS DE-
RECHOS HUMANOS, SERÁN ELEGIDOS 
POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA POR 
MAYORÍA CALIFICADA DE LOS DOS 
TERCIOS DE LOS DIPUTADOS ELEC-
TOS.

DURARAN TRES AÑOS EN EL EJERCICIO 
DE SUS CARGOS Y PODRÁN SER REE-



LEGISLACIÓN UNIVERSITARIA

54

LEGIDOS. LA DESTITUCIÓN SOLAMEN-
TE PROCEDERÁ POR CAUSAS LEGALES, 
CON EL VOTO DE LOS DOS TERCIOS DE 
LOS DIPUTADOS ELECTOS.

PARA SER FISCAL GENERAL DE LA 
REPÚBLICA O PROCURADOR GENERAL 
DE LA REPÚBLICA SE REQUIEREN LAS 
MISMAS CUALIDADES QUE PARA SER 
MAGISTRADO DE LAS CÁMARAS DE 
SEGUNDA INSTANCIA.

LA LEY DETERMINARA LOS REQUISITOS 
QUE DEBERÁ REUNIR EL PROCURADOR 
PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS 
HUMANOS.(1)

Artículo 193. Corresponde al Fiscal 
General de la República:

1º- 	 Defender los intereses del Estado y 
de la sociedad;

2º- 	 PROMOVER DE OFICIO O A PETI-
CIÓN DE PARTE LA ACCIÓN DE LA 
JUSTICIA EN DEFENSA DE LA LE-
GALIDAD;(1)

3º- 	 DIRIGIR LA INVESTIGACIÓN DEL 
DELITO CON LA COLABORACIÓN 
DE LA POLICÍA NACIONAL CIVIL 
EN LA FORMA QUE DETERMINE LA 
LEY;(1)(11)

4º- 	 PROMOVER LA ACCIÓN PENAL DE 
OFICIO O A PETICIÓN DE PARTE;(1)

5º- 	 Defender los intereses fiscales y re-
presentar al Estado en toda clase 
de juicios y en los contratos sobre 
adquisición de bienes inmuebles en 
general y de los muebles sujetos a 
licitación, y los demás que determi-
ne la ley;

6º- 	 Promover el enjuiciamiento y cas-
tigo de los indiciados por delitos de 
atentados contra las autoridades, y 
de desacato; 

7º- 	 Nombrar comisiones especiales 
para el cumplimiento de sus fun-
ciones;

8º- 	 Nombrar, remover, conceder licen-
cias y aceptar renuncias a los Fisca-
les de la Corte Suprema de Justicia, 
de las Cámaras de Segunda Ins-
tancia, de los Tribunales Militares 
y de los tribunales que conocen en 
primera instancia, y a los fiscales 
de Hacienda. Iguales atribuciones 
ejercerá respecto de los demás fun-
cionarios y empleados de su depen-
dencia;

9º- 	 DEROGADO (1)

10º- 	Velar porque en las concesiones de 
cualquier clase otorgadas por el Es-
tado, se cumpla con los requisitos, 
condiciones y finalidades estableci-
das en las mismas y ejercer al res-
pecto las acciones correspondientes;

11º- 	Ejercer las demás atribuciones que 
establezca la ley.

Artículo 194. EL PROCURADOR PARA 
LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HU-
MANOS Y EL PROCURADOR GENERAL 
DE LA REPÚBLICA, TENDRÁ LAS SI-
GUIENTES FUNCIONES:

I. CORRESPONDE AL PROCURADOR 
PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS 
HUMANOS:

1º- 	 VELAR POR EL RESPETO Y LA GA-
RANTÍA A LOS DERECHOS HUMA-
NOS;

2º- 	 INVESTIGAR, DE OFICIO O POR 
DENUNCIA QUE HUBIERE RECI-
BIDO, CASOS DE VIOLACIONES A 
LOS DERECHOS HUMANOS;

3º- 	 ASISTIR A LAS PRESUNTAS VICTI-
MAS DE VIOLACIONES A LOS DE-
RECHOS HUMANOS;
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4º- 	 PROMOVER RECURSOS JUDICIA-
LES O ADMINISTRATIVOS PARA 
LA PROTECCIÓN DE LOS DERE-
CHOS HUMANOS;

5º- 	 VIGILAR LA SITUACIÓN DE LAS 
PERSONAS PRIVADAS DE SU LI-
BERTAD. SERA NOTIFICADO DE 
TODO ARRESTO Y CUIDARA QUE 
SEAN RESPETADOS LOS LIMITES 
LEGALES DE LA DETENCIÓN AD-
MINISTRATIVA;

6º- 	 PRACTICAR INSPECCIONES, DON-
DE LO ESTIME NECESARIO, EN OR-
DEN A ASEGURAR EL RESPETO A 
LOS DERECHOS HUMANOS;

7º- SUPERVISAR LA ACTUACIÓN DE LA 
ADMINISTRACIÓN PUBLICA FREN-
TE A LAS PERSONAS;

8º- PROMOVER REFORMAS ANTE LOS 
ÓRGANOS DEL ESTADO PARA EL 
PROGRESO DE LOS DERECHOS 
HUMANOS;

9º- EMITIR OPINIONES SOBRE PROYEC-
TOS DE LEYES QUE AFECTEN EL 
EJERCICIO DE LOS DERECHOS HU-
MANOS;

10º- PROMOVER Y PROPONER LAS ME-
DIDAS QUE ESTIME NECESARIAS 
EN ORDEN A PREVENIR VIOLACIO-
NES A LOS DERECHOS HUMANOS;

11º- FORMULAR CONCLUSIONES Y RE-
COMENDACIONES PUBLICA O PRI-
VADAMENTE; 

12º-	ELABORAR Y PUBLICAR INFOR-
MES;

13º-	DESARROLLAR UN PROGRAMA 
PERMANENTE DE ACTIVIDADES 
DE PROMOCIÓN SOBRE EL CONO-
CIMIENTO Y RESPETO DE LOS DE-
RECHOS HUMANOS;

14º-	LAS DEMÁS QUE LE ATRIBUYEN 
LA CONSTITUCIÓN O LA LEY.

EL PROCURADOR PARA LA DEFENSA 
DE LOS DERECHOS HUMANOS PODRÁ 
TENER DELEGADOS DEPARTAMENTA-
LES Y LOCALES DE CARÁCTER PERMA-
NENTE.

II. CORRESPONDE AL PROCURADOR 
GENERAL DE LA REPÚBLICA:

1º- 	 VELAR POR LA DEFENSA DE LA 
FAMILIA Y DE LAS PERSONAS E 
INTERESES DE LOS MENORES Y 
DEMÁS INCAPACES;

2º- 	 DAR ASISTENCIA LEGAL A LAS 
PERSONAS DE ESCASOS RECUR-
SOS ECONÓMICOS, Y REPRESEN-
TARLAS JUDICIALMENTE EN LA 
DEFENSA DE SU LIBERTAD INDIVI-
DUAL Y DE SUS DERECHOS LABO-
RALES;

3º- 	 NOMBRAR, REMOVER, CONCEDER 
LICENCIAS Y ACEPTAR RENUN-
CIAS A LOS PROCURADORES AU-
XILIARES DE TODOS LOS TRIBU-
NALES DE LA REPÚBLICA, A LOS 
PROCURADORES DE TRABAJO Y A 
LOS DEMÁS FUNCIONARIOS Y EM-
PLEADOS DE SU DEPENDENCIA;

4º- 	 EJERCER LAS DEMÁS ATRIBUCIO-
NES QUE ESTABLEZCA LA LEY.(1)

CAPÍTULO V
CORTE DE CUENTAS

DE LA REPÚBLICA

Artículo 195. La fiscalización de la 
Hacienda Pública en general y de la eje-
cución del Presupuesto en particular, 
estará a cargo de un organismo inde-
pendiente del Órgano Ejecutivo, que se 
denominará Corte de Cuentas de la Re-
pública, y que tendrá las siguientes atri-
buciones:
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1ª- 	 Vigilar la recaudación, la custo-
dia, el compromiso y la erogación 
de los fondos públicos; así como 
la liquidación de impuestos, tasas, 
derechos y demás contribuciones, 
cuando la ley lo determine;

2ª- 	 APROBAR TODA SALIDA DE FON-
DOS DEL TESORO PUBLICO, DE 
ACUERDO CON EL PRESUPUESTO; 
INTERVENIR EN TODO ACTO QUE 
DE MANERA DIRECTA O INDIREC-
TA AFECTE AL TESORO PUBLICO 
O AL PATRIMONIO DEL ESTADO, 
Y REFRENDAR LOS ACTOS Y CON-
TRATOS RELATIVOS A LA DEUDA 
PUBLICA;(4)

3ª- 	 Vigilar, inspeccionar y glosar las 
cuentas de los funcionarios y em-
pleados que administren o manejen 
bienes públicos, y conocer de los 
juicios a que den lugar dichas cuen-
tas;

4ª- 	 FISCALIZAR LA GESTIÓN ECONÓ-
MICA DE LAS INSTITUCIONES Y 
EMPRESAS ESTATALES DE CA-
RÁCTER AUTÓNOMO Y DE LAS 
ENTIDADES QUE SE COSTEEN 
CON FONDOS DEL ERARIO O QUE 
RECIBAN SUBVENCIÓN O SUBSI-
DIO DEL MISMO.(4)

5ª- 	 Examinar la cuenta que sobre la 
gestión de la Hacienda Pública rin-
da el Órgano Ejecutivo a la Asam-
blea, e informar a ésta del resultado 
de su examen;

6ª- 	 Dictar los reglamentos necesarios 
para el cumplimiento de sus atribu-
ciones;

7ª- 	 Informar por escrito al Presiden-
te de la República, a la Asamblea 
Legislativa y a los respectivos su-
periores jerárquicos de las irregu-
laridades relevantes comprobadas 

a cualquier funcionario o empleado 
público en el manejo de bienes y 
fondos sujetos a fiscalización;

8ª- 	 Velar porque se hagan efectivas las 
deudas a favor del Estado y Munici-
pios;

9ª- 	 Ejercer las demás funciones que las 
leyes le señalen.

LAS ATRIBUCIONES 2ª Y 4ª LAS EFEC-
TUARA DE UNA MANERA ADECUADA A 
LA NATURALEZA Y FINES DEL ORGA-
NISMO DE QUE SE TRATE, DE ACUERDO 
CON LO QUE AL RESPECTO DETERMI-
NE LA LEY; Y PODRÁ ACTUAR PREVIA-
MENTE A SOLICITUD DEL ORGANISMO 
FISCALIZADO, DEL SUPERIOR JERÁR-
QUICO DE ESTE O DE OFICIO CUANDO 
LO CONSIDERE NECESARIO.(4)

Artículo 196. La Corte de Cuentas de la 
República, para el cumplimiento de sus 
funciones jurisdiccionales, se dividirá en 
una Cámara de Segunda Instancia y en 
las Cámaras de Primera Instancia que 
establezca la ley.

La Cámara de Segunda Instancia estará 
formada por el Presidente de la Corte y 
dos Magistrados, cuyo número podrá 
ser aumentado por la ley.

Estos funcionarios serán elegidos para 
un período de tres años, podrán ser re-
elegidos, y no podrán ser separados de 
sus cargos sino por causa justa, median-
te resolución de la Asamblea Legisla-
tiva. La Cámara de Segunda Instancia 
nombrará, removerá, concederá licen-
cias y aceptará renuncias a los Jueces de 
las Cámaras de Primera Instancia. 

Una ley especial regulará el funciona-
miento, jurisdicción, competencia y 
régimen administrativo de la Corte de 
Cuentas y Cámaras de la misma.
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Artículo 197. Siempre que un acto 
sometido a conocimiento de la Corte de 
Cuentas de la República viole a su juicio 
alguna ley o reglamento en vigor, ha de 
advertirlo así a los funcionarios que en 
el ejercicio de sus funciones legales se 
lo comuniquen, y el acto de que se trate 
quedará en suspenso. 

El Órgano Ejecutivo puede ratificar 
el acto total o parcialmente, siempre 
que lo considere legal, por medio de 
resolución razonada tomada en Consejo 
de Ministros y comunicada por escrito 
al Presidente de la Corte. Tal resolución 
deberá ser publicada en el Diario Oficial.

La ratificación debidamente comunica-
da, hará cesar la suspensión del acto, 
siempre que las observaciones de la 
Corte de Cuentas no consistan en falta 
o insuficiencia de crédito presupuesto 
al cual debe aplicarse un gasto, pues en 
tal caso, la suspensión debe mantenerse 
hasta que la deficiencia de crédito haya 
sido llenada.

Artículo 198. El Presidente y los Magis-
trados de la Corte de Cuentas deberán 
ser salvadoreños por nacimiento, mayo-
res de treinta años, de honradez y com-
petencia notorias; estar en el ejercicio 
de los derechos de ciudadano y haberlo 
estado en los tres años anteriores a su 
elección.

Artículo 199. El Presidente de la Cor-
te de Cuentas rendirá anualmente a la 
Asamblea Legislativa un informe deta-
llado y documentado de las labores de la 
Corte. Esta obligación deberá cumplirse 
dentro de los tres meses siguientes a la 
terminación del año fiscal.

El incumplimiento de esta obligación se 
considera como causa justa de destitu-
ción.

CAPÍTULO VI
GOBIERNO LOCAL

Sección Primera
Las Gobernaciones

Artículo 200. Para la administración 
política se divide el territorio de la Re-
pública en Departamentos cuyo núme-
ro y límites fijará la ley. En cada uno de 
ellos habrá un Gobernador propietario y 
un suplente, nombrados por el Órgano 
Ejecutivo y cuyas atribuciones determi-
nará la ley.

Artículo 201. Para ser Gobernador se 
requiere: ser salvadoreño, del estado se-
glar, mayor de veinticinco años de edad, 
estar en el ejercicio de los derechos de 
ciudadano y haberlo estado en los tres 
años anteriores al nombramiento, de 
moralidad e instrucción notorias, y ser 
originario o vecino del respectivo de-
partamento, en este último caso, serán 
necesarios dos años de residencia inme-
diata anterior al nombramiento.

Sección Segunda
Las Municipalidades

Artículo 202. Para el Gobierno Local, 
los departamentos se dividen en Muni-
cipios, que estarán regidos por Concejos 
formados de un Alcalde, un Síndico y 
dos o más Regidores cuyo número será 
proporcional a la población.

Los miembros de los Concejos Munici-
pales deberán ser mayores de veintiún 
años y originarios o vecinos del muni-
cipio; serán elegidos para un período de 
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tres años, podrán ser reelegidos y sus 
demás requisitos serán determinados 
por la ley.

Artículo 203. Los Municipios serán au-
tónomos en lo económico, en lo técnico 
y en lo administrativo, y se regirán por 
un Código Municipal, que sentará los 
principios generales para su organiza-
ción, funcionamiento y ejercicio de sus 
facultades autónomas.

Los Municipios estarán obligados a co-
laborar con otras instituciones públicas 
en los planes de desarrollo nacional o 
regional.

Artículo 204. La autonomía del Muni-
cipio comprende:

1º- Crear, modificar y suprimir tasas 
y contribuciones públicas para la 
realización de obras determinadas 
dentro de los límites que una ley 
general establezca.

	 Aprobadas las tasas o contribu-
ciones por el Concejo Municipal 
se mandará publicar el acuerdo 
respectivo en el Diario Oficial, y 
transcurridos que sean ocho días 
después de su publicación, será 
obligatorio su cumplimiento;

2º- 	 Decretar su Presupuesto de Ingre-
sos y Egresos;

3º- 	 Gestionar libremente en las mate-
rias de su competencia;

4º- 	 Nombrar y remover a los funciona-
rios y empleados de sus dependen-
cias;

5º- 	 Decretar las ordenanzas y regla-
mentos locales;

6º- Elaborar sus tarifas de impuestos 
y las reformas a las mismas, para 
proponerlas como ley a la Asam-
blea Legislativa.

Artículo 205. Ninguna ley ni autoridad 
podrá eximir ni dispensar el pago de las 
tasas y contribuciones municipales.

Artículo 206. Los planes de desarrollo 
local deberán ser aprobados por el Con-
cejo Municipal respectivo; y las Institu-
ciones del Estado deberán colaborar con 
la Municipalidad en el desarrollo de los 
mismos.

Artículo 207. Los fondos municipales 
no se podrán centralizar en el Fondo Ge-
neral del Estado, ni emplearse sino en 
servicios y para provecho de los Muni-
cipios.

Las municipalidades podrán asociarse o 
concertar entre ellas convenios coope-
rativos a fin de colaborar en la realiza-
ción de obras o servicios que sean de in-
terés común para dos o más Municipios.

Para garantizar el desarrollo y la auto-
nomía económica de los Municipios, se 
creará un fondo para el desarrollo eco-
nómico y social de los mismos. Una ley 
establecerá el monto de ese fondo y los 
mecanismos para su uso.

Los Concejos Municipales administrarán 
el patrimonio de sus Municipios y rendi-
rán cuenta circunstanciada y documen-
tada de su administración a la Corte de 
Cuentas de la República.

La ejecución del Presupuesto será fisca-
lizada a posteriori por la Corte de Cuen-
tas de la República, de acuerdo a la ley.

CAPÍTULO VII
TRIBUNAL SUPREMO 

ELECTORAL (1)
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Artículo 208. HABRÁ UN TRIBUNAL 
SUPREMO ELECTORAL QUE ESTARÁ 
FORMADO POR CINCO MAGISTRADOS, 
QUIENES DURARAN CINCO AÑOS EN 
SUS FUNCIONES Y SERÁN ELEGIDOS 
POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. TRES 
DE ELLOS DE CADA UNA DE LAS TER-
NAS PROPUESTAS POR LOS TRES PAR-
TIDOS POLÍTICOS O COALICIONES LE-
GALES QUE HAYAN OBTENIDO MAYOR 
NUMERO DE VOTOS EN LA ULTIMA 
ELECCIÓN PRESIDENCIAL. LOS DOS 
MAGISTRADOS RESTANTES SERÁN 
ELEGIDOS CON EL VOTO FAVORABLE 
DE POR LO MENOS LOS DOS TERCIOS 
DE LOS DIPUTADOS ELECTOS, DE DOS 
TERNAS PROPUESTAS POR LA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA, QUIENES DE-
BERÁN REUNIR LOS REQUISITOS PARA 
SER MAGISTRADOS DE LAS CÁMARAS 
DE SEGUNDA INSTANCIA, Y NO TENER 
NINGUNA AFILIACIÓN PARTIDISTA.

HABRÁ CINCO MAGISTRADOS SUPLEN-
TES ELEGIDOS EN IGUAL FORMA QUE 
LOS PROPIETARIOS. SI POR CUALQUIER 
CIRCUNSTANCIA NO SE PROPUSIERE 
ALGUNA TERNA, LA ASAMBLEA LEGIS-
LATIVA HARÁ LA RESPECTIVA ELEC-
CIÓN SIN LA TERNA QUE FALTARE.

EL MAGISTRADO PRESIDENTE SERA EL 
PROPUESTO POR EL PARTIDO O COA-
LICIÓN LEGAL QUE OBTUVO EL MA-
YOR NUMERO DE VOTOS EN LA ULTI-
MA ELECCIÓN PRESIDENCIAL. 

EL TRIBUNAL SUPREMO ELECTO-
RAL SERA LA AUTORIDAD MÁXIMA 
EN ESTA MATERIA, SIN PERJUICIO DE 
LOS RECURSOS QUE ESTABLECE ESTA 
CONSTITUCIÓN, POR VIOLACIÓN DE 
LA MISMA.(1)

Artículo 209. LA LEY ESTABLECERÁ 
LOS ORGANISMOS NECESARIOS PARA 
LA RECEPCIÓN, RECUENTO Y FISCALI-

ZACIÓN DE VOTOS Y DEMÁS ACTIVI-
DADES CONCERNIENTES AL SUFRAGIO 
Y CUIDARA DE QUE ESTÉN INTEGRA-
DOS DE MODO QUE NO PREDOMINE 
EN ELLOS NINGÚN PARTIDO O COALI-
CIÓN DE PARTIDOS.

LOS PARTIDOS POLÍTICOS Y COALICIO-
NES CONTENDIENTES TENDRÁN DERE-
CHO DE VIGILANCIA SOBRE TODO EL 
PROCESO ELECTORAL.(1)

Artículo 210. El Estado reconoce la 
deuda política como un mecanismo de 
financiamiento para los partidos políti-
cos contendientes, encaminado a pro-
mover su libertad e independencia. La 
ley secundaria regulará lo referente a 
esta materia.

CAPÍTULO VIII
FUERZA ARMADA

Artículo 211. LA FUERZA ARMADA ES 
UNA INSTITUCIÓN PERMANENTE AL 
SERVICIO DE LA NACIÓN. ES OBEDIEN-
TE, PROFESIONAL, APOLÍTICA Y NO 
DELIBERANTE.(2)

Artículo 212. LA FUERZA ARMADA 
TIENE POR MISIÓN LA DEFENSA DE 
LA SOBERANÍA DEL ESTADO Y DE LA 
INTEGRIDAD DEL TERRITORIO. EL PRE-
SIDENTE DE LA REPÚBLICA PODRÁ 
DISPONER EXCEPCIONALMENTE DE 
LA FUERZA ARMADA PARA EL MAN-
TENIMIENTO DE LA PAZ INTERNA, DE 
ACUERDO CON LO DISPUESTO POR 
ESTA CONSTITUCIÓN.

LOS ÓRGANOS FUNDAMENTALES DEL 
GOBIERNO MENCIONADOS EN EL ART. 
86, PODRÁN DISPONER DE LA FUERZA 
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ARMADA PARA HACER EFECTIVAS LAS 
DISPOSICIONES QUE HAYAN ADOP-
TADO, DENTRO DE SUS RESPECTIVAS 
ÁREAS CONSTITUCIONALES DE COM-
PETENCIA, PARA HACER CUMPLIR 
ESTA CONSTITUCIÓN.

LA FUERZA ARMADA COLABORARA 
EN LAS OBRAS DE BENEFICIO PUBLICO 
QUE LE ENCOMIENDE EL ÓRGANO 
EJECUTIVO Y AUXILIARA A LA 
POBLACIÓN EN CASOS DE DESASTRE 
NACIONAL.(2)

Artículo 213. LA FUERZA ARMADA 
FORMA PARTE DEL ÓRGANO EJECU-
TIVO Y ESTA SUBORDINADA A LA 
AUTORIDAD DEL PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA, EN SU CALIDAD DE CO-
MANDANTE GENERAL. SU ESTRUCTU-
RA, RÉGIMEN JURÍDICO, DOCTRINA, 
COMPOSICIÓN Y FUNCIONAMIENTO 
SON DEFINIDOS POR LA LEY, LOS RE-
GLAMENTOS Y LAS DISPOSICIONES 
ESPECIALES QUE ADOPTE EL PRESI-
DENTE DE LA REPÚBLICA.(2)

Artículo 214. La carrera militar es 
profesional y en ella sólo se reconocen 
los grados obtenidos por escala rigurosa 
y conforme a la ley. 

Los militares no podrán ser privados de 
sus grados, honores y prestaciones, salvo 
en los casos determinados por la ley.

Artículo 215. El servicio militar es 
obligatorio para todos los salvadoreños 
comprendidos entre los dieciocho y los 
treinta años de edad.

En caso de necesidad serán soldados 
todos los salvadoreños aptos para 
actuar en las tareas militares.

Una ley especial regulará esta materia.

Artículo 216. SE ESTABLECE LA JU-
RISDICCIÓN MILITAR. PARA EL JUZ-
GAMIENTO DE DELITOS Y FALTAS 
PURAMENTE MILITARES HABRÁ PRO-
CEDIMIENTOS Y TRIBUNALES ESPE-
CIALES DE CONFORMIDAD CON LA 
LEY. LA JURISDICCIÓN MILITAR, COMO 
RÉGIMEN EXCEPCIONAL RESPECTO DE 
LA UNIDAD DE LA JUSTICIA, SE REDU-
CIRÁ AL CONOCIMIENTO DE DELITOS Y 
FALTAS DE SERVICIO PURAMENTE MI-
LITARES, ENTENDIENDOSE POR TALES 
LOS QUE AFECTAN DE MODO EXCLU-
SIVO UN INTERÉS JURÍDICO ESTRICTA-
MENTE MILITAR.

GOZAN DE FUERO MILITAR LOS MIEM-
BROS DE LA FUERZA ARMADA EN SER-
VICIO ACTIVO POR DELITOS Y FALTAS 
PURAMENTE MILITARES.(2)

Artículo 217. LA FABRICACIÓN, IM-
PORTACIÓN, EXPORTACIÓN, COMER-
CIO, TENENCIA Y PORTACIÓN DE AR-
MAS, MUNICIONES, EXPLOSIVOS Y 
ARTÍCULOS SIMILARES, SOLO PODRÁN 
EFECTUARSE CON LA AUTORIZACIÓN 
Y BAJO LA SUPERVISIÓN DIRECTA DEL 
ÓRGANO EJECUTIVO, EN EL RAMO DE 
DEFENSA.

UNA LEY ESPECIAL REGULARA ESTA 
MATERIA.(2)

TÍTULO VII
RÉGIMEN 

ADMINISTRATIVO

CAPÍTULO I
SERVICIO CIVIL
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Artículo 218. Los funcionarios y em-
pleados públicos están al servicio del 
Estado y no de una fracción política de-
terminada. No podrán prevalerse de sus 
cargos para hacer política partidista. El 
que lo haga será sancionado de confor-
midad con la ley. 

Artículo 219. Se establece la carrera 
administrativa.

La ley regulará el servicio civil y en 
especial las condiciones de ingreso a 
la administración; las promociones y 
ascensos con base en mérito y aptitud; 
los traslados, suspensiones y cesantías; 
los deberes de los servidores públicos y 
los recursos contra las resoluciones que 
los afecten; asimismo garantizará a los 
empleados públicos a la estabilidad en 
el cargo.

No estarán comprendidos en la carrera 
administrativa los funcionarios o em-
pleados que desempeñen cargos políti-
cos o de confianza, y en particular, los 
Ministros y Viceministros de Estado, el 
Fiscal General de la República, el Procu-
rador General de la República, los Secre-
tarios de la Presidencia de la República, 
los Embajadores, los Directores Genera-
les, los Gobernadores Departamentales 
y los Secretarios Particulares de dichos 
funcionarios.

Artículo 220. Una ley especial regulará 
lo pertinente al retiro de los funcionarios 
y empleados públicos y municipales, la 
cual fijará los porcentajes de jubilación 
a que estos tendrán derecho de acuerdo 
a los años de prestación de servicio y a 
los salarios devengados.

El monto de la jubilación que se perciba 
estará exento de todo impuesto o tasa 
fiscal y municipal.

La misma ley deberá establecer las de-
más prestaciones a que tendrán derecho 
los servidores públicos y municipales.

Artículo 221. Se prohíbe la huelga de 
los trabajadores públicos y municipales, 
lo mismo que el abandono colectivo de 
sus cargos.

La militarización de los servicios públi-
cos civiles procederá únicamente en ca-
sos de emergencia nacional.

Artículo 222. Las disposiciones de este 
Capítulo son extensivas a los funciona-
rios y empleados municipales.

CAPÍTULO II
HACIENDA PÚBLICA

Artículo 223. Forman la Hacienda Pú-
blica:

1º- 	 Sus fondos y valores líquidos;

2º- 	 Sus créditos activos;

3º- 	 Sus bienes muebles y raíces;

4º-	 Los derechos derivados de la apli-
cación de las leyes relativas a im-
puestos, tasas y demás contribucio-
nes, así como los que por cualquier 
otro título le correspondan.

Son obligaciones a cargo de la Hacienda 
Pública, las deudas reconocidas y las 
que tengan origen en los gastos públicos 
debidamente autorizados. 

Artículo 224. Todos los ingresos de la 
Hacienda Pública formarán un solo fon-
do que estará afecto de manera general 
a las necesidades y obligaciones del Es-
tado.
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La Ley podrá, sin embargo, afectar 
determinados ingresos al servicio de la 
deuda pública. Los donativos podrán 
asimismo ser afectados para los fines 
que indique el donante.

Artículo 225. Cuando la ley lo autorice, 
el Estado, para la consecución de sus 
fines, podrá separar bienes de la masa de 
la Hacienda Pública o asignar recursos 
del Fondo General para la constitución 
o incremento de Patrimonios Especiales 
destinados a Instituciones Públicas.

Artículo 226. El Órgano Ejecutivo, 
en el Ramo correspondiente, tendrá 
la dirección de las finanzas públicas 
y estará especialmente obligado a 
conservar el equilibrio del Presupuesto, 
hasta donde sea compatible con el 
cumplimiento de los fines del Estado.

Artículo 227. El Presupuesto General 
del Estado contendrá, para cada 
ejercicio fiscal, la estimación de todos 
los ingresos que se espera percibir de 
conformidad con las leyes vigentes a 
la fecha en que sea votado, así como la 
autorización de todas las erogaciones 
que se juzgue convenientes para realizar 
los fines del Estado.

El Órgano Legislativo podrá disminuir 
o rechazar los créditos solicitados pero 
nunca aumentarlos. 

En el Presupuesto se autorizará la 
deuda flotante en que el Gobierno 
podrá incurrir, durante cada año, para 
remediar deficiencias temporales de 
ingresos.

Las instituciones y empresas estatales 
de carácter autónomo y las entidades 
que se costeen con fondos del Erario o 
que tengan subvención de éste, excepto 
las instituciones de crédito, se regirán 

por presupuestos especiales y sistemas 
de salarios aprobados por el Órgano 
Legislativo.

Una ley especial establecerá lo concer-
niente a la preparación, votación, ejecu-
ción y rendición de cuentas de los pre-
supuestos, y regulará el procedimiento 
que deba seguirse cuando al cierre de 
un ejercicio fiscal no esté aún en vigor el 
Presupuesto del nuevo ejercicio.

Artículo 228. Ninguna suma podrá 
comprometerse o abonarse con cargo a 
fondos públicos, si no es dentro de las 
limitaciones de un crédito presupuesto.

Todo compromiso, abono o pago deberá 
efectuarse según lo disponga la ley. 

Sólo podrán comprometerse fondos 
de ejercicios futuros con autorización 
legislativa, para obras de interés público 
o administrativo, o para la consolidación 
o conversión de la deuda pública. Con 
tales finalidades podrá votarse un 
presupuesto extraordinario.

Habrá una ley especial que regulará las 
subvenciones, pensiones y jubilaciones 
que afecten los fondos públicos.

Artículo 229. El Órgano Ejecutivo con 
las formalidades legales, podrá efectuar 
transferencias entre partidas de un mis-
mo ramo u organismo administrativo, 
excepto las que en el Presupuesto se de-
claren intransferibles.

Igual facultad tendrá el Órgano Judicial 
en lo que respecta a las partidas de 
su Presupuesto, cumpliendo con las 
mismas formalidades legales.

Artículo 230. Para la percepción, cus-
todia y erogación de los fondos públicos, 
habrá un Servicio General de Tesorería.
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Cuando se disponga de bienes públicos 
en contravención a las disposiciones 
legales, será responsable el funcionario 
que autorice u ordene la operación y 
también lo será el ejecutor, si no prueba 
su inculpabilidad.

Artículo 231. No pueden imponerse 
contribuciones sino en virtud de una ley 
y para el servicio público.

Los templos y sus dependencias 
destinadas inmediata y directamente al 
servicio religioso, estarán exentos de 
impuestos sobre inmuebles.

Artículo 232. Ni el Órgano Legislativo 
ni el Ejecutivo podrán dispensar del 
pago de las cantidades reparadas a los 
funcionarios y empleados que manejen 
fondos fiscales o municipales, ni de 
las deudas a favor del fisco o de los 
municipios.

Artículo 233. Los bienes raíces de la 
Hacienda Pública y los de uso público 
sólo podrán donarse o darse en 
usufructo, comodato o arrendamiento, 
con autorización del Órgano Legislativo, 
a entidades de utilidad general.

Artículo 234. Cuando el Estado ten-
ga que celebrar contratos para realizar 
obras o adquirir bienes muebles en que 
hayan de comprometerse fondos o bie-
nes públicos, deberán someterse dichas 
obras o suministros a licitación pública 
excepto en los casos determinados por 
la ley.

No se celebrarán contratos en que 
la decisión, en caso de controversia, 
corresponda a tribunales de un Estado 
extranjero.

Lo dispuesto en los incisos anteriores se 
aplicará a las Municipalidades.

TÍTULO VIII
RESPONSABILIDADES 

DE LOS 
FUNCIONARIOS 

PÚBLICOS

Artículo 235. Todo funcionario civil o 
militar, antes de tomar posesión de su 
cargo, protestará bajo su palabra de ho-
nor, ser fiel a la República, cumplir y ha-
cer cumplir la Constitución, ateniéndose 
a su texto cualesquiera que fueren las 
leyes, decretos, órdenes o resoluciones 
que la contraríen, prometiendo, ade-
más, el exacto cumplimiento de los de-
beres que el cargo le imponga, por cuya 
infracción será responsable conforme a 
las leyes.

Artículo 236. EL PRESIDENTE Y VICE-
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, LOS 
DIPUTADOS, LOS DESIGNADOS A LA 
PRESIDENCIA, LOS MINISTROS Y VI-
CEMINISTROS DE ESTADO, EL PRESI-
DENTE Y MAGISTRADOS DE LA COR-
TE SUPREMA DE JUSTICIA Y DE LAS 
CÁMARAS DE SEGUNDA INSTANCIA, 
EL PRESIDENTE Y MAGISTRADOS DE 
LA CORTE DE CUENTAS DE LA REPÚ-
BLICA, EL FISCAL GENERAL DE LA RE-
PÚBLICA, EL PROCURADOR GENERAL 
DE LA REPÚBLICA, EL PROCURADOR 
PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS 
HUMANOS, EL PRESIDENTE Y MAGIS-
TRADOS DEL TRIBUNAL SUPREMO 
ELECTORAL, Y LOS REPRESENTANTES 
DIPLOMÁTICOS, RESPONDERÁN ANTE 
LA ASAMBLEA LEGISLATIVA POR LOS 
DELITOS OFICIALES Y COMUNES QUE 
COMETAN.(1)
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La Asamblea, oyendo a un fiscal de su 
seno y al indiciado, o a un defensor 
especial, en su caso, declarará si hay o 
no hay lugar a formación de causa. En el 
primer caso, se pasarán las diligencias 
a la Cámara de Segunda Instancia que 
determine la ley, para que conozca en 
primera instancia, y, en el segundo caso, 
se archivarán. 

De las resoluciones que pronuncie 
la Cámara mencionada conocerá en 
segunda instancia una de las Salas de la 
Corte Suprema de Justicia, y del recurso 
que dichas resoluciones admitan, la 
Corte en pleno. 

Cualquier persona tiene derecho de 
denunciar los delitos de que trata este 
artículo, y de mostrarse parte, si para 
ello tuviere las cualidades requeridas 
por la ley.

Artículo 237. Desde que se declare por 
la Asamblea Legislativa o por la Corte 
Suprema de Justicia, que hay lugar a for-
mación de causa, el indiciado quedará 
suspendido en el ejercicio de sus fun-
ciones y por ningún motivo podrá con-
tinuar en su cargo. En caso contrario se 
hará culpable del delito de prolongación 
de funciones. Si la sentencia fuere con-
denatoria, por el mismo hecho quedará 
depuesto del cargo. Si fuere absolutoria, 
volverá al ejercicio de sus funciones, si 
el cargo fuere de aquellos que se confie-
ren por tiempo determinado y no hubie-
re expirado el período de la elección o 
del nombramiento.

Artículo 238. Los diputados no podrán 
ser juzgados por delitos graves que 
cometan desde el día de su elección 
hasta el fin del período para el que 
fueron elegidos, sin que la Asamblea 
Legislativa declare previamente que hay 
lugar a formación de causa, conforme al 

procedimiento establecido en el artículo 
anterior.

Por los delitos menos graves y faltas 
que cometan durante el mismo período 
no podrán ser detenidos o presos, ni 
llamados a declarar sino después de 
concluido el período de su elección.

Si el Presidente, Vicepresidente de la 
República o un diputado fuere sorpren-
dido en flagrante delito, desde el día de 
su elección hasta el fin del período para 
el que fueron elegidos, podrán ser dete-
nidos por cualquier persona o autoridad, 
quien estará obligado a ponerlo inmedia-
tamente a disposición de la Asamblea.

Artículo 239. Los Jueces de Primera 
Instancia, los Gobernadores Departa-
mentales, los Jueces de Paz y los demás 
funcionarios que determine la ley, serán 
juzgados por los delitos oficiales que 
cometan, por los tribunales comunes, 
previa declaratoria de que hay lugar a 
formación de causa, hecha por la Cor-
te Suprema de Justicia. Los antedichos 
funcionarios estarán sujetos a los pro-
cedimientos ordinarios por los delitos y 
faltas comunes que cometan.

Por los delitos oficiales o comunes que 
cometan los miembros de los Concejos 
Municipales, responderán ante los Jueces 
de Primera Instancia correspondientes.

Artículo 240. Los funcionarios y em-
pleados públicos que se enriquecieren 
sin justa causa a costa de la Hacienda 
Pública o Municipal, estarán obligados a 
restituir al Estado o al Municipio lo que 
hubieren adquirido ilegítimamente, sin 
perjuicio de la responsabilidad en que 
hubieren incurrido conforme a las leyes.

Se presume enriquecimiento ilícito 
cuando el aumento del capital del fun-
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cionario o empleado, desde la fecha en 
que haya tomado posesión de su cargo 
hasta aquella en que haya cesado en sus 
funciones, fuere notablemente superior 
al que normalmente hubiere podido te-
ner, en virtud de los sueldos y emolu-
mentos que haya percibido legalmente, 
y de los incrementos de su capital o de 
sus ingresos por cualquier otra causa 
justa. Para determinar dicho aumento, el 
capital y los ingresos del funcionario o 
empleado, de su cónyuge y de sus hijos, 
se considerarán en conjunto.

Los funcionarios y empleados que la ley 
determine están obligados a declarar el 
estado de su patrimonio ante la Corte 
Suprema de Justicia, de acuerdo con 
los incisos anteriores, dentro de los 
sesenta días siguientes a aquél en que 
tomen posesión de sus cargos. La Corte 
tiene facultad de tomar las providencias 
que estime necesarias para comprobar 
la veracidad de la declaración, la que 
mantendrá en reserva y únicamente 
servirá para los efectos previstos en 
este artículo. Al cesar en sus cargos 
los funcionarios y empleados aludidos, 
deberán hacer nueva declaración 
del estado de sus patrimonios. La 
ley determinará las sanciones por el 
incumplimiento de esta obligación.

Los juicios por enriquecimiento sin 
causa justa sólo podrán incoarse dentro 
de diez años siguientes a la fecha en que 
el funcionario o empleado haya cesado 
en el cargo cuyo ejercicio pudo dar lugar 
a dicho enriquecimiento.

Artículo 241. Los funcionarios públi-
cos, civiles o militares que tengan cono-
cimiento de delitos oficiales cometidos 
por funcionarios o empleados que les 
estén subordinados, deberán comuni-
carlo a la mayor brevedad a las autori-

dades competentes para su juzgamien-
to, y si no lo hicieren oportunamente, 
serán considerados como encubridores 
e incurrirán en las responsabilidades pe-
nales correspondientes.

Artículo 242. La prescripción de los 
delitos y faltas oficiales se regirá por 
las reglas generales, y comenzará 
a contarse desde que el funcionario 
culpable haya cesado en sus funciones.

Artículo 243. No obstante, la aproba-
ción que dé el Órgano Legislativo a los 
actos oficiales en los casos requeridos 
por esta Constitución, los funcionarios 
que hayan intervenido en tales actos, 
podrán ser procesados por delitos ofi-
ciales mientras no transcurra el término 
de la prescripción.

La aprobación de las memorias y cuentas 
que se presenten al Órgano Legislativo, 
no da más valor a los actos y contratos a 
que ellas se refieren, que el que tengan 
conforme a las leyes.

Artículo 244. La violación, la infrac-
ción o la alteración de las disposiciones 
constitucionales serán especialmente 
penadas por la ley, y las responsabili-
dades civiles o penales en que incurran 
los funcionarios públicos, civiles o mili-
tares, con tal motivo, no admitirán am-
nistía, conmutación o indulto, durante el 
período presidencial dentro del cual se 
cometieron.

Artículo 245. Los funcionarios y em-
pleados públicos responderán personal-
mente y el Estado subsidiariamente, por 
los daños materiales o morales que cau-
saren a consecuencia de la violación a 
los derechos consagrados en esta Cons-
titución.
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TÍTULO IX
ALCANCES, APLICACIÓN, 

REFORMAS Y 
DEROGATORIAS

Artículo 246. Los principios, derechos 
y obligaciones establecidos por esta 
Constitución no pueden ser alterados 
por las leyes que regulen su ejercicio.

La Constitución prevalecerá sobre to-
das las leyes y reglamentos. El interés 
público tiene primacía sobre el interés 
privado.

Artículo 247. Toda persona puede pedir 
amparo ante la Sala de lo Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia por 
violación de los derechos que otorga la 
presente Constitución.

El habeas corpus puede pedirse ante 
la Sala de lo Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia o ante las 
Cámaras de Segunda Instancia que no 
residen en la capital. La resolución de 
la Cámara que denegare la libertad del 
favorecido podrá ser objeto de revisión, 
a solicitud del interesado, por la Sala de 
lo Constitucional de la Corte Suprema 
de Justicia.

Artículo 248. La reforma de esta 
Constitución podrá acordarse por la 
Asamblea Legislativa, con el voto de la 
mitad más uno de los Diputados electos.

Para que tal reforma pueda decretarse 
deberá ser ratificada por la siguiente 
Asamblea Legislativa con el voto de los 
dos tercios de los Diputados electos. 
Así ratificada, se emitirá el decreto 
correspondiente, el cual se mandará a 
publicar en el Diario Oficial.

La reforma únicamente puede ser pro-
puesta por los Diputados en un número 
no menor de diez. 

No podrán reformarse en ningún caso 
los artículos de esta Constitución que 
se refieren a la forma y sistema de 
Gobierno, al territorio de la República y 
a la alternabilidad en el ejercicio de la 
Presidencia de la República.

Artículo 249. Derógase la Constitución 
promulgada por Decreto Nº 6, de fecha 8 
de enero de 1962, publicado en el Diario 
Oficial Nº 110, Tomo 194, de fecha 16 del 
mismo mes y año, adoptada por Decreto 
Constituyente Nº 3, de fecha 26 de abril 
de 1982, publicado en el Diario Oficial 
Nº 75, Tomo 275, de la misma fecha, su 
régimen de excepciones, así como todas 
aquellas disposiciones que estuvieren 
en contra de cualquier precepto de esta 
Constitución.

TÍTULO X
DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS

Artículo 250. Mientras no se modifique 
la legislación secundaria en lo pertinente, 
los delitos que estuvieren penados con la 
muerte, que no estén comprendidos en 
el artículo 27 de esta Constitución, serán 
sancionados con la pena máxima de 
privación de la libertad. Esta disposición 
se aplicará a las personas que hubiesen 
sido condenadas a muerte por sentencia 
ejecutoriada.

Artículo 251. Hasta que la ley de pro-
cedimientos mencionada en el inciso 
último del artículo 30 de esta Constitu-
ción entre en vigencia, se mantendrá en 
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vigor la ley que regule esta materia, pero 
su vigencia no podrá exceder del día 28 
de febrero de 1984.

Artículo 252. El derecho establecido 
en el ordinal 12o. del artículo 38 de esta 
Constitución, tendrá aplicación hasta 
que sea regulado en la ley secundaria, 
la cual no podrá tener efecto retroactivo.

Artículo 253. Se incorporan a este 
Título las disposiciones contenidas en el 
Decreto Constituyente Nº 36, de fecha 22 
de noviembre de 1983, publicado en el 
Diario Oficial Nº 225, Tomo 281 de fecha 
5 de diciembre del mismo año.

Lo dispuesto en los ordinales 3º, 4º y 5º 
del artículo 152 de esta Constitución, no 
tendrá aplicación para la próxima elec-
ción de Presidente y Vicepresidente de 
la República, debiéndose estar a lo dis-
puesto en el Decreto Constituyente Nº 
36, de fecha 22 de noviembre de 1983, 
publicado en el Diario Oficial Nº 225, 
Tomo 281, de fecha 5 de diciembre del 
mismo año.

Artículo 254. Las personas a quienes 
esta Constitución confiere la calidad de 
salvadoreños por nacimiento, gozarán 
de los derechos y tendrán los deberes 
inherentes a la misma, desde la fecha de 
su vigencia, sin que se requiera ningún 
trámite adicional de reconocimiento de 
su nacionalidad.

Artículo 255. La organización actual de 
la Corte Suprema de Justicia continuará 
vigente hasta el 30 de junio de 1984, y 
los Magistrados de la misma elegidos por 
esta Asamblea Constituyente durarán en 
sus funciones hasta esa fecha, en la cual 
deben estar armonizada con esta Cons-
titución las leyes relativas a su organiza-
ción y competencia a que se refiere los 
artículos 173 y 174 de la misma. 

Los Magistrados de las Cámaras de 
Segunda Instancia y Jueces de Primera 
Instancia actualmente en funciones 
terminarán sus respectivos períodos, y 
los nuevos que se elijan conforme a lo 
dispuesto en esta Constitución, gozarán 
de la estabilidad en sus cargos a que la 
misma se refiere y deberán reunir los 
requisitos que ella exige.

Artículo 256. El Presidente y Magistra-
dos de la Corte de Cuentas de la Repúbli-
ca elegidos por esta Asamblea Constitu-
yente, durarán en sus funciones hasta el 
día 30 de junio de 1984.

Artículo 257. Los Vicepresidentes de la 
República continuarán en el ejercicio de 
sus cargos hasta el día 31 de mayo de 
1984, con las atribuciones que establece 
el Decreto Constituyente Nº 9, de fecha 6 
de mayo de 1982, publicado en el Diario 
Oficial Nº 91, Tomo 275, de fecha 19 del 
mismo mes y año.

Artículo 258. Las atribuciones, facul-
tades y demás funciones que las leyes o 
reglamentos confieren a los Subsecreta-
rios de Estado, serán ejercidas por los Vi-
ceministros de Estado, excepto la de for-
mar parte del Consejo de Ministros, salvo 
cuando hicieren las veces de éstos.

Artículo 259. El Fiscal General de la 
República y el Procurador General de 
Pobres nombrados de conformidad a la 
Constitución de 1962, y ratificados por 
esta Asamblea de acuerdo al régimen 
de excepciones de la misma, durarán 
en sus funciones hasta el treinta y uno 
de mayo de mil novecientos ochenta y 
cuatro.

Artículo 260. Los Concejos Municipales 
nombrados de conformidad al Decreto 
Constituyente Nº 9 de fecha 6 de mayo 
de 1982, publicado en el Diario Oficial 
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Nº 91, Tomo 275, de fecha 19 del mismo 
mes y año, durarán en sus cargos hasta 
el día treinta de abril de mil novecientos 
ochenta y cinco.

Si durante el período comprendido 
entre el 31 de mayo de 1984 y el 30 de 
abril de 1985, ocurriere alguna vacante 
por cualquier causa, ésta será llenada 
conforme a la ley.

Artículo 261. En caso de que se nom-
braren Ministros y Viceministros de Es-
tado durante el período comprendido 
desde la fecha de vigencia de esta Cons-
titución, hasta la fecha en que tomen 
posesión de sus cargos el Presidente y el 
Vicepresidente de la República, elegidos 
de conformidad al Decreto Constituyen-
te Nº 36, de fecha 22 de noviembre de 
1983, publicado en el Diario Oficial Nº 
225, Tomo 281, de fecha 5 de diciembre 
del mismo año, éstos deberán ser ratifi-
cados por la Asamblea Legislativa.

Artículo 262. La creación, modifica-
ción y supresión de tasas y contribucio-
nes públicas a que se refiere el ordinal 1º 
del Art. 204 de esta Constitución, serán 
aprobadas por la Asamblea Legislativa 
mientras no entre en vigencia la ley ge-
neral a que se refiere la misma disposi-
ción constitucional.

Artículo 263. Los miembros del Con-
sejo Central de Elecciones elegidos con 
base a los Decretos Constituyentes Nos. 
17 y 18, de fecha 3 de noviembre de 
1982, publicados en el Diario Oficial No. 
203, Tomo 277, de fecha 4 del mismo 
mes y año, continuarán en sus funcio-
nes hasta el día 31 de julio de 1984.

Artículo 264. Mientras no se erija la ju-
risdicción agraria, seguirán conociendo 
en esta materia las mismas instituciones 
y tribunales que de conformidad a las 
respectivas leyes tienen tal atribución 

aplicando los procedimientos estableci-
dos en las mismas.

Artículo 265. Reconócese la vigencia 
de todas las leyes y decretos relativos al 
proceso de la Reforma Agraria en todo 
lo que no contradigan el texto de esta 
Constitución. 

Artículo 266. Será obligación del Es-
tado establecer los mecanismos necesa-
rios para garantizar el pago del precio 
o indemnización de los inmuebles por 
naturaleza, por adherencia y por desti-
nación de uso agrícola, ganadero y fo-
restal, expropiados como consecuencias 
de disposiciones legales que introduje-
ron cambios en el sistema de propiedad 
o posesión de los mismos. 

Una ley especial regulará esta materia.

Artículo 267. Si la tierra que excede los 
límites máximos establecidos en el artí-
culo 105 de esta Constitución, no fuere 
transferida en el plazo que allí se con-
templa por causa imputable al propie-
tario, podrá ser objeto de expropiación 
por ministerio de ley, y la indemnización 
podrá no ser previa. Los conceptos cam-
pesino y agricultor en pequeño deberán 
definirse en la ley.

Artículo 268. Se tendrán como docu-
mentos fidedignos para la interpretación 
de esta Constitución, además del acta 
de la sesión plenaria de la Asamblea 
Constituyente, las grabaciones magne-
tofónicas y de audiovideo que contienen 
las incidencias y participación de los Di-
putados Constituyentes en la discusión 
y aprobación de ella, así como los do-
cumentos similares que se elaboraron 
en la Comisión Redactora del Proyecto 
de Constitución. La Junta Directiva de la 
Asamblea Legislativa deberá dictar las 
disposiciones pertinentes para garan-
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tizar la autenticidad y conservación de 
tales documentos.

Artículo 269. En caso de que por fuer-
za mayor o caso fortuito, debidamente 
calificado por la Asamblea Legislativa, 
no pudieren efectuarse las elecciones 
para Presidente y Vicepresidente de la 
República en la fecha señalada en el De-
creto Constituyente Nº 36, de fecha 22 
de noviembre de 1983, publicado en el 
Diario Oficial Nº 225, Tomo 281, de fe-
cha 5 de diciembre del mismo año, la 
misma señalará una nueva fecha. Tanto 
para la calificación del hecho como para 
el señalamiento de la nueva fecha de 
celebración de las elecciones, se necesi-
tará el voto de las tres cuartas partes de 
los diputados electos.

Artículo 270. Lo dispuesto en el inciso 
tercero del artículo 106 de esta Consti-
tución no se aplicará a las indemniza-
ciones provenientes de expropiaciones 
efectuadas con anterioridad a la vigen-
cia de esta misma Constitución.

Artículo 271. La Asamblea Legislativa 
deberá armonizar con esta Constitución 
las leyes secundarias de la República y 
las leyes especiales de creación y demás 
disposiciones que rigen las Instituciones 

Oficiales Autónomas, dentro del período 
de un año contado a partir de la fecha 
de vigencia de la misma, a cuyo efecto 
los órganos competentes deberán pre-
sentar los respectivos proyectos, dentro 
de los primeros seis meses del período 
indicado.

Artículo 272. Todo funcionario civil o 
militar deberá rendir la protesta a que 
se refiere el artículo 235, al entrar en 
vigencia esta Constitución.

Artículo 273. Esta Asamblea se cons-
tituirá en Legislativa el día en que entre 
en vigencia la Constitución y terminará 
su período el día treinta de abril de mil 
novecientos ochenta y cinco.

TÍTULO XI
VIGENCIA

Artículo 274. La presente Constitución 
entrará en vigencia el día veinte de 
diciembre de mil novecientos ochenta 
y tres, previa publicación en el Diario 
Oficial el día dieciséis de diciembre de 
mil novecientos ochenta y tres.

DADO EN EL SALÓN DE SESIONES DE LA ASAMBLEA CONSTITUYENTE; PALACIO 
LEGISLATIVO: San Salvador, a los quince días del mes de diciembre de mil 
novecientos ochenta y tres.

Roberto d’ Aubuisson Arrieta
Presidente

Diputado por el Departamento de San Salvador

	  
	 Hugo Roberto Carrillo Corleto	 María Julia Castillo Rodas
	 Vice-Presidente	 Vice-Presidente
	 Diputado por el Departamento	 Diputada por el Departamento
	 de Santa Ana	 de San Salvador



LEGISLACIÓN UNIVERSITARIA

70

	 Hugo César Barrera Guerrero	 José Francisco Merino López
	 Primer Secretario	 Primer Secretario
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de San Salvador	 de San Miguel

	 Rafael Morán Castaneda	 Héctor Tulio Flores Larín
	 Primer Secretario	 Segundo Secretario
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de Ahuachapán	 de Usulután

	 Antonio Genaro Pastore Mendoza	 Mercedes Gloria Salguero Gross
	 Segundo Secretario	 Segundo Secretario
	 Diputado por el Departamento	 Diputada por el Departamento
	 de San Salvador 	 de Santa Ana

	 Alfonso Arístides Alvarenga	 Rodolfo Antonio Castillo Claramount
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de San Salvador	 de San Salvador

	 Ricardo González Camacho	 Guillermo Antonio Guevara Lacayo
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de San Salvador	 de San Salvador

	 José Humberto Posada Sánchez	 Julio Adolfo Rey Prendes
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de San Salvador	 de San Salvador

	 Luis Nelson Segovia	 Mauricio Armando Mazier Andino
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de San Salvador	 de San Salvador

	 Juan Antonio Martínez Varela	 Félix Ernesto Canizáles Acevedo
	 Diputado por el Departamento 	 Diputado por el Departamento
	 de San Salvador	 de Santa Ana

	 Fantina Elvira Cortez v. de Martínez	 Rafael Antonio Peraza Hernández
	 Diputada por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de Santa Ana 	 de Santa Ana

	 Juan Ramón Toledo	 Carlos Alberto Funes
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de Santa Ana	 de San Miguel

	 Herbert Prudencio Palma Duque	 Rafael Soto Alvarenga
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de San Miguel	 de San Miguel
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	 David Humberto Trejo	 Ricardo Edmundo Burgos
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de San Miguel	 de La Libertad

	 Manuel Mártir Noguera	 Juan Francisco Puquirre González
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de La Libertad 	 de La Libertad

	 Liliana Rosa Rubio de Valdez	 Héctor Manuel Araujo Rivera
	 Diputada por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de La Libertad	 de Usulután

	 Luis Roberto Hidalgo Zelaya	 Ricardo Arnoldo Pohl Tavarone
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de Usulután 	 de Usulután

	 Angel Armando Alfaro Calderón	 Hernán Antonio Castillo Garzona
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de Sonsonate	 de Sonsonate

	 Carlos Alberto Madrid Zúniga	 Jorge Alberto Zelada Robredo
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de Sonsonate	 de Sonsonate

	 Mauricio Adolfo Dheming Morrissey	 José Septalín Santos Ponce
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de La Unión	 de La Unión

	 Macla Judith Romero de Torres	 José Napoleón Bonilla Alvarado
	 Diputada por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de La Unión	 de La Paz

	 José Alberto Buendía Flores	 Jesús Alberto Villacorta Rodríguez
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de La Paz	 de La Paz

	 Lucas Asdrúbal Aguilar Zepeda	 Carlos Arnulfo Crespín
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de Chalatenango	 de Chalatenango

	 Pedro Alberto Hernández Portillo	 Marina Isabel Marroquín de Ibarra
	 Diputado por el Departamento 	 Diputada por el Departamento
	 de Chalatenango	 de Cuscatlán

	 Carmen Martínez Cañas de Lazo	 Jorge Alberto Jarquín Sosa
	 Diputada por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de Cuscatlán	 de Cuscatlán
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	 Antonio Enrique Aguirre Rivas	 Luis Angel Trejo Síntigo
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de Ahuachapán	 de Ahuachapán

	 José Luis Chicas	 Alfredo Márquez Flores
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de Morazán	 de Morazán

	 Ramiro Midence Barrios Zavala	 Oscar Armando Méndez Molina
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de Morazán	 de San Vicente

	 José Armando Pino Molina	 Daniel Ramírez Rodríguez
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de San Vicente	 de San Vicente

	 Mario Enrique Amaya Rosa	 Jesús Dolores Ortiz Hernández
	 Diputado por el Departamento	 Diputado por el Departamento
	 de Cabañas 	 de Cabañas

Roberto Ismael Ayala Echeverría
Diputado por el Departamento de Cabañas

D.O. Nº 234
TOMO Nº 281
FECHA: 16 de Diciembre de 1983

REFORMAS:

(1) D.L. Nº 64, 31 DE OCTUBRE DE 1991;
D.O. Nº 217, T. 313, 20 DE NOVIEMBRE DE 1991.
FE DE ERRATAS AL D.L. No. 64 DEL 31 DE OCTUBRE DE1991:
D.L. Nº 583, 30 DE JUNIO DE 1993;
D.O. Nº 139, T. 320, 23 DE JULIO DE 1993.

(2) D.L. Nº 152, 30 DE ENERO DE 1992;
D.O. Nº 19, T. 314, 30 DE ENERO DE 1992.

(3) D.L. Nº 860, 21 DE ABRIL DE 1994;
D.O. Nº 88, T. 323, 13 DE MAYO DE 1994.
ASAMBLEA LEGISLATIVA - REPUBLICA DE EL SALVADOR

(4) D.L. Nº 165, 20 DE OCTUBRE DE 1994;
D.O. Nº 196, T. 325, 24 DE OCTUBRE DE 1994.

(5) D.L. Nº 166, 20 DE OCTUBRE DE 1994;
D.O. Nº 196, T. 325, 24 DE OCTUBRE DE 1994.
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(6) D.L. Nº 743, 27 DE JUNIO DE 1996;
D.O. Nº 128, T. 332, DEL 10 DE JULIO DE 1996.

(7) D.L. Nº 744, 27 DE JUNIO DE 1996;
D.O. Nº 128, T. 332, 10 DE JULIO DE 1996.

(8) D.L. Nº 745, 27 DE JUNIO DE 1996;
D.O. Nº 128, T. 332, 10 DE JULIO DE 1996.

(9) D.L. Nº 746, 27 DE JUNIO DE 1996;
D.O. Nº 128, T. 332, 10 DE JULIO DE 1996.

(10) D.L. Nº 747, 27 DE JUNIO DE 1996;
D.O. Nº 128, T. 332, 10 DE JULIO DE 1996.

(11) D.L. Nº 748, 27 DE JUNIO DE 1996;
D.O. Nº 128, T. 332, 10 DE JULIO DE 1996.

(12) D.L. Nº 541, 3 DE FEBRERO DE 1999;
D.O. Nº 32, T. 342, 16 DE FEBRERO DE 1999.

(13) D.L. Nº 871, 13 DE ABRIL DEL 2000;
D.O. Nº 79, T. 347, 28 DE ABRIL DEL 2000.

(14) D.L. Nº 872, 13 DE ABRIL DEL 2000;
D.O. Nº 79, T. 347, 28 DE ABRIL DEL 2000.

(15) D.L. Nº 873, 13 DE ABRIL DEL 2000;
D.O. Nº 79, T. 347, 28 DE ABRIL DEL 2000.

(16) D.L. Nº 874, 13 DE ABRIL DEL 2000;
D.O. Nº 79, T. 347, 28 DE ABRIL DEL 2000.

(17) D.L. Nº 875, 13 DE ABRIL DEL 2000;
D.O. Nº 79, T. 347, 28 DE ABRIL DEL 2000.

(18) D.L. Nº 56, 6 DE JULIO DEL 2000;
D.O. Nº 128, T. 348, 10 DE JULIO DEL 2000.

(19) D.L. Nº 7, 15 DE MAYO DEL 2003;
D.O. Nº 90, T. 359, 20 DE MAYO DEL 2003.

(20) D.L. Nº 154, 2 DE OCTUBRE DE 2003;
D.O. Nº 191, T. 361, 15 DE OCTUBRE DE 2003.

(21) D.L. Nº 33, 27 DE MAYO DE 2009;
D.O. Nº 102, T.383, 4 DE JUNIO DE 2009.



LEGISLACIÓN UNIVERSITARIA

74

(22) D.L. Nº 34, 27 DE MAYO DE 2009;
D.O. Nº 102, T.383, 4 DE JUNIO DE 2009.

(23) D.L. Nº 35, 27 DE MAYO DE 2009;
D.O. Nº 102, T.383, 4 DE JUNIO DE 2009.

(24) D.L. Nº 36, 27 DE MAYO DE 2009;
D.O. Nº 102, T.383, 4 DE JUNIO DE 2009.

NOTAS:

1-	LA CONSTITUCIÓN, ENTRÓ EN VIGENCIA EL 20 DE DICIEMBRE DE 1983.

2-	PARA EFECTOS DE DISCUSIÓN Y APROBACIÓN DEL PROYECTO DE LA 
CONSTITUCIÓN,

LA ASAMBLEA CONSTITUYENTE EMITIÓ UN REGLAMENTO ESPECIAL, MEDIANTE 
DECRETO CONSTITUYENTE Nº 32, EMITIDO EL 21 DE JULIO DE 1983; PUBLICADO 
EN EL D. O. Nº 142, TOMO Nº 280, DEL 29 DE JULIO DE 1983.
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REGLAMENTO DISCIPLINARIO DE
LA UNIVERSIDAD DE EL SALVADOR2.

ACUERDO No. 72/99-01 (IV)

LA ASAMBLEA GENERAL UNIVERSITARIA 
DE LA UNIVERSIDAD DE EL SALVADOR,

CONSIDERANDO:

I.	 Que de conformidad al artículo 56 de 
la Ley Orgánica de la Universidad de 
El Salvador, en los reglamentos debe 
establecerse el régimen disciplina-
rio de la Universidad, el cual deberá 
contener la tipificación y clasifica-
ción de las infracciones cometidas 
por las autoridades, los estudiantes, 
el personal académico y el personal 
administrativo no docente; las san-
ciones aplicables a cada caso y la 
autoridad encargada de imponerlas, 
así como el procedimiento necesario 
para aplicar dichas sanciones.

II.	 Que asimismo, de conformidad al ar-
tículo 19, literal “c”, de la citada Ley 
Orgánica, es atribución de la Asam-
blea General Universitaria aprobar el 
Reglamento General de dicha Ley y 
los demás reglamentos generales y 
específicos de todas las Facultades 
y dependencias universitarias, así 
como sus reformas.

POR TANTO:

En uso de sus atribuciones Legales y so-
licitada la opinión del Consejo Superior 

Universitario, por 43 votos favorables,

ACUERDA emitir el siguiente:

REGLAMENTO 
DISCIPLINARIO DE

LA UNIVERSIDAD DE
EL SALVADOR

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES PRELIMINARES

Objeto del Reglamento y abreviaturas 
usadas.
Artículo 1. El presente Reglamento tie-
ne por objeto establecer el Régimen Dis-
ciplinario de la Universidad de El Salva-
dor, el cual lo constituyen el conjunto de 
normas que regulan, de conformidad con 
el artículo 56 de la Ley Orgánica, las in-
fracciones en que los integrantes de la Co-
munidad Universitaria pueden incurrir, la 
clasificación de las mismas, las sanciones 
aplicables a cada caso, la competencia de 
los organismos y autoridades encargadas 
de su aplicación, el procedimiento a se-
guir y los recursos admisibles contra las 
resoluciones que se dicten.
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Este régimen se establece con el objeto 
de mantener el orden interno y garanti-
zar un funcionamiento eficiente para la 
conservación de los fines de la Univer-
sidad. 

En el transcurso de este instrumento a 
la Universidad de El Salvador se le de-
nominará “La Universidad”. Asimismo, 
la Ley Orgánica de la Universidad podrá 
denominarse “Ley Orgánica” y el Regla-
mento General de la Ley Orgánica, “Re-
glamento General”. (2)

Componentes del Régimen Disciplinario.
Artículo 2. El Régimen Disciplinario 
de la Universidad está constituido por 
el conjunto de normas que regulan, de 
conformidad con el artículo 56 de la Ley 
Orgánica, las infracciones en que los in-
tegrantes de la Comunidad Universitaria 
pueden incurrir, la clasificación de las 
mismas, las sanciones aplicables a cada 
caso, la competencia de los organismos 
y autoridades encargadas de su aplica-
ción, el procedimiento a seguir y los re-
cursos admisibles contra las resolucio-
nes que se dicten.

Este régimen se establece con el objeto 
de mantener el orden interno y garanti-
zar un funcionamiento eficiente para la 
conservación de los fines de la Univer-
sidad.

Integrantes de la Comunidad 
Universitaria.
Artículo 3. Para los efectos del presen-
te Reglamento son integrantes de la Co-
munidad Universitaria los miembros de 
organismos colegiados, las autoridades, 
los funcionarios, el personal académico, 
el personal administrativo y los estu-
diantes de la Universidad.

Principio de Legalidad.
Artículo 4. Nadie podrá ser sancionado 
por una acción u omisión que no haya 
sido descrita en forma previa y precisa 
como infracción y determinada su co-
rrespondiente sanción, en la Ley Orgá-
nica, en su Reglamento General, en el 
presente Reglamento o en los reglamen-
tos internos de los Órganos Colegiados 
de Gobierno.

Derecho de Defensa.
Artículo 5. El procedimiento para la 
aplicación de sanciones debe garantizar 
el derecho de defensa del presunto 
infractor, quien podrá ejercerlo por 
sí mismo o por persona que delegue 
para tal fin, pudiendo ser ésta abogado, 
Licenciado en Ciencias Jurídicas o 
estudiante de esta carrera que haya 
aprobado al menos el 80 por ciento de 
su correspondiente plan de estudios. 

El nombramiento del defensor, en estos 
casos, podrá hacerse por el presunto in-
fractor, mediante poder otorgado ante 
notario en escritura pública, pud acta o 
escrito dirigido al organismo o funcio-
nario que esté conociendo del caso; o 
solicitarlo de oficio a la Fiscalía Gene-
ral de la UES quien a su vez solicitara 
la asignación de un defensor al Socorro 
Jurídico de la Facultad de Jurisprudencia 
y Ciencias Sociales, mediante acta le-
vantada durante el trámite del procedi-
miento.(2)

Ámbito espacial de aplicación.
Artículo 6. Las sanciones previstas en 
este Reglamento serán aplicables por 
las infracciones que los integrantes de 
la Comunidad Universitaria cometan 
en los recintos universitarios o fuera de 
ellos, cuando se estén realizando las 
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actividades a que se refiere el siguiente 
artículo, se estén desempeñando funcio-
nes de representación o en cumplimien-
to de misión oficial de la Universidad.

Recinto Universitario.
Artículo 7. Se entiende por Recinto 
Universitario todo lugar destinado per-
manente o transitoriamente a cualquier 
actividad administrativa, técnica, do-
cente, recreativa, deportiva o de servi-
cios de la Universidad.

Gradualidad de la sanción.
Artículo 8. Para la gradualidad en la 
imposición de las sanciones previstas 
en este Reglamento, deberá tomarse en 
cuenta la gravedad de los perjuicios cau-
sados, la intencionalidad y reiteración y 
demás condiciones en que se cometió la 
infracción. 

Plazos.
Artículo 9. Los actos procesales deberán 
cumplirse en los plazos establecidos y 
se contarán en días hábiles.

CAPÍTULO II
DE LAS INFRACCIONES

Clasificación.
Artículo 10. Las infracciones se clasi-
fican en tres categorías: graves, menos 
graves y leves.

En las infracciones contra el patrimonio 
universitario serán consideradas las 
conductas fallidas o tentadas, las que 
serán sancionadas de conformidad con 

la gravedad de la infracción, el posible 
daño causado, y el grado de relación que 
se tenga con la Universidad. (2)

Infracciones Graves.
Artículo 11. Son infracciones graves 
las siguientes:

a)	 Disponer del patrimonio de la Univer-
sidad contraviniendo sus fines y ob-
jetivos;

b)	 Ser condenado por delito doloso o 
intencional que amerite pena de 
prisión;

c)	 No acatar las resoluciones de la 
Asamblea General Universitaria o del 
Consejo Superior Universitario, en su 
caso;

d)	 Grave violación a la Ley Orgánica, al 
Reglamento General u otras disposi-
ciones reglamentarias de la Universi-
dad, como en los casos siguientes:

1.	 Atentar contra la autonomía de la 
Universidad;

2.	 Manifestar la educación univer-
sitaria como una forma de parti-
cipación en actividades políticas 
partidarista.

3.	 La participación de funcionarios, 
empleados independientemente 
del vínculo laboral, sean docentes 
o administrativos que a nombre 
de la Universidad intervengan en 
actividades de proselitismo parti-
darista.

4.	 Los funcionarios, los miembros de 
la corporación y los integrantes 
de la comunidad universitaria que 
utilicen recursos de la UES con 
propósitos de propaganda en un 
proceso electoral interno.
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5.	 Los funcionarios, los miembros de 
la corporación y los integrantes 
de la comunidad universitaria que 
intenten o ejerzan coerción o a 
cambio de prebendas que incidan 
en la intención del voto de los par-
ticipantes en los procesos electo-
rales internos y en los resultados 
de estas. (2)

e)	 Obstaculizar el logro de los fines de 
la Universidad referidos en el artículo 
3 de la Ley Orgánica; 

f)	 Arrogarse facultades que correspon-
dan exclusivamente a los funciona-
rios u Órganos de Gobierno legal-
mente constituidos;

g)	 La omisión por parte de un organis-
mo o funcionario competente sobre 
resolver la apertura de un informativo 
administrativo disciplinario o su im-
procedencia, en el término que señala 
el artículo 28 de este Reglamento;

h)	 La adopción de medidas o acuerdos 
con abuso o desviación de autoridad 
de parte de los Órganos de Gobierno 
y funcionarios de la Universidad;

i)	 Desobedecer o negarse al cumpli-
miento de las órdenes o resoluciones 
de la Rectoría, de las Juntas Directivas 
o del Decanato en su respectivo cam-
po o materia de competencia, siem-
pre que las mismas estén claramente 
manifestadas y documentadas; 

j)	 Dañar o destruir intencionalmente o 
sustraer los bienes de la Universidad;

k)	 Atentar contra la libertad de cátedra 
obstaculizando de cualquier forma 
la realización de investigaciones, ex-
posiciones y transmisión del saber 
científico o la libre exposición de las 
diversas doctrinas e ideas que con-
ciernen a las esferas del conocimien-
to objetivo y científico de la realidad, 

o la utilización de la cátedra para ha-
cer prédicas políticas o partidistas, o 
para difundir solamente una determi-
nada corriente de pensamiento polí-
tico o religioso en forma dogmática e 
intolerante;

l)	 Obstaculizar o impedir la libertad de 
sufragio o el desarrollo de procesos 
electorales universitarios;

m)	Realizar fraude, aun cuando el o 
los infractores no se beneficiaren 
directamente, en los casos siguientes:

1°)	En la asesoría o realización de tra-
bajos de grado o de Investigación;

2°)	En el proceso enseñanza aprendi-
zaje;

3°)	En los procesos administrativos 
académicos;

4°)	En los procesos de selección, pro-
moción, reubicación o calificación 
escalafonaria del personal; y

5°)	En los procesos de selección y asig-
nación de becas, reconocimientos 
académicos o para la participación 
en programas de capacitación.

n)	 La venta y distribución, en los recintos 
universitarios, de bebidas alcohólicas 
y drogas legalmente prohibidas;

o)	 Portar armas de cualquier tipo en los 
recintos universitarios, al menos que 
se esté ejerciendo una actividad lícita 
o sirva para fines académicos;

p)	 El acoso sexual hacia cualquier 
miembro de la comunidad univer-
sitaria consistente en conductas in-
equívocas tendientes a obtener una 
relación sexual, manifestada en ace-
chos o tocamientos rechazados por 
la otra persona, o promesas de pro-
moción de una asignatura, o la ob-
tención de un beneficio académico 
o administrativo a cambio de la con-



LIBRO TERCERO: RECOPILACIÓN DISCIPLINARIA

79

cesión de un favor sexual. También 
constituye acoso sexual la punición o 
castigo de cualquier naturaleza que 
se manifieste como consecuencia di-
recta de que la persona acechada ha 
rechazado las propuestas o insinua-
ciones sexuales recibidas;

q)	 La falsedad material o ideológica de 
documentos oficiales y/o el uso de 
los mismos;

r)	 La inasistencia a la jornada laboral, 
sin permiso o causa justificada, du-
rante tres o más días completos en 
un mismo mes calendario;

s)	 Incitar o dirigir la toma de rehenes, 
aulas, locales o edificios universita-
rios, como medida de presión; 

t)	 Atentar contra la imagen o buena 
fama de cualquier miembro de la co-
munidad universitaria, causándole 
daño moral. Habrá daño moral cuan-
do aparezcan en los recintos univer-
sitarios rótulos, hojas sueltas, retra-
tos, imágenes murales, o pasquines 
denigrantes o atentatorios a la honra 
e imagen de una persona, o cuando 
se emitan ultrajes o manifestaciones 
vulgares y denigrantes sobre una 
persona estando presente o no el 
afectado; 

u)	 Atentar contra el derecho de asocia-
ción de los trabajadores, docentes o 
estudiantes de la Universidad como 
impedir arbitrariamente su convoca-
toria, registro o actividades lícitas;

v)	 Cuando las autoridades no colaboren 
con las peticiones expresas para la 
investigación de un hecho violatorio 
a los derechos universitarios o que 
constituya una infracción a los regla-
mentos, formulada por las autorida-
des competentes, el Defensor de los 
Derechos Universitarios o el Fiscal 
General de la Universidad; 

w)	Cuando el Informativo Administrativo 
Disciplinario no se instruya por la 
Fiscalía General de la Universidad, en 
el plazo establecido; (2) y

x)	 La reincidencia de las infracciones 
menos graves. 

Infracciones Menos Graves.
Artículo 12. Se consideran infracciones 
menos graves, las siguientes:

a)	 Desobedecer injustificadamente dis-
posiciones emanadas de superiores 
jerárquicos en el desempeño de sus 
funciones, a excepción de los casos 
señalados en el literal “c” e “i” del 
artículo anterior, que constituyen in-
fracciones graves;

b)	 Trabajar a desgano en el cumplimiento 
de labores. Se entiende por trabajo a 
desgano, el trabajo realizado a ritmo 
lento para que el resultado de las labo-
res que se desarrollan quede por deba-
jo de lo que se obtiene normalmente, 
como medida de presión concertada 
por un grupo de trabajadores adminis-
trativos o académicos para obtener, de 
parte de las autoridades universitarias, 
alguna prestación laboral o cualquier 
otro tipo de prestación;

c)	 Realizar actos sexuales en los re-
cintos universitarios; entendiéndose 
como tales el acceso carnal o cual-
quier acto sexual diverso realizado 
voluntariamente; 

d)	 Actuar con negligencia o sin tomar 
en cuenta las instrucciones de la hoja 
técnica en el manejo de equipo, ins-
trumentos o material de trabajo o de 
enseñanza-aprendizaje, que ocasio-
nare la pérdida o la inutilización de 
los mismos;

e)	 Consumir o encontrarse evidente-
mente bajo efectos de bebidas alco-
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hólicas o encontrarse bajo el efecto 
de drogas legalmente prohibidas, du-
rante la jornada laboral o el desarro-
llo de actividades académicas, según 
el caso;

f)	 Cometer actos que atenten contra la 
moral, el orden público y las buenas 
costumbres, tales como:

1°)	Hacer demostraciones o exhibi-
ciones obscenas; y

2º)	Realizar juegos de azar que impli-
quen apuestas económicas.

g)	 Ejecutar actos de obra o palabra u 
otros medios de expresión, que deni-
gren o menosprecien a La Universi-
dad o a sus Órganos de Gobierno;

h)	 Atentar contra la integridad física o 
moral de los miembros de la Comu-
nidad Universitaria;

i)	 Actuar con negligencia o descuido en 
el cumplimiento de labores;

j)	 Permitir que otra persona lo sustituya 
en sus labores académicas o admi-
nistrativas sin la debida autorización 
de su superior jerárquico;

k)	 La inasistencia a la jornada laboral, 
sin permiso o causa justificada, du-
rante dos días completos, en el mis-
mo mes calendario;

l)	 Realizar actos por parte de estudian-
tes, docentes y trabajadores adminis-
trativos que con ocasión de efectuar 
evaluaciones de cualquier clase y por 
cualquier medio, vayan en perjuicio 
de la pureza de las mismas;

m)	Ocupar las instalaciones universita-
rias con fines lucrativos personales; y

n)	 La reincidencia de las infracciones 
leves.

ñ)	Cuando las autoridades universitarias 
no respondan o contesten las peti-

ciones o solicitudes de parte de los 
miembros de la comunidad universi-
taria formuladas por escrito y sin abu-
so de poder según lo dispuesto en el 
artículo 60 de la Ley Orgánica. (2)

Infracciones Leves.
Artículo 13. Se consideran infracciones 
leves, las siguientes:

a)	 Incumplir la Jornada laboral en las 
horas correspondientes, sin permiso 
o causa justificada; entendiéndose 
por incumplimiento de la jornada 
laboral las llegadas tardías o retirarse 
del trabajo durante la jornada o antes 
de la finalización de la misma;

b)	 La inasistencia a las labores corres-
pondientes durante un día completo 
por parte del personal académico y 
administrativo, sin permiso o causa 
justificada;

c)	 Interrumpir o interferir indebidamen-
te en las actividades académicas, ad-
ministrativas o culturales;

d)	 Actuar con negligencia, descuido o 
sin tomar en cuenta las instrucciones 
de la hoja técnica en el manejo de 
equipo, instrumentos o material de 
trabajo o de enseñanza-aprendizaje, 
que ocasionare daños reparables a 
los mismos;

e)	 Vender objetos o mercancías para 
beneficio personal en horas laborales, 
dentro del recinto universitario;

f)	 Efectuar colectas obligatorias o exigir 
pronunciamientos o adhesiones de 
cualquier naturaleza;

g)	 Usar las instalaciones universitarias 
para vivienda o actividades no pro-
pias de la enseñanza, excepto las 
que sean destinadas para tal fin;
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h)	 Realizar las necesidades fisiológicas 
en lugares no destinados para tales 
fines; e

i)	 El incumplimiento por parte de los 
organismos o funcionarios de la Uni-
versidad, a la obligación establecida 
en el artículo 26 del presente Regla-
mento.

CAPÍTULO III
DE LAS SANCIONES

Resolución como asunto trascendental.
Artículo 14. Toda resolución definitiva 
de organismos colegiados que implique 
sanción por infracción grave, se consi-
derará como asunto trascendental en 
cuanto a la votación.

Sanciones aplicables por infracciones 
graves.
Artículo 15. Son sanciones aplicables 
conforme al presente Reglamento, para 
infracciones graves, las siguientes:

a)	 Remoción, cesación y destitución 
del cargo o funciones, cuando se 
trate de autoridades, miembros de 
organismos colegiados o de personal 
universitario, tanto académico como 
administrativo;

b)	 Suspensión temporal de seis meses 
a un año sin goce de sueldo, cuando 
se trate de personal académico o ad-
ministrativo. Esta sanción se impon-
drá en los casos que, en atención a 
lo establecido en el artículo 8 de este 
Reglamento y a juicio de la autoridad 
competente, pueda utilizarse como 
alternativa a la destitución; excepto 

en los casos que señala el artículo 57 
de la Ley Orgánica que deberán ser 
sancionados con destitución; y

c)	 Expulsión temporal de uno a tres 
años, si se trataré de estudiantes.

En caso de destitución, como sanción 
accesoria, el infractor perderá las 
prestaciones económicas que pudieren 
derivarse de la terminación de su 
relación laboral con la Universidad.

Definiciones de Sanciones aplicables 
por infracciones Graves.
Artículo 16. Las sanciones establecidas 
en el artículo anterior se aplicarán, 
según sea el caso de que se trate, en 
atención a las definiciones siguientes:

a)	 Remoción: Es la separación legal que 
se hace de un funcionario del cargo 
que está desempeñando en la Uni-
versidad, pero que no implica una 
ruptura o extinción total del vínculo 
jurídico laboral establecido entre él y 
la institución, ya que se le reubica en 
otro cargo administrativo y/o docen-
te, según el caso.

b)	 Cesación: Es el fin del desempeño 
del cargo de representante en los 
organismos colegiados, en virtud de 
una resolución legal, sin perjuicio del 
vínculo laboral y/o académico con la 
institución.

c)	 Destitución: Es la privación legal del 
cargo o empleo a un miembro del 
personal académico o administrativo 
de la Universidad, extinguiendo 
totalmente su vínculo laboral con la 
institución.

d)	 Suspensión: Existe suspensión cuan-
do, durante un período determinado 
y en virtud de una resolución legal-
mente adoptada, la relación laboral 
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existente entre un miembro del per-
sonal académico o administrativo y 
la Universidad deja de surtir efectos, 
en lo relativo al desempeño de las la-
bores por una parte y al pago de sa-
larios por la otra.

e)	 Expulsión Temporal: Es la decisión 
legalmente adoptada de suspender la 
relación académica de un estudiante 
con la Universidad, durante un 
período determinado que no podrá 
exceder de tres años académicos 
sucesivos ni ser inferior a uno; 
quedando el estudiante inhabilitado 
para matricularse en la Universidad 
durante ese período.

Sanciones aplicables por infracciones 
menos graves.
Artículo 17. Son sanciones aplicables 
conforme al presente Reglamento, para 
infracciones menos graves, las siguien-
tes:

a)	 Suspensión máxima de un mes sin 
goce de sueldo e inhabilitación hasta 
por dos años para ejercer funciones en 
organismos colegiados y desempeñar 
cargos de autoridades universitarias, 
si se tratare del personal académico 
o administrativo; y

b)	 Expulsión menor hasta de un ciclo, si 
se tratare de estudiantes.

Definiciones de sanciones aplicables por 
infracciones menos graves.
Artículo 18. Para la correcta aplicación 
de las sanciones a que se refiere el ar-
tículo anterior, se establecen las defini-
ciones siguientes:

a)	 Suspensión: Se entenderá tal como ha 
sido definida en el literal “d” del artí-
culo 16 del presente Reglamento.

b)	 Inhabilitación: Se entiende como la 
prohibición ordenada legalmente para 
que un estudiante o un miembro del 
personal académico o administrativo 
de la Universidad pueda ejercer 
funciones en organismos colegiados 
o desempeñar cargos de autoridad 
en la misma durante un período 
determinado.

c)	 Expulsión Menor: Es la decisión 
adoptada legalmente de suspender la 
relación académica de un estudiante 
con la Universidad, durante un perío-
do determinado que no podrá exce-
der de un ciclo académico; quedando 
el estudiante en ese período inhabi-
litado para asistir a las actividades 
académicas o inscribir asignaturas, 
según el caso.

Sanciones aplicables por infracciones 
leves
Artículo 19. La sanción aplicable con-
forme al presente Reglamento, para in-
fracciones leves, será la amonestación 
privada. Esta podrá ser verbal o escrita. 

Sanciones aplicables por infracciones 
leves.
Artículo19-A. En las infracciones con-
tra el patrimonio universitario serán 
consideradas las conductas fallidas o 
tentadas, las que serán sancionadas de 
conformidad con la gravedad de la in-
fracción, el cargo del responsable y del 
posible daño a causar, de la manera si-
guiente:

Si el posible daño a causar al patrimonio 
universitario es igual o superior a dos 
mil dólares, previo valúo de los bienes, 
se sancionará al responsable de la 
siguiente manera:
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1)	 Si es funcionario de la Universidad, 
con Suspensión hasta por seis meses 
sin goce de sueldo, en el ejercicio de 
su cargo;

2)	 Tratándose de docentes o profesio-
nales universitarios administrativos 
con suspensión hasta tres meses sin 
goce de sueldo, en el desempeño del 
cargo; y

3)	 Tratándose empleados administra-
tivos y de servicio, con suspensión 
hasta de treinta días en el ejercicio 
de su cargo. sin goce de sueldo.

Si el posible daño causado al patrimonio 
universitario es inferior a los dos mil 
dólares, previo valúo de los bienes, 
se sancionará a los responsables con 
la mitad de las sanciones citadas 
anteriormente; y además:

Si el posible daño al patrimonio univer-
sitario es causado por estudiantes acti-
vos, serán sancionados con expulsión 
de los recintos universitarios de la si-
guiente manera: 

1)	 Si el posible daño es igual o superior 
a los dos mil dólares, por un periodo 
no mayor de dos ciclos; y 

2)	 Si el posible daño es inferior de los 
dos mil dólares, por un periodo no 
mayor de un ciclo. (2)

Artículo19-B. Cuando al momento de 
resolver un expediente disciplinario en 
contra de un funcionario con cargo de 
Rector, Vicerrector, Decano, Vicedeca-
no, miembro de la Asamblea General 
Universitaria, Consejo Superior Univer-
sitario o Junta Directiva, por el cometi-
miento de infracciones graves o menos 
graves, y el periodo del mismo haya 
concluido, la sanción a imponer será la 
inhabilitación para poder participar en 
cargo de elección universitaria y en su 

caso, ejercer funciones en organismos 
colegiados, por un periodo no mayor 
de dos años, sin perjuicio de la repara-
ción del daño causado, cuando se trate 
de negligencia en el uso del patrimonio 
universitario, de conformidad con lo es-
tablecido en el artículo 21 de este regla-
mento. (2)

Otras sanciones accesorias.
Artículo 20. Además de las sanciones 
reguladas en los artículos 15, 17, 19, 
19-A y 19-B, del presente Reglamento, 
se impondrán las sanciones accesorias 
en los casos siguientes (2):

a)	 Los casos de inasistencia o incumpli-
miento de la jornada laboral regula-
dos en los artículos 11 literal “r”, 12 
literal “k”y 13 literales “a” y “b” del 
presente Reglamento, se sanciona-
rán accesoriamente reteniendo el 
doble del sueldo por el tiempo falta-
do, sin perjuicio de la aplicación de 
la sanción principal en el primero y 
segundo caso, por constituir éstos in-
fracciones grave y menos grave res-
pectivamente.

	 El procedimiento para aplicar los des-
cuentos señalados en el inciso ante-
rior, será el establecido en el artículo 
30 del presente Reglamento. 

b) En el caso de las infracciones regu-
ladas en el artículo 12 literal “e” de 
este Reglamento, como sanción ac-
cesoria, la autoridad competente 
podrá recomendar la participación 
del sancionado en un programa de 
orientación o rehabilitación cuyo 
cumplimiento podrá ser tomado en 
cuenta como atenuante en caso de 
reincidencia.

c) En el caso de infracciones graves, 
inhabilitación hasta por cuatro años 
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para ejercer funciones en organismo 
colegiados de gobierno y desempeñar 
cargos de autoridades universitarias, 
cuando sea pertinente. (1)

Obligación de reparar daños.
Artículo 21. Cuando se trate de las 
infracciones previstas en los literales “d” 
de los artículos 12 y 13, respectivamente, 
del presente Reglamento, las sanciones 
señaladas en este artículo se aplicarán 
sin perjuicio de la obligación, por parte 
del infractor, de reparar el daño causado 
al patrimonio de la Universidad.

En los dos casos a que se refiere el in-
ciso anterior, el organismo o funciona-
rio competente, en la misma resolución 
que decida sobre la responsabilidad ad-
ministrativa y patrimonial del infractor, 
determinará el plazo, modo y condición 
en que éste deberá pagar o reparar el 
daño causado al patrimonio de la Uni-
versidad.

CAPÍTULO IV
DE LAS AUTORIDADES 

COMPETENTES

Organismos y funcionarios competentes.
Artículo 22. Son competentes para 
imponer las sanciones previstas en el 
presente Reglamento:

a)	 Los Órganos de Gobierno de la Uni-
versidad, respecto de las infraccio-
nes previstas en sus correspondien-
tes Reglamentos Internos, cometidas 
por sus integrantes;

b)	 La Asamblea General Universita-
ria, cuando se trate de infracciones 

cometidas por funcionarios de su 
elección, el Consejo Superior Univer-
sitario o las Juntas Directivas de Fa-
cultad;

c)	 El consejo Superior Universitario, 
cuando se trate de infracciones co-
metidas por funcionarios de su nom-
bramiento o designación y en los 
casos de omisión señalados en el ar-
tículo siguiente;

d)	 El Rector, cuando se trate de infrac-
ciones cometidas por el personal ad-
ministrativo de su nombramiento;

e)	 Las Juntas Directivas de Facultad, 
cuando se trate de infracciones co-
metidas por los funcionarios o el per-
sonal de su nombramiento y por los 
estudiantes de su misma Facultad; y 

f)	 Los Decanos, cuando se trate de in-
fracciones cometidas por el personal 
administrativo de su nombramiento.

Las sanciones que se impusieren por 
infracciones graves, de las cuales no 
se apelare o se declarare inadmisible la 
apelación, deberán someterse a ratifica-
ción del Consejo Superior Universitario 
sin la cual no podrán ejecutarse, salvo 
las infracciones cuyo conocimiento co-
rresponda a la Asamblea General Uni-
versitaria.

Cuando un funcionario o miembro 
de los organismos de gobierno de la 
Universidad, tenga interés personal 
o directo en el asunto que según este 
artículo o el siguiente le corresponde 
conocer, deberá excusarse so pena 
de nulidad de la resolución o acuerdo 
adoptado, debiendo conocer en su lugar 
quien de conformidad a lo dispuesto en 
la Ley Orgánica y los reglamentos de la 
Universidad es el llamado a sustituirlo; 
todo sin perjuicio del Derecho de 
Recusación por la parte interesada. 
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Conocimiento en casos de omisión. 
Artículo 23. El Consejo Superior Uni-
versitario también conocerá de los ca-
sos que sean competencia de las au-
toridades a que se refieren los literales 
“d”, “e” y “f” del artículo anterior, cuando 
vencido el término regulado en el inci-
so primero del artículo 27 del presente 
Reglamento, éstas no emitan resolución 
ordenando la apertura del correspon-
diente informativo administrativo disci-
plinario o declarando sin lugar la aper-
tura del mismo.

En estos casos, el Consejo Superior Uni-
versitario, deberá emitir la resolución 
correspondiente dentro de los quince 
días siguientes a aquel en que tuvo co-
nocimiento de la omisión y procederá de 
la manera prevista en el artículo 27 del 
presente Reglamento. La resolución que 
emita imponiendo sanción no requerirá la 
ratificación a que se refiere los artículos 
22 inciso segundo y 33 este Reglamento. 

Conflictos de competencia.
Artículo 24. En caso de duda sobre cuál 
sea el organismo o funcionario compe-
tente para conocer de la infracción e im-
poner la sanción, la Asamblea General 
Universitaria dirimirá la competencia.

CAPÍTULO V
DEL PROCEDIMIENTO

Principio de Legalidad del informativo.
Artículo 25. La aplicación de sanciones 
de conformidad al presente Reglamento 
estará sujeta a la instrucción del corres-
pondiente informativo administrativo 
disciplinario, en el que deberá cumplirse 

el procedimiento establecido en las pre-
sentes disposiciones.

Obligación de dar aviso.
Artículo 26. Cualquier organismo, fun-
cionario o miembro de la Comunidad 
Universitaria que, directa o indirecta-
mente, tenga conocimiento de que se ha 
cometido algún hecho constitutivo de 
infracción, deberá dar aviso de palabra 
o por escrito a la autoridad competente, 
a fin de que ésta proceda a la apertura 
del informativo correspondiente. La au-
toridad competente podrá también pro-
ceder por denuncia o de oficio.

Procedimiento del informativo para 
infracciones graves y menos graves.
Artículo 27. Cuando se trate de infrac-
ciones graves o menos graves, dentro 
de los quince días siguientes a aquel en 
que tuvo conocimiento de su comisión, 
el organismo o funcionario competente 
deberá resolver ordenando la apertura 
del respectivo informativo administrati-
vo disciplinario o declarando la impro-
cedencia del mismo. En este último caso 
notificará lo resuelto a las partes y en el 
primer caso procederá conforme se dis-
pone a continuación: 

1°)	En el acuerdo de apertura del Infor-
mativo Administrativo Disciplinario, 
la autoridad competente ordenará al 
Fiscal General de la Universidad que 
en el término máximo de sesenta 
días, instruya el mismo, debiendo rea-
lizar todas las diligencias de investi-
gación necesarias para la depuración 
del mismo; instruyendo además por 
escrito y personalmente al presunto 
infractor de los cargos que se le atri-
buyeren para que, en el término de 
tres días después de notificado, haga 
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uso del derecho de defensa. El acuer-
do de apertura a que se refiere este 
ordinal deberá ser también notificado 
al Defensor de los Derechos Universi-
tarios y al Coordinador del Socorro Ju-
rídico de la Facultad de Jurisprudencia 
y Ciencias Sociales de la Universidad 
para los efectos de ley; (2)

2º)	Instruido que sea el informativo, la 
Fiscalía General, lo remitirá en origi-
nal a la autoridad competente, con el 
respectivo dictamen legal, dentro del 
plazo máximo de quince días; (2)

3º)	Dentro de los quince días siguien-
tes a la recepción del informativo, 
la autoridad competente, señalará 
día y hora para la celebración de la 
audiencia única en que resolverá ab-
solviendo o estableciendo la respon-
sabilidad del infractor e imponiendo 
la sanción correspondiente. La auto-
ridad competente resolverá con vista 
de autos, aunque para mejor proveer, 
podrá ordenar la comparecencia de 
testigos o la realización de cualquier 
otra diligencia en el desarrollo de la 
audiencia.

	 La prueba será valorada conforme a 
las reglas de la sana crítica;

4º)	La resolución o acuerdo razonado 
deberá notificarse por escrito, dentro 
de los tres días siguientes de proveído, 
al inculpado, al Fiscal General de 
la Universidad y al Defensor de los 
Derechos Universitarios, todo sin 
perjuicio de la obligación señalada 
en el artículo 35 de este Reglamento.

Régimen Especial.
Artículo 27-A. En los casos que el in-
fractor fuese el Tesorero de la Universi-
dad, el Tesorero de proyectos especiales, 
un Administrador Financiero, un Co-
lector, un Bodeguero o un miembro del 

Personal de Seguridad de la Universidad 
de El Salvador, como medida de buena 
administración, deberá la autoridad que 
conoce del caso, al acordar la Apertura 
del Informativo Administrativo Discipli-
nario, y ordenar el traslado del presunto 
responsable a otras funciones, sin me-
noscabo de sus derechos laborales. (2)

Informativos contra el Consejo Superior 
Universitario y Juntas Directivas de 
Facultad.
Artículo 28. En los casos de infraccio-
nes graves o menos graves cometidas 
por el Consejo Superior Universitario 
o las Juntas Directivas de Facultad, la 
Asamblea General Universitaria proce-
derá conforme se establece en el artícu-
lo anterior. 

En la instrucción del informativo, se 
deberá individualizar la responsabilidad 
de cada uno de los miembros del 
organismo infractor en atención a su 
participación en el acto administrativo 
constitutivo de infracción.

De manera accesoria a la sanción que se 
imponga, la Asamblea General Universi-
taria tomará las providencias necesarias 
para restituir los derechos que se hubie-
ren lesionado como consecuencia de la 
infracción. 

Procedimiento en caso de infracciones 
leves.
Artículo 29. Cuando se trate de infrac-
ciones leves, se procederá en la forma 
establecida en el inciso primero del ar-
tículo 27 de este Reglamento, y de con-
formidad a lo que se dispone a continua-
ción:

1°)	En la misma resolución, en que se 
decida instruir el informativo, el orga-
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nismo o funcionario competente se-
ñalará lugar, día y hora para celebrar 
una audiencia oral en la que se venti-
lará el asunto, emplazará al supuesto 
infractor, instruyéndole por escrito y 
personalmente de los cargos que se le 
atribuyeren, para que comparezca a 
manifestar su defensa y que presente 
sus pruebas de descargo; y citará ade-
más a cualquier persona que pueda 
aportar elementos probatorios. Para 
comparecer a la referida audiencia, el 
supuesto infractor, si lo desea, podrá 
pedir la asistencia de cualquiera de 
las personas que se mencionan en el 
artículo 5 del presente Reglamento;

2°)	De lo ocurrido en la audiencia se de-
jará constancia en acta. En ésta se 
hará mención de quienes comparez-
can y de quienes no lo hicieron si de-
bían; se consignará lo esencial de los 
alegatos de las partes y de las decla-
raciones de los testigos; y se relacio-
nará y agregará cualquier otro medio 
de prueba o documento presentado 
por las partes o recabado de oficio. 
Seguidamente, analizadas que hayan 
sido las pruebas y valoradas confor-
me a las reglas de la sana crítica, el 
organismo o funcionario que estu-
viere conociendo deberá decidir si 
sanciona o absuelve al supuesto in-
fractor. Si decidiere sancionarlo con 
amonestación verbal, la ejecutará en 
el acto; pero si la decisión fuere de 
amonestarlo por escrito, se procede-
rá conforme al ordinal 4° del artículo 
27 de este Reglamento.

Casos de inasistencia o de 
incumplimiento de la jornada laboral.
Artículo 30. Cuando la falta que se in-
vestiga sea de inasistencia o de incumpli-
miento de la jornada laboral, el organis-
mo o funcionario competente resolverá, 

aplicar el descuento del doble del tiempo 
faltado, después de haber constatado la 
falta en los registros que al efecto lleva-
rán los respectivos jefes y siempre que, 
oída la defensa del supuesto infractor, 
éste no sepa justificar su falta.

Conciliación.
Artículo 31. Cuando se trate de las in-
fracciones contempladas en el literal “t” 
del artículo 11 y literal “h” del artículo 
12 de este Reglamento, las partes invo-
lucradas podrán conciliar ante el Fiscal 
General de la Universidad o cualquiera 
de sus Delegados, quedando concluido 
el asunto con la firma de un acta que se 
levantará en el acto y que deberá con-
tener los términos y condiciones de la 
conciliación.

Si las partes no logran conciliar en los 
términos dichos en el inciso anterior, el 
organismo o funcionario competente 
procederá conforme a lo que se establece 
en los artículos 27 ó 29, según el caso.

Procedimientos en reglamentos internos.
Artículo 32. Los integrantes de los Ór-
ganos del Gobierno de La Universidad 
serán sancionados por las infracciones 
que cometan en el ejercicio de su fun-
ción, observando el procedimiento es-
tablecido en sus correspondientes Re-
glamentos Internos; los cuales deberán 
determinar claramente las acciones u 
omisiones constitutivas de infracción y 
garantizar, en todo caso, el derecho de 
defensa del supuesto infractor.

Ratificación de la resolución o acuerdo.
Artículo 33. Las resoluciones o acuer-
dos que de conformidad a las disposicio-
nes anteriores impusieren sanciones por 
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infracciones graves, notificadas que fue-
ren las partes y si ninguna de éstas inter-
pusiera recurso alguno, previo a su cum-
plimiento, deberán someterse dentro del 
plazo de quince días de dicha notifica-
ción, a la ratificación a que se refiere el 
inciso último del artículo 22 del presente 
Reglamento.

Si se tratare de sanciones impuestas por 
los Decanos en casos de infracciones 
graves, y el sancionado apelare la de-
cisión del Decano; si la resolución de la 
Junta Directiva de la respectiva Facultad 
fuere confirmando lo actuado por aquél, 
dicha resolución, para que pueda ejecu-
tarse, deberá someterse también a ratifi-
cación del Consejo Superior Universitario 
dentro del plazo de quince días después 
de su respectiva notificación. (2)

Procedimiento para la ratificación.
Artículo 34. Para efectos del artículo 
precedente, el organismo o funcionario 
resolutor remitirá en original el expe-
diente o informativo al Consejo Superior 
Universitario, quien procederá, con vista 
de autos y a más tardar dentro de quin-
ce días de recibido el mismo, a resolver 
sobre su ratificación o no, según fuere 
procedente, debiendo dentro de los cin-
co días siguientes, notificar lo resuelto 
al infractor y al organismo o funcionario 
respectivo para su cumplimiento y re-
mitir el expediente original a la Fiscalía 
General de la UES, para los efectos del 
artículo 48-A. (2)

Responsabilidad de la ejecución.
Artículo 35. La ejecución de los acuer-
dos o resoluciones tomados conforme a 
lo establecido en el presente Reglamen-
to, será responsabilidad del organismo 
o funcionario que conozca en primera 
instancia; quien además tendrá la obli-

gación de remitir una copia del acuerdo 
o resolución respectiva, dentro de los 
ocho días hábiles siguientes de emitida 
dicha resolución, al funcionario que lle-
vare el expediente académico o admi-
nistrativo del infractor. 

Casos no previstos.
Artículo 36. En todo lo no previsto en 
este Reglamento se resolverá de acuerdo 
a lo que establezca la Asamblea General 
Universitaria, a las reglas del Derecho 
Común, de la equidad y buen sentido.

CAPÍTULO VI
NULIDADES

Causas de nulidad.
Artículo 37. La resolución o acuerdo 
mediante el cual se sancione a cualquier 
miembro de la comunidad universitaria 
será nulo, y por tanto deberá revocarse, 
en cualquiera de los siguientes casos:

1°)	Cuando la acción u omisión cometida 
por el inculpado no constituya infrac-
ción, según se dispone en capítulo II 
de este Reglamento;}

2º)	Cuando la autoridad que impuso la 
sanción no sea la competente para 
conocer de ese caso;

3°)	Cuando la sanción se haya impuesto 
sin haber observado el procedimiento 
correspondiente según sea el tipo de 
infracción, tal como se dispone en 
este Reglamento;

4°)	Cuando en el procedimiento instruido 
no se haya respetado el derecho de 
audiencia y de defensa del supuesto 
infractor; y
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5°)	En los casos a que se refiere el 
inciso último del artículo 22 de este 
Reglamento.

Autoridad competente y forma de 
revocar.
Artículo 38. El acuerdo o resolución 
que aplique sanción y que adolezca de 
nulidad por cualquiera de las causas que 
señala el artículo anterior, deberá revo-
carse de oficio por la autoridad que la 
impuso; o por el Consejo Superior Uni-
versitario, en el procedimiento de ratifi-
cación regulado en los artículos 33 y 34 
de este Reglamento.

Dichos acuerdos o resoluciones también 
podrán revocarse a petición de parte, 
haciendo uso del recurso de apelación o 
de revisión según sea el caso.

Cuando la sanción impuesta sea dife-
rente a la que corresponde por el tipo de 
infracción de que se trata, el acuerdo o 
resolución que la contenga también de-
berá revocarse; debiendo la autoridad 
que la revoca, dictar la sanción correcta.

CAPÍTULO VII
DE LOS RECURSOS

Recurso de Apelación.
Artículo 39. Todas las resoluciones 
definitivas que impliquen sanción por 
infracciones graves o menos graves, 
admitirán recurso de apelación ante el 
organismo o funcionario competente 
de conformidad a lo dispuesto en el si-
guiente artículo, excepto las que sean 
impuestas por la Asamblea General Uni-
versitaria que admitirán sólo recurso de 
revisión ante dicho organismo.

Trámite de la apelación.
Artículo 40. El Recurso de Apelación 
se tramitará conforme se dispone a 
continuación:

1°)	Se interpondrá por escrito ante quien 
impuso la sanción el mismo día o 
dentro de los tres días siguientes de 
notificada la resolución impugnada;

2°)	En la siguiente sesión o en el día há-
bil siguiente a la presentación del re-
curso, según el caso, el organismo o 
funcionario receptor deberá resolver 
admitiéndolo o denegándolo. Si lo 
denegare, lo notificará así al apelan-
te, pudiendo éste hacer uso del Re-
curso de Hecho, conforme a lo dis-
puesto en el artículo siguiente;

3°)	El día hábil siguiente de admitido el 
recurso, el organismo o funcionario 
receptor dará cuenta del mismo y lo 
remitirá junto con el expediente o in-
formativo a su superior inmediato;

4°)	El organismo o funcionario que deba 
conocer del recurso correrá traslado 
sucesivamente al apelante y apela-
do por cinco días hábiles a cada uno 
para que expresen sus alegatos;

		 Si fuere la Asamblea General Uni-
versitaria, El Consejo Superior Uni-
versitario o una Junta Directiva de 
Facultad la que estuviere conocien-
do, podrá nombrar una comisión de 
su seno, formada por tres miembros, 
para que sea ésta la que corra el tras-
lado y tramite el recurso hasta dejar-
lo para resolver;

5°)	Si alguna de las partes, al contestar el 
traslado solicitare recepción a prue-
bas, se acordará así por el término de 
cinco días;

6°)	El quinto día hábil siguiente de trans-
currido el término del traslado del 
apelado o de transcurrido el térmi-
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no de prueba si hubiere tenido lugar, 
con lo que las partes contesten o en 
su rebeldía y con las pruebas aporta-
das en su caso, el funcionario com-
petente pronunciará resolución rati-
ficando, modificando, o revocando el 
acuerdo o resolución apelada.

	 Si fuere una comisión la que hubiere 
tramitado el recurso, en el plazo seña-
lado en el inciso anterior, remitirá el 
expediente con su respectivo dictamen 
al órgano que la nombró, para que sea 
éste el que resuelva en los quince días 
siguientes de recibido; (2) y

7°)	El organismo o funcionario que cono-
ciere en apelación notificará a las par-
tes lo resuelto y devolverá el expedien-
te al organismo o funcionario inferior 
para los efectos que señala el artículo 
35 del presente Reglamento.

Recurso de Hecho.
Artículo 41. Cuando cualquiera de las 
partes creyere habérsele denegado la 
apelación indebidamente, podrá recu-
rrir de hecho, en los tres días hábiles 
siguientes a la notificación, ante el or-
ganismo superior en grado que hubiere 
de conocer del mismo, y siendo admi-
sible éste, lo declarará así, requiriendo 
al organismo o funcionario respectivo 
para que le remita el expediente o infor-
mativo correspondiente a más tardar el 
día hábil siguiente de recibido el reque-
rimiento; el organismo competente pro-
cederá conforme a lo establecido en el 
artículo anterior. (2)

Competencia para conocer en apelación.

Artículo 42. Conocerán en apelación 
los organismos siguientes:

a)	 La Asamblea General Universitaria, 
de las resoluciones del Consejo Su-
perior Universitario;

b)	 El Consejo Superior Universitario, 
de las resoluciones de las Juntas 
Directivas de Facultad y del Rector;

c)	 Las Juntas Directivas de Facultad, 
de las resoluciones de su respectivo 
Decano; y

d)	 En circunstancias no previstas, conoce-
rá la Asamblea General Universitaria. 

Recurso de Revisión.
Artículo 43. Las resoluciones y acuer-
dos que impongan sanciones por in-
fracciones leves, admitirán recurso de 
revisión ante el mismo organismo o fun-
cionario sancionador; su interposición 
se hará por escrito el mismo día o el día 
hábil siguiente de notificado el interesa-
do del acuerdo o resolución respectiva, 
y de él resolverá con vista de autos den-
tro de los quince días siguientes.

En los recursos de revisión en que deba 
conocer la Asamblea General Universi-
taria y el Consejo Superior Universitario, 
el término para resolverlo será de quin-
ce días como máximo. (2)

CAPÍTULO VIII
DISPOSICIONES GENERALES Y 

TRANSITORIAS

Obligación de facilitar Información.
Artículo 44. En general todas las per-
sonas que ejerzan labores de dirección 
o administración en la Universidad es-
tán obligadas a permitir el acceso a sus 
dependencias u oficinas al Fiscal Ge-
neral de la Universidad o a sus Delega-
dos, a suministrarles a la mayor breve-
dad los informes que les requieran, así 
como a prestarles toda la colaboración 
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o auxilio que necesiten en los asuntos 
que conozcan de conformidad al pre-
sente Reglamento.

Prescripción de la acción.
Artículo 45. La acción para proceder 
a la investigación de los hechos que 
sanciona este reglamento, prescribirá en 
el plazo de un año para las infracciones 
leves, de dos años para las infracciones 
menos graves y de tres años para las 
infracciones graves, contados a partir 
de la fecha en que se cometió el hecho; 
para las infracciones fallidas o tentadas, 
estas prescribirán en el plazo de un año 
desde el día en que se realizó el último 
acto de ejecución.

En el caso de infracciones contra el 
patrimonio universitario, las acciones 
para la imposición de sanciones no 
prescribirán. (2)

Custodia del Expediente.
Artículo 46. Los expedientes que resul-
ten de la aplicación de este Reglamen-
to estarán bajo el cuidado del organis-
mo o funcionario competente para la 
imposición de las sanciones previstas. 
El organismo que ratifica o conoce en 
apelación deberá devolver el expediente 
original al organismo o funcionario que 
conoció en primera instancia.

Nombramiento de Notificador.
Artículo 47. Los organismos o funcio-
narios competentes para aplicar este 
Reglamento y la Fiscalía General de la 
Universidad, tendrán facultad para de-

signar a una o más personas para que 
desempeñen la función de notificador 
o notificadores en los respectivos infor-
mativos.

Informativos en Trámite.
Artículo 48. Los informativos discipli-
narios que se encuentren en trámite al 
entrar en vigencia en presente Regla-
mento, se seguirán ventilando conforme 
a las disposiciones del Régimen Discipli-
nario anterior.

Artículo 48-A. La Fiscalía General de la 
Universidad, llevará el registro de miem-
bros de la comunidad universitaria, que 
hayan sido sancionados disciplinaria-
mente según este reglamento, en el cual 
constará los datos de identificación de 
la persona, la infracción por la cual se 
le sancionó, fecha de haber cometido la 
infracción, la autoridad que la impuso, 
la fecha de la resolución y la pena im-
puesta.

Los funcionarios u organismos que 
impongan sanciones por infracciones 
menos graves y leves, a miembros de 
la comunidad universitaria, tendrán 
la obligación de remitir a la Fiscalía 
General de la UES, copia del acuerdo 
de la sanción definitiva impuesta y del 
acuerdo que declare su ejecución, para 
efectos de registro, en un plazo no 
mayor de ocho días. (2)

Vigencia.
Artículo 50. El presente Reglamento 
entrará en vigencia ocho días después 
de su publicación en el Diario Oficial.

DADO EN EL SALÓN DE SESIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL UNIVERSITARIA 
DE LA UNIVERSIDAD DE EL SALVADOR. Ciudad Universitaria, San Salvador, a 
los ocho días del junio de dos mil uno.
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Nota: El presente Reglamento fue publicado en el Diario Oficial No. 113, Tomo 351 
del 18 de junio de 2001.

REFORMAS: 

(1)	 ACUERDO N° 61/2005-2007 (IV), emitido por la Asamblea General Universitaria, 
el 6 de diciembre de 2006. Publicada en el Diario Oficial N° 38, Tomo N° 374 del 26 
de febrero de 2007.

(2)	 Acuerdo N°52/2011-2013 (XIII), emitido por la Asamblea General Universitaria, 
el 4 de mayo 2012. Publicada en el Diario Oficial Nº 152, Tomo Nº 396 del lunes 20 
de agosto de 2012.
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ESQUEMA DEL PROCEDIMIENTO
ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO

2.1 

Oficio

Infracciones graves 
y menos graves

Toma de acuerdo por 
autoridad competente, dentro 
de los 15 días siguientes del 
conocimiento de la presunta 

infracción (Artículo 27)

Apertura de 
Informativo 

Administrativo 
Disciplinario

Instruye al 
Fiscal General 
para que en 

el plazo de 60 
días realice la 
investigación

Remisión de 
Dictamen Legal de la 
Fiscalía en el plazo 

de 15 días, finalizada 
la instrucción

Recurso de Apelación (Artículo 39) 
ante autoridad que impuso la sanción, 
hasta 3 días de notificada la sanción

Toma de acuerdo de ejecución 
de la sanción. Artículo 35

Ratificación de la Sanción por el CSU 
(Infracciones Graves) Artículo 33 y 34

Audiencia 
Única

(Absolver/
Condenar)

Instruye al 
presunto 
infractor 

para que en 
el plazo de 3 

días, ejerza su 
defensa

Notificar a la 
Defensoría 
y al Socorro 
Jurídico de la 

Facultad JJCCSS

Declaratoria de 
Improcedencia

Apertura de Informativo 
Administrativo 
Disciplinario.

Señalándose lugar, día y hora 
para celebrar Audiencia Oral 

y se emplaza al presunto 
infractor (Artículo 29)

Declaratoria de 
Improcedencia

Petición de parte

Infracciones
leves

Toma de acuerdo por 
autoridad competente, dentro 
de los 15 días siguientes del 
conocimiento de la presunta 

infracción (Artículo 27)

OBLIGACIÓN DE
DAR AVISO

(Artículo 26)
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REGLAMENTO ESPECIAL DE LA DEFENSORÍA 
DE LOS DERECHOS DE LOS MIEMBROS DE
LA UNIVERSIDAD DE EL SALVADOR

3.

ACUERDO No. 80/2001-2003 (V)

LA ASAMBLEA GENERAL UNIVERSITARIA 
DE LA UNIVERSIDAD DE EL SALVADOR,

CONSIDERANDO:

I.	 Que la Constitución de la República 
en el artículo 1 reconoce al ser hu-
mano como el origen y fin del Esta-
do; por lo que la Universidad de El 
Salvador, en sus actuaciones, debe 
garantizar a los universitarios, el res-
peto a sus derechos y libertades fun-
damentales.

II.	 Que el artículo 62 de la Ley Orgáni-
ca de la Universidad de El Salvador, 
crea la existencia de la Defensoría de 
los Derechos de los Miembros de la 
Universidad, como organismo inde-
pendiente de los órganos y funciona-
rios de gobierno universitario, con el 
objeto de conocer de las violaciones 
de los derechos de los universitarios, 
garantizando la defensa o restaura-
ción de tales derechos.

III.	Que los Derechos Universitarios 
constituyen facultades y/o libertades 
que ameritan una protección espe-
cial ya que tienen una importancia 
trascendental para la consecución 
de los fines de la Institución; sien-
do necesario que la Defensoría de 
los Derechos de los Miembros de la 

Universidad cuente con un Regla-
mento Especial de funcionamiento 
y que contemple los procedimientos 
para su intervención en la defensa y 
garantía de los derechos de la pobla-
ción universitaria, como lo mandan 
la Ley Orgánica de la Universidad de 
El Salvador y su Reglamento General.

POR TANTO:

En uso de las atribuciones que le con-
fiere el artículo 19 literal “c” de la Ley 
Orgánica de la Universidad de El Salva-
dor, y solicitada la opinión del Consejo 
Superior Universitario, por 40 votos fa-
vorables 

ACUERDA emitir el siguiente:

REGLAMENTO 
ESPECIAL DE LA 

DEFENSORÍA DE LOS 
DERECHOS DE LOS 
MIEMBROS DE LA 
UNIVERSIDAD DE

EL SALVADOR
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CAPÍTULO I
DISPOSICIONES PRELIMINARES

Objeto del Reglamento.
Artículo 1. El objeto del presente 
Reglamento es regular la organización, 
funcionamiento y procedimiento para 
la intervención de la Defensoría de 
los Derechos de los Miembros de la 
Universidad de El Salvador.

En el presente Reglamento, cualquier 
alusión a personas, su calidad, cargo o 
función, expresada en género masculi-
no se entenderá igualmente en género 
femenino. 

Abreviaturas usadas.
Artículo 2. En presente Reglamento se 
utilizarán las siguientes abreviaturas:

a)	 La Universidad de El Salvador: “La 
Universidad” o “UES”;

b)	 La Defensoría de los Derechos de los 
Miembros de la Universidad de El 
Salvador: “La Defensoría”;

c)	 El Defensor de los Derechos 
Universitarios: “El Defensor”;

d)	 El Defensor Auxiliar de los Derechos 
Universitarios: “El Defensor Auxiliar”; 

e)	 La Ley Orgánica de la Universidad de 
El Salvador: “La Ley Orgánica”;

f)	 El Reglamento General de la Ley 
Orgánica de la Universidad de El 
Salvador: “El Reglamento General”; y

g)	 El Reglamento Disciplinario de la 
Universidad de El Salvador: “El 
Reglamento Disciplinario”. 

Derechos Universitarios. 
Artículo 3. Los derechos de los miem-
bros de la UES o de la comunidad uni-
versitaria, o simplemente los derechos 
universitarios, son las facultades reco-
nocidas a las personas en la Constitu-
ción de la República, el Derecho Inter-
nacional de los Derechos Humanos en 
lo aplicable, las leyes y los reglamentos 
universitarios.

Promoción y Protección.
Artículo 4. Son funciones básicas de 
la Defensoría, respecto de los derechos 
de los miembros de la UES o de la 
comunidad universitaria, las siguientes:

1)	 La promoción de los derechos.

	 Debe entenderse que comprende 
además de lo previsto en el Regla-
mento General, todas las acciones o 
intervenciones del Defensor y su per-
sonal, en beneficio del conocimiento, 
difusión e investigación situacional 
de los derechos y deberes de la Co-
munidad Universitaria; igualmente, 
en relación con el cumplimiento de 
las atribuciones u obligaciones de los 
órganos de gobierno de la UES que 
tengan relación o incidencia con ta-
les derechos.

2)	 La protección, defensa o tutela de los 
derechos.

	 Debe entenderse toda intervención 
del Defensor y su personal, contra 
actos u omisiones de las autoridades 
que presumiblemente lesionen o 
amenacen lesionar, los derechos 
o facultades de los miembros de la 
universidad.
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CAPÍTULO II
ESTRUCTURA ORGANIZATIVA

Y ATRIBUCIONES

Estructura organizativa.
Artículo 5. La estructura organizativa 
de la Defensoría la constituyen los 
siguientes funcionarios y empleados:

a)	 El Defensor de los Derechos Universi-
tarios;

b)	 El Defensor Auxiliar de los Derechos 
Universitarios;

c)	 Personal Profesional; y

d)	 Personal de apoyo administrativo.

De acuerdo a las necesidades de funcio-
namiento de la Defensoría, el Defensor, 
asignará al personal a su cargo, las fun-
ciones específicas que corresponda.

El Defensor Auxiliar y los miembros 
del personal profesional, podrán actuar 
como delegados del Defensor, por 
designación de éste. 

Atribuciones y deberes del Defensor.
Artículo 6. Son atribuciones y deberes 
del Defensor, los que le confiere la Ley 
Orgánica, el Reglamento General y las 
siguientes:

a)	 Garantizar la defensa de los derechos 
universitarios a través de asesoría ju-
rídica a los afectados por supuestas 
violaciones a sus derechos e interpo-
sición de peticiones o recursos admi-
nistrativos en su nombre o represen-
tación;

b)	 Garantizar la observancia del debido 
proceso en el caso de informativos 
disciplinarios instruidos contra su-

puestos responsables de violaciones 
al Reglamento Disciplinario, ya sea 
de oficio o a petición de parte o per-
sona interesada;

c)	 Garantizar la restauración de los 
derechos universitarios violados, a 
través de:

1-	 Peticiones de reconsideración o 
revisión de sanciones o afectacio-
nes comprobadas a los derechos 
universitarios; 

2-	 Interposición de avisos de violacio-
nes al Reglamento Disciplinario;

3-	 Interposición o gestión de buenos 
oficios; 

4-	 Emisión de opiniones o resolucio-
nes recomendatorias de acuerdo 
con su procedimiento de interven-
ción; 

5-	 Medidas de protección; 

6-	 Reflexiones públicas en el ámbi-
to universitario sobre violaciones 
comprobadas; y

7-	 Asesoría para la eventual interpo-
sición de recursos jurídicos cuan-
do se hayan agotado los recursos 
administrativos internos

8-	 Realizar actividades de difusión, 
capacitación e investigación so-
bre la situación de los derechos 
universitarios;

d)	 Asesorar a los estudiantes en las im-
pugnaciones a que se refiere el ar-
tículo 8 de la Ley Orgánica, cuando 
sea requerido;

e)	 Proponer reformas a los reglamen-
tos universitarios cuando considere 
que alguna disposición es o puede 
ser violatoria de los derechos de la 
comunidad universitaria, o proponer 
normas o reglamentos que puedan 
contribuir a una mejor protección de 
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los derechos de la comunidad uni-
versitaria; y

f)	 Proponer a la Rectoría el nombra-
miento y otras acciones respecto del 
Defensor Auxiliar y demás personal 
de la Defensoría.

Nombramiento y requisitos del Defensor 
Auxiliar.
Artículo 7. El Defensor Auxiliar será 
nombrado por el Rector de la Universidad 
a propuesta del Defensor. 

El Defensor lo seleccionará tomando 
como base los candidatos que se pre-
senten luego de una convocatoria públi-
ca en un medio de circulación universi-
tario. El Defensor Auxiliar durará en su 
cargo hasta que finalice el período para 
el que se ha elegido al titular de acuerdo 
con la Ley Orgánica. 

Los requisitos para ser Defensor Auxiliar 
serán los mismos que los requeridos 
para el Defensor titular, establecidos en 
el artículo 62 de la Ley Orgánica. 

Atribuciones y deberes del Defensor 
Auxiliar.
Artículo 8. Son atribuciones y deberes 
del Defensor Auxiliar, los siguientes:

a)	 Asistir al Defensor en la función de 
protección de los derechos universi-
tarios, dirigir el personal a su cargo y 
responder por el equipo de su ofici-
na;

b)	 Realizar todas las actividades de pro-
moción de los derechos universita-
rios que le encargue el Defensor;

c)	 Colaborar con el titular en la formula-
ción del plan de trabajo de la Unidad;

d)	 Coordinar el desarrollo de foros, con-
ferencias, seminarios y talleres sobre 

los derechos universitarios en todas 
las unidades académicas y adminis-
trativas de la Universidad;

e)	 Dar seguimiento a los procedimientos 
sobre infracciones al Reglamento 
Disciplinario que le encomiende el 
Defensor; y

f)	 Representar al Defensor cuando éste 
lo requiera.

Caso especial de sustitución.
Artículo 9. El Defensor Auxiliar susti-
tuirá al titular en caso de ausencia tem-
poral por enfermedad, cumplimiento de 
misión oficial, licencia u otra circunstan-
cia que legalmente impida su presencia 
en la Universidad. Si la ausencia fuere 
definitiva, el Defensor Auxiliar lo susti-
tuirá hasta que se elija al próximo titular, 
quien terminará el período del anterior.

En caso de ausencia de ambos funcio-
narios, se aplicará lo dispuesto en el ar-
tículo 82 de la Ley Orgánica.

CAPÍTULO III
PROCEDIMIENTO DE 

INTERVENCION DE LA 
DEFENSORIA

Sección Primera
Fundamento de la Intervención

 

Principios rectores de la intervención.
Artículo 10. Los principios que rigen la 
intervención del Defensor de los Dere-
chos Universitarios son los siguientes:
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a)	 Principio de Legalidad.

	 Implica que su actuación debe regirse 
estrictamente por lo que disponga la 
Constitución de la República, las leyes 
y los reglamentos universitarios;

b)	 Principio del Mínimo Formalismo.

	 Significa que las exigencias en térmi-
nos de formalidades o solemnidades 
del procedimiento se interpretarán 
en forma benigna a favor de las per-
sonas denunciantes, no así en cuan-
to a la actuación del Defensor y de 
las autoridades denunciadas;

c)	 Principio de Oficiosidad.

	 Es decir, que el Defensor buscará por 
todos los medios legales posibles 
investigar las presuntas violaciones 
a los derechos universitarios que le 
sean comunicados o advertidos has-
ta encontrar en lo posible, la verdad 
de lo sucedido, salvo que la parte 
afectada y la autoridad universitaria 
concilien sus intereses de conformi-
dad con la ley.

Actos u omisiones de autoridad.
Artículo 11. El Defensor garantizará la 
defensa o restauración de los derechos 
de los miembros de la UES o de la comu-
nidad universitaria, por actos u omisio-
nes de cualquier autoridad universitaria 
que los lesionen o amenacen lesionarlos. 

Esta normativa se aplicará a los trabaja-
dores, docentes o investigadores, estu-
diantes y funcionarios, así mismo a los 
profesionales no docentes graduados o 
incorporados, en asuntos directamente 
vinculados con la Institución.

Las actuaciones de los docentes e inves-
tigadores en el ejercicio de sus funcio-
nes, así como de los empleados o tra-
bajadores administrativos con cargos de 

dirección, se tomarán como actos de au-
toridad para efectos de esta normativa.

Sección Segunda
Procedimiento de Protección, 

Defensa o Tutela

Inicio del procedimiento y primeras 
providencias.
Artículo 12. El procedimiento de pro-
tección, defensa o tutela de los Dere-
chos Universitarios se iniciará por so-
licitud o denuncia del interesado; o de 
oficio cuando lo considere conveniente.

Una vez que el Defensor tenga conoci-
miento de una presunta violación e in-
dicios suficientes de la misma, emitirá 
una resolución razonada de apertura al 
procedimiento de investigación, la cual 
hará del conocimiento del denuncian-
te, por escrito, dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes.

En el mismo acto o dentro de las cua-
renta y ocho horas siguientes igual-
mente, dará a conocer por escrito esta 
supuesta violación a la autoridad res-
pectiva, notificándole que se ha iniciado 
un procedimiento de investigación y que 
cuenta con tres días a partir de ese mo-
mento para ofrecer una explicación de 
lo sucedido, recordándole además, su 
obligación de cooperar en el esclareci-
miento de los hechos. Si el denunciado 
es un organismo colegiado el plazo será 
de quince días. 

La comunicación al supuesto responsa-
ble de la presunta violación, se entre-
gará donde desarrolla sus labores nor-
malmente, tratándose de un organismo 
colegiado, la notificación se entregará 
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en la oficina de quien lo preside. Quien 
reciba la notificación deberá entregarla 
a quien corresponda a más tardar el si-
guiente día hábil, salvo caso fortuito o 
fuerza mayor, caso contrario se aplicará 
lo establecido en el artículo 13 literal “d” 
del Reglamento Disciplinario.

Derecho de respuesta del denunciado.
Artículo 13. Tratándose de funciona-
rios individuales, deberán responder lo 
pertinente en el plazo indicado en el ar-
tículo anterior.

En el caso de organismos colegiados, 
recibida la notificación por quien pre-
side, inmediatamente deberá introducir 
este punto en la propuesta de agenda 
correspondiente de la próxima reunión, 
en donde se discutirá con prioridad, de-
biendo tomarse una resolución, salvo 
causa justificada como falta de votación, 
o fuerza mayor. En este caso, el organis-
mo deberá considerar la solicitud nue-
vamente en la próxima reunión, con la 
prioridad debida, y así sucesivamente.

En la resolución del organismo, comi-
sionará al responsable de ejecutar sus 
acuerdos, o a cualquiera de sus integran-
tes, para que lo represente en el proce-
dimiento de investigación de la supuesta 
violación. La certificación del acuerdo le-
gitimará la personería del delegado.

Nombramiento de representante.
Artículo 14. El funcionario o autoridad 
denunciada podrá comparecer por sí 
mismo o nombrar para que lo represente 
a un Abogado, Licenciado en Ciencias 
Jurídicas o egresado de la carrera en 
Ciencias Jurídicas, salvo lo dispuesto en 
el inciso final del artículo 13 del presente 
Reglamento.

Efectos de la respuesta favorable. 
Artículo 15. Si el funcionario o la au-
toridad denunciada de la supuesta vio-
lación de un derecho, responde en el 
sentido que ha restablecido el derecho 
o ha rectificado su actuación, dentro del 
plazo señalado en el artículo 12 del pre-
sente Reglamento; el Defensor ordena-
rá el archivo de la investigación con la 
anuencia por escrito del denunciante, o 
aún sin ésta, si a su juicio el derecho su-
puestamente violado se ha resguardado.

Efectos de la respuesta desfavorable o 
negativa, y audiencia conciliatoria.
Artículo 16. Con la respuesta por escri-
to de la autoridad o funcionario denun-
ciado en sentido negativo o desfavora-
ble, o acta levantada en la institución en 
tal sentido, el Defensor, a solicitud del 
presunto responsable, presunta víctima 
o a iniciativa propia, podrá convocar a 
una audiencia conciliatoria o de aveni-
miento dentro del plazo de ocho días, 
siempre que proceda legalmente, y fa-
vorezca a los intereses del denunciante.

En el desarrollo de la audiencia, el De-
fensor podrá sugerir soluciones al dife-
rendo, siempre y cuando no contraríen 
el orden jurídico universitario y no lesio-
nen los derechos de la persona afectada. 
Un acta recogerá la síntesis de lo expues-
to y de los resultados alcanzados, que 
firmará el Defensor y los participantes si 
lo desean. Si no se presentare alguno de 
los citados a la audiencia conciliatoria o 
no se alcanzaren acuerdos, el Defensor 
emitirá una resolución señalando que se 
continuará con la investigación.

A juicio del Defensor se podrá intentar 
una nueva conciliación o avenimiento 
en el curso del procedimiento, pero 
antes de la resolución final.
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Si la autoridad o funcionario denunciado 
no contestare sobre la denuncia recibida, 
el Defensor asumirá como cierto para 
efectos del procedimiento el hecho 
denunciado, salvo prueba en contrario, 
y emitirá resolución señalando que 
continuará la investigación. 

Incumplimiento del resultado de la 
conciliación.
Artículo 17. El resultado del aveni-
miento o conciliación, es obligatorio 
para ambas partes y el Defensor velará 
por su cumplimiento. Los acuerdos de-
berán cumplirse en un plazo de quince 
días, de lo contrario el Defensor emitirá 
resolución para continuar con el proce-
dimiento de investigación.

Investigación.
Artículo 18. Si no se alcanzare una so-
lución conciliatoria o esta fuere impro-
cedente, el Defensor investigará el caso 
por un período máximo de treinta días.

Sin embargo, si la naturaleza o comple-
jidad de la violación lo amerita, el De-
fensor decidirá discrecionalmente que la 
investigación se prolongue por más tiem-
po, sin sobrepasar nunca los seis meses. 

Pruebas.
Artículo 19. Durante la investigación, 
el Defensor podrá interrogar a testigos, 
oir explicaciones de las partes involu-
cradas, revisar documentos, realizar 
inspecciones o recoger cualquier ele-
mento de prueba que lo conduzca a des-
cubrir la verdad de lo acontecido.

La autoridad denunciada o su represen-
tante, lo mismo que el denunciante, po-
drán estar presentes en toda la actividad 
probatoria si lo desean y es pertinente a 

juicio del Defensor, para cuyo efecto se les 
comunicará la hora y día de la actividad. 

Obligación de cooperación o 
colaboración. 
Artículo 20. De conformidad con la Ley 
Orgánica, las autoridades universitarias 
tienen la obligación de cooperar o cola-
borar con el Defensor, en toda solicitud 
o petición que les haga para esclarecer 
o alcanzar la verdad sobre una supuesta 
violación a un derecho universitario. 

Si el Defensor no recibe la colaboración 
requerida comunicará esta situación a 
la autoridad u organismo superior com-
petente y al denunciado, haciéndole la 
observación de que tal omisión podría 
constituir una infracción al Reglamento 
Disciplinario. 

La autoridad superior resolverá con 
prioridad sobre la colaboración pedida, 
y solicitará explicaciones a la autoridad 
denunciada por su alegada falta de cola-
boración o cooperación con el Defensor. 

Si la autoridad u organismo superior es 
un órgano colegiado, será quien lo pre-
side, o la Junta Directiva en el caso de la 
AGU, quien deberá acordar la colabora-
ción requerida, e informará en la próxi-
ma reunión sobre lo acontecido.

Resolución o Recomendación.
Artículo 21. El Defensor pronunciará 
una resolución dentro de los quince días 
de concluida la investigación. 

Si la resolución estableciese la violación, 
contendrá por lo menos lo siguiente:

a)	 El nombre del denunciante y de la 
autoridad denunciada;

b)	 Síntesis de la denuncia o del hecho 
violatorio;
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c)	 Los elementos de prueba recogidos;

d)	 Valoración de las pruebas conforme a 
la sana crítica, incluyendo la aprecia-
ción del conocimiento y voluntad del 
denunciado en la comisión u omisión 
del acto; la posibilidad o no de com-
portarse diferentemente o incidencia 
de error inevitable o de derecho;

e)	 Las medidas de protección que 
fueren necesarias para salvaguardar 
los derechos de la persona afectada;

f)	 Las recomendaciones para remediar 
el daño sufrido por la víctima; y

g)	 Solicitud de apertura de procedimiento 
administrativo-disciplinario ante el 
organismo competente contra el o 
los responsables si fuere procedente, 
o contra el denunciante si la denuncia 
hubiere sido falsa o infundada.

Si el Defensor no comprobare la viola-
ción denunciada, además de lo estable-
cido en los literales “a”, “b”, “c” y “d”, del 
presente artículo, exonerará expresa-
mente al denunciado.

Sección Tercera
Actos posteriores a la resolución y 

otras facultades del Defensor

Obligación de cumplir con las 
resoluciones del Defensor.
Artículo 22. La resolución o recomen-
dación estableciendo la responsabilidad 
por violación de derechos, generará una 
obligación de cumplimiento.

El Defensor esperará un período máximo 
de treinta días para comprobar si su re-

comendación se ha cumplido o no, o si 
existe una justificación para no hacerlo.

Si a pesar de lo anterior la autoridad res-
ponsable no cumple con la recomenda-
ción injustificadamente, incurrirá en una 
falta disciplinaria por lo que el Defensor 
dará cuenta a su superior jerárquico, 
quien podrá abrirle expediente adminis-
trativo disciplinario de acuerdo con la 
ley, debiendo informar a la Defensoría 
razonadamente, sobre lo resuelto, en un 
plazo de quince días, y de treinta, si se 
tratare de un órgano colegiado.

El Defensor deberá realizar todas las 
gestiones necesarias para que el infrac-
tor cumpla con su recomendación, in-
clusive una exhortación privada o públi-
ca al responsable.

Para la exhortación pública utilizará un 
medio de comunicación de la Universi-
dad, cuyo director tendrá la obligación 
de publicarla en el menor tiempo posible 
y tal como la emita el Defensor.

Revisión.
Artículo 23. Las resoluciones del De-
fensor en el curso del procedimiento de 
la investigación podrán ser revisadas 
por él mismo en cualquier momento; o 
en un plazo de ocho días, cuando así lo 
solicite fundadamente la persona o au-
toridad inconforme con la misma.

Las resoluciones o recomendaciones 
finales emitidas de acuerdo con el 
artículo 21 del presente reglamento, 
podrán igualmente ser revisadas por 
el Defensor en cualquier momento; o 
cuando lo solicite fundamentadamente 
el interesado o la autoridad inconforme 
con la misma.
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Si la revisión fuera favorable a la 
autoridad encontrada responsable, 
emitirá una resolución rectificando su 
actuación, cuya síntesis publicará o 
difundirá en un medio de comunicación 
universitario, igualmente lo comunicará 
al solicitante y a su superior jerárquico 
si procede.

Medidas de protección.
Artículo 24. En cualquier momento del 
procedimiento y en su resolución final, 
el Defensor podrá disponer medidas de 
protección para la comunidad universi-
taria o la persona supuestamente afec-
tada con el objeto de evitarle cualquier 
daño irreparable o de difícil reparación. 

La autoridad denunciada o cualquier 
otra autoridad universitaria, tendrá la 
obligación de respetar tales medidas 
y de colaborar para que las mismas 
se cumplan eficazmente, salvo fuerza 
mayor o caso fortuito, que el Defensor 
ponderará.

Buenos Oficios.
Artículo 25. En caso de conflicto entre 
órganos de gobierno y/o sectores de la 
comunidad universitaria, que afecten el 
normal funcionamiento de la universi-
dad o alguna de sus unidades, el Defen-
sor deberá interponer sus buenos oficios 
para lograr su solución. Las partes debe-
rán aceptar su intervención y actuar de 
buena fe y cumplir con los acuerdos que 
alcancen.

Luego de una audiencia convocada por 
el Defensor, en donde los participantes 
expondrán sus puntos de vista, se 
recogerán los acuerdos en una acta 
que firmarán las partes y el Titular de la 
Defensoría o sus delegados.

CAPÍTULO IV
DISPOSICIONES FINALES

Plazos.
Artículo 26. Los plazos de actuación 
de la Defensoría se contarán en días 
hábiles.

Nombramiento de delegados.
Artículo 27. El Defensor podrá nom-
brar delegados para que en su nombre 
y representación, conozcan de viola-
ciones a los derechos universitarios, los 
instruyan o investiguen. Estos deberán 
ser miembros del personal de la Defen-
soría. 

La resolución final solamente la podrá 
dictar el Defensor o en su defecto el 
Defensor Auxiliar, la cual calzará con su 
firma y el sello de la Defensoría. 

Aplicación Supletoria.
Artículo 28. En todo lo no previsto en 
el presente Reglamento, el Defensor 
aplicará supletoriamente normas que 
regulan procedimientos similares, las 
reglas del derecho común, la equidad y 
el buen sentido

Denuncias por hechos anteriores al 
nombramiento del primer Defensor.
Artículo 29. El Defensor solamente 
conocerá denuncias de supuestas viola-
ciones a los derechos universitarios por 
hechos u omisiones acaecidas a partir 
del diez de noviembre del año dos mil, 
fecha de juramentación y toma de pose-
sión del primer titular del cargo.
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Sin embargo discrecionalmente aceptará 
denuncias por supuestas violaciones 
acaecidas anteriormente a esa fecha, si 
el denunciante prueba que ha solicitado 
de buena fe e infructuosamente ante la 
autoridad competente la garantización 
del derecho violado, que los efectos 
dañosos del acto aún se manifiestan y 
todavía es posible su reparación.

Informe anual.
Artículo 30. En su informe anual a la 
Asamblea General Universitaria el De-
fensor establecerá el estado de los de-
rechos universitarios, incluyendo si 
procede, un análisis de las prácticas ins-
titucionales que los violan o puedan vio-
larlos, o de las disposiciones legales que 
a su juicio deberían aprobarse o refor-
marse, para su efectiva garantización. 

Igualmente señalará el número de los 
casos investigados en el año por su-
puestas violaciones, las autoridades 
denunciadas, las resoluciones de res-
ponsabilidad o exoneración emitidas, 
las conciliaciones o avenimientos al-
canzados, y las denuncias archivadas 
o no aceptadas. También detallará el 
cumplimiento o no de sus resoluciones 
o recomendaciones; de los acuerdos de 
avenimiento o conciliación; las exhorta-
ciones privadas y públicas dictadas; y las 

actividades de promoción de los dere-
chos universitarios realizadas en el año.

Este informe lo podrá hacer en el tiempo 
que señala el artículo 21 literal “l”, del 
Reglamento General, o discrecional-
mente en los primeros tres meses del 
año siguiente objeto del reporte o infor-
me; pudiendo además, convocar a la co-
munidad universitaria a que lo escuche 
y le haga observaciones si lo desea.

El informe será publicado y difundido 
de acuerdo con las posibilidades insti-
tucionales.

Providencias para nombramiento del 
personal.
Artículo 31. Los nombramientos o 
contrataciones del Defensor Auxiliar 
y demás personal de la Defensoría, se 
hará al proveer la Universidad los recur-
sos financieros para el pago de salarios 
y prestaciones; y para los años subsi-
guientes, será incorporada la provisión 
de dichos recursos en el presupuesto 
universitario.

Vigencia
Artículo 32. El presente reglamento 
entrará en vigencia ocho días después 
de su publicación en el Diario Oficial.

DADO EN EL SALÓN DE SESIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL UNIVERSITARIA, 
Ciudad Universitaria, San Salvador, a los nueve días del mes de mayo del 
año dos mil tres.
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PROCEDIMIENTO DE INTERVENCIÓN DE LA 
DEFENSORÍA DE LOS DERECHOS UNIVERSITARIOS
(Artículo 12 del Reglamento Especial de la Defensoría)

De oficio

ADMISIÓNDENUNCIA
Artículo 12

AUTO DE 
ARCHIVO

NOTIFICACIÓN
Artículo 12 inc.

2 plazo de
48 horas

PERÍODO DE 
PRUEBAS.

Arts. 19 y 20

RESPUESTA Artículo 12 
inc.4. 3 días para personas 
y 15 días para organismos 

colegiados

Verificación del cumplimiento 
del acuerdo en un plazo de

15 días. Artículo17

SE LLEGÓ A ACUERDO:
Se hace constar en acta.

Artículo 16 inc. 2

NO SE LLEGÓ A ACUERDO

DESFAVORABLE: 
Respuesta insatisfactoria o 
Aceptación de los hechos. 

Artículo 16 inc. 1

PERÍODO DE 
INVESTIGACIÓN

Plazo ordinario:30 días
Plazo extraordinario: 5 

meses más si a discreción de 
la Defensora el caso por su 

complejidad lo amerita

RESOLUCIÓN
Dicha resolución admite 
recurso de revisión en un 

plazo de 8 días, luego de la 
notificación.

Se recomienda leer el 
Artículo 23 del REDDU

CONCILIACIÓN: Se 
convoca en un plazo

de 8 días. Arts. 16 y 17

FAVORABLE: Rectificar la 
Acutación. Artículo 15

DENUNCIADO DENUNCIANTE

A petición
de parte

3.1 
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LEY DE
ÉTICA GUBERNAMENTAL4.

DECRETO Nº 873

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA 
REPUBLICA DE EL SALVADOR, 

CONSIDERANDO:

I.	 Que por medio de Decreto Legislativo 
Nº 1038 de fecha 27de abril de 2006, 
publicado en el Diario Oficial Nº 90, 
Tomo Nº 371, de fecha 18 de mayo 
de 2006, se aprobó la Ley de Ética 
Gubernamental, cuya vigencia data 
desde el 1 de julio de 2006.

II.	 Que la Ley de Ética Gubernamen-
tal ha sido dictada para dar cumpli-
miento, entre otras, al artículo 1 de 
la Constitución, la Convención Inte-
ramericana contra la Corrupción, a la 
Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción, y al Tratado 
Marco de Seguridad Democrática en 
Centro América.

III.	Que establecer un adecuado régimen 
de ética gubernamental, es funda-
mental para el desarrollo de la insti-
tucionalidad democrática del país, la 
correcta administración del patrimo-
nio público, el combate a la corrup-
ción y la eficiencia de la administra-
ción pública.

IV.	Que la Ley de Ética Gubernamental 
vigente requiere de una reforma in-

tegral, a fin de fortalecer el Tribunal 
de Ética Gubernamental y su eficacia 
en la prevención y sanción de las ac-
ciones contrarias a la ética pública.

POR TANTO,

en uso de sus facultades constitucio-
nales y a iniciativa de los Diputados: 
Francisco Roberto Lorenzana Durán, 
José Antonio Almendáriz Rivas, Federi-
co Guillermo Avila Qüehl, Blanca Noemí 
Coto Estrada, Norma Fidelia Guevara de 
Ramirios, Germán Gregorio Linares Her-
nández, Douglas Leonardo Mejía Avilés, 
Erik Mira Bonilla, José Margarito Nolas-
co Díaz, Orestes Fredesman Ortez An-
drade, María Margarita Velado Puentes y 
Francisco José Zablah Safie y con el apo-
yo de los Diputados: Ciro Cruz Zepeda 
Peña, Guillermo Antonio Gallegos Na-
varrete, Alberto Armando Romero Ro-
dríguez, Lorena Guadalupe Peña Men-
doza, Cesar Humberto García Aguilera, 
Elizardo González Lovo, Roberto José 
d’Aubuisson Munguía, Irma Lourdes 
Palacios Vásquez, Héctor Antonio Ace-
vedo Moreno, Miguel Elias Ahues Karra, 
Ernesto Antonio Angulo Milla, Lucia del 
Carmen Ayala de León, Eduardo Enri-
que Barrientos Zepeda, Yohalmo Ed-
mundo Cabrera Chacón, Carmen Elena 
Calderón Sol de Escalón, Erick Ernesto 
Campos, Félix Agreda Chachagua, Darío 
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Alejandro Chicas Argueta, Norma Cristi-
na Cornejo Amaya, José Alvaro Cornejo 
Mena, Carlos Cortez Hernández, Luis 
Alberto Corvera Rivas, Santos Eduviges 
Crespo Chávez, Nery Arely Díaz de Rive-
ra, Antonio Echeverría Veliz, Margarita 
Escobar, Emma Julia Fabián Hernández, 
Carmen Elena Figueroa Rodríguez, San-
tiago Flores Alfaro, José Rinaldo Gar-
zona Villeda, Eduardo Antonio Gomar 
Morán, José Nelson Guardado Menjívar, 
Iris Marisol Guerra Henríquez, Jaime 
Ricardo Handal Samayoa, Rafael Anto-
nio Jarquín Larios, Benito Antonio Lara 
Fernández, Reynaldo Antonio López 
Cardoza, Osmín López Escalante, Hor-
tensia Margarita López Quintana, Mario 
Marroquín Mejía, Segundo Alejandro 
Dagoberto Marroquín, Ana Guadalupe 
Martínez Menéndez, Guillermo Fran-
cisco Mata Bennett, Misael Mejía Mejía, 
Alexander Higinio Melchor López, Juan 
Carlos Mendoza Portillo, Manuel Vi-
cente Menjivar Esquivel, Edgar Alfonso 
Montoya Martínez, Rafael Ricardo Mo-
ran Tobar, Oscar Ernesto Novoa Ayala, 
Guillermo Antonio Olivo Méndez, María 
Irma Elizabeth Orellana Osorio, Rubén 
Orellana, Rafael Eduardo Paz Velis, Gas-
par Armando Portillo Benítez, Zoila Bea-
triz Quijada Solís, Cesar René Florentín 
Reyes Dheming, David Ernesto Reyes 
Molina, Dolores Alberto Rivas Eche-
verría, Gilberto Rivera Mejía, Mauricio 
Ernesto Rodríguez, Abilio Orestes Ro-
dríguez Menjívar, David Rodríguez Rive-
ra, Sonia Margarita Rodríguez Sigüen-
za, Ana Silvia Romero Vargas, Rodrigo 
Samayoa Rivas, Karina Ivette Sosa de 
Lara, Manuel Rigoberto Soto Lazo, Jai-
me Gilberto Valdez Hernández, Ramón 
Arístides Valencia Arana, Mario Eduar-
do Valiente Ortiz y Guadalupe Antonio 
Vásquez Martínez. 

DECRETA la siguiente:

LEY DE ÉTICA 
GUBERNAMENTAL

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES Y 

DEFINICIONES

Objeto de la Ley.
Artículo 1. La presente Ley tiene por 
objeto normar y promover el desempeño 
ético en la función pública del Estado 
y del Municipio, prevenir y detectar 
las prácticas corruptas y sancionar los 
actos contrarios a los deberes y las 
prohibiciones éticas establecidas en la 
misma.

Ámbito de Aplicación.
Artículo 2. Esta Ley se aplica a todos 
los servidores públicos, permanentes o 
temporales, remunerados o ad-hono-
rem, que ejerzan su cargo por elección, 
nombramiento o contrato, que presten 
servicio en la administración pública, 
dentro o fuera del territorio nacional. 

Asimismo, quedan sujetos a esta Ley en 
lo que fuere aplicable, las demás per-
sonas que, sin ser servidores públicos, 
administren bienes o manejen fondos 
públicos.

También están sujetos los ex servidores 
públicos por las transgresiones a esta 
Ley que hubieren cometido en el des-
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empeño de su función pública; o por las 
violaciones a las prohibiciones éticas a 
que se refieren el artículo 7 de la pre-
sente Ley.

Definiciones.
Artículo 3. Para los efectos de esta ley 
se entiende por:

a) 	Función Pública. Toda actividad tem-
poral o permanente, remunerada o 
ad-honorem, realizada por una per-
sona natural en nombre del Estado, 
al servicio de éste, o de sus entida-
des en cualquiera de sus niveles je-
rárquicos.

b) Funcionario Público. Persona natural 
que presta temporal o permanente-
mente servicios dentro de la admi-
nistración pública, con facultad para 
tomar decisiones dentro de las atri-
buciones de su cargo.

c) Empleado Público. Persona natural que 
presta temporal o permanentemente 
servicios dentro de la administración 
pública y que actúan por orden o 
delegación del funcionario o superior 
jerárquico, dentro de las facultades 
establecidas en su cargo.

d) Servidor Público. Persona natural que 
presta temporal o permanentemente 
servicios dentro de la administración 
pública.

e) Fondos Públicos. Son los provenientes 
de la hacienda pública o municipal 
que se utilizan para el cumplimiento 
de funciones, finalidades, potestades 
o actividades de naturaleza pública.

f) Corrupción. es el abuso del cargo y de 
los bienes públicos, cometidos por 
servidor público, por acción u omi-
sión, para la obtención de un benefi-
cio económico o de otra índole, para 
sí o a favor de un tercero.

g)	 Particular. Persona natural o jurídica 
que carece de vinculación laboral 
con la administración pública a quien 
ésta le presta servicios.

h)	 Bienes. Activos de cualquier tipo, 
muebles o inmuebles, tangibles o in-
tangibles.

i)	 Administración Pública. Se entiende 
comprendidos los Órganos Legisla-
tivo, Ejecutivo y Judicial, las institu-
ciones oficiales autónomas y descon-
centradas, las municipalidades y las 
demás instituciones del Estado.

j) 	 Conflicto de intereses. Son aquellas 
situaciones en que el interés per-
sonal del servidor público o sus pa-
rientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad y segundo de afini-
dad, entran en pugna con el interés 
público.

CAPÍTULO II
NORMAS ÉTICAS

Principios, deberes
y prohibiciones éticas.

Principios de la Ética Pública.

Artículo 4. La actuación de las personas 
sujetas a esta Ley deberá regirse por los 
siguientes principios de la ética pública:

a) Supremacía del Interés Público.

	 Anteponer siempre el interés público 
sobre el interés privado.
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b) 	Probidad.

	 Actuar con integridad, rectitud y 
honradez.

c) 	Igualdad.

	 Tratar a todas las personas por igual 
en condiciones similares.

d) 	Imparcialidad.

	 Proceder con objetividad en el ejerci-
cio de la función pública.

e)	 Justicia.

	 Dar a cada quien lo que le correspon-
de, según derecho y razón.

f)	 Transparencia.

	 Actuar de manera accesible para que 
toda persona natural o jurídica, que 
tenga interés legítimo, pueda conocer 
si las actuaciones del servidor público 
son apegadas a la ley, a la eficiencia, 
a la eficacia y a la responsabilidad.

g)	 Responsabilidad.

	 Cumplir con diligencia las obligacio-
nes del cargo o empleo público.

h)	 Legalidad.

	 Actuar con apego a la Constitución y 
a las leyes dentro del marco de sus 
atribuciones.

i)	 Lealtad.

	 Actuar con fidelidad a los fines del 
Estado y a los de la institución en que 
se desempeña.

j)	 Decoro.

	 Guardar las reglas de urbanidad, 
respeto y buena educación en el 
ejercicio de la función pública.

k) 	Eficiencia.

	 Cumplir los objetivos institucionales 
al menor costo posible.

l) 	 Eficacia.

	 Utilizar los recursos del Estado de 
manera adecuada para el cumpli-
miento de los fines institucionales.

m) Rendición de cuentas.

	 Rendir cuentas de la gestión pública a 
la autoridad competente y al público.

Deberes Éticos
Artículo 5. Toda persona sujeta a esta 
Ley debe cumplir los siguientes deberes 
éticos:

a) Utilizar los bienes, fondos, recursos 
públicos o servicios contratados úni-
camente para el cumplimiento de los 
fines institucionales para los cuales 
están destinados.

b) Denunciar ante el Tribunal de 
Ética Gubernamental o ante la 
Comisión de Ética Gubernamental 
respectiva, las supuestas violaciones 
a los deberes o prohibiciones éticas 
contenidas en esta Ley, de las que 
tuviere conocimiento en el ejercicio 
de su función pública.

c) Excusarse de intervenir o participar 
en asuntos en los cuales él, su cón-
yuge, conviviente, parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad 
o segundo de afinidad o socio, ten-
gan algún conflicto de interés.

Prohibiciones Éticas.
Artículo 6. Son prohibiciones éticas 
para las personas sujetas a esta Ley:

a) Solicitar o aceptar, directamente o 
por interpósita persona, cualquier 
bien o servicio de valor económico o 
beneficio adicional a los que percibe 
por el desempeño de sus labores, por 
hacer, apresurar, retardar o dejar de 
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hacer tareas o trámites relativos a 
sus funciones. 

b) Solicitar o aceptar, directamente o 
por interpósita persona, cualquier 
bien o servicio de valor económico o 
beneficio adicional a los que percibe 
por el desempeño de sus labores, 
para hacer valer su influencia en 
razón del cargo que ocupa ante 
otra persona sujeta a la aplicación 
de esta Ley, con la finalidad de que 
éste haga, apresure, retarde o deje 
de hacer tareas o trámites relativos a 
sus funciones.

c) Percibir más de una remuneración 
proveniente del presupuesto del 
Estado, cuando las labores deban 
ejercerse en el mismo horario, 
excepto las que expresamente 
permita el ordenamiento jurídico.

d) 	Desempeñar simultáneamente dos 
o más cargos o empleos en el sector 
público que fueren incompatibles 
entre sí por prohibición expresa de 
la normativa aplicable, por coincidir 
en las horas de trabajo o porque 
vaya en contra de los intereses 
institucionales.

e) 	Realizar actividades privadas durante 
la jornada ordinaria de trabajo, salvo 
las permitidas por la ley. 

f) 	 Exigir o solicitar a los subordinados 
que empleen el tiempo ordinario de 
labores para que realicen actividades 
que no sean las que se les requiera 
para el cumplimiento de los fines 
institucionales.

g) 	Aceptar o mantener un empleo, re-
laciones contractuales o responsa-
bilidades en el sector privado, que 
menoscaben la imparcialidad o pro-
voquen un conflicto de interés en el 
desempeño de su función pública.

h) 	Nombrar, contratar, promover o as-
cender en la entidad pública que 
preside o donde ejerce autoridad, a 
su cónyuge, conviviente, parientes 
dentro del cuarto grado de consan-
guinidad o segundo de afinidad o 
socio, excepto los casos permitidos 
por la ley.

i) 	 Retardar sin motivo legal la presta-
ción de los servicios, trámites o pro-
cedimientos administrativos que le 
corresponden según sus funciones. 
Se entiende por retardo cuando una 
persona sujeta a la aplicación de esta 
Ley difiriere, detiene, entorpece o 
dilata la prestación de los servicios, 
trámites y procedimientos adminis-
trativos no acatando lo regulado en 
la Ley, en los parámetros ordinarios 
establecidos en la institución públi-
ca o, en su defecto, no lo haga en un 
plazo razonable.

j) 	 Denegar a una persona la prestación 
de un servicio público a que tenga 
derecho, en razón de nacionalidad, 
raza, sexo, religión, opinión política, 
condición social o económica, 
discapacidad o cualquiera otra razón 
injustificada.

k)	 Utilizar indebidamente los bienes 
muebles o inmuebles de la institución 
para hacer actos de proselitismo 
político partidario. 

l) 	 Prevalerse del cargo para hacer 
política partidista.

Prohibiciones Éticas para los ex 
Servidores Públicos.
Artículo 7. Son prohibiciones éticas 
para los ex servidores públicos, durante 
el año siguiente al cese de sus funciones:
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a) 	Brindar, en forma personal o a través 
de interpósita persona, información, 
asesoramiento o representar a perso-
nas naturales o jurídicas en trámites, 
procedimientos, procesos o reclama-
ciones que estuvieron sometidos a su 
conocimiento o en los cuales intervi-
no directa o indirectamente durante 
el ejercicio de su función pública y 
que vayan en contra de los intereses 
legítimos de la institución para la cual 
laboró.

b) 	Laborar para una persona natural o 
jurídica con la cual la institución en 
la que se desempeñaba haya efec-
tuado contratos de obras, bienes o 
servicios, cuando la persona sujeta 
a la aplicación de esta Ley haya par-
ticipado directamente en el procedi-
miento de adquisición, adjudicación 
de dichos contratos, nunca podrá ser 
mayor de tres años, previo al cese de 
sus funciones.

CAPÍTULO III
BENEFICIOS INDEBIDOS Y 

EXCEPCIONES
BENEFICIOS INDEBIDOS

Artículo 8. Se presume legalmente que 
existen beneficios indebidos en los casos 
de aceptación o solicitud de cualquier 
bien o servicio de valor económico, u 
otras ventajas adicionales por parte de 
una persona sujeta a esta Ley en el des-
empeño de sus funciones, si provienen 
de una persona o entidad que:

a) Desarrolle actividades reguladas o 
fiscalizadas por la institución.

b) Gestione o explote concesiones, au-
torizaciones, privilegios o franquicias 
otorgadas por la institución.

c) Sea ofertante, contratista de bienes o 
servicios de la institución para la cual 
labora.

d)	 Tenga intereses que puedan verse 
significativamente afectados por la 
decisión, acción, retardo u omisión 
de la institución.

Excepciones.
Artículo 9. Quedan exceptuados de las 
prohibiciones establecidas en las letras 
a) y b) del artículo 6 de esta Ley:

a)	 Los reconocimientos otorgados por 
gobiernos extranjeros en las condi-
ciones reguladas por la Ley.

b)	 Reconocimientos, premios o distin-
ciones en razón de trabajos cultura-
les, académicos, científicos o actos 
de heroísmo, eficiencia o solidaridad 
humana otorgados por entidades gu-
bernamentales y no gubernamenta-
les, nacionales o internacionales.

c)	 Los gastos de viajes y estadías por 
parte de otros gobiernos, institucio-
nes académicas, entidades interna-
cionales o sin fines de lucro, para 
dictar o asistir a conferencias, cursos 
o eventos de naturaleza académi-
co-cultural, así como para participar 
en giras de observación.

d) Los obsequios de cortesía diplomática 
o consular.

e)	 Los obsequios promocionales, y 
descuentos comerciales razonables 
de carácter general recibidos por 
cualquier persona sujeta a esta Ley a 
título personal o a nivel institucional, 
siempre que los mismos no estén 
condicionados o tiendan a influir en 
las tareas propias del cargo o empleo.
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CAPÍTULO IV
TRIBUNAL Y COMISIONES

DE ÉTICA

Sección Primera
Tribunal de Ética Gubernamental

Autonomía y naturaleza del Tribunal 
de Ética Gubernamental

Artículo 10. Créase el Tribunal de Éti-
ca Gubernamental, que en el texto de 
la presente Ley se denominará el “Tri-
bunal”, como una institución de dere-
cho público, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, con autonomía en lo 
técnico, administrativo y presupuestario 
para el ejercicio de las funciones y atri-
buciones que señala esta Ley.

El Tribunal es el ente rector de la ética 
pública, encargado de velar por el 
cumplimiento de la presente Ley, para 
cuyo efecto no estará subordinado a 
autoridad alguna, a fin de que pueda 
desempeñar sus funciones de manera 
eficaz y sin influencia indebida.

El Tribunal tendrá su sede en la ciudad 
de San Salvador y podrá establecer 
oficinas en cualquier lugar del territorio 
nacional, de acuerdo a las necesidades 
en la prestación de sus servicios.

Composición del Pleno.
Artículo 11. El Pleno del Tribunal es un 
cuerpo colegiado, integrado por cinco 
miembros propietarios: uno electo por la 
Asamblea Legislativa, que será el Presi-
dente, otro designado por el Presidente 

de la República, otro electo por la Cor-
te Suprema de Justicia, otro designado 
por la Corte de Cuentas de la República 
y otro electo por los titulares del Minis-
terio Público; durarán cinco años en el 
cargo, pudiendo ser reelectos y ejerce-
rán sus funciones a tiempo completo.

También se elegirán o designarán en la 
forma establecida en el inciso anterior a 
cinco miembros suplentes, quienes sus-
tituirán al respectivo propietario en caso 
de muerte, renuncia, permiso temporal 
o imposibilidad de concurrir, excusa o 
recusación; en estos casos devengarán 
el salario proporcional correspondiente 
al miembro sustituido durante el tiem-
po que integre el Tribunal o las dietas 
cuando sean llamados para conocer ex-
clusivamente en uno o varios asuntos 
determinados.

En caso de muerte o renuncia de un 
miembro suplente, deberá el Pleno 
solicitar a la autoridad

a que corresponda la vacante, para que 
efectúe la elección o designación del 
sustituto dentro del plazo de ocho días 
siguientes al requerimiento, quien con-
cluirá el período del sustituido. Si no se 
realizare la elección o designación en el 
plazo antes previsto, podrá el Pleno del 
Tribunal llamar a cualquiera de los otros 
suplentes hasta que la autoridad elija o 
designe al miembro suplente respectivo.

Cuando por cualquier circunstancia 
temporal el miembro suplente respectivo 
no pudiere concurrir a la convocatoria 
que realizare el Pleno, éste podrá llamar 
a cualquiera de los otros suplentes.

Los miembros del Tribunal no estarán 
sujetos a ningún mandato imperativo de 
la autoridad que los designó o los eligió.
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Dentro de los treinta días anteriores a 
la finalización del periodo para el que 
fueron elegidos o designados, los miem-
bros propietarios y suplentes del Pleno 
del Tribunal, la autoridad competente 
deberá reelegir, elegir o designar a di-
chos miembros.

Excusas y Recusaciones.
Artículo 12. Los miembros del Pleno 
deberán excusarse de conocer de cual-
quier asunto en el que él o sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguini-
dad o segundo de afinidad, socio, cónyu-
ge o conviviente tenga interés o cuando 
concurra otra circunstancia que pueda 
incidir en su imparcialidad, exponiendo 
las razones en que se basa la misma. Si 
se presentare recusación, ésta deberá 
contener la identidad del miembro del 
Pleno cuya imparcialidad se cuestione, 
así como los motivos en que se funda-
mente el señalamiento.

El Pleno, con excepción del miembro 
involucrado, resolverá sobre la excusa 
planteada dentro del plazo de ocho días 
después de su presentación, el que podrá 
aceptarla o rechazarla; si la aceptare, 
deberá llamar al suplente respectivo. En 
caso que la excusa en un mismo asunto 
administrativo fuere presentada por tres 
o más miembros del Pleno, éste con 
exclusión de los mismos deberá llamar 
a los respectivos suplentes.

El Pleno, con exclusión del miembro re-
cusado, resolverá mandarlo a oír dentro 
de tercero día, para que haciendo uso de 
su derecho de defensa exprese si está o 
no conforme dentro de los tres días si-
guientes a su notificación. El Pleno de-
berá resolver dentro del plazo de ocho 
días posteriores si acepta o no la recu-
sación; en caso afirmativo, lo separará 
del conocimiento del asunto y llamará al 
suplente respectivo.

Requisitos para ser miembros del 
Tribunal de Ética.
Artículo 13. Para ser miembro del 
Tribunal de Ética se requiere:

a)		 Ser salvadoreño.

b)		 Mayor de 35 años.

c)	 Moralidad, instrucción y competen-
cias notorias.

d)		 No haber sido sancionado por actos 
de corrupción.

e) 	Tener grado académico universitario 
o cinco años de experiencia compro-
bada en la función pública.

f) 	 Estar en el goce de los derechos de 
ciudadano y haberlo estado en los 
cinco años anteriores al desempeño 
de su cargo.

Incapacidades.
Artículo 14. No podrán ser electos o 
designados como miembros del Pleno:

a)	 Los sancionados por infringir esta 
Ley.

b)	 El cónyuge, conviviente o los 
parientes entre sí dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o segundo 
de afinidad o socio de algún miembro 
del Pleno.

c)	 El cónyuge, conviviente o parientes 
dentro del cuarto grado de consan-
guinidad o segundo de afinidad o 
socio, con el Presidente o Vicepresi-
dente de la República, los Diputados 
de la Asamblea Legislativa y al Parla-
mento Centroamericano, Presidente 
y Magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia, Presidente y Magistrados 
de la Corte de Cuentas de la Repúbli-
ca, Procurador para la Defensa de los 
Derechos Humanos, Fiscal General 
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de la República, Procurador General 
de la República, Ministros o Vice-
ministros de Estado, Presidentes de 
Instituciones Autónomas inclusive el 
Instituto Salvadoreño del Seguro So-
cial, la Comisión Ejecutiva Portuaria 
Autónoma y Comisión Ejecutiva Hi-
droeléctrica del Río Lempa.

Incompatibilidades.
Artículo 15. El ejercicio del cargo de 
miembro del Pleno es incompatible con 
las actividades siguientes:

a)	 Desempeñar cargos en los órganos 
de dirección o de representación de 
partidos políticos.

b)	 Ejercer otro cargo público, a excep-
ción de los de carácter docente o 
cultural y actividades relacionadas a 
servicios de asistencia social, siem-
pre y cuando no vaya en menoscabo 
del desarrollo de sus funciones.

La infracción a lo dispuesto en este 
artículo constituirá causal de remoción.

Causas de Remoción.
Artículo 16. Los miembros del Pleno se-
rán removidos por las causas siguientes:

a)	 Ser condenado por la comisión de un 
delito doloso.

b)	 Haber sido sancionado por violación 
a las prohibiciones o deberes éticos 
establecidos en esta Ley.

c)	 Incumplimiento grave de las obliga-
ciones y funciones inherentes al car-
go.

d)	 Incapacidad física o mental que im-
posibilite el ejercicio del cargo.

e)	 Incurrir en alguna de las causales de 
incompatibilidades a que se refiere el 
artículo 15 de la presente Ley.

f)	 Incumplir la obligación de rendir 
el informe anual de labores a la 
Asamblea Legislativa.

Procedimiento de Remoción.
Artículo 17. El procedimiento de remo-
ción de los miembros del Pleno se inicia-
rá de oficio, o mediante denuncia escrita 
ante la autoridad que lo designó o eligió. 

Una vez iniciado el procedimiento, la 
autoridad dará audiencia al miembro del 
Pleno para que dentro del plazo de cinco 
días contados a partir del siguiente de 
la notificación respectiva, presente 
en forma escrita las alegaciones 
correspondientes.

Transcurrido dicho término, con las 
alegaciones o sin ellas, se abrirá el 
procedimiento a prueba por el término 
de ocho días, plazo en el que se podrán 
presentar las pruebas pertinentes, las 
que se valorarán según las reglas de la 
sana crítica.

Finalizado el término probatorio, la 
autoridad competente deberá dentro 
del término de diez días pronunciar la 
resolución final, en la que establecerá si 
ha lugar o no a la remoción.

Dentro de los tres días siguientes a la 
notificación de la resolución final podrá 
el miembro del Pleno interponer recurso 
de reconsideración ante la autoridad 
que la pronunció, quien deberá resolver 
en un plazo máximo de cinco días. La 
autoridad deberá hacer del conocimiento 
del Pleno la resolución final emitida en 
el procedimiento. 

Integración y Régimen Funcional.
Artículo 18. La máxima autoridad del 
Tribunal será el Pleno, el que estará 
conformado por los
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cinco miembros propietarios o sus res-
pectivos suplentes. El Tribunal, además, 
estará integrado por las Comisiones de 
Ética Gubernamental de cada una de las 
instituciones de la administración públi-
ca, conforme lo señala la presente Ley.

El Pleno, como organismo colegiado, es 
la reunión de los miembros propietarios 
constituidos en sesión, en el número 
suficiente para conformar el quórum 
establecido por esta Ley.

El Pleno sesionará válidamente cuando 
previamente convocados asistan al 
menos tres de sus miembros, o cuando 
sin previa convocatoria la totalidad de 
sus integrantes acuerden instalarlo.

El Pleno tomará decisiones con el voto 
conforme de tres de sus miembros y 
el que no concurra con su voto podrá 
razonar el motivo de su desacuerdo o 
abstención, según el caso.

Funciones y atribuciones del Tribunal.
Artículo 19. Las funciones y atribucio-
nes del Tribunal de Ética Gubernamen-
tal, son las siguientes:

a)	 Promover y difundir entre todos los 
servidores públicos y personas sujetas 
a la aplicación de esta Ley, el respeto 
y observancia de las normas éticas; 
los principios, derechos, deberes y 
prohibiciones éticas contenidas en la 
presente Ley; y la cultura ética en la 
población en general.

b)	 Capacitar a los miembros de las Co-
misiones de Ética y demás servidores 
públicos; así como a las personas su-
jetas a la aplicación de esta Ley sobre 
la ética en la función pública, para 
prevenir actos de corrupción y otros 
aspectos relacionados con la presen-
te Ley.

c)	 Las demás funciones y atribuciones 
que determine esta Ley.

Funciones y atribuciones del Pleno.
Artículo 20. Son funciones y atribucio-
nes del Pleno:

a)	 Tramitar el procedimiento adminis-
trativo sancionador por denuncia o 
de oficio, e imponer las sanciones a 
las personas sujetas a la aplicación 
de esta Ley, que infrinjan los deberes 
o prohibiciones éticas.

b)		 Dar respuestas a las consultas reali-
zadas sobre la presente Ley.

c) 	Promover mecanismos para garanti-
zar la transparencia en la adminis-
tración pública. 

d) Llevar un registro de los miembros 
de las Comisiones de Ética Guberna-
mental de las instituciones de la ad-
ministración pública.

e)	 Crear unidades organizativas en 
atención a las necesidades del Tribu-
nal y conforme las previsiones presu-
puestarias.

f)	 Nombrar, contratar, trasladar, remo-
ver, conceder licencias y aceptar la 
renuncia a los funcionarios y em-
pleados públicos contratados por el 
Tribunal.

g) 	Formular y aprobar el Reglamento 
de la presente Ley y los Reglamentos 
necesarios para su aplicación, con el 
voto concurrente de al menos cuatro 
de sus miembros.

h) 	Aprobar su proyecto de presupuesto y 
el régimen de salarios del Tribunal, el 
que deberá remitir al Órgano Ejecuti-
vo para su consideración en el Presu-
puesto General del Estado; así como 
aprobar las transferencias de fondos 
entre partidas de su presupuesto.
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i) 	 Aprobar la memoria anual de labores 
del Tribunal para ser presentada a la 
Asamblea Legislativa.

j) 	 Adquirir o aceptar bienes que pro-
vengan de ventas, donaciones, fidei-
comisos, herencias, legados u otras 
fuentes.

k) Aprobar políticas, acciones, planes, 
programas y proyectos referentes a 
la aplicación de la ética en la función 
pública, la Ley de Ética Gubernamen-
tal y demás normativa institucional.

l) 	 Aprobar la suscripción de alianzas 
y convenios con entidades guber-
namentales y no gubernamentales, 
nacionales e internacionales, para el 
cumplimiento de los objetivos insti-
tucionales.

m)	Publicar periódicamente por los me-
dios que estime conveniente el regis-
tro de sanciones correspondientes.

n)	 Las demás funciones y atribuciones 
que determine esta Ley.

Patrimonio del Tribunal.
Artículo 21. El patrimonio del Tribunal 
estará conformado por:

a)	 Los recursos que el Estado le confiera.

b)	 Las asignaciones que se le determinen 
en su presupuesto.

c)	 Los bienes muebles e inmuebles que 
adquiera para el desarrollo de sus 
funciones.

d)	 Las subvenciones, aportes y donacio-
nes que le otorguen.

e)	 Otros ingresos que legalmente ob-
tenga.

Funciones del Presidente o Presidenta.
Artículo 22. El Presidente del Tribunal 
tendrá las siguientes funciones:

a)	 Ejercer la representación legal, 
tanto judicial como extrajudicial del 
Tribunal.

b)	 Dirigir el desarrollo de las sesiones 
del Pleno.

c)	 Remitir el informe anual de las 
labores del Tribunal a la Asamblea 
Legislativa.

d)	 Autorizar juntamente con el Secreta-
rio General los libros que se estimen 
necesarios para el funcionamiento 
del Tribunal.

e)	 Ejercer las demás funciones y 
atribuciones que le corresponden de 
acuerdo a la Ley.

Secretario General.
Artículo 23. El Tribunal funcionará con 
un Secretario General, quien actuará 
como secretario de las actuaciones del 
Pleno y tendrá las siguientes funciones:

a)	 Elaborar la agenda de las sesiones 
del Pleno y las convocatorias.

b)	 Documentar los asuntos que sean 
sometidos al Pleno.

c)	 Asistir a las sesiones del Pleno 
con voz pero sin voto, elaborar las 
actas y formar con ellas los libros 
correspondientes.

d)	 Llevar y custodiar el Libro de Actas 
y de Acuerdos de las sesiones del 
Pleno.

e)	 Recibir y canalizar toda clase de soli-
citudes y correspondencia dirigida al 
Pleno y despachada por el mismo.

f)	 Ejecutar, comunicar y certificar los 
acuerdos del Pleno, darles seguimiento 
e informarle mensualmente sobre su 
cumplimiento.

g)	 Certificar las actuaciones del Pleno.
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h)	 Las demás que le encomiende esta 
Ley.

Informe Anual.
Artículo 24. El Tribunal, por medio de 
su Presidente, presentará anualmente 
a la Asamblea Legislativa un informe 
detallado y documentado de las labores 
del Tribunal. Esta obligación deberá 
cumplirse en el mes de junio de cada año.

Sección Segunda
Comisiones de Ética Gubernamental

Comisiones de Ética Gubernamental.
Artículo 25. Habrá una Comisión en 
cada una de las siguientes instituciones:

a)	 Asamblea Legislativa.

b)	 Presidencia de la República.

c)	 Corte Suprema de Justicia.

d)	 Secretarías de Estado.

e)	 Consejo Nacional de la Judicatura.

f)	 Corte de Cuentas de la República.

g)	 Fiscalía General de la República.

h)	 Procuraduría General de la República.

i)	 Procuraduría para la Defensa de los 
Derechos Humanos.

j)	 Tribunal Supremo Electoral.

k)	 Universidad de El Salvador.

l)	 En todas las instituciones oficiales 
autónomas o descentralizadas inclu-
yendo al Instituto Salvadoreño del 
Seguro Social, Comisión Ejecutiva 
Portuaria Autónoma, y Comisión Eje-
cutiva Hidroeléctrica del Río Lempa, 

que han sido constituidas de esa for-
ma en su ley de creación.

m)	En cada una de las municipalidades 
del país y en el Instituto Salvadoreño 
de Desarrollo Municipal.

Las instituciones de la administración 
pública podrán solicitar al Tribunal la 
exoneración de la obligación de confor-
mar la Comisión de Ética Gubernamen-
tal, cuando existan circunstancias razo-
nables que no hagan posible su creación 
o no pueda cumplirse con la finalidad 
para las que han sido previstas las res-
pectivas comisiones. En estos casos, el 
Tribunal deberá valorar las circunstan-
cias, resolviendo motivadamente y de-
signando, en caso de ser atendibles las 
razones, a una persona que realice las 
funciones asignadas por esta Ley a las 
Comisiones de Ética.

De igual forma, podrá el Tribunal 
conformar Comisiones de Ética en las 
instituciones desconcentradas cuando 
éstas así lo solicitaren.

Forma de Integrar las Comisiones.
Artículo 26. Cada Comisión de Éti-
ca estará integrada por tres miembros 
propietarios que durarán en sus funcio-
nes tres años, pudiendo ser reelectos, y 
habrán tres suplentes que sustituirán a 
aquéllos en los casos de ausencia tem-
poral, excusa o recusación, para lo cual 
se aplicará el procedimiento contempla-
do en el artículo 12 de esta Ley, en lo que 
fuere pertinente.

Dichos miembros deben pertenecer al 
personal de la institución en que funcio-
ne; el Reglamento de esta Ley determi-
nará la forma de hacer el nombramien-
to, los casos de impedimento y cómo 
resolverlos.
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Los miembros propietarios y suplentes 
serán nombrados uno por la Autoridad; 
otro por el Tribunal de Ética Guberna-
mental; y el tercero por elección de los 
funcionarios y empleados públicos de la 
respectiva institución.

Las funciones de los miembros de las 
comisiones se considerarán inherentes 
al cargo que desempeñen y no deven-
garán por ello ninguna remuneración 
especial; no obstante, cuando para el 
cumplimiento de estas funciones debie-
ren trabajar en horas extraordinarias, 
tendrán derecho al pago de la remune-
ración respectiva de acuerdo al régimen 
presupuestario de cada institución.

Las autoridades deberán proporcionar-
les espacio, mobiliario, equipo y conce-
derles el tiempo necesario para atender 
las responsabilidades que esta Ley esta-
blece.

Funciones de las Comisiones de Ética.
Artículo 27. Las funciones de las Comi-
siones de Ética son:

a)		 Referir al Tribunal la información 
obtenida de una investigación interna 
realizada por la institución, cuando 
se identifique una posible violación a 
los deberes o prohibiciones éticas.

b) 	Recibir denuncias cuando un servi-
dor público de su institución haya in-
fringido la presente Ley, debiendo en 
tal caso remitirla al Tribunal para su 
trámite.

c) 	Dar seguimiento a las resoluciones fi-
nales emitidas por el Tribunal en los 
procedimientos administrativos san-
cionadores en contra de servidores 
públicos de su institución.

d)	 Difundir y capacitar a los servidores 
públicos de su institución sobre la 
ética en la función pública, la pre-
sente Ley y cualquier otra normativa 
relacionada con la finalidad de pre-
venir los actos de corrupción.

e)	 Proponer al Tribunal medidas que 
coadyuven a la mejor aplicación de 
esta Ley.

f) 	 Dar respuesta a las consultas res-
pecto del ámbito de aplicación de la 
presente Ley, en base a los criterios 
fijados por el Tribunal.

g)	 Las demás que le señale esta Ley.

Notificación de Cese de Funciones.
Artículo 28. Cuando por cualquier ra-
zón, un miembro de la Comisión de 
Ética cese en sus funciones de manera 
permanente, la autoridad competente 
deberá notificar tal circunstancia al Tri-
bunal, para los efectos pertinentes.

CAPÍTULO V

Derechos de los Servidores Públicos.
Artículo 29. El servidor público tiene 
derecho a:

a) 	Realizar consultas al Tribunal y a su 
respectiva comisión de ética, sobre la 
aplicación de esta Ley y referente a 
situaciones relacionadas con la ética 
gubernamental.

b) 	Reconocimiento público y estímulo en 
razón de actos de fiel cumplimiento 
de los principios éticos, de heroísmo, 
sacrificio y solidaridad humana.
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CAPÍTULO VI
PROCEDIMIENTO PARA LA 

INVESTIGACIÓN

Formas de Inicio.
Artículo 30. Toda persona puede, por 
sí o por medio de representante, inter-
poner una denuncia ante la Comisión de 
Ética Gubernamental respectiva o ante 
el Tribunal, en contra de cualquier per-
sona sujeta a la aplicación de esta Ley, 
sobre hechos que pudieren constituir in-
fracciones a los deberes o prohibiciones 
éticas.

Cuando la denuncia sea interpuesta ante 
una Comisión de Ética Gubernamental, 
ésta deberá remitirla dentro del tercer 
día al Tribunal.

El Tribunal podrá iniciar de oficio el pro-
cedimiento cuando una Comisión de Éti-
ca Gubernamental le refiera información 
obtenida de una investigación interna, 
y de la misma se pueda identificar una 
posible violación a los deberes o prohi-
biciones éticas.

El Tribunal también podrá iniciar de 
oficio la investigación cuando estime 
que existen suficientes indicios de la 
posible violación a la presente Ley por 
información divulgada públicamente 
u obtenida mediante aviso o en la 
tramitación de un procedimiento.

No Exigencia de Formalidades
Artículo 31. En los procedimientos 
no serán exigidas formalidades para su 
tramitación, salvo las necesarias para la 
validez de ciertos actos y el derecho al 
debido proceso.

Requisitos de la Denuncia.
Artículo 32. La denuncia podrá ser 
presentada de forma oral o escrita y 
contendrá los siguientes requisitos:

1.	 Identificación del denunciante.

2.	 Identificación de la persona denun-
ciada sujeta a la aplicación de esta 
Ley o datos que permitan individuali-
zar al presunto infractor.

3.	 Descripción clara del hecho denun-
ciado, lugar, fecha o época de su co-
misión u otra circunstancia que pue-
da servir para el esclarecimiento de 
los hechos.

4.	 Lugar para oír notificaciones.

5.	 Firma o huella del denunciante.

La denuncia podrá realizarse personal-
mente o con firma legalizada.

Cuando el denunciante no se identifi-
que la información proporcionada se 
estimará aviso. También se considerará 
aviso aquella información divulgada pú-
blicamente.

Cuando la denuncia sea presentada en 
forma oral, deberá levantarse un acta 
donde conste la misma.

Trámite inicial
Artículo 33. Una vez recibida la denun-
cia o el aviso, o iniciado el procedimien-
to de oficio, si existieren elementos que 
permitan determinar la posible violación 
de un deber o prohibición ética, el Tribu-
nal procederá a iniciar la investigación 
preliminar.

En la resolución donde se ordena la in-
vestigación, el Tribunal podrá requerir al 
titular de la institución en la cual trabaja 
el denunciado que rinda un informe so-
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bre los hechos sujeto de la investigación, 
dentro de un plazo máximo de diez días.

Si el supuesto infractor es un funcionario 
de elección popular o de segundo 
grado, el informe deberá ser rendido 
directamente por éste.

Recibido o no dicho informe, el Tribunal 
resolverá si continúa el procedimiento o 
si archiva las diligencias.

El Tribunal notificará oportunamente al 
denunciante y al denunciado, cuando 
proceda, la decisión adoptada.

El denunciante podrá participar acti-
vamente en el procedimiento adminis-
trativo sancionador y para tal efecto el 
Tribunal, deberá notificarle todas las 
decisiones que permitan ejercer sus de-
rechos.

Procedimiento.
Artículo 34. Una vez se ordene la aper-
tura del procedimiento, la resolución 
respectiva será notificada al denuncian-
te en su caso y al denunciado, para que 
en el plazo de cinco días, haga uso de su 
derecho de defensa.

Transcurrido el plazo anterior, el Tribunal 
dispondrá de veinte días para recoger 
las pruebas pertinentes. Este plazo 
podrá ampliarse hasta por un máximo 
de quince días, si la complejidad de la 
investigación lo requiere y mediando 
resolución debidamente motivada.

Recepción de pruebas.
Artículo 35. El Tribunal podrá recabar 
todo tipo de prueba necesaria para es-
clarecer, determinar y comprobar los 
hechos objeto de investigación. En ejer-
cicio de estas atribuciones podrá requerir 
los informes o documentación relevan-

te para realizar sus investigaciones, así 
como citar a declarar a quienes tengan 
relación con los casos de que se trata.

El Tribunal podrá examinar, ordenar 
compulsas o realizar extractos de libros 
y documentos, incluso de carácter con-
table, y nombrar peritos en las materias 
en que versen las investigaciones.

El Tribunal podrá realizar la investiga-
ción de los hechos y la recepción de 
prueba a través de instructores, quienes 
actuarán por delegación expresa y es-
crita del tribunal para cada diligencia de 
investigación.

El instructor deberá guardar la confiden-
cialidad necesaria sobre las actuaciones 
de la investigación, aún después de la 
conclusión.

Las pruebas vertidas se valorarán según 
el sistema de la sana crítica. En ningún 
caso procederá la absolución de posicio-
nes. Cuando sea necesario requerir los 
servicios de peritos, se dará preferencia 
a profesionales de la administración pú-
blica que no laboren en la misma insti-
tución del denunciado. En caso de haber 
necesidad de utilizar peritos que no for-
men parte de la administración pública, 
sus honorarios deberán ser cancelados 
por el Tribunal.

Requisitos del Instructor.
Artículo 36. Para ser instructor se 
requiere:

a)	 Ser salvadoreño.

b)	 Mayor de 25 años.

c)	 Abogado u otra profesión que el Tri-
bunal requiera, preferiblemente con 
experiencia en la administración pú-
blica o en actividades investigativas.
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d)	 Moralidad, instrucción y competen-
cias notorias.

e)	 No haber sido sancionado por delitos 
contra la Hacienda Pública o por in-
fracciones éticas en los últimos cinco 
años. 

f)	 Estar en el goce de los derechos de 
ciudadano y haberlo estado en los 
cinco años anteriores al desempeño 
de su cargo.

Resolución definitiva.
Artículo 37. Una vez transcurrido el 
término probatorio o recibida toda la 
prueba, el Tribunal deberá dictar la reso-
lución definitiva debidamente motivada, 
dentro del plazo máximo de diez días, ya 
sea sancionando o absolviendo, según el 
caso, la que deberá ser notificada a los 
intervinientes.

Una vez quede firme la resolución defini-
tiva, el Tribunal la notificará a la institu-
ción a la cual pertenece el infractor, por 
medio de la Comisión de Ética respectiva, 
para que sea incorporado al expediente 
del sancionado. En caso de ser proceden-
te, deberá notificarse lo pertinente a las 
instituciones que conforman el Ministe-
rio Público, Tribunal del Servicio Civil y a 
la Corte de Cuentas de la República.

Acumulación de Procedimientos 
Sancionadores.
Artículo 38. El Tribunal podrá acumu-
lar los procedimientos administrativos 
sancionadores, si en ellos el mismo he-
cho es atribuido a varios infractores, o 
que varias violaciones a los deberes o 
prohibiciones éticas estén atribuidas 
a un solo infractor, siempre que no se 
ocasione retardo del procedimiento y 
antes de la recepción de pruebas; caso 
contrario, se continuarán los procedi-
mientos en expedientes separados.

Recurso de Reconsideración.
Artículo 39. El denunciante y el denun-
ciado podrán interponer ante el Tribu-
nal, el recurso de reconsideración con-
tra la resolución que ordene el archivo 
de las diligencias o contra la resolución 
final, dentro de los tres días siguientes a 
la notificación, el que deberá resolverse 
en el plazo máximo de cinco días.

En dicha resolución se podrá revocar, 
reformar o confirmar la recurrida.

Aclaraciones y Correcciones.
Artículo 40. El Tribunal podrá de oficio 
aclarar conceptos oscuros o corregir 
errores materiales que contengan las 
resoluciones, siempre que no modifique 
la esencia de la misma y no afecten 
derechos de las partes.

Indicios de la Comisión de Delito.
Artículo 41. Cuando en el procedi-
miento administrativo sancionador se 
determine que existen indicios sobre la 
aparente comisión de un delito, el Tribu-
nal certificará la información obtenida y 
la remitirá a la Fiscalía General de la Re-
pública para los efectos legales corres-
pondientes.

CAPÍTULO VII
Sanciones

Imposición de Sanciones.
Artículo 42. Una vez comprobado el 
incumplimiento de los deberes éticos o 
la violación de las prohibiciones éticas 
previstas en esta Ley, el Tribunal sin 
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perjuicio de la responsabilidad civil, 
penal u otra a que diere lugar, impondrá 
la multa respectiva, cuya cuantía no será 
inferior a un salario mínimo mensual 
hasta un máximo de cuarenta salarios 
mínimos mensuales urbanos para el 
sector comercio.

El Tribunal deberá imponer una sanción 
por cada infracción comprobada.

Proporcionalidad y Base de la Sanción.
Artículo 43. Para imponer la sanción 
de multa, el Tribunal deberá tomar en 
consideración los criterios que esta 
Ley señala, a fin de que la misma sea 
proporcional a la infracción cometida 
por las personas sujetas a la aplicación 
de la presente Ley.

Criterios para Determinar la Cuantía de 
la Multa.
Artículo 44. El monto de la multa se 
determinará considerando uno o más de 
los aspectos siguientes:

a)	 La gravedad y circunstancias del 
hecho cometido.

b)	 El beneficio o ganancias obtenidas por 
el infractor, su cónyuge, conviviente, 
parientes dentro del cuarto grado 
de consanguinidad o segundo de 
afinidad o socio, como consecuencia 
de los actos u omisiones constitutivos 
de la infracción. 

c)	 El daño ocasionado a la administra-
ción pública o a terceros perjudica-
dos.

d)	 La capacidad de pago, y a la renta 
potencial del sancionado al momento 
de la infracción.

Ejecución de la Sanción.
Artículo 45. La sanción de multa la 
ejecutará el Tribunal, una vez adquiera 
firmeza en sede administrativa la reso-
lución definitiva que la imponga; a tal 
fin el Tribunal ordenará en la resolución 
final la emisión del mandamiento de in-
greso respectivo.

Plazo de Pago de la Multa.
Artículo 46. La sanción de multa 
deberá cancelarse dentro de los sesenta 
días siguientes a la notificación de la 
resolución que pone fin al procedimiento. 
La certificación de la resolución firme 
que la imponga, tendrá fuerza ejecutiva.

En el plazo a que se refiere el inciso 
anterior, el sancionado podrá pedir al 
tribunal el pago de la multa por cuotas 
periódicas. El tribunal podrá otorgar di-
cho beneficio, atendiendo a las circuns-
tancias particulares del sancionado y 
estableciendo condiciones para el pago 
de la multa.

Transcurrido el plazo sin que se acredite 
el pago de la multa ante el Tribunal, éste 
informará a la Fiscalía General de la 
República para que realice el cobro por 
la vía judicial correspondiente. De igual 
manera se procederá al incumplirse las 
condiciones del pago por cuotas.

Nulidades
Artículo 47. En el procedimiento admi-
nistrativo se podrá declarar la nulidad 
de oficio o a petición de parte. Los su-
puestos de nulidad deberán estar pre-
vistos en la ley. Cuando sea alegada por 
cualquiera de las partes será necesario 
que le produzca o haya producido un 
agravio.
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La nulidad de un acto procesal, cuando 
sea declarada, invalidará todos los actos 
que sean consecuencia de él, siempre 
que la invalidez sea indispensable para 
reparar el agravio de la parte que lo 
alega.

Causas de Nulidad
Artículo 48. La declaratoria de nulidad 
procederá en los casos siguientes:

a)	 La omisión de trámites esenciales en 
orden a que el acto alcance su fin.

b)	 Los actos u omisiones que provocan 
indefensión.

c)	 Cuando conozca de un asunto un 
miembro del Tribunal y estuviere 
obligado a excusarse de conformidad 
a la Ley.

Prescripción
Artículo 49. Ningún procedimiento ad-
ministrativo sancionador podrá iniciarse 
una vez hayan transcurrido cinco años 
contados a partir del día en que se hu-
biera cometido el hecho.

La ejecución de la sanción de multa im-
puesta por infracciones a esta Ley en los 
procedimientos administrativos sancio-
nadores, prescribirán en el término de 
cinco años contados a partir del día si-
guiente del vencimiento del plazo con-
cedido para su pago, sin que se realice 
acción alguna encaminada a su cobro.

También se extingue la oportunidad 
de iniciar o continuar el procedimiento 
cuando la persona denunciada haya 
fallecido.

Registro de personas sancionadas
Artículo 50. El Tribunal de Ética Guber-
namental llevará un registro público de 

las personas que han sido sancionadas 
de acuerdo a la presente Ley.

Después de cinco años de haber cum-
plido la sanción impuesta, el interesado 
podrá solicitar ser excluido de este re-
gistro.

CAPÍTULO VIII
RÉGIMEN APLICABLE A LOS 

PARTICULARES FRENTE 
LA FUNCIÓN PÚBLICA

Derechos de los particulares.
Artículo 51. Para los efectos de esta Ley, 
los particulares tendrán los siguientes 
derechos:

a)	 Que se les respete el derecho de 
audiencia, de conformidad con la 
Constitución de la República y demás 
leyes.

b)	 Tener acceso a la información que 
por Ley, el servidor público debe 
proporcionar.

c)	 Ser protegida su identidad, cuando 
haya denunciado actos de corrup-
ción, realizados por cualquier servi-
dor público.

d)	 A que se respete su honor, intimidad 
e imagen por parte de los servidores 
públicos.

Deberes de los Particulares.
Artículo 52. Para los efectos de esta 
Ley, son deberes de los particulares, los 
siguientes:
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a)	 Denunciar todo acto de corrupción de 
que tuviere conocimiento, realizado 
por servidores públicos en el ejercicio 
de sus cargos.

b)	 Respetar el honor, intimidad personal 
e imagen de los servidores públicos.

c)	 No obstaculizar la labor de los servi-
dores públicos.

d)	 Colaborar con los servidores públicos, 
cuando éstos lo soliciten en razón de 
su cargo y de sus funciones, y en casos 
de emergencia o necesidad pública.

CAPÍTULO IX
PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN 
EL CONTROL DE ÉTICA PÚBLICA

Derecho y Deber de Denuncia.
Artículo 53. Cualquier persona, sea 
o no servidor público, por sí o a través 
de representante, tiene el derecho y el 
deber de denunciar los actos que, con-
forme a esta Ley, constituyan una tras-
gresión ética.

Facilidades para Presentar Denuncias.
Artículo 54. Las instituciones públicas 
a través de su comisión de ética, están 
obligadas a facilitar la recepción y cana-
lización de denuncias de los ciudadanos 
y a comunicarles la resolución final.

Promoción en la Ética en el Servicio 
Público.
Artículo 55. El Tribunal de Ética Gu-
bernamental y las comisiones tendrán 
la obligación de promover ampliamente 
entre la ciudadanía el conocimiento de 
la presente Ley.

Promoción en el Sistema Educativo.
Artículo 56. El Ministerio de Educación 
incluirá en los contenidos curriculares 
de los diversos niveles académicos, el 
estudio de la presente Ley y la importan-
cia de los valores éticos y la responsabi-
lidad de los servidores públicos.

CAPÍTULO X
DISPOSICIONES FINALES 

TRANSITORIAS Y VIGENCIA

Recursos y Financiamiento.
Artículo 57. El Estado proveerá los re-
cursos necesarios para el adecuado fun-
cionamiento de lo establecido en esta 
Ley, lo cual deberá de estar consignado 
en el Presupuesto General de la Nación.

Capacitación Permanente del Servidor 
Público.
Artículo 58. Toda institución pública se 
asegurará que sus servidores públicos 
sin excepción dediquen una jornada 
laboral por año a leer, explicar y discutir 
los contenidos de esta Ley.

Inducción y Capacitación.
Artículo 59. El Tribunal de Ética Guber-
namental deberá realizar cursos de in-
ducción u otras actividades idóneas para 
promover la ética pública a las máximas 
autoridades de las instituciones y los de-
más funcionarios de elección popular o 
de segundo grado de la administración 
pública.
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Todo órgano superior de las instituciones 
públicas destinará una sesión por año 
de al menos cuatro horas a la lectura, 
explicación y discusión de esta Ley.

Obligación de Colaboración.
Artículo 60. El Tribunal podrá requerir 
al servidor público competente la cola-
boración o auxilio para el cumplimiento 
de las funciones y atribuciones que la 
presente Ley le otorga.

Cualquier servidor público competente 
está obligado a proporcionar a la ma-
yor brevedad toda clase de información, 
documentación o prueba solicitada por 
el Tribunal en la investigación por viola-
ción a los preceptos de esta Ley, salvo la 
información establecida como reserva-
da o confidencial en otras leyes.

El servidor público que no colabore con 
el Tribunal o sus delegados incurrirá 
en las responsabilidades penales o 
administrativas correspondientes.

Forma de Computar los Plazos.
Artículo 61. Los plazos a que se refiere 
esta Ley comprenderán únicamente días 
hábiles.

Régimen Transitorio.
Artículo 62. Los procedimientos admi-
nistrativos iniciados que estuvieren pen-
dientes al tiempo de entrar en vigencia 
la presente Ley, se continuarán trami-
tando de conformidad a las disposicio-
nes legales con que fueron iniciados.

Continuidad Jurídica del Tribunal de 
Ética Gubernamental.
Artículo 63. La personalidad jurídica, el 
patrimonio y los derechos y obligaciones 
del actual Tribunal de Ética Guberna-
mental se transfieren al Tribunal de Ética 
Gubernamental previsto por esta Ley.

Los actuales miembros del tribunal 
continuarán en sus funciones hasta 
el final del período para el que fueron 
electos.

Continuidad de las Prestaciones 
Laborales del Personal.
Artículo 64. El personal que labora en el 
actual Tribunal de Ética Gubernamental 
continuará en el desempeño de sus 
funciones, con los salarios asignados y 
las demás prestaciones de ley.

Derogatoria.
Artículo 65. Derógase la Ley de Ética 
Gubernamental, emitida por Decreto 
Legislativo número 1038 de fecha 27 
de abril del año 2006, publicada en el 
Diario Oficial número 90, Tomo 371, de 
fecha 18 de mayo del mismo año y sus 
reformas posteriores.

Vigencia.
Artículo 66. La presente Ley entrará 
en vigencia el primero de enero del año 
dos mil doce, previa su publicación en el 
Diario Oficial.

DADO EN EL SALON AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO: San Salvador, a los trece 
días del mes de octubre del año dos mil once.
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NOTA: En cumplimiento a lo dispuesto en el Art. 97, inciso 3º del Reglamento Interior 
de este Órgano del Estado, se hace constar que el presente Decreto No. 873, de fecha 
13 de octubre del 2011, que contiene la Ley de Ética Gubernamental, mismo devuelto 
con observaciones por el Presidente de la República, el día 31 del mismo mes y año, 
resolviendo esta Asamblea Legislativa aceptar parcialmente dichas observaciones, 
en Sesión Plenaria celebrada el día 17 de noviembre de 2011.

OTHON SIGFRIDO REYES MORALES,
PRESIDENTE.

	 CIRO CRUZ ZEPEDA PEÑA, 	 GUILLERMO ANTONIO GALLEGOS NAVARRETE,
	 PRIMER VICEPRESIDENTE. 	 SEGUNDO VICEPRESIDENTE.

	 JOSÉ FRANCISCO MERINO LÓPEZ, 	 ALBERTO ARMANDO ROMERO RODRÍGUEZ,
	 TERCER VICEPRESIDENTE. 	 CUARTO VICEPRESIDENTE.

FRANCISCO ROBERTO LORENZANA DURAN,
QUINTO VICEPRESIDENTE.

	 LORENA GUADALUPE PEÑA MENDOZA, 	 CESAR HUMBERTO GARCÍA AGUILERA,
	 PRIMERA SECRETARIA. 	 SEGUNDO SECRETARIO.

	 ELIZARDO GONZÁLEZ LOVO, 	 ROBERTO JOSÉ d’AUBUISSON MUNGUÍA,
	 TERCER SECRETARIO. 	 CUARTO SECRETARIO.

IRMA LOURDES PALACIOS VÁSQUEZ,
QUINTA SECRETARIA. SEXTA SECRETARIA.

MARIO ALBERTO TENORIO GUERRERO,
SÉPTIMO SECRETARIO.

CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los veinticinco días del mes de noviembre 
del año dos mil once.

PUBLIQUESE,

Carlos Mauricio Funes Cartagena,
Presidente de la República.

Gregorio Ernesto Zelayandía Cisneros,
Ministro de Gobernación.

D. O. Nº 229
Tomo Nº 393
Fecha: 07 de diciembre de 2011.
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REGLAMENTO DE LA LEY DE
ÉTICA GUBERNAMENTAL5.

DECRETO Nº 1.

EL TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNA-
MENTAL

CONSIDERANDO:

I. 	 Que mediante Decreto Legislativo Nº 
1038, de fecha 27 de abril de 2006, 
publicado en el Diario Oficial Nº 90, 
Tomo 371, correspondiente al 18 de 
mayo del mismo año, se emitió la 
Ley de Ética Gubernamental.

II. 	 Que la Ley de Ética Gubernamen-
tal ha sido dictada para dar cum-
plimiento, entre otras, a la Con-
vención Interamericana contra la 
Corrupción -CICC- ratificada en El 
Salvador por Decreto Legislativo N° 
351, de fecha 9 de julio de 1998, pu-
blicada en el Diario Oficial N° 150, 
Tomo 340, correspondiente al 17 
de agosto de 1998; Convención que 
entró en vigencia desde el día de su 
publicación y fue depositada por el 
Órgano Ejecutivo en la Secretaría 
General de la Organización de los 
Estados Americanos -OEA-, el 18 
de marzo de 1999; así como para 
desarrollar el Tratado Marco de 
Seguridad Democrática en Centro 
América, ratificado por el Decreto 
Legislativo de fecha 22 de enero de 
1997, publicado en el Diario Oficial 

N° 31, Tomo 334, correspondiente 
al 17 de febrero de 1997.

III. Que mediante Decreto Legislativo Nº 
427, de fecha 4 de octubre de 2007, 
publicado en el Diario Oficial Nº 188, 
Tomo 377, correspondiente al 10 de 
octubre del mismo año, se modificó 
la mencionada Ley de Ética Guber-
namental, reforma mediante la cual 
se le confirió personalidad jurídica 
al Tribunal de Ética Gubernamental, 
con autonomía en lo técnico, eco-
nómico y administrativo, siendo la 
autoridad de mayor jerarquía en la 
materia.

IV. Que en cumplimiento de la letra i) del 
art. 12 de la Ley de Ética Guberna-
mental, debe dictarse el Reglamen-
to de ejecución de dicha normativa.

V. 	 Que para asegurar el adecuado y 
oportuno cumplimiento de la Ley de 
Ética Gubernamental, de conformi-
dad con el art. 9, además del Tribunal 
de Ética Gubernamental, habrá una 	
Comisión de Ética Gubernamental 
en cada una de las dependencias 
de la Administración pública que se 
mencionan en el Art. 14 de la Ley.

VI.	 Que el art. 12 letra h) de la men-
cionada Ley establece, como una 
de las funciones y atribuciones del 
Tribunal de Ética Gubernamental, 
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nombrar a los miembros de las Co-
misiones de Ética Gubernamental, 
en las dependencias de la Adminis-
tración pública indicadas en el art. 
14 de la citada Ley.

VII.	Que de conformidad con el art. 15 de 
la Ley, un Reglamento determinará 
la forma de hacer el nombramiento 
de los miembros propietarios y su-
plentes de las Comisiones de Ética 
Gubernamental en las dependen-
cias de la Administración pública, 
conforme con el objeto de Ley.

POR TANTO: De conformidad con la 
normativa relacionada y en ejercicio de 
su potestad reglamentaria este Tribunal,

DECRETA el siguiente:

REGLAMENTO DE 
LA LEY DE ÉTICA 

GUBERNAMENTAL

TÍTULO I
DISPOSICIONES 

GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO
FINALIDAD, ÁMBITO 

DE APLICACIÓN Y 
DENOMINACIONES

Finalidad del Reglamento.
Artículo 1. El presente Reglamento tie-
ne por finalidad desarrollar la Ley de Éti-
ca Gubernamental.

También regulará los aspectos de organi-
zación y funcionamiento del Tribunal de 
Ética Gubernamental, Comisiones de Éti-
ca Gubernamental y Agentes de Enlace.

Ámbito de aplicación.
Artículo 2. El presente Reglamento se 
aplicará a todos los servidores públicos 
a los que se refiere el art. 2 de la Ley de 
Ética Gubernamental, en lo relativo a sus 
prohibiciones y/o deberes éticos y al pro-
cedimiento administrativo sancionador.

Denominaciones.
Artículo 3. Para los efectos de este Re-
glamento se entiende por:

a)	 Ley: Ley de Ética Gubernamental;

b)	 Tribunal: Tribunal de Ética Guberna-
mental;

c)	 Pleno del Tribunal o Pleno: miembros 
del Tribunal constituidos como órga-
no deliberante y decisorio;

d)	 Comisión: Comisión de Ética Guber-
namental;

e)	 Institución: cualquiera de las institu-
ciones a las que se refiere el art. 14 
de la Ley;

f)	 Autoridad: titular de cualquiera de las 
instituciones mencionadas en el art. 
14 de la Ley;

g)	 Servidor público: persona natural que 
presta ocasional o permanentemente 
servicios dentro de la Administración 
del Estado, de los Municipios y de las 
entidades oficiales autónomas sin 
excepción.
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Además, comprende a los funcionarios y 
empleados públicos y agentes de Auto-
ridad en todos sus niveles jerárquicos; y,

g)	 COMURES: Corporación de Munici-
palidades de El Salvador.

TÍTULO II
ATRIBUCIONES 
Y FUNCIONES 
DEL TRIBUNAL, 

COMISIONES DE ÉTICA 
GUBERNAMENTAL Y 

AGENTES DE ENLACE

CAPÍTULO I
ACTORES

Aplicación de la Ley de Ética 
Gubernamental.
Artículo 4. Corresponderá la aplicación 
de la Ley y este Reglamento conforme 
las atribuciones y funciones respectivas 
a los siguientes actores:

a)	 El Tribunal de Ética Gubernamental;

b)	 Las Comisiones de Ética Guberna-
mental; y,

c)	 Los Agentes de Enlace.

CAPÍTULO II
TRIBUNAL DE ÉTICA 
GUBERNAMENTAL

Integración.
Artículo 5. El Pleno del Tribunal, como 
organismo colegiado, está conformado 
por todos los miembros propietarios o 
sus respectivos suplentes, a que se re-
fiere el art. 10 de la Ley.

Funciones y atribuciones
Artículo 6. Además de las funciones 
y atribuciones establecidas en la Ley y 
en el presente Reglamento, al Pleno del 
Tribunal le corresponderá:

a) Establecer las políticas y criterios 
de actuación del Tribunal y sus 
dependencias;

b) Crear en atención a las necesidades 
del Tribunal y conforme las previsio-
nes presupuestarias, unidades orga-
nizativas y comités para su funciona-
miento;

c) Aprobar planes, programas y proyec-
tos referentes a la aplicación de la 
ética en la función pública, la Ley de 
Ética Gubernamental y demás nor-
mativa institucional

d) Aprobar el proyecto de presupuesto 
de ingresos y egresos, y la memoria 
anual de labores;

e) Aprobar la normativa que sea de su 
competencia;

f) Aprobar la suscripción de alianzas y 
convenios para el cumplimiento de 
los objetivos de la Ley;

g) Nombrar, contratar, remover, conce-
der licencias y aceptar la renuncia a 
los servidores públicos del Tribunal; 
procurar potenciar su calidad y desa-
rrollo, así como proveer prestaciones 
y remuneraciones a los mismos;

h) Adquirir o aceptar bienes que pro-
vengan de ventas, donaciones, fidei-
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comisos, herencias, legados u otras 
fuentes; así como autorizar la venta 
o donación de bienes, que formen 
parte del patrimonio del Tribunal;

i) Asignar funciones especificas a los 
miembros del Tribunal, si se estimare 
conveniente; y,

j) Las demás que sean necesarias para el 
cumplimiento de las finalidades, ob-
jetivos, funciones y atribuciones del 
Tribunal.

Organización y funcionamiento.
Artículo 7. El Pleno del Tribunal se re-
unirá para deliberar y tomar acuerdos al 
menos cada quince días con la asisten-
cia del Secretario General.

Como órgano colegiado tomará sus 
decisiones por mayoría de los miembros 
que lo conforman y el miembro que no 
concurra con su voto podrá razonar el 
motivo de su desacuerdo o abstención 
según el caso.

El Tribunal se conformará con los miem-
bros propietarios. En caso de muerte, re-
nuncia, ausencia temporal, excusa o re-
cusación de alguno de los miembros, se 
llamará al respectivo suplente para que 
integre el Tribunal.

En caso de ausencia temporal del pro-
pietario, el miembro suplente devengará 
el salario proporcional que le correspon-
da a aquél por el número de días que in-
tegre el Tribunal.

En caso de excusa o recusación, el su-
plente devengará una dieta por cada 
asistencia a la convocatoria que le haga 
el Tribunal, no pudiendo exceder el pago 
de cuatro dietas en el mes. Las dietas 
forman parte de los gastos administrati-
vos del Tribunal.

Agenda.
Artículo 8. La agenda de las sesiones 
será elaborada por el Secretario Gene-
ral tomando en cuenta los puntos que 
se deban conocer en la misma, la que 
deberá ser sometida previamente a los 
miembros del Pleno para su considera-
ción, a fin de que puedan incluir otros 
puntos que indiquen.

La agenda deberá ser presentada a los 
miembros del Pleno, por lo menos con 
veinticuatro horas de anticipación a la 
hora y día señalados para la sesión.

Los asuntos que se sometan a la con-
sideración del Pleno serán debidamen-
te documentados, excepto aquéllos que 
por urgencia u otro motivo que lo justifi-
que no sea posible.

De las sesiones.
Artículo 9. La dirección de las sesiones 
corresponderá al Presidente.

Establecido el quórum para sesionar se 
iniciará con la lectura de la agenda, la 
que se someterá a aprobación del Pleno; 
una vez aprobada, con modificaciones o 
sin ellas, se pasará a su desarrollo.

Cada miembro tendrá derecho a interve-
nir sobre cada punto de la agenda.

Deliberado cada punto de la agenda, se 
pasará a su respectiva votación, la cual 
será nominal.

Si se considera que un asunto está 
suficientemente discutido, cualquiera 
de los miembros propondrá el cierre del 
debate, y si así lo acuerda la mayoría, se 
pasará a votación.
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Secretaría General.
Artículo 10. El Secretario General ac-
tuará como secretario de las sesiones 
del Pleno y en su ausencia temporal o 
impedimento, desempeñará esta fun-
ción el Secretario General suplente; o en 
su defecto la persona que el Pleno de-
signe.

Actas de las sesiones.
Artículo 11. Se levantará acta de todas 
las sesiones que celebre el Pleno en la 
que se consignará el lugar, hora y día de 
la reunión; la asistencia y agenda desa-
rrollada; con una relación sucinta de las 
intervenciones sobre cada punto y los 
acuerdos adoptados. Las actas deberán 
someterse a consideración del Pleno al 
finalizar la sesión o en la inmediata si-
guiente y serán firmadas por todos los 
miembros asistentes y el Secretario Ge-
neral, las que serán compiladas en el li-
bro respectivo.

Cualquier incidente que altere o 
interrumpa la celebración de las sesiones 
se hará constar en el acta respectiva.

En caso de imposibilidad de desarrollar 
la agenda en una sola sesión, el Pleno 
podrá declarar la sesión en receso y 
acordar su continuación. 

Atribuciones del Presidente.
Artículo 12. El Presidente del Tribunal 
tendrá como atribuciones las siguientes:

a) Dirigir el desarrollo de las sesiones 
del Pleno;

b) Autorizar juntamente con el Secretario 
General los libros que se estimen 
necesarios para el funcionamiento 
del Tribunal; y,

c) Las demás que le encomiende la Ley, 
este Reglamento y el Pleno.

Atribuciones del Secretario General.
Artículo 13. Corresponde al Secretario 
General:

a)	 Elaborar la agenda de las sesiones 
del Pleno y las convocatorias;

b)	 Documentar los asuntos que sean 
sometidos al Pleno;

c)	 Llevar y custodiar el Libro de Actas 
y de Acuerdos de las sesiones del 
Pleno;

d)	 Llevar la correspondencia del Pleno;

e)	 Comunicar los acuerdos adoptados, 
darle seguimiento e informar men-
sualmente al Pleno sobre su cumpli-
miento;

f) 	 Certificar las actuaciones del Pleno;

g) 	Autorizar con su firma las resolucio-
nes del Pleno; y,

h)	 Las demás que le encomienden la 
Ley, este Reglamento y el Pleno.

Promoción, difusión y capacitación.
Artículo 14. Corresponde al Tribunal 
promover y difundir entre los servidores 
públicos y la ciudadanía en general 
las normas éticas contenidas en la 
Ley; para tal efecto, dispondrá de 
los medios que estime procedentes 
para la comunicación, organización y 
realización de actividades divulgativas.

Asimismo, a través de la Unidad de Di-
vulgación y Capacitación, el Tribunal ca-
pacitará a los miembros de las Comisio-
nes y a los Agentes de Enlace respecto a 
la ética en la función pública y a la Ley 
de Ética Gubernamental. Los miembros 
de las Comisiones deberán a su vez ca-
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pacitar a los servidores públicos de las 
instituciones en las que laboran.

Transparencia en la administración 
pública.
Artículo 15. Corresponde al Tribunal 
dictar lineamientos generales tendentes 
a garantizar la transparencia en la ges-
tión de la Administración pública, que 
permitan el acceso a la información a 
cualquier persona interesada, siempre y 
cuando aquélla sea de carácter público.

Publicidad de actos administrativos.
Artículo16. El Tribunal elaborará las 
directrices necesarias que permitan a 
las dependencias públicas identificar, 
además de los establecidos por ley, los 
actos administrativos que deberán go-
zar de publicidad por los medios de in-
formación posible.

Formulación de políticas.
Artículo 17. El Tribunal formulará, mo-
dificará y actualizará las políticas ten-
dentes a que los servidores públicos op-
timicen el uso de los recursos del Estado.

CAPÍTULO III
COMISIONES DE ÉTICA 

GUBERNAMENTAL
SECCIÓN PRIMERA

Nombramiento y elección de los 
miembros de las Comisiones de Ética 

Gubernamental

Comisiones de Ética.
Artículo 18. De conformidad con lo es-
tablecido en el art. 14 de la Ley, habrá una 
Comisión en cada una de las dependen-
cias que en esa disposición se señalan.

Para el caso de la letra g) de ese mismo 
artículo, cada una de las instituciones 
que conforman el Ministerio Público, 
deberá contar con su propia Comisión.

Designación.
Artículo 19. Tanto los miembros pro-
pietarios como los suplentes de las Co-
misiones que se constituyan en las de-
pendencias de la Administración pública 
serán nombrados de la siguiente mane-
ra: uno, por la Autoridad responsable de 
la entidad de la que se trate; otro, por 
el Tribunal; y el tercero, electo por los 
servidores públicos que trabajen en la 
institución respectiva.

Una sola Comisión atenderá a todas 
las municipalidades del país, y en este 
caso sus miembros serán nombrados 
de la siguiente manera: uno, por la 
Corporación de Municipalidades de 
El Salvador; otro, por el Tribunal; y el 
tercero, por el Presidente de la Corte de 
Cuentas de la República.

Cuando por la naturaleza y composición 
de una de las instituciones no sea viable 
constituir una Comisión acorde con lo 
dispuesto en la Ley y este Reglamento, 
el Tribunal podrá autorizar una forma 
distinta de proceder pero en armonía 
con los objetivos y propósitos de la Ley 
de Ética Gubernamental. En todo caso, 
deberán respetarse las reglas de compo-
sición previstas en el art. 15 de la Ley.
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Naturaleza del servicio prestado por los 
miembros de la Comisión.
Artículo 20. Los miembros de las 
Comisiones no devengarán ninguna 
remuneración especial y su servicio 
en ella se considerará inherente al 
cargo que desempeñen. No obstante, 
cuando para el cumplimiento de estas 
funciones debieren trabajar en horas 
extraordinarias, tendrán derecho al 
pago de la remuneración respectiva de 
acuerdo al régimen presupuestario de 
cada institución.

La Autoridad deberá conceder a los 
miembros de la Comisión de su institu-
ción el tiempo suficiente y los recursos 
necesarios para llevar a cabo las funcio-
nes encomendadas por la Ley.

Requisitos de los miembros de las 
Comisiones.
Artículo 21. Los miembros de las 
Comisiones deberán reunir los siguientes 
requisitos:

a)	 Ser servidor público de la institución;

b)	 Ser salvadoreño;

c)	 Ser mayor de 25 años;

d)	 Tener moralidad, instrucción y com-
petencia notoria;

e)	 No estar en mora con la Hacienda 
Pública;

f)	 No haber sido objeto de sanciones 
disciplinarias en los últimos cinco 
años;

g)	 No haber sido sancionado por actos 
de corrupción o por infracciones a 
normas éticas;

h) No tener vínculo de parentesco con 
la Autoridad de la institución dentro 
del cuarto grado de consanguinidad 
ni segundo de afinidad;

i) Estar en posesión de sus derechos 
de ciudadano y no haberlos perdido 
durante los últimos cinco años; y,

j) Declarar bajo juramento ante la Au-
toridad de la institución en la que 
labora, no tener ninguno de los im-
pedimentos previstos en este Regla-
mento.

La Autoridad tendrá la obligación de 
verificar e informar al Tribunal, dentro 
del plazo correspondiente, que los servi-
dores públicos nombrados cumplen los 
requisitos antes señalados.

Procedimiento para el nombramiento por 
el Tribunal.
Artículo 22. El Tribunal nombrará 
como miembro propietario al servidor 
público que en cada una de las institu-
ciones ocupe el cargo de Jefe del Área 
de Recursos Humanos y como suplente 
al Jefe de la Unidad Jurídica. En ambos 
casos, si no existiesen dichos cargos se 
nombrará respectivamente al servidor 
público que, aunque con otra denomi-
nación, ejerza funciones similares.

Si el servidor público no reúne los re-
quisitos que establece el art. 21 de este 
Reglamento o no existe persona que 
ejerza dichas funciones o que éstas sean 
realizadas por personas ajenas a la ins-
titución, la Autoridad deberá remitir al 
Tribunal las hojas de vida del Auditor 
Interno, Jefe de Planificación y Jefe de 
Administración, o de quienes con deno-
minaciones distintas ejerzan funciones 
similares, para que el Tribunal proceda 
a nombrar al miembro propietario y/o 
suplente, según sea el caso.

La Autoridad que a la fecha de entrada en 
vigencia de este Reglamento no hubiere 
remitido la información mencionada en 
los incisos precedentes, deberá cumplir 
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este requerimiento dentro de los cinco 
días posteriores a la vigencia del mismo.

Respecto a las municipalidades, el car-
go de propietario y suplente lo ocuparán 
en su respectivo orden, los servidores 
públicos que se desempeñen como Pri-
mer y Segundo Secretario de la Junta 
Directiva de COMURES; y en su defecto 
los Directores de Finanzas y de Asuntos 
Gremiales. El Director Ejecutivo deberá 
remitir al Tribunal dentro de los cinco 
días posteriores a la vigencia de este Re-
glamento, los nombres y generales de 
quienes ocupan dichos cargos, debien-
do además expresar si cumplen con los 
requisitos establecidos en el art. 21 de 
este Reglamento.

Una vez finalizado el período para el 
cual fueron nombrados, terminen en 
sus funciones o fueren trasladados a un 
cargo distinto, la Autoridad o el Director 
Ejecutivo, en su caso, deberán remitir, 
dentro del plazo de cinco días posterio-
res, los nombres y generales de quienes 
ocupan los cargos mencionados en los 
incisos precedentes.

El Tribunal procederá al nombramiento 
y juramentación de los miembros dentro 
de los tres días siguientes a la recepción 
de la información, debiendo proceder a 
su acreditación. También deberá comu-
nicar su decisión a las Autoridades res-
pectivas para los efectos consiguientes.

Procedimiento para el nombramiento por 
la Autoridad.
Artículo 23. La Autoridad que aún no 
ha nombrado y juramentado a su miem-
bro propietario y/o suplente entre el 
personal de la institución, deberá hacer-
lo en el plazo de ocho días, contados a 
partir de la fecha de entrada en vigencia 
de este Reglamento.

Una vez finalizado el período para el 
cual fueron designados los miembros 
que se encuentran en funciones o a la 
terminación de las mismas, deberá la 
Autoridad hacer el nombramiento y 
juramentación de los nuevos miembros 
propietario y suplente dentro de los 
ocho días posteriores a la ocurrencia de 
los eventos mencionados.

En todo caso, la Autoridad deberá co-
municar al Tribunal el nombramiento y 
juramentación de sus miembros propie-
tario y suplente, para su acreditación en 
el plazo estipulado.

Procedimiento para la elección por los 
servidores públicos.
Artículo 24. El miembro de la Comisión 
cuya elección corresponde a los servido-
res públicos, lo mismo que su suplente, 
serán elegidos mediante votación igua-
litaria y secreta.

A la Autoridad le corresponde vigilar 
que el proceso de elección se realice de 
acuerdo con lo establecido en la Ley y 
este Reglamento.

El procedimiento para la elección será el 
siguiente:

1. 	La Autoridad que aún no ha realiza-
do el procedimiento de elección de 
los miembros que corresponde a los 
servidores públicos de su institución, 
deberá efectuar la convocatoria den-
tro de los cinco días siguientes a la 
entrada en vigencia de este Regla-
mento.

2. 	La Autoridad deberá iniciar el pro-
cedimiento de elección del miembro 
propietario o suplente, dentro de los 
ochos días siguientes de finalizado el 
plazo de sus nombramientos, para lo 
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cual deberá convocar a los servido-
res públicos de su institución, por es-
crito o por cualquier otro medio, para 
la inscripción de los candidatos. En la 
convocatoria se indicarán los requi-
sitos, el plazo, el lugar y la persona 
encargada de recibir las inscripcio-
nes, las que deberán realizarse den-
tro del plazo de cinco días contados 
desde la fecha en que se efectúe el 
llamado a la inscripción.

3. 	Los candidatos deberán inscribirse 
en la forma que se indique en la con-
vocatoria respectiva y presentar a la 
Autoridad la documentación perti-
nente para acreditar que cumplen los 
requisitos establecidos en el art. 21 
de este Reglamento.

4. 	Dentro de los tres días siguientes a la 
fecha en que venza el plazo para la 
inscripción de candidatos, la Auto-
ridad realizará una segunda convo-
catoria para que todos los servidores 
públicos participen en la elección de 
los miembros propietario y suplente. 
La Autoridad correspondiente debe-
rá adoptar las medidas necesarias y 
usar los mecanismos que considere 
pertinentes para garantizar la publi-
cidad y la participación en la elec-
ción. En todo caso, esta convocatoria 
deberá contener la indicación de los 
candidatos inscritos, el lugar o el me-
canismo de votación, el día y la hora 
en que se realizará la elección, y

	 será notificada al Tribunal, quien po-
drá nombrar a un delegado para que 
observe el proceso de votación. La 
elección deberá realizarse dentro del 
plazo de cinco días que se contará 
desde la fecha de la convocatoria, y 
la juramentación se efectuará el día 
de la elección.

5.	 El cargo de miembro propietario co-
rresponderá a quien hubiere obteni-
do el mayor número de votos, y el 
de miembro suplente, al que haya 
obtenido el segundo lugar en la vota-
ción. En caso de empate se realizará 
un nuevo procedimiento de elección 
en el que únicamente participarán 
los candidatos que hayan obtenido el 
mayor número de votos, con el fin de 
definir el propietario y el suplente. Si 
existiere empate en el segundo nú-
mero mayor de votos, se definirá el 
tercer y cuarto lugar; de lo acaecido 
se dejará constancia en el acta que 
para tal efecto se levante.

6.	 En caso de cesación definitiva del 
propietario electo, su lugar lo ocupará 
el segundo en votación y el suplente 
será quien le siga en número de votos, 
si lo hubiese; y así sucesivamente. 
Si no hubiere otro candidato que 
pudiera suplir, se deberá realizar un 
nuevo procedimiento de elección.

	 Cuando se tratare de institucio-
nes públicas que tengan unidades 
o dependencias departamentales, 
la Autoridad organizará el proceso 
de elección en la forma más conve-
niente a los intereses institucionales, 
pero deberá cumplir lo dispuesto en 
este artículo.

Documentación del procedimiento 
eleccionario.
Artículo 25. Tanto lo ocurrido duran-
te el procedimiento de elección como 
el resultado que arroje el escrutinio se 
hará constar en acta que firmarán la Au-
toridad y el delegado del Tribunal en su 
caso, y en ésta deberá relacionarse, por 
lo menos, la siguiente información: el 
número de servidores públicos que par-
ticiparon en la votación, nombre y ge-
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nerales de los candidatos, el resultado 
y el acto de juramentación por parte de 
la Autoridad. De esta acta deberá remi-
tirse una certificación al Tribunal al día 
siguiente de su emisión, para su acredi-
tación.

De todo procedimiento de elección, la 
Autoridad elaborará un expediente que 
comprenderá todas las fases, incidentes 
y documentos relativos al mismo.

Nombramiento por el Presidente de la 
Corte de Cuentas de la República.
Artículo 26. Los miembros de la Comi-
sión, cuyo nombramiento corresponde 
al Presidente de la Corte de Cuentas de la 
República de conformidad con el art. 15 
inciso 3ro.de la Ley, deberán pertenecer 
a las municipalidades, y ser nombrados 
y juramentados en el plazo de ocho días 
contados a partir de la vigencia de este 
Reglamento, si dicho nombramiento no 
se hubiere realizado. El mismo plazo 
deberá observarse cuando el miembro 
propietario y/o suplente finalice el pe-
ríodo para el cual fue nombrado o cesa-
do en sus funciones.

En todo caso, el nombramiento y jura-
mentación deberán comunicarse al Tri-
bunal al día siguiente en que hayan teni-
do lugar para su acreditación.

Deber de Informar.
Artículo 27. La Autoridad o, en su caso, 
el Presidente de la Corte de Cuentas de la 
República, están obligados a informar al 
Tribunal de cualquier circunstancia que 
pudiera alterar la composición de las 
Comisiones, tales como licencia, cese 
de funciones, renuncia, o traslado de al-
guno de los miembros. Esta comunica-
ción deberá realizarse dentro del plazo 
máximo de cinco días contados a partir 

de que el hecho ocurra. El miembro pro-
pietario será sustituido por su suplente.

Si la ausencia del propietario fuere defi-
nitiva, el suplente respectivo asumirá en 
propiedad el cargo hasta que finalice el 
período para el cual aquél había sido nom-
brado, y se procederá al nombramiento 
del suplente dentro de los cinco días si-
guientes a la promoción del primero.

La regla establecida en el inciso anterior 
no será aplicable si se tratase de la au-
sencia definitiva del miembro propietario 
nombrado por el Tribunal, debiendo el 
suplente asumir las funciones del propie-
tario mientras se nombre al nuevo titular.

SECCIÓN SEGUNDA
IMPEDIMENTOS Y FORMA DE 

RESOLVERLOS

SEPARACIÓN DEL CARGO

Obligación de aceptar y desempeñar el 
cargo.
Artículo 28. Ningún servidor público 
podrá negarse a aceptar el nombramien-
to ni a desempeñar el cargo de miembro 
de la Comisión, salvo que exista un im-
pedimento debidamente justificado, el 
cual será resuelto en la forma estableci-
da en esta sección.

Impedimentos.
Artículo 29. Son impedimentos para 
ser miembro de una Comisión:

a) No cumplir alguno de los requisitos 
previstos en el art. 21 de este Regla-
mento.
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b) Tener incapacidad física o mental que 
imposibilite el ejercicio del cargo.

c)	 Cualquier otra circunstancia que a jui-
cio del Tribunal pudiera ser contraria 
a los objetivos y principios de la Ley.

Modo de resolver los impedimentos.
Artículo 30. El servidor público que 
considere que se encuentra impedido 
para formar parte de una Comisión, o 
siendo miembro de la misma le sobre-
venga uno de los impedimentos descri-
tos en el artículo anterior, deberá ale-
garlo por escrito y presentar las pruebas 
que considere pertinentes ante la auto-
ridad que tenga a su cargo el nombra-
miento o juramentación, quien lo resol-
verá dentro de los tres días siguientes a 
la fecha en que fue alegado, respetando 
las garantías del debido proceso.

Cuando el impedimento fuere alegado 
por cualquier persona mediante escri-
to, éste deberá presentarse ante la au-
toridad respectiva, quien mandará al 
miembro de la Comisión, para que en el 
plazo de cinco días contados a partir del 
siguiente de la notificación correspon-
diente se pronuncie sobre el hecho que 
se le atribuye.

Contestada la audiencia o concluido el 
plazo relacionado, se emitirá resolución 
sobre la permanencia o separación del 
cargo del miembro de la Comisión.

En el caso de los servidores públicos que 
ocupen alguno de los cargos señalados 
en el inciso primero y tercero del art. 
22 de este Reglamento, el impedimen-
to preexistente deberá alegarse ante la 
Autoridad de la institución respectiva, 
dentro de los tres días siguientes a la 
notificación correspondiente, y cuando 
sobrevenga puede ser alegado en cual-
quier momento. Dicha Autoridad debe-

rá remitir al Tribunal, dentro de los tres 
días siguientes, el escrito de alegación 
del impedimento y las pruebas corres-
pondientes para su resolución, así como 
los nombres y generales de quienes ocu-
pen los cargos mencionados en el inciso 
segundo y tercero del art. 22 de este Re-
glamento. El Tribunal deberá resolver el 
impedimento respetando las garantías 
del debido proceso y nombrar al miem-
bro propietario y/o suplente cuando 
proceda.

Modo de proceder si se declara la 
existencia de un impedimento.
Artículo 31. Si la autoridad respectiva 
o el Tribunal resuelven declarar la exis-
tencia del impedimento, se procederá 
al nombramiento correspondiente. Si 
se tratare del miembro elegido por los 
servidores públicos se hará conforme a 
lo dispuesto en el art. 24 de este Regla-
mento, en lo que fuere aplicable.

Separación del cargo.
Artículo 32. Si se comprueba que algún 
miembro de la Comisión incurre en 
alguno de los impedimentos contenidos 
en el art. 29 de este Reglamento se 
dejará sin efecto su nombramiento y se 
separará inmediatamente de su cargo.

Como medida precautoria, mientras se 
tramita el impedimento o el procedi-
miento sancionador, el servidor público 
señalado no podrá asistir a las reunio-
nes de la Comisión y en su lugar lo hará 
el respectivo suplente, si fuere el caso.

SECCIÓN TERCERA
ORGANIZACIÓN Y 
FUNCIONAMIENTO
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Organización y funcionamiento.
Artículo 33. Después de conformarse 
la Comisión, ésta deberá sesionar dentro 
de los quince días hábiles posteriores a 
efecto de designar quiénes de los miem-
bros propietarios actuarán como Presi-
dente, Secretario y Vocal; establecerán el 
lugar y la periodicidad de sus reuniones, 
la que será al menos una vez por mes.

En cuanto a la forma de votación, atri-
buciones del Presidente y del Secretario 
y desarrollo de las sesiones, se estará a 
lo dispuesto en la parte relativa al Tribu-
nal, en lo que le fuere aplicable.

La facultad de convocatoria la ejercerá 
el Presidente de la Comisión y a falta de 
éste el Secretario.

De toda reunión se levantará acta, de-
biendo ser firmada por los miembros 
asistentes.

Cualquier miembro de la Comisión podrá 
recibir consultas y denuncias, debiendo 
informar a los demás de la recepción de 
las mismas, dentro de las veinticuatro 
horas siguientes.

Las Comisiones brindarán al Tribunal 
el apoyo que les sea solicitado en la 
aplicación de la Ley y este Reglamento 
y actuarán a través de sus miembros 
propietarios, y a falta de éstos por medio 
de sus respectivos suplentes.

Cumplimiento de indicaciones del 
Tribunal.
Artículo 34. A requerimiento del Tri-
bunal, las Comisiones de Ética estarán 
habilitadas para realizar actos de co-
municación a los servidores públicos 
denunciados de su dependencia en el 
plazo máximo de cinco días hábiles, de-

biendo dejar constancia de ello e infor-
mar al Tribunal dentro de los dos días 
hábiles siguientes de realizadas tales 
actuaciones.

Capacitaciones.
Artículo 35. Los miembros de las Co-
misiones, antes o inmediatamente des-
pués de tomar posesión de sus cargos, 
deberán recibir las capacitaciones a que 
la Ley y este Reglamento hacen referen-
cia; además, cumplirán con los linea-
mientos que conforme dichas normati-
vas les dicte el Tribunal.

En atención a lo establecido en los arts. 
38 y 39 de la Ley, las Comisiones lle-
varán un control y actualización de las 
capacitaciones que se realicen en su 
dependencia, información que deberá 
ser proporcionada a la Unidad de Di-
vulgación y Capacitación del Tribunal, 
de acuerdo con el mecanismo y reque-
rimientos establecidos por el mismo, a 
efecto de su registro.

Los municipios y las instituciones con 
dependencias en diversas partes del te-
rritorio de la República, podrán realizar 
la actividad prescrita en el inciso prece-
dente por medio de los Agentes de Enla-
ce, quienes deberán remitirla a la Comi-
sión de Ética respectiva.

Las Comisiones enviarán al Tribunal el 
listado que contenga el nombre y gene-
rales de los Agentes de Enlace adscritos a 
su dependencia, su lugar de trabajo y di-
rección o medio para ser contactados, los 
que al ser modificados se deberán actua-
lizar. La remisión de dicha información se 
efectuará en el plazo de cinco días hábiles 
contados a partir de la fecha del nombra-
miento por parte de la Autoridad.
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Intervención supletoria.
Artículo 36. El Tribunal decidirá lo 
pertinente en todo lo no previsto en el 
presente Capítulo.

CAPÍTULO IV
AGENTES DE ENLACE

Nombramiento de Agentes de Enlace.
Artículo 37. Sin perjuicio de la exis-
tencia de la Comisión de Ética en una 
dependencia, cuando ésta lo estime 
conveniente podrá proponer a la Autori-
dad el nombramiento de funcionarios o 
empleados de la institución como Agen-
tes de Enlace propietarios y suplentes, 
quienes estarán sujetos a lo dispuesto 
en el art. 15 de la Ley en lo que les fuere 
aplicable. A tal efecto, deberá presentar 
ternas para propietarios y para suplen-
tes, a fin de que la Autoridad seleccione 
a los mismos.

Cada uno de los municipios deberá con-
tar con un Agente de Enlace nombrado 
por el respectivo Concejo Municipal; sin 
embargo, dependiendo de la estructura 
organizativa y el número de servidores 
públicos u otras características propias 
de los gobiernos locales, éstos podrán 
asociarse y nombrar a un solo Agente. 
En todo caso, los Concejos deberán in-
formar al Tribunal dentro de los cinco 
días hábiles siguientes a la designación, 
la misma información requerida en el 
inciso final del art. 35 de este Reglamen-
to, a las personas que fungirán como 
Agentes de Enlace.

Requisitos e impedimentos.
Artículo 38. Los Agentes de Enlace 

estarán sujetos a los mismos requisitos e 
impedimentos aplicables a los miembros 
de las Comisiones.

Funciones.
Artículo 39. Los Agentes de Enlace 
tendrán como funciones la de facilitar 
a la Comisión la promoción, difusión y 
capacitación sobre la ética en la función 
pública y la normativa aplicable, realizar 
los actos de comunicación y cumplir 
con las demás instrucciones que dicte el 
Tribunal o la Comisión respectiva.

Los Agentes de Enlace, antes o inmedia-
tamente después de haber sido nombra-
dos, deberán recibir las capacitaciones 
a que la Ley y este Reglamento hacen 
referencia.

TÍTULO III
PROCEDIMIENTOS

CAPÍTULO I
RÉGIMEN DE DÁDIVAS

Y CONSULTA

Solicitud o aceptación de dádivas, 
regalos, pagos, honorarios o cualquier 
otro tipo de regalías.
Artículo 40. El servidor público tiene 
prohibido recibir beneficios al margen de 
los que por ley le correspondan, y debe 
adoptar las medidas necesarias para 
evitar que pueda surgir cualquier duda 
razonable sobre la legitimidad de sus 
ingresos y de su situación patrimonial.
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Para los efectos del art. 6 letra a) de la 
Ley de Ética Gubernamental, la solici-
tud o aceptación directa o a través de 
persona distinta del servidor público, a 
cambio de acciones u omisiones relacio-
nadas con el cargo que ocupa, compren-
derá todo tipo de beneficio o provecho 
de cualquier naturaleza que tenga como 
destinatario éste último, sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguini-
dad o segundo de afinidad, que excedan 
a aquellos que por ley les corresponde.

Facultad consultiva.
Artículo 41. Dentro de su facultad 
orientadora, el Tribunal será el único 
competente para fijar los criterios rela-
tivos a las consultas respecto del ámbito 
de aplicación de la Ley de Ética Guber-
namental y su Reglamento.

Materia de consulta.
Artículo 42. Las respuestas a consul-
tas, únicamente podrán versar sobre la 
aplicación de la Ley y el Reglamento en 
forma abstracta, y por ningún motivo 
deberá contener pronunciamientos so-
bre casos en particular.

La aclaración a que hace referencia el 
art. 20 de la Ley, se circunscribirá a los 
hechos que se le atribuyen al denuncia-
do, por lo tanto no estará sujeta al trámi-
te previsto en este Capítulo.

Forma de presentación.
Artículo 43. La consulta podrá hacerse 
tanto en forma verbal como escrita, y en 
este segundo caso se podrá utilizar me-
dios técnicos o electrónicos, siempre que 
permitan dejar constancia por escrito.

Si la consulta fuere verbal, únicamente 
será recibida en el Tribunal por persona 

designada para tal efecto.

Cuando la consulta sea presentada ante 
una Comisión de Ética, ésta verificará 
si existe criterio aplicable dictado por el 
Tribunal; en caso afirmativo, deberá dar 
respuesta acorde al mismo. Si el Tribunal 
no hubiere emitido criterio, la Comisión 
deberá remitir la consulta a aquél dentro 
del plazo de tres días hábiles contados a 
partir de su recepción, para su respuesta.

Respuesta.
Artículo 44. El Tribunal y las Comisiones 
responderán siempre por escrito dentro 
del plazo de ocho días hábiles a partir de 
su recepción, a excepción de la consulta 
recibida verbalmente.

Trámite.
Artículo 45. El trámite y elaboración de 
proyectos de respuesta efectuados en el 
Tribunal, estarán a cargo de la Unidad 
de Asesoría Legal, la que deberá basar 
los mismos en los criterios previamente 
fijados. Los proyectos serán sometidos 
a consideración del Pleno para su 
aprobación, rechazo o modificación. 
Una vez acordada la respuesta será 
comunicada por dicha Unidad a la 
persona que formuló la consulta o a la 
Comisión que la trasladó.

Registro de consultas y respuestas.
Artículo 46. El Tribunal por medio de 
la Unidad de Asesoría Legal llevará un 
registro de las consultas escritas, así 
como de las respectivas respuestas que 
haya brindado, el cual contendrá como 
mínimo:

a) Fecha de la consulta;

b) Nombre del consultante;
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c) Objeto de la consulta; y,

d) Respuesta.

Publicación de criterios.
Artículo 47. El Tribunal publicará 
periódicamente los criterios adoptados 
respecto a la aplicación de la Ley de 
Ética Gubernamental y este Reglamento 
por los medios que estime conveniente.

CAPÍTULO II
PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR

Legitimación.
Artículo 48. Cualquier persona puede 
presentar denuncia por escrito, por sí 
o por medio de representante, sobre 
hechos que constituyan infracciones a 
las prohibiciones y/o deberes éticos.

Forma de la denuncia.
Artículo 49. La denuncia contendrá:

a)	 Identificación del denunciante, la 
cual podrá acreditarse por medio del 
Documento Único de Identidad, li-
cencia de conducir, carné de aboga-
do, carné de residente o pasaporte y, 
en defecto de los anteriores, a través 
de dos testigos acreditados, debida-
mente identificados mediante cual-
quiera de los documentos citados.

b)	 Identificación del servidor público de-
nunciado. Si el denunciante no cono-
ce el nombre y las generales del de-
nunciado, podrá aportar datos como 

cargo, función que desempeña, insti-
tución u otros que a juicio del Tribu-
nal permitan su individualización.

c) Descripción del hecho denunciado, 
lugar, fecha o época de su comisión 
u otra circunstancia que aporte cla-
ridad a la denuncia, así como las ra-
zones por las que considera que la 
actuación del servidor público cons-
tituye una infracción a las prohibicio-
nes y/o deberes éticos;

d) Lugar o medio técnico para recibir 
notificaciones dentro del territorio de 
la República;

e) Lugar, fecha de la denuncia y firma. 
Si el denunciante no sabe firmar, se 
hará constar dicha circunstancia y 
deberá estampar su huella digital, y 
en caso de imposibilidad física otra 
persona firmará a su ruego; y,

f)	 Juramento de que lo dicho es la verdad.

La denuncia podrá presentarse perso-
nalmente o por otro medio con firma 
legalizada.

Denuncia ante las Comisiones.
Artículo 50. De conformidad con lo 
establecido en los arts. 12 letra d) y 16 
letra a) de la Ley, las Comisiones de Éti-
ca serán competentes para recibir las 
denuncias que conforme la Ley y este 
Reglamento se presenten contra servi-
dores públicos de la dependencia a la 
que pertenecen.

Para efecto de recepción de la denuncia 
bastará la firma de uno de los miembros 
de la Comisión, quien estará obligado a 
enterar a los demás en el plazo estable-
cido en el art. 33 de este Reglamento y 
remitirla al Tribunal en un plazo máxi-
mo de ocho días hábiles.
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La Comisión únicamente será competente 
para declarar la improcedencia de la 
denuncia, cuando concurra alguno de 
los supuestos contenidos en las letras a), 
d) y/o e) del art. 55 de este Reglamento, 
la que deberá en todo caso trasladar al 
Tribunal, el que confirmará o revocará 
dicho pronunciamiento.

Reserva de la identidad del denunciante.
Artículo 51. Cuando los hechos denun-
ciados constituyan actos de corrupción, 
el Tribunal, la Comisión y los Agentes de 
Enlace deberán resguardar la identidad 
del denunciante a fin que dicha informa-
ción no sea revelada a personas ajenas 
al procedimiento.

El incumplimiento de esta obligación por 
cualquier empleado o funcionario del 
Tribunal dará lugar al inicio del procedi-
miento disciplinario correspondiente; si 
el incumplimiento fuere por parte de un 
miembro de la Comisión o un Agente de 
Enlace, el agraviado o la Autoridad de-
berán interponer la denuncia respectiva. 
Como medida precautoria, mientras se 
tramita el procedimiento sancionador, 
el presunto responsable no podrá asistir 
a las reuniones de la Comisión, si fue-
re miembro de la misma; y si fuere un 
Agente de Enlace, no podrá realizar nin-
gún acto de comunicación.

Aviso.
Artículo 52. Si el denunciante no 
proporciona su identidad, se le instará 
a que lo haga. En caso de persistir su 
negativa, la información brindada se 
considerará como aviso.

El mismo tratamiento se dará a la infor-
mación proporcionada por persona cuya 
identidad no sea posible constatar.

Si el Tribunal puede determinar, del 
contenido del aviso, el lugar de trabajo 
del servidor público señalado y que los 
hechos relatados pueden ser contrarios 
a la Ley de Ética Gubernamental, infor-
mará al titular de la institución, a fin de 
que éste realice las investigaciones per-
tinentes. Si como resultado de éstas se 
considerare que los hechos fueren viola-
torios de la Ley de Ética Gubernamental, 
deberá denunciarlo ante el Tribunal de 
conformidad a la letra h) del art.5 de la 
Ley; sin perjuicio de que instruya el pro-
cedimiento disciplinario correspondien-
te conforme a la normativa aplicable.

Si el titular de la institución fuere el su-
puesto infractor, lo dispuesto en el inci-
so anterior se le hará del conocimiento 
al funcionario que lo nombró o eligió, o 
al cuerpo colegiado al que perteneciere, 
si fuere el caso.

Abstención de conocer.
Artículo 53. Cuando algún miembro 
del Tribunal o de la Comisión tenga 
que conocer una denuncia en la que él 
o sus parientes dentro del cuarto grado 
de consanguinidad o segundo de afini-
dad, socios, cónyuge o conviviente ten-
gan interés o concurra otra circunstancia 
que pueda incidir en su imparcialidad, 
deberá presentar al Tribunal su excusa, 
exponiendo las razones en que se basa 
la misma. El Tribunal, a excepción del 
miembro que ha planteado la excusa, se-
gún proceda, podrá aceptarla o rechazar-
la, dentro del plazo de ocho días hábiles 
después de su presentación; si la acepta-
re, deberá llamar al suplente respectivo.

Si se presentare recusación, ésta deberá 
contener la identidad del miembro del 
Tribunal o de la Comisión cuya imparcia-
lidad se cuestione, así como los motivos 
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en que se fundamenta el señalamiento. 
El Tribunal integrado con exclusión del 
miembro recusado, en su caso, valora-
rá la veracidad de los motivos y si éstos 
son capaces de incidir en menoscabo de 
su imparcialidad, se le separará del co-
nocimiento del procedimiento, y se lla-
mará al suplente respectivo.

Examen inicial.
Artículo 54. Presentada la denuncia, 
el Tribunal verificará si se cumplen los 
requisitos establecidos en el art. 19 de 
la Ley de Ética Gubernamental y en este 
Reglamento, a efecto de pronunciarse 
sobre su admisibilidad.

En caso de no cumplir a cabalidad 
con dichos requisitos se prevendrá al 
denunciante para que amplíe, corrija o 
aclare la denuncia, dentro del plazo de 
cinco días hábiles contados después de 
la notificación de la resolución.

Si el denunciante no cumple en tiempo 
y forma con la prevención que se le 
hiciera, el Tribunal declarará inadmisible 
la denuncia.

Transcurrido el plazo para recurrir de la 
resolución que declara la inadmisibilidad, 
se archivará el expediente, lo cual no 
será obstáculo para la presentación de 
una nueva denuncia.

Improcedencia.
Artículo 55. La denuncia se declarará 
improcedente cuando concurra alguno 
de los siguientes supuestos:

a)	 El denunciado no sea servidor público;

b)	 Los hechos denunciados no constitu-
yan transgresiones a las prohibicio-
nes y/o deberes éticos;

c) Los hechos no hayan sido realizados 
por el denunciado o no los hubiere 
efectuado en el ejercicio de sus fun-
ciones como servidor público;

d)	 Los hechos denunciados sean ante-
riores a la vigencia de la Ley de Ética 
Gubernamental;

e) 	El hecho denunciado haya sido co-
nocido y resuelto en forma definitiva 
o declarado improcedente por el Tri-
bunal.

La improcedencia se puede declarar en 
cualquier estado del procedimiento.

Contestación de la denuncia.
Artículo 56. Admitida la denuncia, el 
Tribunal informará al denunciado sobre 
los hechos que se le atribuyen, quien 
contará con un plazo máximo de cinco 
días hábiles para que la conteste por sí 
o por medio de apoderado debidamente 
acreditado.

Al practicar este acto procesal, el Tribu-
nal adoptará todas las medidas que sean 
necesarias para asegurarse que el pre-
sunto infractor tenga real conocimiento 
de los hechos que se le atribuyen y posi-
bilidad de concurrir a defenderse, por lo 
que se le entregará copia de la denuncia, 
documentos que se presenten y de toda 
actuación que se realice.

Para tal fin, buscará que la comunicación 
se efectúe en su lugar de trabajo o en 
su casa de habitación y si se encuentra 
desempeñando sus funciones en el 
extranjero, se hará por medio de correo 
certificado debiendo cumplir con todas 
las formalidades que garanticen su 
recepción personal.

El denunciado podrá concurrir personal-
mente o nombrar apoderado para que lo 
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represente, y en caso de encontrarse en 
el extranjero, el Tribunal le fijará un pla-
zo prudencial para que nombre apode-
rado, si fuere necesario.

Elusión a la contestación de la denuncia 
y otras comunicaciones procesales.
Artículo 57. Si se estableciere que el 
denunciado realiza cualquier actividad 
tendente a obstaculizar la notificación 
de la admisión de la denuncia o cualquier 
otro acto de comunicación procesal, 
se dejará constancia de tal situación y 
dichos actos se efectuarán a través de la 
Comisión de Ética respectiva o el Agente 
de Enlace a quien se le encomiende tal 
actividad, los que deberán informar por 
escrito al Tribunal dentro de los dos días 
hábiles siguientes a la fecha en que se 
realizó la comunicación al denunciado.

Rebeldía.
Artículo 58. Si el denunciado no se 
apersonare por sí o por apoderado dentro 
del plazo concedido en la resolución de 
admisión de la denuncia, se le declarará 
rebelde.

Al declarado rebelde solo se le notificará 
la declaratoria de rebeldía y el acto que 
ponga fin al procedimiento.

El servidor público podrá interrumpir la 
rebeldía en cualquier momento antes de 
la resolución final, o bien pedir que tal 
declaratoria se deje sin efecto, siempre 
y cuando justifique su incomparecencia 
en el plazo establecido.

Actividad probatoria.
Artículo 59. Contestada la denuncia 
o declarado rebelde el denunciado, el 
Tribunal abrirá a prueba el procedimiento 
por un plazo de ocho días hábiles común 

para las partes intervinientes, contados 
a partir del día siguiente de la última 
notificación.

En el procedimiento regirá el principio de 
libertad probatoria, y en consecuencia 
serán admisibles todos los medios de 
prueba pertinentes y conducentes, con la 
única exigencia de cumplimiento de las 
formalidades mínimas para garantizar 
seguridad jurídica. 

La prueba vertida se valorará según el 
sistema de la sana crítica.

En ningún caso procederá la absolución 
de posiciones.

Resolución de continuación.
Artículo 60. Concluido el plazo relacio-
nado o practicada la prueba solicitada, 
el Tribunal emitirá dentro de los ocho 
días hábiles siguientes una resolución 
valorando la existencia de motivos para 
la continuación o la terminación anti-
cipada del procedimiento. En el primer 
caso podrá ordenar la prueba comple-
mentaria que considere necesaria. Prac-
ticada la prueba complementaria o no 
habiéndose ordenado esta última, el Tri-
bunal dictará la resolución final.

Sobreseimiento.
Artículo 61. En cualquier estado del 
procedimiento, el Tribunal decretará so-
breseimiento si concurriere cualquiera 
de las circunstancias siguientes:

a)	 Por desistimiento del denunciante;

b)	 Por no rendirse prueba sobre la 
existencia de los hechos denunciados, 
cuando aquélla fuere necesaria; y,

c)	 Por fallecimiento del denunciado, 
que se probará con la respectiva cer-
tificación de la partida de defunción.
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El sobreseimiento, al igual que la impro-
cedencia regulada en el art. 55 de este 
Reglamento, provocará la terminación 
anticipada del procedimiento.

En caso que se trate de varios denun-
ciados, la improcedencia o el sobresei-
miento respecto de uno o algunos de 
ellos, no impedirá que se continúe el 
procedimiento contra los demás.

Suspensión de procedimiento.
Artículo 62. En caso de renuncia o se-
paración del cargo del servidor público 
denunciado antes de la resolución final, 
se suspenderá el procedimiento instrui-
do en su contra. Dicha interrupción se 
mantendrá mientras subsistan las causas 
que la generaron y el procedimiento se 
reactivará si dentro de los siguientes cin-
co años el denunciado adquiere nueva-
mente la calidad de servidor público; de 
lo contrario se archivará el expediente.

Si se trata de varios denunciados, la 
suspensión únicamente surtirá efectos 
respecto del servidor público que se en-
cuentre en la situación prevista en el in-
ciso precedente.

Cuando verificado lo dispuesto en el art. 
57 de este Reglamento no sea posible no-
tificar al servidor público de la denuncia 
en su contra en el lapso de treinta días 
hábiles, el procedimiento quedará en 
suspenso, hasta que se realice tal acto de 
comunicación, por un lapso máximo de 
cinco años contados a partir del siguiente 
a la presentación de la denuncia.

Sanciones.
Artículo 63. Serán sancionables las 
conductas contrarias a las prohibiciones 
y/o deberes éticos, descritos en los arts. 
5 y 6 de la Ley de Ética Gubernamental.

Las sanciones que podrá imponer el 
Tribunal de Ética Gubernamental serán:

a)	 Amonestación escrita, cuando sea 
la primera vez, la que contendrá 
una censura a su conducta, asimis-
mo se le hará del conocimiento las 
consecuencias que tendría en caso 
de transgredir la Ley por segunda o 
tercera vez;

b)	 Multa, en caso de reincidencia por se-
gunda vez, de conformidad con el art. 
26 de la Ley de Ética Gubernamental, 
se cuantificará teniendo en cuenta los 
parámetros establecidos en este Re-
glamento, y se le hará saber las con-
secuencias en caso que infrinja por 
tercera vez la Ley; y,

c)	 Despido sin responsabilidad, que im-
plicará la separación del cargo.

Resolución final.
Artículo 64. Comprobadas las infrac-
ciones éticas denunciadas, el Tribunal 
dictará la sanción correspondiente, caso 
contrario absolverá al denunciado.

El Tribunal resolverá motivadamente, 
haciendo una valoración de la prueba 
vertida en el procedimiento, de los argu-
mentos en contra y a favor que aportaron 
las partes y la fundamentación jurídica 
del fallo que pronuncie; asimismo comu-
nicará la resolución al denunciado y a la 
institución a la cual pertenece por medio 
de la Comisión de Ética respectiva.

En la misma decisión final se le hará sa-
ber a las partes intervinientes el recurso 
del que pueden hacer uso, plazo y fun-
cionario ante quien interponerlo.

Cuando se trate de funcionarios que 
sean sancionados por actos de corrup-
ción, el Tribunal certificará y remitirá 
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las diligencias a la Fiscalía General de la 
República, a fin que ejerza la acción pe-
nal o promueva el antejuicio respectivo, 
según el caso.

Proporcionalidad y cuantificación de la 
multa.
Artículo 65. La multa, para efectos 
de cuantificación, será proporcional a 
la gravedad del hecho denunciado, sus 
consecuencias, las remuneraciones per-
cibidas por el servidor público de con-
formidad con lo establecido en la Ley, y 
otros aspectos que estime convenientes 
valorar el Tribunal como atenuantes o 
agravantes.

Certificación de la resolución final.
Artículo 66. La resolución final se 
certificará a ambas partes y a la Comisión 
de Ética Gubernamental respectiva.

Para los efectos del art. 16 letra b) de la 
Ley de Ética Gubernamental, las Comi-
siones darán seguimiento a la resolu-
ción final únicamente si se hubiere san-
cionado al denunciado.

Certificación de actuaciones del 
Tribunal.
Artículo 67. El Tribunal únicamente 
podrá certificar sus propias resoluciones 
o actuaciones que consten en el expe-
diente.

Tales certificaciones se extenderán a so-
licitud del interesado u otras dependen-
cias públicas que justifiquen su petición 
y destino de las mismas.

El Tribunal mantendrá en reserva la 
identidad del denunciante al extender 
certificaciones, a menos que sea reque-
rido el expediente íntegramente por au-

toridad judicial, el Ministerio Público o 
por la Corte de Cuentas de la República.

Obligación de cumplir derechos y 
garantías constitucionales.
Artículo 68. En el procedimiento admi-
nistrativo sancionador se deberá respe-
tar la dignidad, los derechos y garantías 
fundamentales de las partes, así como la 
presunción de inocencia del denuncia-
do. Por la inobservancia de esta obliga-
ción, el Tribunal declarará la nulidad de 
las actuaciones y ordenará la reposición 
de las mismas.

Suspensión en el cargo.
Artículo 69. Los servidores públicos 
que no gocen de fuero constitucional 
y resulten responsables por actos de 
corrupción que puedan originar acción 
penal, independientemente que sean 
sancionados con amonestación escrita 
o multa, quedarán en suspenso en sus 
funciones a partir del día siguiente de 
vencido el plazo para la interposición del 
recurso previsto en la Ley o de haberse 
confirmado la resolución.

El Tribunal remitirá certificación de dicha 
resolución, al titular de la institución a la 
que pertenezca el servidor público san-
cionado para que tome las providencias 
necesarias respecto a la medida adopta-
da; además, enviará certificación del ex-
pediente tramitado a la Fiscalía General 
de la República. Si el sancionado fuere 
el titular, se le enviará la certificación al 
funcionario que lo nombró o eligió, o al 
cuerpo colegiado al que perteneciere.

Resultado del proceso penal
Artículo 70. Si del proceso penal se ob-
tuviera sentencia condenatoria contra el 
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servidor público, éste quedará depuesto 
del cargo definitivamente.

Denuncia maliciosa o temeraria
Artículo 71. Para los efectos de estimar 
si la denuncia ha sido maliciosa o teme-
raria, se tendrá en cuenta, entre otros 
aspectos, la imputación de conductas 
contrarias a la Ley, sin fundamento, ra-
zón o motivo legal.

Recurso de revisión
Artículo 72. Cualquiera de las partes 
intervinientes podrán interponer recur-
so de revisión ante el Tribunal contra 
la resolución que ponga fin al procedi-
miento, dentro de los tres días hábiles 
siguientes a la notificación, el que de-
berá resolverse en un plazo máximo de 
cinco días hábiles.

En dicha resolución se podrá revocar, 
reformar o confirmar la recurrida, en la 
que se consignará que no admite recurso 
alguno, pudiendo discutirse únicamente 
en sede judicial.

Aplicación de sanciones
Artículo 73. Las sanciones éticas que 
determine el Tribunal de Ética Guberna-
mental serán ejecutadas sin dilación al-
guna por el titular de la institución a la 
que pertenezca el servidor público san-
cionado, quien deberá informar y com-
probar su cumplimiento al Tribunal en un 
plazo no mayor de treinta días hábiles.

La recaudación de multas impuestas 
se hará efectiva de acuerdo con la ley, 
deduciéndola del sueldo del servidor 
público o de cualquier otra cantidad 
que le adeude el Fisco o la entidad 
pública de que se trate, o por medio del 

procedimiento legal para quienes ya no 
tengan relación de dependencia. Estas 
multas ingresarán al Fondo General de 
la Nación.

Traslado de funcionario.
Artículo 74. Si durante la tramitación 
del procedimiento sancionador, el ser-
vidor público denunciado es trasladado 
a otro cargo público, éste deberá hacer-
lo saber inmediatamente al Tribunal de 
Ética Gubernamental.

Relación con otros procedimientos.
Artículo 75. La tramitación del procedi-
miento sancionador ante el Tribunal de 
Ética Gubernamental no impedirá la de 
otros procedimientos en los que se de-
duzca responsabilidad disciplinaria, civil 
o penal del servidor público denunciado.

Responsabilidad penal.
Artículo 76. Si como consecuencia del 
procedimiento tramitado ante el Tri-
bunal aparecieren indicios de posible 
responsabilidad penal, se certificará lo 
conducente a la Fiscalía General de la 
República para que ejerza, si es perti-
nente, la acción penal correspondiente.

De la misma forma se procederá cuando 
de las investigaciones realizadas se 
desprenda la colaboración de personas 
particulares con el infractor, según el 
art. 28 de la Ley.

Registro de servidores públicos 
sancionados.
Artículo 77. El Tribunal llevará un Re-
gistro de todos los servidores públicos 
sancionados conforme a la Ley de Ética 
Gubernamental.
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Ese registro será remitido debidamente 
certificado a la Fiscalía General de la 
República, Procuraduría General de la 
República, Procuraduría para la Defensa 
de los Derechos Humanos, Tribunal del 
Servicio Civil y Corte de Cuentas de la 
República.

En el expediente del servidor público, 
únicamente se incorporará la parte del 
registro que contenga la resolución me-
diante la cual se le sancionó, omitiendo 
la identidad del denunciante.

Contenido del Registro de servidores 
públicos sancionados.
Artículo 78. El registro deberá contener 
como mínimo:

a)	 Nombre del infractor;

b)	 Certificación de la resolución sancio-
nadora;

c)	 Dependencia pública en la que labora 
el servidor público sancionado;

d)	 Las prohibiciones y/o deberes éticos 
infringidos;

e)	 Si es la primera, segunda o tercera 
vez que se le sanciona;

f)	 Fecha de comisión del hecho;

g)	 Tipo de sanción; y,

h)	 Fecha de la sanción y la de su cumpli-
miento.

Registro de resoluciones finales
Artículo 79. Para efecto de consulta, 
en adición a lo dispuesto en el artículo 
anterior, el Tribunal llevará un Registro 
de resoluciones finales ordenadas 
cronológicamente.

Publicación de criterios en las 
resoluciones finales.
Artículo 80. El Tribunal, mediante 
acuerdo, determinará la manera en que 
serán publicados los criterios aplicados 
en la resolución de casos ya tramitados.

Alcance de los pronunciamientos del 
Tribunal.
Artículo 81. Las resoluciones finales 
emitidas por el Tribunal de Ética Guber-
namental, por las cuales decida procesos 
administrativos sancionadores, no ten-
drán la naturaleza de pronunciamientos 
generales, sino, serán únicamente vin-
culantes para el caso concreto.

TÍTULO IV
DISPOSICIONES 

FINALES

CAPÍTULO ÚNICO

Actos de comunicación.
Artículo 82. Los actos de comunicación, 
que en virtud de este Reglamento deban 
practicarse, podrán hacerse en el lugar 
designado para oír notificaciones a la 
persona señalada para recibirlas, y por 
medios como la correspondencia o 
electrónicos, tales como internet, fax o 
cualquier otro que permita tener certeza 
de lo fidedigno de la información, fecha 
de su remisión y recepción.
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A falta de las designaciones a que se 
hace referencia en el inciso que ante-
cede, las notificaciones se harán en el 
lugar de trabajo o de residencia del inte-
resado; de no encontrarse al momento 
de dicha práctica. En el primer caso, la 
notificación se hará a través de su jefe 
inmediato o secretaria; en el segundo 
caso, por medio de su cónyuge, progeni-
tores o hijos mayores de edad, dejando 
siempre constancia del nombre y docu-
mento de identidad de la persona que la 
recibe.

Contenido de las notificaciones.
Artículo 83. Cuando las comunicacio-
nes se hagan por notificación procesal, 
se consignará en acta el nombre de la 
persona a quien se dirige y quien la re-
cibe, si fuera el caso; así como también 
el lugar, hora, fecha de su recepción y 
cualquier otra circunstancia.

Además, se anexará copia íntegra de la 
resolución del Tribunal o de la Comisión 
que por ese acto se le comunica, y el de-
talle de documentos relacionados con la 
resolución agregados al expediente.

Colaboración y auxilio de otras 
Autoridades.
Artículo 84. El Tribunal podrá requerir 
a cualquier autoridad pública la colabo-
ración o auxilio para el cumplimiento de 

los fines que la Ley y este Reglamento 
disponen, conforme la parte final del in-
ciso primero del art. 86 de la Constitu-
ción de la República. 

Forma de computar los plazos.
Artículo 85. Los plazos a los que se 
refiere el presente Reglamento serán 
perentorios y comprenderán solamente 
los días hábiles. 

Interpretación del Reglamento.
Artículo 86. Las disposiciones de este 
Reglamento serán interpretadas en 
armonía con la Ley de Ética Guberna-
mental. 

Derogatoria.
Artículo 87. Derógase el Acuerdo 27 
del Tribunal de Ética Gubernamental del 
8 de febrero de 2007, publicado en el 
Diario Oficial Nº 28 Tomo No. 374 del 12 
de febrero de 2007, por medio del cual 
se aprobó el Reglamento para el Nom-
bramiento de los Miembros Propietarios 
y Suplentes de las Comisiones de Ética 
Gubernamental.

Publicación y vigencia.
Artículo 88. El presente Reglamento 
entrara en vigencia ocho días después 
de su publicación en el Diario Oficial.
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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL, San Salvador, veintiocho de mayo de 
dos mil ocho.

Silvia Lizzeth Kuri de Mendoza.
Presidenta del Tribunal de Ética Gubernamental.

Patricia del Rosario Marquez de Morales.
Miembro Propietario del Tribunal de Ética Gubernamental.

Auristela De Paz de Callejas.
Miembro Propietario del Tribunal de Ética Gubernamental.

José Mario Costa Calderón.
Miembro Propietario del Tribunal de Ética Gubernamental.

Jorge Ernesto Viale Cruz.
Miembro Propietario del Tribunal de Ética Gubernamental.

Carmen Elena Pineda Colorado
Secretaria General.

Publicado en el Diario Oficial, N° 109, Tomo 379, del 12 de junio de 2008.



LIBRO TERCERO: RECOPILACIÓN DISCIPLINARIA

153

LEY DE ACCESO A
LA INFORMACIÓN PÚBLICA6.

DECRETO No. 534

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA 
REPÚBLICA DE EL SALVADOR

CONSIDERANDO:

I. Que de acuerdo a la Constitución de 
la República y tratados internaciona-
les sobre Derechos Humanos, toda 
persona tiene derecho a la libertad 
de expresión, la cual comprende la 
libertad de buscar, recibir y difun-
dir informaciones de toda índole, 
sin consideración de fronteras, ya 
sea escrita, verbal, electrónica o por 
cualquier otra forma.

II. Que la Convención Interamericana y 
la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Corrupción reconocen 
que la transparencia, el derecho de 
acceso a la información, el derecho 
a la participación ciudadana y la obli-
gación de las autoridades a la rendi-
ción de cuentas de la gestión pública, 
son herramientas idóneas para pre-
venir, detectar, sancionar y erradicar 
los actos de corrupción. 

III. Que el poder público emana del 
pueblo y los funcionarios son sus 
delegados, en razón de lo cual los 
habitantes tienen derecho a conocer 
la información que se derive de la 
gestión gubernamental y del manejo 

de los recursos públicos, por lo que 
es una obligación de los funcionarios 
públicos actuar con transparencia y 
rendir cuentas.

IV.	Que la transparencia y el acceso a la 
información pública son condiciones 
básicas para una efectiva participa-
ción ciudadana, lo cual contribuye al 
fortalecimiento de las instituciones 
públicas, al mejoramiento de la ca-
lidad de la democracia y a la plena 
vigencia del Estado de derecho.

V. Que, en virtud de lo expuesto, es in-
dispensable emitir una ley de acceso 
a la información pública que regule 
de manera armónica el ejercicio de 
los derechos humanos enunciados, 
promueva la participación ciudada-
na, la eficiencia de la administración 
pública, la lucha contra la corrupción 
y la generación de una cultura de 
transparencia.

POR TANTO, en uso de sus facultades 
constitucionales y a iniciativa de los 
Diputados: César Humberto García 
Aguilera, Roberto José d’Aubuisson 
Munguía, Irma Lourdes Palacios 
Vásquez, Mario Alberto Tenorio 
Guerrero, Miguel Elías Ahues Karra, 
Federico Guillermo Avila Qüehl, 
Fernando Alberto José Avila Quetglas, 
Carmen Elena Calderón Sol de Escalón, 
Erick Ernesto Campos, Margarita 
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Escobar, Carmen Elena Figueroa 
Rodríguez, José Rinaldo Garzona 
Villeda, Ricardo Bladimir González, 
José Nelson Guardado Menjívar, Carlos 
Walter Guzmán Coto, Benito Antonio 
Lara Fernández, Mario Marroquín 
Mejía, Hugo Roger Martínez Bonilla, 
Erik Mira Bonilla, Rafael Eduardo Paz 
Velis, Mariela Peña Pinto, Manuel 
Orlando Quinteros Aguilar, Carlos 
Armando Reyes Ramos, David Ernesto 
Reyes Molina, Dolores Alberto Rivas 
Echeverría, Rodrigo Samayoa Rivas, 
Manuel Rigoberto Soto Lazo, Boris 
Geovanni Torres Hernández, Enrique 
Alberto Luis Valdés Soto, Donato 
Eugenio Vaquerano Rivas, Guadalupe 
Antonio Vásquez Martínez y Luis Arturo 
Fernández Peña (Período 2006 - 2009) y 
con el apoyo de los Diputados: Alberto 
Armando Romero Rodríguez, Francisco 
Roberto Lorenzana Durán, Lucía del 
Carmen Ayala de León, Yohalmo 
Edmundo Cabrera Chacón, Félix Agreda 
Chachagua, Darío Alejandro Chicas 
Argueta, José Alvaro Cornejo Mena, 
Carlos Cortez Hernández, Luis Alberto 
Corvera Rivas, Blanca Noemí Coto 
Estrada, Raúl Omar Cuéllar, Nery Arely 
Díaz de Rivera, Antonio Echeverría 
Véliz, Emma Julia Fabián Hernández, 
Santiago Flores Alfaro, José Armando 
Grande Peña, Iris Marisol Guerra 
Henríquez, Norma Fidelia Guevara de 
Ramirios, Gladis Marina Landaverde 
Paredes, Audelia Guadalupe López de 
Kleutgens, Hortensia Margarita López 
Quintana, Guillermo Francisco Mata 
Bennett, Manuel Vicente Menjívar 
Esquivel, Heidy Carolina Mira Saravia, 
Guillermo Antonio Olivo Méndez, Gaspar 
Armando Portillo Benítez, Zoila Beatriz 
Quijada Solís, César René Florentín 
Reyes Dheming, Inmar Rolando Reyes, 
Gilberto Rivera Mejía, Jackeline Noemí 
Rivera Avalos, José Mauricio Rivera, 

Gilberto Rivera Mejía, Sonia Margarita 
Rodríguez Sigüenza, Ana Silvia Romero 
Vargas, Marcos Francisco Salazar 
Umaña, Misael Serrano Chávez, Karina 
Ivette Sosa de Lara, Jaime Gilberto 
Valdez Hernández, Ramón Arístides 
Valencia Arana, Mario Eduardo Valiente 
Ortiz, María Margarita Velado Puentes, 
Ana Daysi Villalobos de Cruz.

DECRETA la siguiente:

LEY DE ACCESO A 
LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA

TÍTULO I
DISPOSICIONES 

GENERALES

CAPÍTULO I
OBJETO, FINES, PRINCIPIOS

Y DEFINICIONES

Objeto.
Artículo 1. La presente ley tiene como 
objeto garantizar el derecho de acceso 
de toda persona a la información pública, 
a fi n de contribuir con la transparencia 
de las actuaciones de las instituciones 
del Estado. 



LIBRO TERCERO: RECOPILACIÓN DISCIPLINARIA

155

Derecho de acceso a la información 
pública.
Artículo 2. Toda persona tiene derecho 
a solicitar y recibir información genera-
da, administrada o en poder de las ins-
tituciones públicas y demás entes obli-
gados de manera oportuna y veraz, sin 
sustentar interés o motivación alguna.

Fines.
Artículo 3. Son fines de esta ley:

a.	 Facilitar a toda persona el derecho 
de acceso a la información pública 
mediante procedimientos sencillos y 
expeditos.

b.	 Propiciar la transparencia de la 
gestión pública mediante la difusión 
de la información que generen los 
entes obligados.

c.	 Impulsar la rendición de cuentas 
de las instituciones y dependencias 
públicas.

d.	 Promoción de la participación ciuda-
dana en el control de la gestión gu-
bernamental y la fiscalización ciuda-
dana al ejercicio de la función pública.

e.	 Modernizar la organización de la 
información pública.

f.	 Promover la eficiencia de las institu-
ciones públicas.

g.	 Promover el uso de las tecnologías 
de la información y comunicación 
y la implementación del gobierno 
electrónico.

h.	 Proteger los datos personales en 
posesión de los entes obligados y 
garantizar su exactitud.

i.	 Contribuir a la prevención y combate 
de la corrupción.

j. 	 Fomentar la cultura de transparencia.

k.	 Facilitar la participación de los ciu-
dadanos en los procesos de toma de 
decisiones concernientes a los asun-
tos públicos.

Principios.
Artículo 4. En la interpretación y apli-
cación de esta ley deberán regir los prin-
cipios siguientes:

a.	 Máxima publicidad: la información 
en poder de los entes obligados 
es pública y su difusión irrestricta, 
salvo las excepciones expresamente 
establecidas por la ley.

b.	 Disponibilidad: la información públi-
ca debe estar al alcance de los parti-
culares.

c.	 Prontitud: la información pública 
debe ser suministrada con presteza.

d.	 Integridad: la información pública 
debe ser completa, fi dedigna y veraz.

e.	 Igualdad: la información pública debe 
ser brindada sin discriminación alguna.

f.	 Sencillez: los procedimientos para la 
entrega de la información deben ser 
simples y expeditos.

g.	 Gratuidad: el acceso a la información 
debe ser gratuito.

h.	 Rendición de cuentas. Quienes des-
empeñan responsabilidades en el 
Estado o administran bienes públicos 
están obligados a rendir cuentas ante 
el público y autoridad competente, 
por el uso y la administración de los 
bienes públicos a su cargo y sobre su 
gestión, de acuerdo a la ley.

Prevalencia del Criterio de Máxima 
Publicidad.
Artículo 5. El Instituto en caso de duda 
sobre si una información es de carácter 
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público o está sujeta a una de las 
excepciones, deberá hacer prevalecer el 
criterio de publicidad.

Definiciones.
Artículo 6. Para los efectos de esta ley 
se entenderá por:

a) 	Datos personales: la información pri-
vada concerniente a una persona, 
identificada o identificable, relativa a 
su nacionalidad, domicilio, patrimo-
nio, dirección electrónica, número 
telefónico u otra análoga.

b) 	Datos personales sensibles: los que 
corresponden a una persona en lo 
referente al credo, religión, origen 
étnico, filiación o ideologías políti-
cas, afiliación sindical, preferencias 
sexuales, salud física y mental, situa-
ción moral y familiar y otras informa-
ciones íntimas de similar naturaleza 
o que pudieran afectar el derecho al 
honor, a la intimidad personal y fa-
miliar y a la propia imagen.

c) 	Información pública: es aquella en 
poder de los entes obligados conte-
nida en documentos, archivos, datos, 
bases de datos, comunicaciones y 
todo tipo de registros que documen-
ten el ejercicio de sus facultades o 
actividades, que consten en cual-
quier medio, ya sea impreso, óptico 
o electrónico, independientemente 
de su fuente, fecha de elaboración, y 
que no sea confidencial. Dicha infor-
mación podrá haber sido generada, 
obtenida, transformada o conserva-
da por éstos a cualquier título.

d) 	Información oficiosa: es aquella 
información pública que los entes 
obligados deberán difundir al público 
en virtud de esta ley sin necesidad de 
solicitud directa.

e) Información reservada: es aquella 
información pública cuyo acceso 
se restringe de manera expresa de 
conformidad con esta ley, en razón 
de un interés general durante un 
periodo determinado y por causas 
justificadas. 

f)	 Información confidencial: es aquella 
información privada en poder del Es-
tado cuyo acceso público se prohíbe 
por mandato constitucional o legal 
en razón de un interés personal jurí-
dicamente protegido.

g) 	Servidor Público: Persona natural 
que presta servicios ocasional o per-
manentemente, remunerados o ad 
honórem, que ejerzan su cargo por 
elección, nombramiento, contrato u 
otra modalidad dentro de la adminis-
tración del Estado, de los municipios 
y de las entidades oficiales autóno-
mas sin excepción. Asimismo, com-
prende a los funcionarios y emplea-
dos públicos y agentes de autoridad 
en todos sus niveles jerárquicos.

h) 	Transparencia: es el deber de actuar 
apegado a la ley, de apertura y publi-
cidad que tienen los servidores públi-
cos en el desempeño de sus compe-
tencias y en el manejo de los recursos 
que la sociedad les confía, para hacer 
efectivo el derecho de toda persona a 
conocer y vigilar la gestión guberna-
mental.

i)	 Unidades administrativas: aquellas 
que de acuerdo con la organización 
de cada uno de los entes obligados 
posean la información solicitada.

j) 	 Unidades de Acceso a la Información 
Pública: la unidad administrativa de 
los entes obligados que recibe y da 
trámite a las peticiones de informa-
ción.
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CAPÍTULO II
ENTES OBLIGADOS

Y TITULARES

Entes obligados.
Artículo 7. Están obligados al cumpli-
miento de esta ley los órganos del Es-
tado, sus dependencias, las institucio-
nes autónomas, las municipalidades o 
cualquier otra entidad u organismo que 
administre recursos públicos, bienes del 
Estado o ejecute actos de la adminis-
tración pública en general. Se incluye 
dentro de los recursos públicos aque-
llos fondos provenientes de Convenios o 
Tratados que celebre el Estado con otros 
Estados o con Organismos Internacio-
nales, a menos que el Convenio o Trata-
do determine otro régimen de acceso a 
la información.

También están obligadas por esta ley 
las sociedades de economía mixta 
y las personas naturales o jurídicas 
que manejen recursos o información 
pública o ejecuten actos de la función 
estatal, nacional o local tales como las 
contrataciones públicas, concesiones 
de obras o servicios públicos. El ámbito 
de la obligación de estos entes se limita 
a permitir el acceso a la información 
concerniente a la administración de los 
fondos o información pública otorgados 
y a la función pública conferida, en su 
caso.

En consecuencia, todos los servidores 
públicos, dentro o fuera del territorio 
de la República, y las personas que 
laboren en las entidades mencionadas 
en este artículo, están obligados al 
cumplimiento de la presente ley.

Inclusión de entes obligados regulados 
en leyes orgánicas o especiales.
Artículo 8. Se entienden obligadas por 
esta ley las instituciones públicas cuyas 
leyes orgánicas o especiales estipulen 
que para adquirir obligaciones mediante 
otra ley deben ser nombradas expresa-
mente, tales como la Comisión Ejecutiva 
Hidroeléctrica del Río Lempa y el Institu-
to Salvadoreño del Seguro Social.

Titulares de los derechos.
Artículo 9. El ejercicio de los derechos 
establecidos en esta ley corresponde a 
toda persona, por sí o por medio de su 
representante, sin necesidad de acreditar 
interés legítimo o derecho precedente.

TÍTULO II
CLASES DE 

INFORMACIÓN

CAPÍTULO I
INFORMACIÓN OFICIOSA

Divulgación de información.
Artículo 10. Los entes obligados, de 
manera oficiosa, pondrán a disposición 
del público, divulgarán y actualizarán, 
en los términos de los lineamientos 
que expida el Instituto, la información 
siguiente:

1. 	 El marco normativo aplicable a cada 
ente obligado.
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2. 	 Su estructura orgánica completa y 
las competencias y facultades de las 
unidades administrativas, así como 
el número de servidores públicos 
que laboran en cada unidad.

3. 	 El directorio y el currículo de los fun-
cionarios públicos, incluyendo sus 
correos electrónicos institucionales.

4. 	 La información sobre el presupuesto 
asignado, incluyendo todas las par-
tidas, rubros y montos que lo con-
forman, así como los presupuestos 
por proyectos.

5. 	 Los procedimientos de selección 
y contratación de personal ya sea 
por el sistema de Ley de Salarios, 
contratos, jornales o cualquier otro 
medio.

6. 	 El listado de asesores, determinando 
sus respectivas funciones. 

7. 	 La remuneración mensual por cargo 
presupuestario, incluyendo las cate-
gorías salariales de la Ley de Sala-
rios y por Contrataciones, y los mon-
tos aprobados para dietas y gastos 
de representación.

8. 	 El plan operativo anual y los resul-
tados obtenidos en el cumplimiento 
del mismo; las metas y objetivos de 
las unidades administrativas de con-
formidad con sus programas ope-
rativos; y los planes y proyectos de 
reestructuración o modernización. 

9. 	 Las memorias de labores y los 
informes que por disposición legal 
generen los entes obligados.

10.	Los servicios que ofrecen, los luga-
res y horarios en que se brindan, los 
procedimientos que se siguen ante 
cada ente obligado y sus correspon-
dientes requisitos, formatos y pla-
zos.

11. 	Los listados de viajes internacionales 
autorizados por los entes obligados 
que sean financiados con fondos 
públicos, incluyendo nombre del 
funcionario o empleado, destino, 
objetivo, valor del pasaje, viáticos 
asignados y cualquier otro gasto.

12. 	La dirección de la Unidad de Acceso 
a la Información Pública, el nombre 
del Oficial de Información, correo 
electrónico y número telefónico fax 
donde podrán recibirse consultas y, 
en su caso, las solicitudes.

13. 	Los informes contables, cada seis 
meses, sobre la ejecución del pre-
supuesto, precisando los ingresos, 
incluyendo donaciones y financia-
mientos, egresos y resultados. Asi-
mismo se deberán hacer constar 
todas las modificaciones que se rea-
licen al presupuesto, inclusive las 
transferencias externas y las que por 
autorización legislativa se puedan 
transferir directamente a organis-
mos de distintos ramos o institucio-
nes administrativas con la finalidad 
de cubrir necesidades prioritarias o 
imprevistas.

14. 	La información relacionada al 
inventario de bienes muebles cuyo 
valor exceda de veinte mil dólares.

15. 	El listado de las obras en ejecución 
o ejecutadas total o parcialmente 
con fondos públicos, o con recursos 
provenientes de préstamos otorga-
dos a cualquiera de las entidades 
del Estado, indicando la ubicación 
exacta, el costo total de la obra, la 
fuente de financiamiento, el tiempo 
de ejecución, número de beneficia-
rios, empresa o entidad ejecutora y 
supervisora, nombre del funcionario 
responsable de la obra y contenido 
del contrato correspondiente y sus 
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modificaciones, formas de pago, 
desembolsos y garantías en los últi-
mos tres años.

16. 	El diseño, ejecución, montos asig-
nados y criterios de acceso a los 
programas de subsidios e incentivos 
fiscales, así como el número de los 
beneficiarios del programa.

17.	Los entes obligados deberán hacer 
pública la información relativa a 
montos y destinatarios privados de 
recursos públicos, así como los in-
formes que éstos rindan sobre el uso 
de dichos recursos.

18.	Los permisos, autorizaciones y con-
cesiones otorgados, especificando 
sus titulares, montos, plazos, objeto 
y finalidad.

19.	Las contrataciones y adquisiciones 
formalizadas o adjudicadas en firme, 
detallando en cada caso:

a)	 Objeto.

b)	 Monto.

c)	 Nombre y características de la 
contraparte.

d) 	Plazos de cumplimiento y ejecu-
ción del mismo.

e)	 La forma en que se contrató, ya 
sea por medio de licitación o 
concurso, público o por invitación, 
libre gestión, contratación directa, 
mercado bursátil o cualquier otra 
regulada por la ley.

f)	 Detalles de los procesos de 
adjudicación y el contenido de los 
contratos.

20.	Los registros a que se refieren los 
artículos 14 y 15 de la Ley de Adqui-
siciones y Contrataciones de la Ad-
ministración Pública.

21. Los mecanismos de participación 
ciudadana y rendición de cuentas 

existentes en el ámbito de compe-
tencia de cada institución, de las 
modalidades y resultados del uso de 
dichos mecanismos.

22.	El informe de los indicadores sobre 
el cumplimiento de esta ley que 
diseñe y aplique el Instituto.

23.	La información estadística que 
generen, protegiendo la información 
confidencial.

24.	Los organismos de control del 
Estado publicarán el texto íntegro de 
sus resoluciones ejecutoriadas, así 
como los informes producidos en 
todas sus jurisdicciones.

25.	Los órganos colegiados deberán ha-
cer públicas sus actas de sesiones 
ordinarias y extraordinarias en lo 
que corresponda a temas de presu-
puesto, administración y cualquier 
otro que se estime conveniente, con 
excepción a aquellos aspectos que 
se declaren reservados de acuerdo a 
esta ley.

El Ministerio de Hacienda deberá pre-
sentar y publicar semestralmente un 
informe sobre la ejecución presupues-
taria del Estado, dentro de los treinta 
días siguientes a cada semestre, el cual 
contendrá, como mínimo, el comporta-
miento de las actividades más relevan-
tes por sector, así como su ejecución 
presupuestaria. Asimismo, deberá pu-
blicar un informe consolidado sobre la 
ejecución del presupuesto del Estado, en 
los términos  del artículo 168 ordinal 6° 
de la Constitución.

Adicionalmente, el Ministerio de 
Hacienda deberá publicar los montos 
que se otorguen a los partidos políticos, 
en concepto de deuda política, así como 
los informes financieros que le presenten 
los partidos políticos y las coaliciones.
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Cuando se tratare de información esta-
dística, la información deberá ser publi-
cada de forma completa y desglosada, 
incorporando los indicadores de sexo y 
edad y cualquier otro que permita que 
el ciudadano pueda ser correctamente 
informado.

Las entidades de carácter privado que 
administren fondos públicos, deberán 
hacer pública la información oficiosa 
contenida en los numerales anteriores, 
en cuanto se relacione al uso que hagan 
de dichos fondos.

La información a que se refiere este ar-
tículo, deberá publicarse de forma que 
facilite su uso y comprensión y permita 
asegurar su claridad, veracidad, oportu-
nidad y confiabilidad.

Las dependencias deberán atender los 
lineamientos y recomendaciones que al 
respecto expida el Instituto.

Información oficiosa del Órgano 
Legislativo.
Artículo 11. Será información oficiosa 
del Órgano Legislativo, además de la 
contenida en el artículo 10, la siguiente:

a) 	El protocolo de entendimiento de los 
grupos parlamentarios.

b) 	Los miembros de las comisiones 
legislativas.

c) 	Los miembros de los distintos grupos 
parlamentarios.

d)	 Las convocatorias a comisiones.

e) 	El proyecto de agenda de las sesiones 
ordinarias y extraordinarias de las 
comisiones y del pleno legislativo.

f)	 Las listas de asistencia de los diputa-
dos a las reuniones de las comisio-
nes y a las sesiones plenarias.

g) 	Piezas de correspondencia recibidas.

h) 	Los proyectos de ley.

i)	 Los dictámenes emitidos por las 
comisiones.

j) 	 Los decretos y acuerdos del Pleno 
Legislativo.

k)	 El registro de votos emitidos por cada 
decreto y acuerdo del pleno.

Información oficiosa de la Presidencia de 
la República y del Consejo de Ministros.
Artículo 12. Será información oficiosa 
de la Presidencia de la República y del 
Consejo de Ministros, además de la 
contenida en el artículo 10, la siguiente:

a)	 El plan general del Gobierno.

b) 	Los Decretos y Acuerdos Ejecutivos.

c) 	El proyecto de agenda de las sesiones 
ordinarias y extraordinarias del Con-
sejo de Ministros.

d)	 Las actas de las reuniones del Consejo 
de Ministros.

e)	 Los textos de los vetos y observaciones 
enviados a la Asamblea Legislativa.

Información oficiosa del Órgano Judicial
Artículo 13. Será información oficiosa 
del Órgano Judicial, además de la conte-
nida en el artículo 10, la siguiente:

a) 	El proyecto de agenda de las sesiones 
ordinarias y extraordinarias del Pleno 
de la Corte Suprema de Justicia.

b) 	Las sentencias definitivas e interlocu-
torias firmes con fuerza de definitiva.

c) 	La sistematización de la jurisprudencia.

d) 	Los textos actualizados de la legisla-
ción vigente.

e) 	Las actas y resoluciones que emita la 
Corte Suprema de Justicia en pleno.

f)	 Los nombramientos o designaciones 
de funcionarios de otros entes nacio-
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nales o internacionales que le corres-
ponda efectuar.

g) 	Los autos de pareatis, extradiciones 
y la calificación del carácter de orden 
público que atribuya a una ley.

h) 	La nómina de abogados, notarios, jue-
ces y jueces ejecutores, con mención 
expresa de las nuevas autorizaciones, 
suspensiones e inhabilitaciones.

i)	 Estadísticas de la gestión judicial, 
y las generadas por el Instituto de 
Medicina Legal.

j) 	 Casos relevantes que por su interés 
público debieran conocer los ciuda-
danos.

Información oficiosa del Consejo 
Nacional de la Judicatura
Artículo 14. Será información oficiosa 
del Consejo Nacional de la Judicatura, 
además de la contenida en el artículo 
10, la siguiente:

a) 	El proyecto de agenda de las sesiones 
ordinarias y extraordinarias del pleno 
del Consejo.

b) 	La relativa a los procesos de selección 
y evaluación de magistrados y jueces.

c) 	Los resultados y recomendaciones 
derivadas de los mismos.

d) 	Las resoluciones por las que propon-
ga ternas de candidatos para los car-
gos de magistrados de la Corte Su-
prema de Justicia, así como la lista de 
candidatos que le presente la Fede-
ración de Asociaciones de Abogados 
de El Salvador.

e)	 Las resoluciones por las que proponga 
ternas de candidatos a magistrados de 
cámaras de segunda instancia y jueces.

f) Los programas de la Escuela de 
Capacitación Judicial y el detalle anual 
de las capacitaciones realizadas.

Información oficiosa del Tribunal 
Supremo Electoral
Artículo 15. El Tribunal Supremo Elec-
toral deberá divulgar de manera oficio-
sa, además de la mencionada en el artí-
culo 10, la siguiente:

a) 	El proyecto de agenda de sus sesiones 
ordinarias y extraordinarias.

b) 	Las actas del pleno.

c) 	La jurisprudencia emanada de sus 
resoluciones.

d) 	Resoluciones emitidas de peticiones, 
denuncias o recursos interpuestos 
por los ciudadanos, partidos políticos 
o coaliciones.

e) 	El calendario electoral.

f)	 El listado de los candidatos a 
cualquier cargo de elección popular.

g) 	El resultado de los escrutinios.

h) 	La conformación de las juntas electo-
rales departamentales y municipales, 
y los representantes legales de los 
partidos o coaliciones ante dichos 
organismos

Información oficiosa de la Corte de 
Cuentas
Artículo 16. Además de la información 
enumerada en el artículo 10, la Corte de 
Cuentas de la República deberá dar a 
conocer los informes finales de las audi-
torías practicadas a los entes obligados, 
con independencia de su conocimiento 
en la vía judicial respectiva.

Información oficiosa de los Concejos 
Municipales
Artículo 17. Además de la información 
contenida en el artículo 10, los Concejos 
Municipales deberán dar a conocer las 
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ordenanzas municipales y sus proyec-
tos, reglamentos, planes municipales, 
fotografías, grabaciones y filmes de ac-
tos públicos; actas del Concejo Munici-
pal, informes finales de auditorías, actas 
que levante el secretario de la munici-
palidad sobre la actuación de los me-
canismos de participación ciudadana, e 
informe anual de rendición de cuentas.

Formas de divulgación
Artículo 18. La información oficiosa 
a que se refiere este capítulo deberá 
estar a disposición del público a través 
de cualquier medio, tales como páginas 
electrónicas, folletos, periódicos u otras 
publicaciones, o secciones especiales de 
sus bibliotecas o archivos institucionales.

El Instituto fomentará que los entes obli-
gados utilicen tecnologías de la informa-
ción y que dentro de un plazo razonable 
la información esté a disposición del pú-
blico. No obstante, ninguna institución 
podrá negar información so pretexto de 
no contar con la tecnología adecuada.

CAPÍTULO II
INFORMACIÓN RESERVADA

Información reservada
Artículo 19. Es información reservada:

a) Los planes militares secretos y las 
negociaciones políticas a que se 
refiere el artículo 168 ordinal 7° de la 
Constitución.

b) 	La que perjudique o ponga en riesgo 
la defensa nacional y la seguridad 
pública.

c) 	La que menoscabe las relaciones 

internacionales o la conducción de 
negociaciones diplomáticas del país.

d) 	La que ponga en peligro evidente la 
vida, la seguridad o la salud de cual-
quier persona.

e) 	La que contenga opiniones o reco-
mendaciones que formen parte del 
proceso deliberativo de los servido-
res públicos, en tanto no sea adopta-
da la decisión definitiva.

f)	 La que causare un serio perjuicio en 
la prevención, investigación o perse-
cución de actos ilícitos, en la admi-
nistración de justicia o en la verifica-
ción del cumplimiento de las leyes.

g) 	La que comprometiere las estrategias 
y funciones estatales en procedi-
mientos judiciales o administrativos 
en curso.

h) 	La que pueda generar una ventaja 
indebida a una persona en perjuicio 
de un tercero.

No podrá invocarse el carácter de reser-
vado cuando se trate de la investigación 
de violaciones graves de derechos fun-
damentales o delitos de trascendencia 
internacional.

Plazo de reserva
Artículo 20. La información clasificada 
como reservada según el artículo 19 de 
esta ley, permanecerá con tal carácter 
hasta por un período de siete años. Esta 
información podrá ser desclasificada 
cuando se extingan las causas que die-
ron origen a esa calificación, aún antes 
del vencimiento de este plazo.

El Instituto podrá ampliar el período de 
reserva por cinco años adicionales a 
solicitud de los entes obligados, quienes 
actuarán de oficio o a petición de 
persona interesada, siempre y cuando 
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se justifique que subsisten las causas 
que dieron origen a su clasificación.

En caso de los literales “a y b” del artícu-
lo 19 de esta ley, podrán darse prórrogas 
por períodos adicionales, si el ente obli-
gado justifica la necesidad de la conti-
nuidad de la reserva.

Cuando concluya el período de reserva 
la información será pública, sin necesi-
dad de acuerdo o resolución previa, de-
biendo protegerse la información con-
fidencial que aún contenga. El Instituto 
deberá llevar un registro público de la 
información que se desclasifique.

Declaración de reserva.
Artículo 21. En caso que estime que la 
información debe clasificarse como re-
servada, la entidad competente deberá 
motivar en su resolución que se cum-
plen los siguientes extremos:

a) 	Que la información encuadra en 
alguna de las causales de excepción 
al acceso a la información previstas 
en el artículo 19 de esta ley.

b) 	Que la liberación de la información 
en referencia pudiera amenazar 
efectivamente el interés jurídicamen-
te protegido.

c) 	Que el daño que pudiera producirse 
con la liberación de la información 
fuere mayor que el interés público 
por conocer la información en refe-
rencia.

La resolución deberá contener la 
siguiente información:

a) 	Órgano, ente o fuente que produjo la 
información.

b) 	La fecha o el evento establecido.

c) 	La autoridad que adoptó la decisión 
de reservar la información.

d) 	Las personas o instancias autoriza-
das a acceder a esa información, pre-
servando el carácter confidencial, en 
caso que las hubiere.

e) 	Las partes de información que son 
sometidas a confidencialidad o reser-
va y las que están disponibles para 
acceso al público.

Índice de información reservada.
Artículo 22. Las Unidades de Acceso 
a la Información Pública elaborarán se-
mestralmente y por rubros temáticos un 
índice de la información clasificada como 
reservada. Dicho índice deberá indicar la 
unidad administrativa que generó la in-
formación, la fecha de la clasificación, su 
fundamento, el plazo de reserva y, en su 
caso, las partes de los documentos que 
se reservan. Dicha información deberá 
ser remitida al Instituto.

En ningún caso el índice será considerado 
como información reservada y el mismo 
deberá ser publicado.

Registro de reservas.
Artículo 23. Al Instituto le correspon-
derá llevar el registro centralizado de 
los índices de información reservada, el 
cual estará a disposición del público.

CAPÍTULO III
INFORMACIÓN CONFIDENCIAL

Información confidencial.
Artículo 24. Es información confiden-
cial:
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a)	 La referente al derecho a la intimidad 
personal y familiar, al honor y a la pro-
pia imagen, así como archivos médi-
cos cuya divulgación constituiría una 
invasión a la privacidad de la persona.

b)	 La entregada con tal carácter por los 
particulares a los entes obligados, 
siempre que por la naturaleza de la 
información tengan el derecho a res-
tringir su divulgación.

c) 	Los datos personales que requieran 
el consentimiento de los individuos 
para su difusión. 

d) 	Los secretos profesional, comercial, 
industrial, fiscal, bancario, fiduciario 
u otro considerado como tal por una 
disposición legal. 

Los padres, madres y tutores tendrán 
derecho de acceso irrestricto a la in-
formación confidencial de los menores 
bajo su autoridad parental.

Consentimiento de la divulgación
Artículo 25. Los entes obligados no 
proporcionarán información confiden-
cial sin que medie el consentimiento ex-
preso y libre del titular de la misma.

CAPÍTULO IV
DISPOSICIONES COMUNES 

PARA LA INFORMACIÓN 
RESERVADA Y CONFIDENCIAL

Acceso a información restringida por 
autoridades públicas.
Artículo 26.- Tendrán acceso a infor-
mación confidencial y reservada las au-
toridades competentes en el marco de 
sus atribuciones legales.

Custodia de la información restringida.
Artículo 27. El titular de cada depen-
dencia o entidad deberá adoptar las me-
didas necesarias para asegurar la custo-
dia y conservación de los documentos 
que contengan información reservada o 
confidencial.

Responsabilidad.
Artículo 28. Los funcionarios que di-
vulguen información reservada o con-
fidencial responderán conforme a las 
sanciones que ésta u otras leyes esta-
blezcan; de la misma forma, responde-
rán las personas que a sabiendas del 
carácter reservado o confidencial divul-
garen dicha información.

Solución de discrepancias.
Artículo 29. En caso de discrepancia 
sobre la clasificación de la información 
entre el particular y un ente obligado o 
entre entes obligados, resolverá el Ins-
tituto.

Versiones públicas.
Artículo 30. En caso que el ente obli-
gado deba publicar documentos que 
contengan en su versión original infor-
mación reservada o confidencial, deberá 
preparar una versión en que elimine los 
elementos clasificados con marcas que 
impidan su lectura, haciendo constar en 
nota una razón que exprese la supresión 
efectuada.

TÍTULO III
DATOS PERSONALES
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CAPÍTULO I
PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES

Derecho a la protección de datos 
personales.
Artículo 31. Toda persona, directa-
mente o a través de su representante, 
tendrá derecho a saber si se están pro-
cesando sus datos personales; a conse-
guir una reproducción inteligible de ella 
sin demora; a obtener las rectificaciones 
o supresiones que correspondan cuan-
do los registros sean injustificados o 
inexactos y a conocer los destinatarios 
cuando esta información sea transmiti-
da, permitiéndole conocer las razones 
que motivaron su petición, en los tér-
minos de esta ley. El acceso a los datos 
personales es exclusivo de su titular o su 
representante.

Deberes de los entes obligados.
Artículo 32. Los entes obligados serán 
responsables de proteger los datos per-
sonales y en relación con éstos, deberán:

a) Adoptar procedimientos adecuados 
para recibir y responder las solici-
tudes de indagatoria, actualización, 
modificación y supresión de datos 
personales.

b)	 Usar los datos exclusivamente en el 
cumplimiento de los fines institucio-
nales para los que fueron solicitados 
u obtenidos.

c) Procurar que los datos personales 
sean exactos y actualizados.

d) Rectificar o completar los datos 
personales que fueren inexactos o 
incompletos.

e) Adoptar medidas que protejan la se-
guridad de los datos personales y 
eviten su alteración, pérdida, trans-
misión y acceso no autorizado.

Prohibición de difusión
Artículo 33. Los entes obligados no 
podrán difundir, distribuir o comercializar 
los datos personales contenidos en los 
sistemas de información administrados 
en el ejercicio de sus funciones, salvo 
que haya mediado el consentimiento 
expreso y libre, por escrito o por un 
medio equivalente, de los individuos a 
que haga referencia la información.

Difusión sin consentimiento.
Artículo 34. Los entes obligados debe-
rán proporcionar o divulgar datos perso-
nales, sin el consentimiento del titular, 
en los siguientes casos:

a) Cuando fuere necesario por razones 
estadísticas, científicas o de interés 
general, siempre que no se identifique 
a la persona a quien se refieran.

b) Cuando se transmitan entre entes 
obligados, siempre y cuando los 
datos se destinen al ejercicio de sus 
facultades.

c) Cuando se trate de la investigación de 
delitos e infracciones administrativas, 
en cuyo caso se seguirán los 
procedimientos previstos en las leyes 
pertinentes.

d) Cuando exista orden judicial.

e) Cuando contraten o recurran a terce-
ros para la prestación de un servicio 
que demande el tratamiento de datos 
personales. Los terceros no podrán 
utilizar los datos personales con pro-
pósitos distintos a aquellos para los 
cuales se les hubieren proporcionado 
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y tendrán las responsabilidades lega-
les que genere su actuación.

Lista de registros o sistemas de datos 
personales.
Artículo 35. Los entes obligados que 
posean, por cualquier título, registros o 
sistemas de datos personales, deberán 
hacerlo del conocimiento del Instituto, 
que mantendrá una lista actualizada de 
los mismos y de la información general 
sobre sus protocolos de seguridad. 

Los entes obligados que decidan destruir 
un sistema de datos personales deberán 
notificar al Instituto, para efectos de 
suprimirlo de la lista.

CAPÍTULO II
PROCEDIMIENTO

Solicitud de datos personales.
Artículo 36. Los titulares de los datos 
personales o sus representantes, previa 
acreditación, podrán solicitar a los entes 
obligados, ya sea mediante escrito libre, 
en los términos del artículo 66 de esta ley 
o formulario expedido por el Instituto, lo 
siguiente:

a)	 La información contenida en docu-
mentos o registros sobre su persona.

b) 	Informe sobre la finalidad para la que 
se ha recabado tal información.

c) 	La consulta directa de documentos, 
registros o archivos que contengan 
sus datos que obren en el registro 
o sistema bajo su control, en los 
términos del artículo 63 de esta ley.

d) 	La rectificación, actualización, confi-
dencialidad o supresión de la infor-
mación que le concierna, según sea 
el caso, y toda vez que el procedi-
miento para tales modificaciones no 
esté regulado por una ley especial.

Tratándose de los literales a, b y c, los 
entes obligados deberán entregar en un 
plazo de diez días hábiles, contados a 
partir de la presentación de la solicitud, 
en formato comprensible para el solici-
tante, la información correspondiente; o 
bien, le comunicarán por escrito que ese 
registro o sistema de datos personales no 
contiene los requeridos por el solicitante.

En el caso del literal d, la solicitud de-
berá ser acompañada de la documen-
tación que respalde lo pedido. El Oficial 
de Información deberá entregar al soli-
citante, en un plazo de treinta días hábi-
les desde la presentación de la solicitud, 
una comunicación que haga constar las 
modificaciones; o bien, le informará de 
manera motivada, la razón por la cual 
no procedieron las reformas.

Gratuidad de la entrega de datos 
personales.
Artículo 37. La entrega de los datos 
personales será gratuita, debiendo cubrir 
el individuo únicamente los costos a que 
se refiere el artículo 61 de esta ley.

Recurso de apelación
Artículo 38. Contra la negativa de 
entrega de informes, de la consulta di-
recta, rectificación, actualización, con-
fidencialidad o supresión de datos per-
sonales, procederá la interposición del 
recurso de apelación ante el Instituto. 
También procederá dicho recurso en el 
caso de falta de respuesta en los plazos 
a que se refiere el artículo 36 de esta ley.
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Acciones legales
Artículo 39. En caso de denegatoria del 
recurso de apelación ante el Instituto, 
quedarán a salvo las demás acciones 
previstas por la ley.

TÍTULO IV
ADMINISTRACIÓN DE 

ARCHIVOS

CAPÍTULO ÚNICO

Lineamientos para la administración de 
archivos.
Artículo 40. Corresponderá al Institu-
to elaborar y actualizar los lineamientos 
técnicos para la administración, catalo-
gación, conservación y protección de in-
formación pública en poder de los entes 
obligados, salvo que existan leyes espe-
ciales que regulen la administración de 
archivos de los entes obligados.

Los lineamientos tomarán en cuenta 
las normas, estándares y prácticas 
internacionales en la materia.

Los lineamientos serán orientaciones 
generales para la administración más 
eficaz y eficiente de los archivos.

Contenido de los lineamientos.
Artículo 41. Los lineamientos que 
el Instituto emita para la creación o 
generación de datos y archivos, así como 
para la conservación de los mismos, 
contendrán los siguientes aspectos:

a)	 Criterios sobre la identificación y se-
guimiento a los datos y documentos 
desde el momento en que sean crea-

dos o recibidos.

b)	 Mecanismos que permitan la ade-
cuada administración, catalogación, 
conservación y protección de la in-
formación de acuerdo con su natura-
leza.

c)	 Mecanismos para la conservación 
y mantenimiento de la información 
que obedezca a estándares mínimos 
en materia de archivología.

d)	 La capacitación a funcionarios en 
técnicas de archivología.

e)	 La organización de la información, 
de manera que facilite la consulta 
directa de los particulares.

f)	 El uso de tecnologías que permitan 
el resguardo eficiente y eficaz de la 
información pública.

Los lineamientos deberán tener en 
cuenta las capacidades materiales y de 
recurso humano de las instituciones a 
las que se dirijan.

Funcionamiento de archivos.
Artículo 42. Los entes obligados, de 
conformidad con las disposiciones 
aplicables, deberán asegurar el adecuado 
funcionamiento de los archivos, con tal 
fin:

a)	 Crearán un sistema de archivo que 
permita localizar con prontitud y 
seguridad los datos que genere, 
procese o reciba con motivo del 
desempeño de su función, el cual 
deberá mantenerse actualizado.

b)	 Establecerán programas de automa-
tización de la consulta de archivos 
por medios electrónicos.

c)	 Se guiarán por los lineamientos y 
observaciones que sobre el particular 
emita el Instituto.
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Responsable de archivos.
Artículo 43. Los titulares de los entes 
obligados designarán a un funcionario 
responsable de los archivos en cada en-
tidad, quien será el encargado de la or-
ganización, catalogación, conservación 
y administración de los documentos de 
la entidad; además, elaborará y pondrá 
a disposición del público una guía de la 
organización del archivo y de los siste-
mas de clasificación y catalogación.

Características de los archivos.
Artículo 44. La información en poder 
de las instituciones públicas deberá es-
tar disponible en los archivos corres-
pondientes, los que deberán satisfacer 
las siguientes características:

a) 	Cuando se trate de información co-
rrespondiente al año que esté en cur-
so, impresos en papel, digitalizados o 
en cualquier medio de soporte elec-
trónico.

b) 	La información oficiosa del año 
inmediato anterior al que se encuentre 
en curso deberá estar disponible de 
manera electrónica para su consulta 
y organizada de acuerdo con los 
principios archivológicos.

c) 	Los archivos deberán estar clasifica-
dos por períodos, áreas o rubros.

TÍTULO V
PROMOCIÓN DE LA 

CULTURA DE ACCESO 
A LA INFORMACIÓN

CAPÍTULO ÚNICO

Capacitación de los servidores públicos.
Artículo 45. Con la finalidad de promo-
ver una cultura de acceso a la informa-
ción en la administración pública, los 
entes obligados deberán capacitar pe-
riódicamente a todos sus servidores pú-
blicos en materia del derecho de acceso 
a la información pública y el ejercicio del 
derecho a la protección de datos perso-
nales, a través de cursos, seminarios, ta-
lleres y toda otra forma de enseñanza y 
entrenamiento que consideren pertinen-
te. El Instituto podrá cooperar en el dise-
ño y ejecución de dichas capacitaciones, 
para lo cual podrá celebrar convenios 
con las distintas entidades públicas.

Promoción de cultura de acceso a la 
información en programas de estudio.
Artículo 46. El Ministerio de Educación 
incluirá en los planes y programas de 
estudio de educación formal para los ni-
veles inicial, parvulario, básico y medio, 
contenidos que versen sobre la impor-
tancia democratizadora de la transpa-
rencia, el derecho de acceso a la informa-
ción pública, el derecho a la participación 
ciudadana para la toma de decisiones y 
el control de la gestión pública y el dere-
cho a la protección de datos personales. 
El Instituto dará sugerencias para dichos 
planes de estudio y podrá celebrar con-
venios con instituciones públicas y priva-
das que presten servicios de educación 
formal a estos niveles. El Ministerio de 
Educación, con la cooperación del Insti-
tuto, capacitará a los maestros que im-
partan dichos cursos. 

El Instituto promoverá en las institucio-
nes públicas y privadas de educación 
superior la integración de los temas se-
ñalados en el inciso anterior, dentro de 
sus actividades académicas curriculares 
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y extracurriculares. Con tal fin el Institu-
to podrá celebrar convenios con dichas 
instituciones para compartir las expe-
riencias en la materia y para la asisten-
cia en el diseño de planes y programas 
de estudio.

Promoción de cultura de transparencia 
en la sociedad civil.
Artículo 47. El Instituto promoverá la 
cultura de transparencia en la sociedad 
civil con el objeto de que los beneficios 
de la presente ley puedan proyectarse 
efectivamente al servicio de todas las 
personas. Con tal fin, el Instituto cele-
brará talleres, conferencias, seminarios 
y otras actividades similares para difun-
dir los derechos y obligaciones que esta 
ley contempla, así como para capacitar 
a los integrantes de la sociedad civil en 
el ejercicio del derecho de acceso a la 
información, derecho a la participación 
ciudadana para la toma de decisiones 
y control de la gestión pública, la pro-
tección de datos personales y los demás 
que contempla la presente ley.

Para lograr los fines señalados, el Instituto 
podrá suscribir convenios con toda clase 
de organizaciones privadas y públicas.

TÍTULO VI
ESTRUCTURA 

INSTITUCIONAL

CAPÍTULO I
UNIDADES DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA Y 

OFICIALES DE INFORMACIÓN

Unidades de Acceso a la Información 
Pública.
Artículo 48. Los entes obligados del 
sector público tendrán unidades de ac-
ceso a la información pública, las cuales 
serán creadas y organizadas según las 
características de cada entidad e institu-
ción para manejar las solicitudes de in-
formación. Se podrán establecer unida-
des auxiliares en razón de la estructura 
organizacional, bases presupuestarias, 
clases y volumen de operaciones.

El Oficial de Información será nombrado 
por el titular de la entidad respectiva 
para dirigir la unidad.

El Instituto, mediante resolución moti-
vada, podrá sugerir la creación de Uni-
dades de Acceso a la Información Públi-
ca adicionales con el fin de garantizar el 
ejercicio efectivo del derecho de acceso 
a la información pública, tomando en 
consideración los criterios mencionados 
en el inciso primero de este artículo.

Las municipalidades con un presupuesto 
anual ordinario menor a dos millones 
de dólares, podrán tener Unidades de 
Acceso a la Información unipersonales 
integradas por el Oficial de Información, 
cuya designación podrá recaer en el 
Secretario Municipal o en cualquiera de 
los miembros del Concejo Municipal.

Requisitos para ser Oficial de 
Información
Artículo 49. Para ser Oficial de Infor-
mación se requiere:

a) 	Ser salvadoreño, de reconocida ho-
norabilidad, con experiencia en la 
Administración Pública, e idoneidad 
para el cargo.

b) 	De preferencia con título universitario.
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c) 	No haber sido condenado por la co-
misión de algún delito o sancionado 
por infringir la Ley de Ética Guberna-
mental en los cinco años anteriores 
al ejercicio del cargo.

d) 	Estar solvente de responsabilidades 
administrativas en la Corte de Cuentas 
de la República, la Procuraduría 
General de la República y la Hacienda 
Pública. En caso de profesiones 
regladas, no haber sido sancionado 
por el organismo de vigilancia de la 
profesión en los últimos cinco años.

e) 	Tener cuando menos veintiún años 
de edad el día de su designación.

f)	 Participar en concurso transparente y 
abierto para acceder al cargo.

g) 	Recibir un curso preparatorio impar-
tido por el Instituto.

En los casos en que, de conformidad con 
el artículo anterior, la designación del 
oficial recaiga en el Secretario Municipal 
o en un miembro del Concejo Municipal, 
bastará el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en los literales a, c, d, e y g 
del inciso anterior.

Funciones del Oficial de Información.
Artículo 50. El Oficial de Información 
tendrá las funciones siguientes:

a) Recabar y difundir la información ofi-
ciosa y propiciar que las entidades 
responsables las actualicen periódi-
camente.

b) Recibir y dar trámite a las solicitudes 
referentes a datos personales a 
solicitud del titular y de acceso a la 
información.

c) Auxiliar a los particulares en la ela-
boración de solicitudes y, en su caso, 
orientarlos sobre las dependencias o 
entidades que pudieran tener la in-

formación que solicitan.

d) 	Realizar los trámites internos nece-
sarios para localización y entrega de 
la información solicitada y notificar a 
los particulares.

e) 	Instruir a los servidores de la depen-
dencia o entidad que sean necesa-
rios, para recibir y dar trámite a las 
solicitudes de acceso a la informa-
ción.

f)	 Llevar un registro de las solicitudes 
de acceso a la información, sus re-
sultados y costos.

g) 	Garantizar y agilizar el flujo de infor-
mación entre la dependencia o enti-
dad y los particulares.

h) 	Realizar las notificaciones corres-
pondientes.

i)	 Resolver sobre las solicitudes de in-
formación que se les sometan.

j)	 Coordinar y supervisar las acciones 
de las dependencias o entidades co-
rrespondientes con el objeto de pro-
porcionar la información prevista en 
esta ley.

k)	 Establecer los procedimientos inter-
nos para asegurar la mayor eficien-
cia en la gestión de las solicitudes de 
acceso a la información.

1)	 Elaborar un programa para facilitar 
la obtención de información de la 
dependencia o entidad, que deberá 
ser actualizado periódicamente.

m) Elaborar el índice de la información 
clasificada como reservada.

n) Elaborar y enviar al Instituto, de 
conformidad con los lineamientos 
que éste expida, los datos necesarios 
para la elaboración del informe anual 
a que se refiere el artículo 60 de esta 
Ley.
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CAPÍTULO II
INSTITUTO DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA

Creación del Instituto de Acceso a la 
Información Pública
Artículo 51. Créase el Instituto de Ac-
ceso a la Información Pública, como ins-
titución de derecho público, con perso-
nalidad jurídica y patrimonio propio, con 
autonomía administrativa y financiera, 
encargado de velar por la aplicación de 
esta ley. En el texto de la misma podrá 
denominarse El Instituto.

Integración del Instituto
Artículo 52. El Instituto estará integra-
do por cinco Comisionados y sus respec-
tivos suplentes, quienes serán nombra-
dos por el Presidente de la República. 
Durarán en sus cargos seis años y no 
podrán ser reelegidos.

Los comisionados suplentes sustituirán 
a los propietarios en caso de muerte, re-
nuncia, permiso, imposibilidad de con-
currir, excusa cuando exista conflicto de 
intereses u otra razón válida.

El instituto adoptará sus decisiones por 
mayoría simple.

Procedimiento para la elección
Artículo 53. Los Comisionados propie-
tarios y suplentes serán electos de ter-
nas propuestas así:

a)	 Una terna propuesta por las asocia-
ciones empresariales debidamente 
inscritas.

b)	 Una terna propuesta por las asocia-

ciones profesionales debidamente 
inscritas.

c) 	Una terna propuesta por la Universi-
dad de El Salvador y las universidades 
privadas debidamente autorizadas.

d)	 Una terna propuesta por las asocia-
ciones de periodistas debidamente 
inscritas.

e) Una terna propuesta por los sindicatos 
autorizados por el Ministerio de 
Trabajo y Previsión Social.

La elección de las ternas será realizada 
en asamblea general por sectores, con-
vocadas especialmente al efecto. Corres-
ponderá al Ministerio de Economía con-
vocar a las asociaciones empresariales; 
al Ministerio de Gobernación convocar 
a las asociaciones profesionales; al Mi-
nisterio de Educación convocar a las uni-
versidades; a la Secretaría de Comunica-
ciones de la Presidencia de la República 
convocar a las asociaciones de periodis-
tas; y al Ministerio de Trabajo y Previsión 
Social convocar a los sindicatos.

La convocatoria a la elección de las 
ternas deberá realizarse sesenta días 
previos a la fecha del inicio de funciones.

La convocatoria para cada asamblea 
general se realizará con quince días de 
anticipación, por lo menos, a la fecha 
señalada para la reunión, por medio de 
aviso que se publicará en dos periódicos 
de circulación nacional. La entidad res-
ponsable, además el aviso, enviará den-
tro del plazo de la convocatoria una car-
ta circular a las entidades que deberán 
elegir las ternas, recordándoles el lugar 
y la fecha en que se celebrará la asam-
blea general.

La asamblea general será presidida por el 
responsable de la entidad convocante o 
su representante o quien haga sus veces 
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y se instalarán válidamente en primera 
y única convocatoria cualquiera que sea 
el número de entidades presentes.

La terna de propietarios y la terna de 
suplentes deberán ser elegidas por 
mayoría simple. Cada entidad presente y 
debidamente acreditada tendrá derecho 
a un voto.

El Presidente de la República contará 
con treinta días para hacer la selección 
de los miembros propietarios y suplentes 
del Instituto.

Si por cualquier motivo se atrasare la 
elección de los Comisionados, continua-
rán en el cargo los titulares del período 
anterior hasta que se elijan los nuevos 
funcionarios.

El Presidente de la República emitirá el 
reglamento de las Asambleas sectoriales 
para la elección de los Comisionados.

Requisitos para ser Comisionado.
Artículo 54. Para ser Comisionado se 
requiere:

a) 	Ser salvadoreño con título universita-
rio y haberse desempeñado destaca-
damente en actividades profesiona-
les, de servicio público o académicas.

b) 	No haber sido condenado por la co-
misión de algún delito o sancionado 
por infringir la Ley de Ética Guberna-
mental en los últimos cinco años.

c) Estar solvente de responsabilidades 
administrativas en la Corte de Cuen-
tas de la República, la Procuraduría 
General de la República, la Procura-
duría para la Defensa de los Dere-
chos Humanos y la Hacienda Pública. 
En caso de profesiones regladas, no 
haber sido condenado por el organis-
mo de vigilancia de la profesión en 
los últimos cinco años.

d) Tener cuando menos treinta y cinco 
años de edad el día de su designación.

Incompatibilidades
Artículo 55. El cargo de Comisionado 
es incompatible con cualquier otra acti-
vidad remunerada, salvo el ejercicio de 
la docencia.

Causas de remoción
Artículo 56. Los Comisionados podrán 
ser removidos de sus cargos por el 
Presidente de la República en los casos 
siguientes:

a) 	Cuando hayan sido condenados por 
delitos.

b) 	Por actos u omisiones que afecten 
gravemente el buen funcionamiento 
del Instituto y por incumplimiento de 
sus funciones.

c) 	Por incapacidad o inhabilidad sobre-
viniente.

d) 	Por divulgar o utilizar información 
reservada o confidencial, por mala fe 
o negligencia.

Presidente del Instituto
Artículo 57. El Instituto será presidido 
por un comisionado designado por el 
Presidente de la República, quien tendrá 
la representación legal del mismo.

Atribuciones del Instituto 
Artículo 58. El Instituto tendrá las 
siguientes atribuciones:

a) 	Velar por la correcta interpretación y 
aplicación de esta ley.

b)	 Garantizar el debido ejercicio del de-
recho de acceso a la información pú-
blica y a la protección de la informa-
ción personal.
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c) 	Promover una cultura de transparen-
cia en la sociedad y entre los servido-
res públicos.

d) 		Conocer y resolver los recursos de 
apelación.

e) 		Conocer y resolver del procedimiento 
sancionatorio y dictar sanciones 
administrativas.

f)	 Dictar las medidas cautelares que 
fueren pertinentes mediante resolu-
ción motivada.

g)	 Resolver controversias en relación a 
la clasificación y desclasificación de 
información reservada.

h) 	Proporcionar apoyo técnico a los 
entes obligados en la elaboración 
y ejecución de sus programas de 
promoción de la transparencia y del 
derecho de acceso a la información.

i)	 Elaborar los formularios para soli-
citudes de acceso a la información, 
solicitudes referentes a datos perso-
nales y solicitudes para interponer el 
recurso de apelación.

j) 	 Establecer los lineamientos para el 
manejo, mantenimiento, seguridad y 
protección de los datos personales y 
de la información pública, confiden-
cial y reservada en posesión de las 
dependencias y entidades.

k) 	Elaborar la guía de procedimientos 
de acceso a la información pública. 

1) 	Evaluar el desempeño de los entes 
obligados sobre el cumplimiento de 
esta ley conforme a los indicadores 
que diseñe a tal efecto.

m)	Desarrollar cursos de capacitación a 
los servidores públicos en materia de 
transparencia, acceso a la informa-
ción, protección de datos personales 
y administración de archivos.

n)	Elaborar y publicar estudios e investi-
gaciones sobre la materia de esta ley. 

o)	 Asesorar y cooperar con los entes 
obligados en el cumplimiento de esta 
ley.

p)	 Elaborar su reglamento interno y 
demás normas de operación.

q)	 Nombrar y destituir a sus funcionarios 
y empleados.

r)	 Publicar la información pública en su 
posesión, así como sus resoluciones.

s)	 Preparar su proyecto de presupuesto 
anual y darle el trámite correspon-
diente.

t)	 Las demás que le confiera esta ley.

Conflicto de intereses.
Artículo 59. Los comisionados estarán 
obligados a plantear ante el pleno cual-
quier conflicto de intereses que pudiera 
existir ante un caso que se presente al 
Instituto. En este caso, se deberá llamar 
inmediatamente al suplente respectivo.

También podrá señalar dicho conflicto 
de intereses u otro impedimento legal 
la parte que se considere afectada por el 
mismo. Serán aplicables las causales de 
recusación del derecho común. El pleno, 
sin participación del comisionado seña-
lado, resolverá si éste deberá de abste-
nerse de conocer y opinar sobre el caso.

Informe anual.
Artículo 60. El Instituto rendirá anual-
mente un informe público a la Asamblea 
Legislativa sobre el acceso a la informa-
ción, con base en los datos que le rin-
dan las dependencias y entidades, que 
incluirá el número de solicitudes de ac-
ceso a la información presentadas ante 
cada ente obligado así como su resul-
tado, con indicación de las solicitudes 
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otorgadas y rechazadas y los motivos 
del rechazo; su tiempo de respuesta; el 
número y resultado de los asuntos aten-
didos por el Instituto; y las dificultades 
observadas en el cumplimiento de la ley.

TITULO VII
PROCEDIMIENTO 
DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN ANTE 
LOS ENTES OBLIGADOS

CAPÍTULO I
CARACTERÍSTICAS DEL ACCESO

Gratuidad.
Artículo 61. La obtención y consulta 
de la información pública se regirá por 
el principio de gratuidad, en virtud del 
cual se permitirá el acceso directo a la 
información libre de costos. 

La reproducción y envío de la informa-
ción, en su caso, será sufragada por el 
solicitante, si bien su valor no podrá ser 
superior al de los materiales utilizados y 
costos de remisión. Los entes obligados 
deberán disponer de hojas informativas 
de costos de reproducción y envío. El en-
vío por vía electrónica no tendrá costo al-
guno.

En caso de copias certificadas, se 
aplicarán las tasas previstas en las leyes 
especiales.

Tratándose de copias magnéticas o elec-
trónicas, si el interesado aporta el medio 

en que será almacenada la información, 
la reproducción será gratuita.

Entrega de información.
Artículo 62. Los entes obligados debe-
rán entregar únicamente información 
que se encuentre en su poder. La obliga-
ción de acceso a la información pública 
se dará por cumplida cuando se pongan 
a disposición del solicitante para con-
sulta directa los documentos que la con-
tengan en el sitio donde se encuentren; 
o bien, mediante la expedición de copias 
simples, certificadas o por cualquier otro 
medio tecnológico conocido o por cono-
cerse.

El acceso se dará solamente en la 
forma en que lo permita el soporte de 
la información solicitada. Se entregarán 
los documentos en su totalidad o 
partes de los mismos según lo haya 
pedido el solicitante. En caso que la 
información solicitada por la persona 
ya esté disponible al público en medios 
impresos, tales como libros, compendios, 
archivos públicos, formatos electrónicos 
disponibles en Internet o en cualquier 
otro medio, se le hará saber por escrito 
la fuente, el lugar y la forma en que 
puede consultar, reproducir o adquirir 
dicha información.

Consulta directa.
Artículo 63. El solicitante tendrá dere-
cho a efectuar la consulta directa de in-
formación pública dentro de los horarios 
de atención general del ente obligado 
correspondiente.

Se permitirá la consulta directa de los 
datos o registros originales en caso 
que no se hallen almacenados en algún 
medio magnético, digital, microfichas y 
que su estado lo permita.
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Bajo ninguna circunstancia se prestará 
o permitirá la salida de registros o datos 
originales de los archivos en que se 
hallen almacenados.

Los entes obligados deberán asesorar al 
solicitante sobre el servicio de consulta 
directa de información pública.

Validez de la información.
Artículo 64. Los documentos emitidos 
por los órganos de la Administración 
Pública utilizando tecnologías de la in-
formación y comunicaciones gozarán 
de la validez de un documento original, 
siempre que quede garantizada su au-
tenticidad, integridad y conservación, y 
el cumplimiento de requisitos y garantías 
que disponga la legislación pertinente.

Resolución motivada.
Artículo 65. Todas las decisiones de 
los entes obligados deberán entregarse 
por escrito al solicitante y serán motiva-
das, con mención breve pero suficiente 
de sus fundamentos, precisándose las 
razones de hecho y de Derecho que de-
terminaron e indujeron a la entidad a 
adoptar su decisión. Dichas decisiones 
deberán ser notificadas por el medio que 
haya sido indicado por el solicitante.

CAPÍTULO II
DEL PROCEDIMIENTO DE 

ACCESO

Solicitud de información
Artículo 66. Cualquier persona o su 
representante podrán presentar ante el 
Oficial de Información una solicitud en 

forma escrita, verbal, electrónica o por 
cualquier otro medio idóneo, de forma 
libre o en los formularios que apruebe 
el Instituto.

La solicitud deberá contener:

a) 	El nombre del solicitante, lugar o me-
dio para recibir notificaciones, fax o 
correo electrónico, o la autorización 
para que se le notifique por cartelera, 
y en su caso los datos del represen-
tante.

b) 	La descripción clara y precisa de la 
información pública que solicita.

c) 	Cualquier otro dato que propicie su 
localización con objeto de facilitar la 
búsqueda.

d) 	Opcionalmente, la modalidad en la 
que prefiere se otorgue el acceso 
a la información, ya sea mediante 
consulta directa, o que se expidan 
copias simples o certificadas u otro 
tipo de medio pertinente.

En caso de que la solicitud sea verbal, 
deberá llenarse un formulario donde se 
haga constar la solicitud.

Será obligatorio presentar documento 
de identidad. En caso de menores de 
dieciocho años de edad, se deberá 
presentar el respectivo carnet de 
identificación personal o, a falta de 
éste, cualquier documento de identidad 
emitido por entidades públicas u 
organismos privados.

Si los detalles proporcionados por el 
solicitante no bastasen para localizar la 
información pública o son erróneos, el 
Oficial de Información podrá requerir, 
por una vez y dentro de los tres días 
hábiles siguientes a la presentación de 
la solicitud, que indique otros elementos 
o corrija los datos. Este requerimiento 
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interrumpirá el plazo de entrega de la 
información. Si el interesado no subsana 
las observaciones en un plazo de cinco 
días desde su notificación, deberá 
presentar nueva solicitud para reiniciar 
el trámite.

Si la solicitud es presentada ante una 
unidad administrativa distinta, ésta 
tendrá la obligación de indicar al 
solicitante la ubicación física del Oficial 
de Información.

En ningún caso la entrega de información 
estará condicionada a que se motive o 
justifique su utilización, ni se requerirá 
demostrar interés alguno.

Se deberá entregar al solicitante una 
constancia de que su solicitud ha sido 
interpuesta.

Información en manos de entes privados
Artículo 67. Las solicitudes de infor-
mación en las sociedades de economía 
mixta y las personas privadas, naturales 
o jurídicas, obligadas por esta ley se tra-
mitarán ante el Oficial de Información 
del ente público al que corresponda su 
vigilancia o con el que se vinculen. Estos 
entes obligados deberán informar al so-
licitante cuál es la entidad competente 
para este propósito.

Asistencia al solicitante.
Artículo 68. Los interesados tendrán 
derecho la asistencia para el acceso a la 
información y al auxilio en la elaboración 
de las solicitudes, si así lo pide.

Cuando una solicitud de información 
sea dirigida a un ente obligado distinto 
del competente, éste deberá informar 
al interesado la entidad a la que debe 
dirigirse.

Enlace.
Artículo 69. El Oficial de Información 
será el vínculo entre el ente obligado y 
el solicitante, y responsable de hacer las 
notificaciones a que se refiere esta ley. 
Además, deberá llevar a cabo todas las 
gestiones necesarias en la dependencia 
o entidad a fin de facilitar el acceso a la 
información.

Transmisión de solicitud a unidad 
administrativa.
Artículo 70. El Oficial de Información 
transmitirá la solicitud a la unidad 
administrativa que tenga o pueda poseer 
la información, con objeto de que ésta la 
localice, verifique su clasificación y, en 
su caso, le comunique la manera en que 
se encuentra disponible.

Plazos de respuesta.
Artículo 71. La respuesta a la solicitud 
deberá ser notificada al interesado en 
el menor tiempo posible, que no podrá 
ser mayor de diez días hábiles, contados 
desde la presentación de aquélla, siem-
pre que la información requerida no ex-
ceda de cinco años de haber sido gene-
rada. Si la información requerida excede 
de los cinco años de haberse generado, 
el plazo podrá ampliarse por diez días 
hábiles más.

En caso de que no pueda entregarse la 
información en tiempo, por la comple-
jidad de la información u otras circuns-
tancias excepcionales, por resolución 
motivada podrá disponerse de un plazo 
adicional de cinco días hábiles.

El oficial de información precisará 
el costo y la modalidad en que será 
entregada la información, atendiendo 
en la medida de lo posible a los términos 
de la solicitud.
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Resolución del Oficial de Información.
Artículo 72. El Oficial de Información 
deberá resolver:

a) 	Si con base en una clasificación de 
reserva preexistente, niega el acceso 
a la información.

b) 	Si la información solicitada es o no 
de carácter confidencial.

c) 	Si concede el acceso a la información.

La resolución del Oficial de Información 
deberá hacerse por escrito y será notifi-
cada al interesado en el plazo. La con-
cesión de la información podrá hacerse 
constar con una razón al margen de la 
solicitud. En caso de ser negativa la reso-
lución, siempre deberá fundar y motivar 
las razones de la denegatoria de la infor-
mación e indicar al solicitante el recurso 
que podrá interponer ante el Instituto.

Información inexistente.
Artículo 73. Cuando la información so-
licitada no se encuentre en los archivos 
de la unidad administrativa, ésta deberá 
retornar al Oficial de Información la soli-
citud de información, con oficio en donde 
lo haga constar. El Oficial de Información 
analizará el caso y tomará las medidas 
pertinentes para localizar en la dependen-
cia o entidad la información solicitada y 
resolverá en consecuencia. En caso de no 
encontrarla, expedirá una resolución que 
confirme la inexistencia de la informa-
ción. En caso de encontrar la información 
proseguirá con la tramitación.

Excepciones a la obligación de dar 
trámite a solicitudes de información.
Artículo 74. Los Oficiales de Informa-
ción no darán trámite a solicitudes de 
información:

a)	 Cuando éstas sean ofensivas o inde-
corosas.

b) 	Cuando la información se encuentre 
disponible públicamente. En este caso, 
deberán indicar al solicitante el lugar 
donde se encuentra la información.

c) 	Cuando la solicitud sea manifiesta-
mente irrazonable.

Efectos de la falta de respuesta.
Artículo 75. La falta de respuesta a 
una solicitud de información en el pla-
zo establecido habilitará al solicitante 
para acudir ante el Instituto, dentro de 
los quince días hábiles siguientes, para 
que éste determine si la información so-
licitada es o no reservada o confidencial 
en un plazo de diez días hábiles. Si la 
información es de acceso público, el Ins-
tituto ordenará conceder el acceso de la 
misma al interesado. De cerciorarse que 
hay indicios de una conducta infractora, 
iniciará el proceso correspondiente.

El ente obligado deberá dar acceso a la 
información solicitada en un período 
no mayor a tres días hábiles después de 
recibir la resolución del Instituto.

De persistir la negativa de entrega de la 
información, el interesado podrá denun-
ciar el hecho ante el Instituto para los 
efectos consiguientes.

TÍTULO VIII
INFRACCIONES Y 

SANCIONES

CAPÍTULO ÚNICO
INFRACCIONES Y SANCIONES
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Infracciones.
Artículo 76. Las infracciones a la 
presente ley se clasifican en muy graves, 
graves y leves.

Son infracciones muy graves:

a) Sustraer, destruir, ocultar, inutilizar 
o alterar, total o parcialmente, in-
formación que se encuentre bajo su 
custodia o a la que tengan acceso o 
conocimiento con motivo de su em-
pleo, cargo o comisión.

b) 	Entregar o difundir información 
reservada o confidencial.

c) 	No proporcionar la información cuya 
entrega haya sido ordenada por el 
Instituto.

d) 	El incumplimiento por parte del 
funcionario competente de nombrar 
a los Oficiales de Información.

e) 	Negarse a entregar la información 
solicitada, sin la debida justificación.

f)	 Tener la información bajo su custodia 
de manera desactualizada, desorde-
nada, en violación ostensible a las 
medidas archivísticas establecidas 
en esta ley y por el Instituto.

Son infracciones graves

a) 		Actuar con negligencia en la sustan-
ciación de las solicitudes de acceso 
a la información o en la difusión de 
la información a que están obligados 
conforme a esta ley.

b) 		Denegar información no clasificada 
como reservada o que no sea confi-
dencial.

c) 		No proporcionar la información cuya 
entrega haya sido ordenada por un 
Oficial de Información.

d) 		Proporcionar parcialmente o de ma-
nera ininteligible la información cuya 

entrega haya sido ordenada por el 
Instituto.

e) 	Invocar como reservada información 
que no cumple con las características 
señaladas en esta ley. La responsabi-
lidad sólo existirá cuando haya una 
resolución previa respecto del crite-
rio de clasificación de esa informa-
ción.

f)	 Proporcionar parcialmente o de 
manera ininteligible la información 
cuya entrega haya sido ordenada por 
el Oficial de Información.

Son infracciones leves:

a)	 Pedir justificación para la entrega de 
información.

b)	 Elevar los costos de reproducción 
de la información sin justificación 
alguna.

c)	 No proporcionar la información en el 
plazo fijado por esta ley.

Sanciones.
Artículo 77. Por la comisión de las in-
fracciones señaladas en el artículo an-
terior, se impondrán al funcionario pú-
blico con facultad para tomar decisiones 
dentro de las atribuciones de su cargo 
las siguientes sanciones:

a) 	Por la comisión de infracciones muy 
graves, se impondrá al infractor una 
multa de veinte a cuarenta salarios 
mínimos mensuales para el sector 
comercio y servicios.

	 La comisión de dos o más infraccio-
nes muy graves en el plazo de tres-
cientos sesenta y cinco días, dará 
lugar, en función de los criterios de 
graduación del artículo siguiente, 
a la suspensión de funciones por el 
término de treinta días calendario or-
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denada por la autoridad superior co-
rrespondiente, salvo si la conducta es 
causal de destitución de acuerdo con 
el régimen del servicio aplicable.

b) 	Por la comisión de infracciones 
graves, se impondrá al infractor una 
multa de diez a dieciocho salarios 
mínimos mensuales para el sector 
comercio y servicios.

c) 	Por la comisión de infracciones leves, 
se impondrá al infractor una multa 
cuyo importe será de uno hasta ocho 
salarios mínimos mensuales para el 
sector comercio y servicios.

Todas las sanciones impuestas serán 
publicadas en los medios electrónicos 
del Instituto e incorporadas como ane-
xos del informe anual.

Graduación de la cuantía de las 
sanciones.
Artículo 78. La cuantía de las multas 
que se impongan, dentro de los límites 
indicados, se graduará teniendo en 
cuenta lo siguiente:

a) 	La existencia de intencionalidad o de 
reiteración en el hecho.

b) 	La reincidencia, por comisión de in-
fracciones de la misma naturaleza, 
sancionadas mediante resolución 
firme.

c) 	La naturaleza y cuantía de los 
perjuicios causados por el infractor.

d) 	La extensión del período durante el 
que se haya venido cometiendo la 
infracción.

Prescripción.
Artículo 79. Las acciones para interpo-
ner denuncias por las infracciones a la 
presente ley prescribirán en el plazo de 

noventa días contados desde la fecha en 
que se hayan cometido.

Las sanciones impuestas por el Instituto 
por dichas infracciones prescribirán en 
el término de tres años contados desde 
la fecha en que hubiere quedado firme la 
respectiva resolución.

Obligación de aviso.
Artículo 80. El Oficial de Información o 
el Instituto darán aviso al Fiscal General 
de la República, para los efectos legales 
pertinentes, cuando en los procedimien-
tos establecidos en la presente ley se 
hayan encontrado indicios de que se ha 
cometido un acto delictivo.

Otras responsabilidades legales.
Artículo 81. La aplicación de las san-
ciones se entenderá sin perjuicio de las 
responsabilidades penales, civiles, ad-
ministrativas o de otra índole en que in-
curra el responsable.

TÍTULO IX
PROCEDIMIENTO 
DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN Y 

SANCIONATORIO ANTE
EL INSTITUTO DE ACCESO A 
LA INFORMACIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO ÚNICO

Interposición del recurso de apelación
Artículo 82. El solicitante a quien 
el Oficial de Acceso a la Información 
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haya notificado resolución que denie-
gue el acceso a la información, afirme 
la inexistencia de la misma o incurra en 
cualquiera de las causales enunciadas 
en el artículo siguiente, podrá interpo-
ner por si o a través de su representante 
el recurso de apelación ante el Institu-
to o ante el Oficial de Información que 
haya conocido del asunto dentro de los 
cinco días hábiles siguientes a la fecha 
de la notificación.

Deberá presentarse el recurso por 
escrito, de forma libre o en los 
formularios que apruebe el Instituto. El 
Oficial de Información deberá remitir 
la petición y el expediente al Instituto 
a más tardar el siguiente día hábil de 
haberla recibido.

Otras causales para interponer el 
recurso de apelación.
Artículo 83. El recurso de apelación 
también procederá cuando:

a)	 La dependencia o entidad no entregue 
al solicitante los datos personales 
solicitados, o lo haga en un formato 
defectuoso o incomprensible.

b)	 La dependencia o entidad se niegue a 
efectuar modificaciones o correccio-
nes a los datos personales.

c)	 El solicitante no esté conforme con 
el tiempo, el costo o la modalidad de 
entrega.

d)	 La información entregada sea incom-
pleta o no corresponda a la informa-
ción requerida en la solicitud.

Escrito de interposición del recurso de 
apelación
Artículo 84. El escrito de interposición 
del recurso de apelación y los formula-

rios aprobados por el Instituto deberán 
contener:

a) 	La dependencia o entidad ante la cual 
se presentó la solicitud.

b) 	El nombre del recurrente y el lugar o 
medio para recibir notificaciones, fax 
o correo electrónico.

c) 	La fecha en que se notificó al recu-
rrente.

d) 	El acto recurrido y los puntos petito-
rios.

Medidas cautelares.
Artículo 85. El Instituto podrá adoptar 
las medidas cautelares que se estimen 
necesarias para asegurar la eficacia de 
la resolución que definitivamente se dic-
te, el buen fi n del procedimiento, evitar 
el mantenimiento de los efectos de la 
infracción y las exigencias de los inte-
reses generales en cualquier momento 
del procedimiento, mediante resolución 
motivada. En particular, podrá:

a) 	Notificarse al superior jerárquico 
del infractor de la existencia de 
posibles conductas infractoras y 
de la incoación del recurso ante el 
Instituto.

b) 	Solicitar al titular de la entidad la 
adopción de medidas especiales de 
resguardo y copia de seguridad de la 
información de que se trate.

c) 	Solicitar una copia de la información 
objeto de la apelación excepto si es 
de naturaleza reservada, la copia será 
resguardada de manera confidencial 
por el Instituto y devuelta al final del 
incidente de apelación.

Estas medidas se tomarán con resguardo 
de los derechos de los particulares a 
la protección de sus datos personales 
cuando éstos pudieran ser afectados.
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Se respetará, en todo caso, el principio 
de proporcionalidad de la medida con 
los objetivos que se pretendan alcanzar 
en cada supuesto.

En ningún caso podrá ordenarse como 
medida cautelar el secuestro o incauta-
ción de registros, soportes y archivos in-
formáticos y de documentos en general, 
así como de aparatos y equipos informá-
ticos de todo tipo.

Admisión.
Artículo 86. El Instituto deberá subsanar 
las deficiencias de derecho de los 
escritos interpuestos por los particulares 
tanto para el recurso de apelación como 
en las denuncias y únicamente si esto 
no fuere posible requerirá al solicitante 
que subsane su escrito en un plazo de 
tres días hábiles. Se admitirá el recurso 
en un término de tres días hábiles desde 
su presentación o de la subsanación por 
el recurrente o denunciante.

Designación de un Comisionado.
Artículo 87. Admitido el recurso o de-
nuncia, el Instituto lo someterá a uno 
de sus comisionados el caso de manera 
rotativa. El comisionado designado de-
berá, dentro de los quince días hábiles 
siguientes a la admisión del recurso o 
denuncia, dar trámite a la solicitud, for-
mar el expediente, recabar pruebas y 
elaborar un proyecto de resolución que 
someterá al pleno del Instituto. Este co-
misionado no participará en las decisio-
nes del pleno referentes al caso.

Notificación de la admisión e informe de 
la entidad.
Artículo 88. La admisión del recurso de 
apelación será comunicada al interesado 

y al ente obligado, el que deberá rendir 
informe dentro de un plazo de siete 
días hábiles a partir de la notificación. 
En caso de denuncia o si en el escrito 
de interposición del recurso se hiciere 
denuncia de una infracción por parte 
de un servidor público, éste también 
será notificado inmediatamente y 
podrá justificar su actuación y alegar su 
defensa en el mismo plazo de siete días 
hábiles.

Imputación de una infracción.
Artículo 89. Si el Comisionado desig-
nado encontrare los elementos necesa-
rios para atribuir a un servidor público 
la presunta comisión de una infracción, 
dentro de los tres días hábiles posterio-
res a su designación, lo remitirá al ple-
no del Instituto para que resuelva sobre 
la imputación dentro de un plazo no 
mayor de tres días hábiles. El servidor 
público dispondrá de siete días hábiles 
contados a partir de la notificación para 
rendir su defensa.

También podrá iniciarse el procedimiento 
de aplicación de sanciones mediante 
denuncia escrita de cualquier persona, 
en la cual se expondrá en detalle los 
hechos constitutivos de la infracción a la 
presente ley y anexará las pruebas que 
tuviera en su poder.

Prueba.
Artículo 90. Las partes podrán ofrecer 
pruebas hasta el día de la celebración 
de la audiencia oral. Serán admitidos 
los medios de prueba reconocidos en el 
derecho común, en lo que fueren aplica-
bles, incluyendo los medios científicos 
idóneos. Las pruebas aportadas en el 
proceso serán apreciadas según las re-
glas de la sana crítica.
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Audiencia oral.
Artículo 91. El Instituto celebrará una 
audiencia oral con las partes en la cual 
conocerá la prueba y el comisionado de-
signado presentará el proyecto de reso-
lución.

Ampliación del plazo para celebrar 
audiencia.
Artículo 92. Cuando haya causa justi-
ficada, el pleno del Instituto podrá am-
pliar, por una vez y hasta por un período 
de diez días hábiles el plazo para cele-
brar la audiencia. La resolución motiva-
da en la que se determine nueva fecha 
para la audiencia será notificada a las 
partes inmediatamente.

Solicitud de información para mejor 
proveer.
Artículo 93. La información confidencial 
que sea solicitada por el Instituto por 
estimarla indispensable para resolver 
el asunto, deberá ser mantenida con 
ese carácter y no estará disponible en el 
expediente.

Motivación de resoluciones.
Artículo 94. Las resoluciones expedi-
das por el Instituto deberán ser funda-
mentadas en los hechos probados y las 
razones legales procedentes, bajo pena 
de nulidad.

Revocatoria.
Artículo 95. Las partes podrán solicitar 
la revocatoria dentro del tercer día hábil 
de haberse notificado la resolución 
final, la cual deberá ser resuelta en los 
siguientes tres días hábiles.

Resoluciones definitivas.
Artículo 96. El pleno resolverá, en de-
finitiva, dentro de los tres días hábiles 
siguientes a la celebración de la audien-
cia. Las resoluciones del pleno serán pú-
blicas. Las resoluciones definitivas del 
Instituto podrán:

a. 	Desestimar el recurso por improce-
dente o sobreseerlo.

b. 	Confirmar la decisión impugnada del 
Oficial de Información.

c. 	Confirmar la inexistencia de la infor-
mación pública solicitada.

d. 	Revocar o modificar las decisiones del 
Oficial de Información y ordenar a la 
dependencia o entidad que permita al 
particular el acceso a la información 
solicitada o a los datos personales, 
que reclasifique la información, o 
bien, que modifique tales datos.

e. 	Establecer sanciones o requerir el 
trámite de imposición de las mismas 
a las autoridades respectivas.

Las resoluciones deberán ser emitidas 
por escrito, establecerán los plazos para 
su cumplimiento y los procedimientos 
para asegurar su ejecución. 

La resolución definitiva que emita el 
Instituto tendrá fuerza ejecutiva.

Improcedencia
Artículo 97. El recurso será desestima-
do por improcedente cuando:

a) 	Sea incoado en forma extemporánea.

b) 	El Instituto haya conocido anterior-
mente del mismo caso.

c) 	Se recurra de una resolución que no 
haya sido emitida por el Oficial de 
Información.
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Sobreseimiento.
Artículo 98. El recurso será sobreseído 
cuando:

a) 	El recurrente desista expresamente 
del mismo.

b) 	El recurrente fallezca o tratándose de 
personas jurídicas, se disuelvan.

c) 	Admitido el recurso de apelación, 
aparezca alguna causal de improce-
dencia en los términos de la presente 
ley.

d) 	La dependencia o entidad responsa-
ble del acto o resolución impugnada 
lo modifique o revoque, de tal mane-
ra que se extinga el objeto de la im-
pugnación.

Silencio del Instituto.
Artículo 99. Si el Instituto no hubiere 
resuelto el recurso de acceso a la 
información en el plazo establecido, la 
resolución que se recurrió se entenderá 
revocada por ministerio de ley.

Notificación de presunta 
responsabilidad penal.
Artículo 100. Cuando el Instituto deter-
mine durante la sustanciación del pro-
cedimiento que algún servidor público 
pudo haber incurrido en responsabilidad 
penal, deberá hacerlo del conocimiento 
del titular de la dependencia o entidad 
responsable y de la Fiscalía General de 
la República, en su caso, para que ini-
cien el procedimiento de responsabili-
dad que corresponda. Asimismo, dará 
inicio el incidente sancionatorio ante el 
mismo Instituto.

Impugnación por particulares en 
proceso contencioso administrativo.
Artículo 101. Los particulares podrán 

impugnar las resoluciones negativas a 
sus pretensiones ante la Sala de lo Con-
tencioso Administrativo de la Corte Su-
prema de Justicia.

La Sala de lo Contencioso Administrativo 
tendrá acceso a la información confiden-
cial cuando la considere indispensable 
para resolver el asunto sometido a su 
conocimiento. Dicha información deberá 
ser mantenida con ese carácter y no será 
agregada en el expediente judicial.

Respeto al debido proceso.
Artículo 102. El procedimiento deberá 
respetar las garantías del debido proce-
so. Las actuaciones se sujetarán a los 
principios de legalidad, igualdad de las 
partes, economía, gratuidad, celeridad, 
eficacia y oficiosidad, entre otros. En lo 
referente al procedimiento, supletoria-
mente se sujetará a lo dispuesto por el 
derecho común.

TÍTULO X
DISPOSICIONES 

TRANSITORIAS, POTESTAD 
REGLAMENTARIA, 
APLICABILIDAD Y 

VIGENCIA

CAPÍTULO ÚNICO

Plazo para Publicación de Información 
Oficiosa.
Artículo 103. La publicación de la in-
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formación oficiosa deberá realizarse, a 
más tardar, trescientos sesenta y cinco 
días después de la entrada en vigor de 
la ley. En caso de incumplimiento, el 
Instituto podrá requerirla públicamente 
antes de iniciar el procedimiento corres-
pondiente a la infracción.

En todo caso la información oficiosa 
que los entes obligados puedan tener 
disponible al entrar en vigencia la 
presente ley deberá darse a conocer por 
cualquier medio y ponerse a disposición 
de los interesados.

Nombramiento del Oficial de 
Información.
Artículo 104. Los titulares de los entes 
obligados designarán al Oficial de In-
formación, a más tardar ciento ochenta 
días después de la entrada en vigor de 
este ordenamiento, y de inmediato se-
rán juramentados, se instalarán e inicia-
rán funciones. Posteriormente, se noti-
ficarán los nombramientos al Instituto, 
quien deberá ponerla a disposición del 
público por los medios que estime per-
tinentes.

Nombramiento de los Comisionados.
Artículo 105. La designación de los 
primeros Comisionados será realizada 
por el Presidente de la República ciento 
ochenta días después de la entrada en 
vigencia de la ley.

Tres de los primeros comisionados 
durarán en sus funciones seis años y dos 
para cuatro años.

Plazo para interponer solicitudes de 
información pública y datos personales.
Artículo 106. Los particulares podrán 
presentar las solicitudes de acceso a la 

información y concernientes a datos 
personales según los procedimientos 
establecidos en la presente ley una vez 
que se informe públicamente que la 
estructura institucional correspondiente 
se ha establecido, a más tardar 
trescientos sesenta y cinco días después 
de la entrada en vigor de la misma.

En el mismo plazo, deberá de hacerse 
el conocimiento público, por cualquier 
medio, la guía de procedimientos y 
estar disponible en todas las Unidades 
de Acceso a la Información Pública y 
páginas web institucionales.

Publicidad y Funcionamiento de 
Archivos Públicos.
Artículo 107. Dentro de un plazo de 
trescientos sesenta y cinco días a partir 
de la vigencia de la ley, los entes obliga-
dos deberán completar la organización 
y funcionamiento de sus archivos.

Partida Presupuestaria para el Instituto.
Artículo 108. El Presupuesto General 
de la Nación deberá establecer la partida 
presupuestaria correspondiente para la 
instalación, integración y funcionamien-
to del Instituto.

Potestad reglamentaria
Artículo 109. El Presidente de la Re-
pública emitirá los reglamentos de apli-
cación de la ley a más tardar en ciento 
veinte días contados a partir de la vigen-
cia de la ley.

El reglamento de elección de los 
Comisionados deberá estar elaborado a 
más tardar ciento veinte días después de 
la entrada en vigencia de esta ley.
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Aplicabilidad de la Ley.
Artículo 110. La presente ley se apli-
cará a toda la información que se en-
cuentre en poder de los entes obligados; 
por tanto, quedan derogadas todas las 
disposiciones contenidas en leyes ge-
nerales o especiales que la contraríen, 
incluyendo las que regulen el régimen 
de tal información en la Ley del Seguro 
Social y la Ley de la Comisión Ejecutiva 
Hidroeléctrica del Río Lempa. No se de-
rogan las siguientes disposiciones:

a) 	Artículo 6 de la Ley sobre el enrique-
cimiento ilícito de funcionarios y em-
pleados públicos.

b) 	Los artículos 324, 355 y 356 del 
Código Penal.

c) 	Las contenidas en la Ley Especial 
para la Protección de Víctimas y 
Testigos.

d) 	Las que se refieren a la actuación de 
los agentes policiales encubiertos.

e) 	Artículo 9 del Código Procesal Civil y 
Mercantil.

f)	 Las normas contenidas en leyes pro-
cesales, en cuanto al acceso a ex-
pedientes durante el período de su 
tramitación, así como las destinadas 
a preservar la intimidad de las per-
sonas o la identidad de menores de 
edad en materia procesal de familia, 
violencia intrafamiliar o de menores.

g) 	Los artículos 305 y 400 de la 
Ordenanza del Ejército.

h) 	Los artículos 64, 124,125, 126 y 145 
del Código de Justicia Militar.

i)	 Las contenidas en leyes tributarias 
relativas a la confidencialidad de la 
información contenida en declara-
ciones hechas con fines impositivos.

j) El artículo 115 de la Ley de Hidrocar-
buros.

k) 	Las contenidas en las distintas leyes 
que prohíban a los servidores públi-
cos el uso de información privilegia-
da para fines personales.

1) 	Artículo 675 del Código Civil.

m)	Artículo 3 de la Ley transitoria del 
registro del estado familiar y de re-
gímenes patrimoniales del matrimo-
nio.

n)	Artículo 461 del Código de Comercio.

o) 	Artículo 4 de la Ley de Registro de 
Comercio.

p) 	Artículo 46 de la Ley de la Corte de 
Cuentas de la República.

q) 	Las contenidas en la Ley del Archivo 
General de la Nación.

r)	 Artículo 21 del Reglamento General 
de la Ley de Educación Superior.

Artículo 111. La presente ley entrará 
en vigencia treinta días después de su 
publicación en el Diario Oficial.

DADO EN EL SALON AZUL DEL PALACIO LEGISLATIVO; San Salvador, a los dos 
días del mes de diciembre del año dos mil diez.

NOTA: En cumplimiento a lo dispuesto en el Art. 97, inciso 3° del Reglamento Interior 
de este Órgano del Estado, se hace constar que el presente Decreto No. 534, de fecha 
2 de diciembre del 2010, que contiene la Ley de Acceso a la Información Pública, fue 
devuelto con observaciones por el Presidente de la República, el día 5 de enero del 
presente año, resolviendo esta Asamblea Legislativa aceptar parcialmente dichas 
observaciones, en Sesión Plenaria celebrada el día 3 de marzo de 2011.
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OTHON SIGFRIDO REYES MORALES
PRESIDENTE

	 CIRO CRUZ ZEPEDA PEÑA	 GUILLERMO ANTONIO GALLEGOS 
	 PRIMER VICEPRESIDENTE	 SEGUNDO VICEPRESIDENTE

	 JOSÉ FRANCISCO MERINO LÓPEZ	 ALBERTO ARMANDO ROMERO RODRÍGUEZ
	 TERCER VICEPRESIDENTE	 CUARTO VICEPRESIDENTE

FRANCISCO ROBERTO LORENZANA DURÁN
QUINTO VICEPRESIDENTE

	 LORENA GUADALUPE PEÑA MENDOZA	 CÉSAR HUMBERTO GARCÍA AGUILERA
	 PRIMERA SECRETARIA	 SEGUNDO SECRETARIO

	 ELIZARDO GONZÁLEZ LOVO	 ROBERTO JOSÉ d’AUBUISSON MUNGUÍA
	 TERCER SECRETARIO 	 CUARTO SECRETARIO

IRMA LOURDES PALACIOS VÁSQUEZ
QUINTA SECRETARIA SEXTA SECRETARIA

MARIO ALBERTO TENORIO GUERRERO
SÉPTIMO SECRETARIO

CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los treinta días del mes de marzo del año 
dos mil once.

PUBLÍQUESE,

CARLOS MAURICIO FUNES CARTAGENA,
Presidente de la República.

GREGORIO ERNESTO ZELAYANDIA CISNEROS,
Viceministro de Gobernación,

Encargado del Despacho.

NOTA: PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL TOMO 391, N° 70 DEL VIERNES 8 DE 
ABRIL DE DOS MIL ONCE.
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LEY REGULADORA DE LA GARANTÍA DE AUDIENCIA 
DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS NO COMPRENDIDOS
EN LA CARRERA ADMINISTRATIVA

7.

LEY REGULADORA DE LA 
GARANTÍA DE AUDIENCIA DE 

LOS EMPLEADOS PÚBLICOS NO 
COMPRENDIDOS EN LA

CARRERA ADMINISTRATIVA

Artículo 1. Ningún empleado público 
puede ser privado de su empleo o cargo 
sin ser previamente oído y vencido en 
juicio con arreglo a la ley.

Artículo 2. En los casos en los que 
no exista un procedimiento específico 
establecido en las leyes secundarias, 
para garantizar el Derecho de Audiencia 
se observará lo prescrito en los artículos 
siguientes.

Artículo 3. Nadie puede ser privado de 
su cargo o empleo sino por causa legal. 
Se considera como tal, además de los 
señalados para despido o destitución del 
cargo en la Ley del Servicio Civil, toda la 
que basada en elementos objetivos con-
duzca razonablemente a la pérdida de 
confianza o a no dar garantía de acierto 
y eficiencia en el desempeño del cargo 
o empleo, para establecer lo anterior se 
aplicará la sana crítica.

Artículo 4. En los casos anteriores se 
observará el procedimiento siguiente:

a)	 La autoridad o funcionario superior 
comunicará por escrito en original 
y copia, al Juez de Primera Instancia 
que conozca en materia civil, de la 
jurisdicción donde el demandado 
desempeña el cargo o empleo, su 
decisión de removerlo o destituirlo, 
expresando las razones legales que 
tuviere para hacerlo, los hechos 
en que la funda y proponiendo su 
prueba; 

b)	 De la demanda se dará traslado por 
tres días al demandado a quién se le 
entregará copia de la demanda; si no 
contestare se presumirán ciertos los 
extremos de la misma y se pronun-
ciará sentencia. Si contesta, se reci-
birá el juicio a prueba por cuatro días 
si fuere necesario, y vencidos, al día 
siguiente, se pronunciará la senten-
cia que corresponda sin más trámite 
ni diligencia; 

c)	 En los casos de falta grave podrá sus-
penderse de su cargo al empleado 
público infractor, quien deberá ser 
restituido si el juez competente falla-
re que no hay lugar a su despido.
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Artículo 5. La parte vencida podrá re-
currir en revisión del fallo para ante la 
Cámara de lo Civil competente, dentro 
de los tres días hábiles contados des-
de el siguiente a la notificación de la 
sentencia, expresando en el mismo los 
motivos que se tengan para impugnar 
la resolución. 

Interpuesto el recurso, el juez compe-
tente lo admitirá y remitirá los autos a 
la Cámara de lo Civil, sin otro trámite ni 
diligencia.

Artículo 6. La Cámara de lo Civil re-
solverá el recurso con la sola vista de 
los autos, dentro de tres días contados 
desde el siguiente al de su recibo. En su 
resolución se concretará a confirmar, 
modificar o revocar el fallo impugnado; 
pero podrá tomar las medidas que esti-
mare conveniente a fin de salvaguardar 
los derechos del afectado. 

De lo resuelto por la Cámara de lo Civil 
no habrá recurso alguno, ni correspon-
derá su conocimiento a la jurisdicción 
contencioso administrativa.

Artículo 7. En lugares donde no hubie-
re Juez de Primera Instancia en Materia 
Civil, conocerá el Juez de Paz de la juris-
dicción donde el demandado desempe-
ña el cargo o empleo; del fallo pronun-
ciado por éste, la parte vencida podrá 
recurrir en revisión del fallo para ante el 
Juez de Primera Instancia en materia ci-
vil competente, el término para este pro-
cedimiento será el señalado en esta ley, 
donde fueren varios Jueces de lo Civil 
competentes conocerán a prevención.

Artículo 8. El presente decreto entrará 
en vigencia ocho días después de su 
publicación en el Diario Oficial.
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VICEPRESIDENTE.
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CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los treinta días del mes de marzo de mil 
novecientos noventa.

PUBLIQUESE,

ALFREDO FELIX CRISTIANI BURKARD,
Presidente de la República.

José Vicente Machado Salgado,
Viceministro de Justicia,

Encargado del Despacho.
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